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P R Ó L O G O

En junio de 2023 se cumplieron treinta años de la entra-
da en vigor de la primera Ley Federal de Competencia 
Económica y una década de la creación de la Comisión 

Federal de Competencia Económica como el órgano encar-
gado de promover, proteger y garantizar la competencia y 
libre concurrencia en México.

Tras esta primera década de existencia como un ente 
autónomo, puedo decir que estamos frente a una institu-
ción con creciente especialización y logros en beneficio de 
la sociedad mexicana. No obstante, como cualquier histo-
ria de construcción institucional, el camino se fue descu-
briendo caso por caso, y nos ha dejado muchos aprendizajes 
para mejorar en el futuro. 

Hoy, la Cofece realiza una pausa para mirar atrás y pre-
guntarse, ¿qué hemos hecho? y, sobre todo, ¿qué nos falta 
por hacer? Estas preguntas son pertinentes en tanto que el 
contexto en el que entró en vigor la primera ley e, incluso, 
en el que nació la Comisión como órgano autónomo, era muy 
diferente al que nos enfrentamos actualmente. 

Con este libro, en la Comisión nos propusimos respon-
der estas preguntas en conjunto con el invaluable conoci-
miento de un grupo de expertos. A lo largo de los siguientes 
capítulos haremos un recuento de estos primeros treinta 
años de la política de competencia y recordaremos los 
aprendizajes que nos han dejado algunos de los casos más 
relevantes que hemos enfrentado; sin embargo, también 
miramos hacia adelante, hacia los retos que depara el futu-
ro y nos concentramos en cómo transitar hacia una nueva 
fase de la política de competencia que nos permita contri-
buir a una economía más justa e incluyente.
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Con la primera ley de competencia económica en 1993, 
México dio sus primeros pasos hacia una economía de mer-
cado abierta y globalizada. En ese contexto en el que el país 
comenzó su entrada a la dinámica comercial internacional, 
resultaba fundamental contar con una política que promo-
viera la libre competencia y con una institución que la de-
fendiera para ofrecer certeza a nuevos jugadores interesados 
en entrar a mercados que, tradicionalmente, habían estado 
cerrados.

Entre 1993 y 2013, la ley tuvo diversas modificaciones 
encaminadas a ampliar las facultades de la entonces Comi-
sión Federal de Competencia. Entre estas, destacan las re-
formas que implementaron las visitas de verificación 
sorpresa y el Programa de Inmunidad y Reducción de San-
ciones, dos herramientas clave que permitieron que la Co-
misión identificara y sancionara muchas conductas que 
dañaban a la economía mexicana. Asimismo, las reformas 
encaminadas a aumentar las sanciones por incurrir en con-
ductas anticompetitivas permitieron sancionar de manera 
más severa estas conductas y, así, generar un factor disua-
sivo cada vez mayor.

Veinte años después, la reforma constitucional de 2013 
trajo consigo profundos cambios estructurales para la eco-
nomía mexicana y se determinó crear un órgano fuerte y au-
tónomo que fuera capaz de consolidar los aprendizajes de los 
años previos. La autonomía constitucional otorgada con mo-
tivo de esta reforma fue, sin duda, el último eslabón para que 
la Comisión se alzara como un órgano especializado e inde-
pendiente de los vaivenes de la política.

A lo largo de estos diez años, la Cofece ha analizado más 
de 1,500 concentraciones con un valor mayor a 22 billones de 
pesos; asimismo, ha impuesto multas por más de 14,000 mi-
llones de pesos a empresas e individuos por llevar a cabo con-
ductas anticompetitivas en detrimento de los mercados y 
consumidores mexicanos. A través de estas y más actuacio-
nes, la Cofece ha generado un beneficio económico de 34,502 
millones de pesos desde su creación. Lo anterior implica que 
la Comisión le devolvió casi 6 pesos a la sociedad en térmi-
nos de bienestar económico por cada peso asignado.
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Sin embargo, aún queda mucho por hacer y estamos 
convencidos de que una de las acciones que deberá tomar 
protagonismo en el futuro próximo es el fortalecimiento de 
las facultades de la Cofece. En un mundo donde los merca-
dos avanzan y se transforman rápidamente, es necesario que 
la autoridad de competencia aplique todas las herramientas 
y facultades que tiene a su alcance para combatir las con-
ductas anticompetitivas bajo estándares técnicos, éticos, 
creativos y apegados a derecho, de modo que la política de 
competencia pueda seguir el ritmo de mercados y sus bene-
ficios sean aprovechados por toda la población.

Asimismo, sabemos que trabajar de forma conjunta es 
la mejor y, quizás, la única estrategia para conseguir mejo-
res resultados en beneficio de la sociedad mexicana. Por esto, 
es fundamental acercar la política de competencia a todos 
los actores de la economía, ya que se necesita un frente co-
mún entre instituciones públicas, privadas y la sociedad civil 
para implementar una verdadera cultura de la competencia 
en México. A lo largo de estos años, hemos aprendido que la 
mejor estrategia para avanzar es trabajar de la mano con 
otras autoridades, con el sector académico y con los propios 
agentes económicos, por lo que buscaremos crear puntos de 
contacto con los tres niveles de gobierno y con la sociedad 
civil para lograr que las y los mexicanos puedan percibir los 
beneficios de la competencia en su día a día. En este libro se 
exponen las coincidencias entre la política de competencia 
con otras políticas públicas desde la perspectiva de diversas 
instituciones públicas, las cuales consiguen mejores resul-
tados cuando trabajan juntas. 

Este mismo ejercicio se realizó con nuestros pares in-
ternacionales, quienes a lo largo de los treinta años de la po-
lítica de competencia en el país han sido nuestros aliados y 
con quienes hemos tenido la posibilidad de compartir mu-
chos aprendizajes y, así, obtener mejores resultados en fa-
vor de la sociedad mexicana

Estoy convencida de que la Comisión y la política de 
competencia seguirán siendo relevantes sólo en la medida 
en que sus beneficios sean tangibles e influyan de una ma-
nera real en la calidad de vida de la sociedad mexicana. Por 
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esta razón, nos propusimos mirar hacia el futuro, pues en-
tendemos la importancia de transitar hacia una política de 
competencia que interactúe y se complemente con otras po-
líticas públicas en beneficio de toda la población de México. 
En estas páginas se discuten los desafíos que la política de 
competencia tendrá que afrontar en los próximos años, tan-
to en México como en el mundo; así como algunos de los pa-
sos que debemos dar para llevar a la política de competencia 
hacia una nueva fase que le permita ampliar su incidencia en 
el bienestar de la población.

Por ejemplo, en el mercado laboral, la competencia es 
clave para garantizar la igualdad de oportunidades, de modo 
que sea el mérito, el talento y el esfuerzo honesto el factor 
diferenciador de las y los trabajadores por encima de con-
ductas anticompetitivas o barreras como la brecha de géne-
ro. Como esta área de política pública, hay otras en las que 
la competencia económica puede ser un factor de cambio 
positivo, tales como el impulso a las micro, pequeñas y me-
dianas empresas; la agenda de sustentabilidad y las políticas 
de protección de datos, entre otras. 

Como toda organización, la Cofece y sus logros existen 
debido a la calidad y profesionalismo de las y los servidores 
públicos que la conforman. El reconocimiento que tiene la 
Comisión dentro y fuera del país ha sido y seguirá siendo 
producto del esfuerzo incansable de cada una de las perso-
nas que participan de las actividades de la Comisión con el 
objetivo de construir una economía en donde los mercados 
funcionen de manera eficiente por y para los consumidores. 
Nuestro compromiso será continuar como una institución 
de vanguardia con capacidades técnicas y humanas que nos 
permitan seguir el ritmo de una economía cada vez más ver-
tiginosa y cambiante en beneficio de las y los mexicanos.

andrea marván saltiel
Comisionada Presidenta
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durante sus primeros 
30 años de operación, 

la autoridad de 
competencia en 

méxico ha recibido la 
notificación de más de 4 

mil 339 concentraciones.



LA COMISIÓN FEDERAL DE 

COMPETENCIA Y LA AGENDA DE 

DESARROLLO DE MÉXICO: 

ORÍGENES MACRO DE UNA 

GESTA MICRO

JUAN CARLOS MORENO-BRID

INTRODUCCIÓN

El propósito del presente capítulo es identificar las raíces 
macroeconómicas que catalizaron o condujeron a la 
creación de la Comisión Federal de Competencia (cfc) 

con su mandato, que cabe sintetizar como la promoción y vi-
gilancia de la libre concurrencia en los diversos mercados  
–de bienes, servicios y financieros– del país. Identificar estas 
raíces ayuda a comprender los retos que enfrentó en ese en-
tonces; con ello esperamos aportar insumos para el análisis 
de su desempeño y perspectivas, así como de las áreas de 
oportunidad para su fortalecimiento. 

En las preocupaciones o reflexiones que a la postre con-
dujeron a la creación de la cfc, y de la primera ley para re-
gular la competencia, destacan dos grandes momentos en 
la historia económica del país. El primero es el colapso del 
intento de la administración del presidente José López Por-
tillo (1977-1981) por insertar a la economía mexicana en una 
vertiginosa trayectoria de expansión elevada y sostenida. Los 
recursos financieros para el ambicioso programa de desarro-
llo industrial parecían estar, según el consenso de la época, 
garantizados por dos fuentes. La primera era la explotación 
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de las recién descubiertas masivas reservas de hidrocarbu-
ros. Exportar “oro negro“ colocaría a México como una  
potencia petrolera mundial en un contexto global de expec-
tativas de alza de la cotización internacional real del crudo a 
tasas anuales significativas por diez años o más. La segunda, 
ligada a la anterior, era el abundante financiamiento exter-
no por parte de la banca y los mercados de capitales mun-
diales que percibían a México como la gran promesa entre 
las economías emergentes, con pemex como motor de de-
sarrollo. El abrupto fin de aquel intento desembocó súbita-
mente en una crisis fiscal y de deuda externa, fuerte recesión, 
desempleo y espiral inflacionaria.

En las lecciones que se derivaron de la crisis de 1982, la 
administración entrante del presidente de la Madrid (1982-
1988) y los actores políticos, económicos y sociales relevan-
tes, está otra raíz de la reflexión en torno a las deficientes 
dinámicas de competencia en los mercados de la economía 
mexicana. Estas deficiencias, con consecuencias graves  
en la eficacia, productividad y competitividad, surgían en 
gran medida del proteccionismo comercial, la excesiva inje-
rencia del Estado en la esfera económica, y de la desatención 
tradicional del gobierno respecto a la concentración de po-
der económico y prácticas oligopólicas en muy diversas ac-
tividades. La recesión combinada con aguda inflación –que 
marcó varios años siguientes a la crisis– deterioraron más  
la dinámica de concurrencia en los mercados y debilitaron la 
relevancia de los movimientos de precios relativos como se-
ñal para la reasignación de recursos y gastos. 

Lo anterior gestó el segundo momento que, a posterio-
ri, fue un catalizador directo de la nueva Ley de Competen-
cia y la subsecuente creación de la Comisión para ponerla en 
acción. Éste comenzó en 1985 cuando la administración de 
Miguel de la Madrid anunció la necesidad de reorientar la es-
trategia de desarrollo, que clausuró la seguida desde la pos-
guerra por décadas. Tal reorientación tuvo un arranque 
tímido. Tomó vigor años más tarde cuando, después de un 
enorme costo social, se logró estabilizar la inflación, las fi-
nanzas públicas y reanimar el clima de negocios en el país. 
Pilar de tal logro, además de la renegociación de la deuda ex-
terna vía el Plan Brady, fue el Pacto de Solidaridad Económi-



25CAPÍTULO I | JUAN CARLOS MORENO-BRID

ca (pse) lanzado en 1987. El pse fue un acuerdo económico 
político nacional para abatir la inflación con medidas hete-
rodoxas de controles de precios y salarios. El Pacto, con el 
subsecuente reingreso de México a los mercados financieros 
internacionales, sacó a la economía mexicana de la crisis. 

El gobierno de Salinas de Gortari (1988-1994), ratificó el 
acuerdo, ahora bajo el nombre de Pacto para la Estabilidad 
y el Crecimiento Económico (pece). Y profundizó el redi-
reccionamiento de la estrategia de desarrollo con una serie 
adicional de reformas de mercado. Con ellas se abandonó de-
finitivamente la idea de la industrialización liderada por el 
Estado e incentivada por la sustitución de importaciones. Se 
propuso colocar, de una vez por todas, a la iniciativa privada 
como motor del crecimiento. Otorgar tal responsabilidad a 
la empresa privada como guía e impulso del crecimiento exi-
gía –según la teoría dominante– instrumentar innovaciones 
institucionales para asegurar una dinámica de concurrencia 
lo más alejada posible de los poderes y prácticas oligopóli-
cas que marcaban los mercados en México. 

Las preocupaciones surgidas de los momentos señala-
dos pronto se tradujeron en iniciativas o lineamientos con-
cretos en documentos programáticos o compromisos ligados 
a la renovada participación de México en la economía inter-
nacional. En su entrada al Acuerdo General sobre Aranceles 
Aduaneros y Comercio, gatt (por sus siglas en inglés Gene-
ral Agreement on Tariffs and Trade), a la Organización Mun-
dial del Comercio (omc) y muy especialmente en las 
negociaciones del Tratado de Libre Comercio de América  
del Norte (tlcan), aparecía explícitamente la necesidad de 
corregir las prácticas monopólicas y oligopólicas. Eran re-
conocidos urbi et orbi sus impactos adversos sobre la inno-
vación, el empleo, los esquemas de fijación de precios y, en 
consecuencia, sobre el bienestar de la población, en parti-
cular la más pobre. Las reflexiones surgidas en esos dos  
momentos históricos en torno a las distorsiones de las diná-
micas de concurrencia cobraron resultados trascendentales 
en 1992. En efecto, después de nutridos debates en las cá-
maras legislativas –en un contexto de presiones internacio-
nales– finalmente se aprobó la Ley de Competencia y la 
creación de la Comisión Federal de Competencia (cfc).
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ANTECEDENTES: UNA DÉCADA DE INTENSOS 
CAMBIOS MACROECONÓMICOS 

Para continuar aquí con la exploración de los orígenes macro 
de esta gesta, que cambió la dinámica micro –después de 
esta introducción–, pasamos a reseñar más a fondo los dos 
momentos señalados cuando se incubó la preocupación por 
la deficiente dinámica de competencia en los mercados na-
cionales.

FIN DEL AUGE PETROLERO, CRISIS MACRO,  
ESTABILIZACIÓN Y COMPETENCIA

En 1981-1982 la economía mexicana vio descarrilar brutal-
mente su ambicioso proyecto de industrialización, lanzado 
en 1977 con apoyo de los vastos recursos petroleros y el fi-
nanciamiento externo.1 Una causa ajena del colapso fue el 
inicio de la política monetaria contractiva de la Reserva Fe-
deral en Estados Unidos de América (eua), la subsecuente 
alza en la tasa de interés y desaceleración de su actividad 
productiva, reducción de la liquidez internacional y el debili-
tamiento del mercado mundial del crudo. Combinados con la 
creciente fragilidad de las finanzas públicas y de la balanza 
de pagos de México, el impacto adverso fue mayúsculo en  
la economía nacional. La miope respuesta de nuestra políti-
ca macro agravó la situación en tanto que, al no reconocer la 
magnitud del choque externo, mantuvo sin ajuste su posi-
ción monetaria y fiscal –en 1981 el gasto público real se ex-
pandió 22 %; casi igual que en 1980 (21 %)– y sin corregir la 
sobrevaluación cambiaria frente el dólar.

Muy pronto el Producto Interno Bruto (pib) real se enfi-
ló a una contracción, la primera en décadas, una inflación 
anual de dos dígitos al alza, con una fuga masiva de capitales.  
Se generó una disrupción inédita del funcionamiento de los 
mercados del país con depreciaciones aceleradas –hasta cul-
minar en el control de cambios y de capitales–, interrupción 
del pago de la deuda, cierre a la libre importación, naciona-

1.	 El Cuadro 1 del Anexo reporta indicadores macroeconómicos seleccio-
nados de México en 1980-1994.
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lización de la banca privada, y polarización política. En este 
complejo entorno, las señales de precios relativos perdían in-
fluencia en la asignación de recursos. La competencia con los 
productos externos estaba totalmente distorsionada por 
desordenados controles burocráticos a las importaciones y 
al acceso a divisas, además de variaciones cambiarias y sa-
lariales recurrentemente rebasadas por la inflación.

En ese contexto, ¿cuáles era los precios relativos relevan-
tes para la inversión en capital fijo, en activos financieros? ¿En 
qué medida las presiones inflacionarias se agudizaban por 
prácticas oligopólicas? ¿Qué mercados domésticos serían  
potencialmente más atractivos poscrisis para la entrada de 
nuevas firmas? ¿Qué características o ventajas marcarían la 
estructura productiva y a la dinámica de competencia? ¿Qué 
sectores serían competitivos en el futuro cercano? Interro-
gantes, todas, relevantes para la pauta de desarrollo, que ca-
recieron de respuesta por mucho tiempo.  

La administración de Miguel de la Madrid, tomó pose-
sión al cierre de 1982 con la urgencia de estabilizar las finan-
zas públicas, frenar la inflación, restablecer la confianza de 
los capitales internacionales y nacionales en México, y en-
cauzar la dinámica de competencia de los mercados de bie-
nes, servicios y financieros para comenzar el repunte de la 
actividad y del empleo. Su estrategia inicial fue aplicar pro-
gramas ortodoxos de estabilización. En línea con el Fondo 
Monetario Internacional (fmi) recortó el gasto público y de-
preció la moneda. Tuvo éxito en cerrar el déficit comercial, 
pero la economía permaneció estancada, el déficit fiscal se 
ensanchó y la inflación anual subió a tres dígitos. En esta 
trayectoria, los mercados enfrentaron severas distorsiones 
que dificultaban la inversión y un retorno, digamos, a la nor-
malidad.

En 1986 el fracaso de la estrategia se agudizó por la caída 
adicional de la cotización internacional del barril de crudo 
mexicano. Su golpe económico en el país fue dramático, 
dado el peso de los hidrocarburos en las exportaciones y en 
los ingresos del sector público. La administración tuvo que 
cambiar radicalmente su respuesta. Dio un paso al frente en 
la apertura de sus mercados a las importaciones y en la pri-
vatización de empresas estatales, acompañado de un paque-
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te de estabilización heterodoxo. En línea con los pactos 
sociopolíticos en boga en el Cono Sur, este se centró en rom-
per la inercia inflacionaria vía la concertación política en la 
fijación directa de salarios, precios y otras variables macro-
económicas clave. Lanzado como Pacto de Solidaridad Eco-
nómica (pse), se aplicó una mezcla de controles generalizados 
de precios, salarios y tarifas públicas, junto con una preanun-
ciada depreciación cambiaria nominal moderada, y políticas 
fiscal y monetaria contractivas.

El Pacto logró rápidamente cortar la espiral inflaciona-
ria. El alza en el índice nacional de precios al consumidor 
(ipc) entró en franco declive. Empero, ciertas  complicacio-
nes se resintieron y acentuaron en el mediano plazo. Al no 
considerar mecanismos organizados de salida, con el tiem-
po diferentes industrias transgredieron “por la libre” el es-
quema de controles. Así se crearon y resaltaron distorsiones 
en varios precios relativos. Una, que resultó dramática, fue 
la apreciación real cambiaria. Su efecto en el deterioro de la 
balanza de pagos, combinado con finanzas públicas vulne-
rables y un alza en la tasa de interés de Estados Unidos de 
América (eua) y el tenso clima político en año de elección 
presidencial derivaron en una crisis y recesión profunda en 
1994-1995. ¿En qué medida las distorsiones en precios rela-
tivos tuvieron causas o consecuencias más profundas en sec-
tores oligopolísticos que en los competitivos? Sin conocer la 
respuesta, una lección práctica que tuvo que ser evidente 
para los responsables de la política económica que vivieron 
el proceso, es que la injerencia generalizada2 del Estado en 
los procesos de formación de precios y salarios puede servir 
sólo en un corto plazo. En el mediano, distorsiona la diná-
mica competitiva de ofertas y demandas, y mina el poten-
cial de crecimiento.

La administración de Salinas, en lo que sería un hito cru-
cial en el devenir de la economía mexicana, inauguró una 
gama de reformas para revertir la agenda de desarrollo na-
cional. La idea, como apuntamos arriba, era que la inversión 
privada y las exportaciones condujeran eficientemente el 

2.	 México tenía amplia experiencia en intervenciones en la formación 
de precios –máximos, de garantía, mínimos– en mercados puntua-
les. El pse fue la primera injerencia generalizada.
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rumbo de la economía. Como elemento indispensable, se ace-
leró la apertura comercial y financiera. Supuesto central era 
que, sin “distorsiones” de la intervención estatal, la presión 
de la competencia externa llevaría a los productores privados 
a aprovechar las señales de precios para eficientar sus proce-
sos de producción en línea con las ventajas comparativas da-
das por la dotación relativa de factores. Su éxito sería, en esta 
perspectiva, determinado en buena medida por la dinámi-
ca de competencia en los mercados locales.

Un requisito implícito era identificar y corregir prácti-
cas oligopólicas y monopólicas en mercados relevantes de 
México. Esta reflexión apareció y se convirtió en una prio-
ridad en el diseño de la política económica y finalmente en 
la reconstrucción del marco institucional. Analicemos so-
meramente la lista de reformas que marcaron las adminis-
traciones de Miguel de la Madrid y de Salinas de Gortari, con 
énfasis en las que apuntaban a una revisión de las políticas 
de competencia y su marco regulador.

LAS REFORMAS Y LA RECONFIGURACIÓN  
DE LA AGENDA DE DESARROLLO 

Como señalamos, el recambio en la agenda comenzó con de 
la Madrid, y se ratificó con las reformas instrumentadas a 
partir de 1988. En 1990, cuando comenzaron las negocia-
ciones hacia el tlcan, México era una de las economías  
semi-industrializadas con mayor apertura comercial (Or-
ganización para la Cooperación y el Desarrollo Económico, 
ocde,1992), y la intervención del Estado en la esfera econó-
mica había disminuido severamente.3 A continuación, va 
un repaso de las principales reformas que marcaron la sen-
da económica del país, con nuevos actores y reglas para, en 
especial, subir el peso de los mecanismos de mercado y 
competencia en la asignación de recursos.

El desmantelamiento de la política industrial inició a 
mitad de los años ochenta, y se exacerbó desde entonces. Se 
cancelaron subsidios crediticios, incentivos fiscales y barre-

3.	 La Figura 1 del Anexo muestra la evolución del comercio exterior 
como proporción del pib real, y la tasa de expansión de la economía 
mexicana en el período de análisis.  
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ras comerciales. Desaparecieron los programas de fomento 
industrial, con la excepción de los ligados a la maquila. La 
retórica fue impulsar la pequeña y mediana empresa en con-
cordancia con disposiciones del gatt y de la Organización 
Mundial de Comercio (omc). Se modificó el marco regula-
torio de la inversión extranjera con el decreto de 1989 que 
abolió prácticamente toda regulación administrativa. Para-
lelamente, se liberalizaron los mercados financieros, las ta-
sas de encaje legal, los topes a tasas de interés. Se eliminó el 
control cambiario y se permitió la inversión extranjera  
en mercados accionarios, mesas de dinero y bonos guber-
namentales. Aunado a ello, tuvo lugar la privatización, li-
quidación y desconcentración de un vasto número de 
empresas públicas. Junto con las reformas en el sector agra-
rio y en ámbitos de la política social, quedó cimentada la re-
dirección de la estrategia de desarrollo, con un acotado papel 
del Estado en la esfera económica. En cuanto a la competen-
cia, la Constitución de 1917 prohibió los monopolios, pero 
hubo que esperar 75 años para que México contara con una 
Ley de Competencia Económica.

En el siguiente capítulo se analiza cómo la preocupación 
por la competencia fue atendida en dos textos claves de la 
historia moderna del país: el Plan Nacional de Desarrollo 
1988-1994 y el tlcan firmado en 1994, pero que comenzó a 
negociarse años atrás. En ambos documentos el fortaleci-
miento de la concurrencia ocupó lugar central. 

CAMBIOS SELECCIONADOS EN EL MARCO 
INSTITUCIONAL HACIA LA CREACIÓN DE LA CFC

Reconformar la agenda de desarrollo en la línea que se hizo 
tendría que aparejarse forzosamente de una reponderación 
del marco regulatorio y políticas de competencia en el país. 
El viraje ideológico y la reinserción de México en la econo-
mía globalizada urgía empujar por la libre concurrencia en 
los mercados nacionales. Esta urgencia cobró expresión de-
finitiva en 1992, con la primera Ley Federal de Competencia 
Económica pero apareció antes en textos clave en la econo-
mía del país. 
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En esta sección exploramos cómo se vio reflejada en dos 
documentos fundamentales en la organización institucio-
nal de la política económica. El primero es el Plan Nacional 
de Desarrollo 1988-1994. El segundo es el tlcan, tratado que 
marcó un antes y un después en las relaciones comerciales 
y económicas de México con Estados Unidos, Canadá y, de 
hecho, con el mundo. No es exagerado afirmar que en los 
procesos políticos detrás de estos textos ya se veían avances 
hacia una nueva institucionalidad para las políticas de com-
petencia en México y una agencia o comisión a su cargo.

PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 1988-1994  
Y LA POLÍTICA DE COMPETENCIA

Desde los primeros días, la administración de Salinas de 
Gortari confirmó el viraje hacia una renovada pauta de desa-
rrollo. Profundizar y ampliar el giro radical ya iniciado exi-
gía realinear prácticamente todo el arsenal de la política pú-
blica. El compás inicial para esa travesía fue el Plan Nacional 
de Desarrollo 1988-1994. Este ya destacaba la importancia de 
contar con entornos de mercado competitivo para hacer 
más eficiente la economía nacional en el marco de desregu-
lación y apertura comercial y financiera, con el fin de acor-
tar la brecha en innovación, tecnología y productividad en 
bienestar de la población.

Desde la perspectiva oficial, la modernización de la eco-
nomía requería  remover los obstáculos en el ámbito políti-
co y económico a la libre competencia en los mercados. El 
pnd 1988-1994 abordó este reto en su sección “5.3.8.- Ade-
cuación del marco regulador de la actividad económica”. En el 
se reconoce que la gama de regulaciones de la actividad eco-
nómica es arcaica, inadecuada para enfrentar los retos de 
una economía abierta, comprometida a participar en los 
mercados globales.

Por demás importante, se subraya que fortalecer la 
competencia de mercado no es un objetivo en sí mismo. Se 
le busca, pues eleva el bienestar de la población. Para más 
detalles, se pretende cancelar las prácticas oligopólicas pues 
redundan en mayores precios, desaliento a la innovación, 
lastre a la productividad laboral; asignación ineficiente  
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de recursos y costos sociales mayúsculos. Deben eliminar-
se, se argumenta, pues afectan de manera particularmente  
adversa a la pequeña y mediana industria. Se argumenta que 
las barreras a la entrada benefician a los grandes productores 
o comercializadores con posiciones dominantes de mercado. 
Con dichas prácticas, estos actores protegen sus ganancias 
extraordinarias en perjuicio de la sociedad en general.

Para comenzar a corregir la situación en este terreno, el 
pnd propuso eliminar la aplicación discrecional de diversas 
normas que desincentivan y limitan la actividad producti-
va, así, se sustituyeron por reglas claras y estables, que no 
introdujeran sesgos e incertidumbres innecesarias al clima 
de negocios. Tales reglas no discrecionales ayudarían a dar 
bases más firmes a las empresas privadas en su planificación 
de la inversión y producción de mediano y largo plazo. Para 
muchos expertos en el tema, el renovado marco regulatorio 
–con mecanismos efectivos para hacer cumplir los contratos 
y el régimen de propiedad– catalizaría una mejor realización 
de transacciones económicas con más certeza y costos más 
moderados. 

En cuanto a la estrategia concreta para ello, el pnd plan-
teó diversos lineamientos entre los que destacamos los si-
guientes: i) eliminar barreras a la entrada y salida de 
mercados, y fomentar la incorporación de todos los agentes 
productivos al sector formal de la economía, ii) beneficiar a 
la pequeña y mediana industria al eliminarle los excesivos 
costos fijos que les implica la vigente  legislación, iii) com-
batir prácticas monopólicas y oligopólicas de proveedores y 
compradores que inhiben la competencia y generan ganan-
cias extraordinarias, en detrimento de los consumidores y 
pequeños productores.

En la búsqueda de colocar a las ventas externas como 
motor de la economía, el pnd subrayó que la desregulación 
permitiría a los exportadores cimentar su productividad y 
dejar de depender de la depreciación cambiaria. Las expor-
taciones, en la nueva lógica, debían dejar de verse como 
mera opción de emergencia ante contracciones de la de-
manda interna. Con apoyo del nuevo marco regulatorio para 
fortalecer la competencia, se esperaba que las exportacio-
nes pasaran a ser punta de lanza de la transformación y  
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modernización industrial. El Plan también enfatizó que la 
desregulación es vía segura para fortalecer la productividad 
en economías abiertas.

EL TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE  
AMÉRICA DEL NORTE (TLCAN): FACTOR  
CRUCIAL PARA LA INSTITUCIONALIDAD  
DE LA COMPETENCIA EN MÉXICO

El segundo parteaguas del marco institucional regulador de 
la dinámica de la economía mexicana fue el tlcan. Su firma 
y puesta en marcha culminó las reformas de mercado de en-
tonces. Al comienzo de las negociaciones, en 1990, México  
era ya una de las economías en desarrollo más abiertas del 
mundo (ocde, 1992). En la firma del Tratado, al cierre  
de 1992, las autoridades de Canadá, Estados Unidos y Méxi-
co acordaron que entrase en vigor el primer día de 1994 con 
dos firmes compromisos: i) eliminar aranceles y barreras no 
arancelarias al comercio intrarregional, y ii) abatir o flexibi-
lizar las restricciones a la inversión extranjera progresiva-
mente en un horizonte de diez años. 

A más precisión, tal y como establece su artículo 102, 
sus objetivos eran:

Eliminar las barreras al comercio y facilitar el movimiento 
transfronterizo de bienes y servicios entre los territorios de 
las Partes; promover condiciones de competencia leal en la 
zona de libre comercio; aumentar sustancialmente las opor-
tunidades de inversión en los territorios de las Partes; pro-
porcionar protección adecuada y efectiva y hacer cumplir 
los derechos de propiedad intelectual en el territorio de cada 
Parte; crear procedimientos efectivos para la implementa-
ción y aplicación de este Acuerdo, para su administración 
conjunta y para la solución de controversias; y establecer un 
marco para una mayor cooperación trilateral, regional y 
multilateral para expandir y mejorar los beneficios de este 
Acuerdo.

En los hechos, para México este tratado pionero en las re-
laciones económicas Norte-Sur tuvo impacto mayúsculo mu-
cho más allá del terreno comercial o de inversión extranjera. 



34
LA POLÍTICA DE COMPETENCIA ECONÓMICA EN MÉXICO: 
RETROSPECTIVA, BALANCES Y RETOS

Dotó de candados supranacionales a la estrategia de desarro-
llo inaugurada en 1985. Cimentó, con legislación trinacional, 
el marco legal y regulatorio orientado a que la competencia 
de las empresas –privadas y públicas, pero no el Estado–  
rigiese las interacciones económicas tanto en México mis-
mo como en el ámbito regional de América del Norte. Coin-
cidimos con Moreno-Brid y Ros Bosch (2010) en que el 
gobierno mexicano concibió al tlcan como un vehículo para 
conseguir tres objetivos: i) impulsar el comercio y la Inver-
sión Extranjera Directa (ied) entre México y sus vecinos del 
Norte, ii) incentivar a empresas (locales o extranjeras de 
América del Norte u otras regiones) a invertir en México para 
modernizar o ampliar la planta productora/exportadora de 
bienes transables hacia los Estados Unidos y, así, colocar al 
país en una senda de export-led growth, y, por demás rele-
vante el objetivo político de, iii) blindar legalmente las re-
formas económicas de mercado ante intentos de revertirlas 
por futuros gobiernos de México. Estos objetivos distaron de 
cumplirse. Pero la identificación de las causas de ello sería 
objeto de otro estudio. 

Retomando el foco en el terreno que nos ocupa, en su 
capítulo xv, el tlcan trata la política en materia de compe-
tencia, monopolios, así como de empresas del Estado. En el 
se dan lineamientos y principios para garantizar un entorno 
comercial, en sus palabras, “justo y equitativo” entre las par-
tes. En particular su implementación presupone avanzar ha-
cia la eliminación de prácticas de negocios contrarias a la 
competencia por parte de los países firmantes, lo que signi-
fica establecer regulaciones y normas para prevenir y san-
cionar conductas anti-competitivas, como acuerdos de 
fijación de precios, abuso de posición dominante y colusión 
entre competidores. Establece criterios y condiciones para 
la designación y operación de monopolios, con el fin de mi-
nimizar cualquier anulación o menoscabo de las ventajas de-
rivadas de su existencia, asegurar un mayor control y 
supervisión de las actividades de los monopolios, y así evi-
tar prácticas contrarias a la competencia y garantizar un tra-
to no discriminatorio a las inversiones extranjeras.

Además, y muy relevante, se reconoce la importancia de 
la cooperación y coordinación entre las autoridades de cada 
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parte en materia de competencia. Ello incluye la realización 
de consultas periódicas para evaluar la eficacia de las medi-
das adoptadas por cada país en este ámbito. Requisito de este 
empeño es generar y compartir información esencial sobre la 
aplicación de las leyes y políticas en materia de competencia. 
El supuesto es que tal colaboración fortalece la capacidad de 
cada país para prevenir prácticas anticompetitivas que pue-
dan afectar el intercambio comercial en la subregión.

En síntesis, el tlcan establece regulaciones y principios 
para prevenir prácticas anticompetitivas y fomentar un en-
torno de concurrencia de mercado, en sus palabras, justa. 
Desde sus negociaciones generó estímulos, presiones a la 
construcción de un marco institucional para regular la com-
petencia en el mercado nacional, lo menos distorsionado y 
con condiciones de “piso parejo”. 

Para apreciar mejor su relevancia, recordemos que el 
proceso de privatización previo a la cfc se había lanzado en 
un entorno desregulado al respecto, sin ningún análisis cos-
to-beneficio de sus impactos sobre los consumidores. Un 
ejemplo claro, como señalan Moreno-Brid y Ros Bosch 
(2010), fue la privatización de Teléfonos de México en 1990, 
que convirtió en monopolio privado lo que era un monopo-
lio del sector público. Así, sin alterar el régimen de brutal 
concentración de poder económico en el sector, los nuevos 
dueños invirtieron, modernizaron, innovaron y transforma-
ron la empresa en actor de peso internacional. Su privati-
zación fue clave en la modernización del sistema telefónico 
del país. ¿En qué medida los beneficios en calidad fueron 
contrarrestados por los mayores costos pecuniarios para la 
población? La respuesta no es evidente. 

LA LEY DE COMPETENCIA Y LA CFC 

La Ley Federal de Competencia Económica promulgada en 
1992 y la cfc marcaron un cambio en la concepción oficial de 
la política pública para el crecimiento y el desarrollo en Mé-
xico. Como analizamos en las secciones anteriores, su crea-
ción se volvió indispensable dado el giro en la agenda de  
desarrollo a mediados de los años ochenta. La revisión ideo-
lógica en torno al papel de Estado en la esfera económica, y 
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las negociaciones hacia el tlcan, entre otras cosas augura-
ban que, más temprano que tarde, México contaría con una 
agencia para impulsar la competencia en los mercados, le-
gitimada en su actuar por un marco legal y regulatorio para 
contener y desfondar prácticas oligopólicas o monopólicas. 

Con esa meta, la nueva ley se diseñó para ser aplicada a 
todo agente económico –persona física o moral, con o sin fi-
nes de lucro– incluída la administración pública en todos sus 
niveles. Las escasas actividades fuera de su órbita eran aque-
llas consideradas estratégicas en materia de seguridad nacio-
nal, como la petrolera. Entre las modificaciones que trajo en 
el plano legal e institucional del país, dejando para otra oca-
sión el análisis de sus impactos, listamos algunos de los cam-
bios más fuertes que provocó: i) establecer un marco jurídico 
para regular y promover la competencia económica, con 
principios y normas para prevenir y eliminar prácticas mo-
nopólicas, monopolios y restricciones anticompetitivas en 
todo sector, ii) crear la cfc como la autoridad encargada de 
aplicar y hacer cumplir las disposiciones respectivas a la com-
petencia, con facultades para investigar, sancionar y preve-
nir conductas que la afecten, iii) promover la participación 
de los agentes económicos en competencia en igualdad de 
condiciones, iv) proteger los derechos de los consumidores, 
v) establecer criterios y procedimientos para evaluar y auto-
rizar fusiones y adquisiciones –para prevenir concentración 
excesiva que pueda afectar la competencia–, vi) prever me-
canismos para denunciar prácticas anticompetitivas, y vii) 
establecer mecanismos de cooperación internacional para 
ayudar a armonizar políticas y coordinar la lucha contra prác-
ticas anticompetitivas transnacionales.

La responsabilidad del origen de la cfc era –y sigue sien-
do– titánica. Cumplirla y enfrentar poderosos intereses po-
líticos y económicos que de larga data frenan la concurrencia 
en los mercados aún exige tanto autonomía como respaldo 
político y presupuestal al más alto nivel del gobierno. Con tal 
respaldo, la curva de aprendizaje es transitable, aunque no 
trivial, para compensar la falta de conocimiento técnico-le-
gal, y la experiencia práctica en la materia. Entre los obstá-
culos que fueron revelándose progresivamente están los 
ligados a ciertas peculiaridades de los sistemas legales o ju-
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diciales que, en los hechos, reducían la probabilidad de apli-
cación de sanciones relevantes a violaciones por prácticas 
oligopólicas.

Con todo hay consenso en que, en relativamente poco 
tiempo, la cfc fue reconocida como agencia independien-
te, con capacidad técnica y legal. Este reconocimiento sería 
ampliado con la reforma del 2004 que la transformó en la Co-
misión Federal de Competencia Económica, (Cofece).   

CONCLUSIONES. LA CFC COMO CATALIZADOR 
DEL DESARROLLO, MUCHO MÁS ALLÁ DE LA 
AGENDA NEOLIBERAL

Si bien fue creada en la reconversión de la agenda de desa-
rrollo nacional y en pleno auge de las reforma de mercado, 
sería totalmente errado concebir a la cfc –y al aparato legal 
y regulatorio que la sustenta– como mero instrumento de 
una estrategia neoliberal, tan criticada en la actualidad. 
Todo lo contrario, debería ser obvio que todo gobierno –in-
dependiente del sesgo ideológico que tenga– comprometido 
con impulsar el desarrollo económico y bienestar social de 
su población debe tener claridad sobre cuáles son las diná-
micas de la competencia en sus mercados relevantes, y cómo 
estas facilitan o dificultan la consecución de los objetivos 
principales de desarrollo. Asimismo, deben contar con un 
análisis profundo sobre cómo fortalecer y en qué sectores las 
prácticas competitivas más proclives a las metas de desarro-
llo nacional. 

Cumplir estas tareas, sin una entidad oficial autónoma, 
sin una Comisión de Competencia, con las obligaciones, pre-
rrogativas y recursos necesarios es una fantasía o una irres-
ponsabilidad. Dicha institución, en concordancia con las 
metas de desarrollo fijadas al más alto nivel del gobierno, 
debe tener la capacidad y legitimidad para regular las for-
mas de concurrencia en los mercados relevantes, identificar 
y en su caso remover barreras artificiales a la entrada y prác-
ticas oligopólicas nocivas en mercados relevantes. La deci-
sión sobre los grados o formas de competencia óptimos y los 
mercados en que se debe tener especial cuidado en mante-
ner o fortalecer las dinámicas de competencia puede quedar 
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un tanto a discreción de las autoridades al más alto nivel 
acorde con la agenda de desarrollo.   

En el caso mexicano lo más difícil fue el proceso hacia la 
creación de la cfc. Esta tiene hoy tareas importantes por rea-
lizar; así como tuvo otras similares bajo la administración an-
terior. Ello ocurre, no obstante los contrapuestos discursos 
sobre las metas del desarrollo y las forma de conseguirlas. La 
cfc, hoy Cofece, tiene instrumentos con potencial enorme 
para modificar la estructura productiva, la dinámica de la con-
currencia de mercado en el país, y con ello la competitividad 
y la capacidad de expansión económica de largo plazo.

Su trayectoria desde entonces ha apuntalado aún más su 
relevancia y prestigio como una entidad con capacidad téc-
nica, compromiso y legitimidad en sus acciones. Sin embar-
go, siempre hay oportunidades de mejora, una de ellas es 
dotarla de más recursos, otra es garantizar su respaldo políti-
co y autonomía. Pero quizá la iniciativa más importante para 
potenciar sus impactos sería acompañarla de una política ac-
tiva y moderna de desarrollo productivo. Estas políticas están 
en boga desde años atrás en países desarrollados, plenamen-
te industrializados; como la vasta mayoría de las economías 
del sudeste asiático. Diseñar y aplicar una política de desarro-
llo productivo aunada a una modernización de las políticas  
de competencia, daría todavía mayor impacto a las conside-
raciones y sanciones de la cfc. En este empeño hay que te-
ner siempre presente lo que afirmaron los legisladores 
pioneros en este terreno en nuestro país: la competencia no 
es un fin en sí misma, sino un instrumento para robustecer 
el bienestar de la población, sobre todo de la más pobre.  

No es este el lugar para hacer un juicio del desempeño 
de la cfc en sus primeros años, ni los de la actual Cofece. Sin 
embargo cabe recordar aquí la conclusión y recomendacio-
nes a las que llegó la ocde en su primera evaluación de la cfc 
en México realizada en 1998, muy pocos años después del 
arranque de la misma. Efectivamente, en su misión como 
parte del programa de reforma regulatoria, la ocde conclu-
yó que la Ley de Competencia y las políticas públicas al res-
pecto estaban bien diseñadas (well-conceived) y que la cfc 
“contaba con poderes robustos para hacer valer la ley co-
rrespondiente. Y con autoridad importante para incidir en 
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regulaciones directas sobre los mercados tomadas por otras 
agencias gubernamentales”. 

Claramente había enorme margen de mejora, como lo 
subrayó la misma ocde en su subsiguiente evaluación del 
caso mexicano en 2004. Entonces, con ya doce años de ope-
ración de la, ahora llamada Cofece, la ocde subrayó tanto 
méritos como algunas debilidades, áreas en necesidad de 
fortalecimiento, y retos mayúsculos. En primer lugar, cele-
bró que la cfc había ya alcanzado madurez y era una “enti-
dad que se había ganado pleno respeto y credibilidad, y 
había acumulado ya un voluminoso récord de logros, a pe-
sar de desempeñarse en un contexto complejo y difícil. En 
segundo lugar resaltó lo incierto que le pareció el grado de 
respaldo general con el que cuenta o no la política de com-
petencia en el país. Al respecto, apuntó algunas deficiencias 
en i) los estatutos legales de la Comisión, ii) los procesos de 
revisión judicial y iii) ciertos procedimientos e interfases con 
otras entidades gubernamentales que limitan la eficiencia 
de la Comisión como adalid de la competencia y agencia re-
guladora de peso. Aunado a ello, su reporte acusó preocu-
pación por el recorte de recursos a pesar de un aumento en 
las cargas de trabajo.  

Las reformas posteriores que transformaron a la antigua 
cfc en la moderna Cofece, buscaron corregir estas y otras 
debilidades. Dicho eso, y como bien apuntó la ocde en ese 
entonces, un factor clave en el desempeño de la Comisión 
como de cualquier otro de sus pares en el mundo, es el gra-
do de compromiso efectivo del gobierno federal con una po-
lítica de competencia y el respaldo que da a la autoridad 
respectiva. Esta conclusión -de política económica y de eco-
nomía política- era entonces relevante. Lo es hoy y seguirá 
siendo mañana para que la Cofece continúe como actor cla-
ve para el mejor funcionamiento de los mercados  y, con ello, 
para el bienestar de los mexicanos.
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ANEXO

Cuadro I. México: indicadores macroeconómicos  
seleccionados; 1980- 1994 

1980 1981 1982 1983 1984 1985 1986

pib crecimiento anual (%) a/ 8.2 8.8 -0.6 -4.2 3.6 2.6 -3.8

Inflacion (%) b/ 29.9 28.7 98.8 80.8 59.2 63.8 105.8

Tipo de cambio real c/ 100 92.1 136.4 154.1 135.8 136.2 176.8

Salario real d/ 100 101.5 92.5 78.6 72.1 71 64

Participación salarial (% ) 36 37.5 35.2 29.4 28.7 28.7 28.5

Composición del pib (%)        

Consumo privado 65.1 64.2 63 62.3 62.1 62.7 63.3

Consumo público 10 10.2 10.5 11.2 11.5 11.2 11.9

Inversión privada 14.1 14.5 12.4 10 10.5 11.4 10.6

Inversión pública 10.7 12 9.8 6.6 6.6 6.5 5.7

Exportaciones 10.7 11 13.5 16 16.3 15.2 16.2

Importaciones 13 14 8.8 6.1 6.9 7.5 6.8

1987 1988 1989 1990 1991 1992 1993 1994

pib crecimiento anual (%) a/ 1.7 1.2 3.5 4.5 4.2 3.6 1.9 5.1

Inflacion (%) b/ 159.2 51.7 19.7 29.9 22.7 15.5 9.8 7.0

Tipo de cambio real c/ 178 143.6 135.8 129.2 91.6 86 73.7 76.1

Salario real d/ 60.8 53.6 49.4 43.4 35.7 40.3 39.7 39.7

Participación salarial (% ) 26.8 26 25.5 25 35 35.5 46.9 45.8

Composición del pib (%)         

Consumo privado 62.4 68.3 70.3 71.2 67 65.5 62.1 62.3

Consumo público 11.6 11.4 11.2 11 12 12.5 13.9 13.6

Inversión privada 11.2 11.7 11.8 12.8 15 15.1 17.4 19.3

Inversión pública 4.9 3.9 4 4.2 3.9 3.9 3.7 3.8

Exportaciones 17.6 13.8 14.1 14.1 15.5 15.2 15.5 16.3

Importaciones 7 11.7 13.2 15 19.3 20.3 13.8 16

a/ pib a precios constantes de 1980.	  

b/ Final de año (Diciembre-Diciembre). inpc. 

c/ Con base en inpc en eua y México. Base 1980=100	  

d/ Salario promedio deflactado con el inpc. Base 1980 = 100

Fuente: Elaboraciones propias con base en Moreno-Brid y Ros (2010), 
inegi, scn; y Banco de México; sistema de indicadores económicos. 
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Figura 1. Tasa del Crecimiento anual del pib real (%)  
y Exportaciones e Importaciones de bienes y servicios  

(% del pib real). 1980-2000

Fuente: elaboraciones propias con base en inegi, scn, varios años.
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LOS ORÍGENES DE LA  

POLÍTICA DE COMPETENCIA 

EN MÉXICO

BLANCA HEREDIA RUBIO

INTRODUCCIÓN

El inicio de la política de competencia en México se 
produjo en el contexto de la crisis del modelo de sus-
titución de importaciones y la transición hacia una 

economía más abierta y centrada en el mercado, que ocu-
rrieron en la década de los ochenta y en los primeros años de 
los noventa. Este capítulo analiza los orígenes de la primera 
ley de competencia, así como de la creación de la Comisión 
Federal de Competencia. También examina los desafíos que 
enfrentó la política de competencia y sus principales resul-
tados durante sus primeros años. 

LA POLÍTICA DE COMPETENCIA EN MÉXICO: 
ANTECEDENTES HISTÓRICOS

La política de competencia en México tiene sus raíces en la 
Constitución de 1857, específicamente en el artículo 28, 
donde se establece de manera explícita la prohibición de los 
monopolios y estancos.1 Posteriormente, la Constitución de 
1917 retomó esta prohibición, y la Ley Orgánica del Artícu-
lo 28 Constitucional en materia de Monopolios de 1934 rea-

1.	 Artículo 28 de la Constitución de 1857. Un estanco es el estableci-
miento de un monopolio estatal para la producción, distribución, 
venta e importación de un bien.
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firmó la prohibición en contra de los monopolios.2 Esta Ley 
Orgánica también añadió la prohibición de las prácticas que 
restringieran el comercio y la libre concurrencia en los merca-
dos, con excepción de los sectores donde la participación de 
empresas del Estado era considerada como estratégica y de  
interés nacional. Igualmente, los sindicatos, cooperativas y 
el uso de derechos de propiedad intelectual quedaron exen-
tos. Sin embargo, la aplicación de esta ley se quedó en el pa-
pel y, durante aproximadamente 60 años, su uso se limitó 
casi exclusivamente a permitirle al gobierno fijar diversos 
precios en la economía.3

Después de la Segunda Guerra Mundial, la economía de 
México experimentó un periodo de alto crecimiento, prime-
ro, gracias a la exportación de bienes primarios y, más tarde, 
sobre la base de un proceso de industrialización acelerada, al 
cobijo de una política de sustitución de importaciones.4 A 
partir de 1950 y, en especial de 1970, el gobierno mexicano 
incrementó de forma importante su participación e influen-
cia en la economía del país. A lo largo de ese periodo, au-
mentó el número de empresas estatales y creció el uso de 
subsidios, mismos que llegaron a representar una parte sig-
nificativa del presupuesto público.5 

La pérdida de dinamismo de la inversión privada nacio-
nal y el agotamiento de la primera fase de la sustitución de 
importaciones a lo largo de los años sesenta, llevaron al pre-
sidente Luis Echeverría (1970-1976) a promover la exporta-
ción de manufacturas, así como a fomentar la sustitución de 
importaciones de bienes de capital. En apoyo a ese objetivo, 
el congreso mexicano aprobó en 1973 la Ley para promover 
la Inversión Mexicana y la Inversión Extranjera. Dicha ley 
estableció límites a la participación del capital extranjero, 
fijándolo en un máximo del 49 %. Además, se restringió el 
acceso de empresas foráneas a sectores estratégicos, mismos 

2.  	 Slottje, Daniel J. y Prowse, Stephen D. (2001). Antitrust Policy in 
Mexico. Law and Business Review of the Americas, v.7, n. 3, p. 406.

3.	 Reporte Anual de la Comisión Federal de Competencia 1993-1994.
4. 	  Koslow, Lawrence E. (1992). Mexican Foreign Investment Laws: An 

Overview. William Mitchell Law Review, 18(2).
5.  	 Morici, Peter. (1992). Free Trade with Mexico. Foreign Policy, p.90.
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que se reservaron para el Estado mexicano y las empresas 
privadas nacionales.6

Por otro lado, la Ley de Propiedad Intelectual de 1976 au-
mentó significativamente las restricciones a la inversión ex-
tranjera al negar patentes a productos farmacéuticos, 
pesticidas y herbicidas. La aplicación de esta ley variaba se-
gún el entorno político y económico del país. Durante los pe-
riodos de debilidad económica, el gobierno flexibilizaba su 
aplicación, pero se mostraba más estricto en tiempos de es-
tabilidad o cuando se acercaban las elecciones. Estas medi-
das generaron un ambiente de incertidumbre entre los 
inversionistas7 y provocaron una seria disminución en la en-
trada de dólares provenientes de inversiones extranjeras a 
México.8

CRISIS DE PAGOS INTERNACIONALES  
Y CAMBIO DEL MODELO ECONÓMICO:  
LOS AÑOS OCHENTA Y PRIMEROS  
AÑOS DE LA DÉCADA DE LOS NOVENTA

El modelo de sustitución de importaciones y de economía 
cerrada alcanzó un punto de quiebre en 1982, cuando la 
economía mexicana se desplomó ante la caída de los precios 
internacionales del petróleo. Esta situación tuvo graves con-
secuencias, entre las cuales destaca el incremento significa-
tivo de la deuda externa, altos niveles de inflación, fuga de 
capitales y una disminución en el producto nacional bruto 
de un 0.5 % en 1982 y 5.3 % en 1983.9

En este contexto de crisis, el presidente Miguel de la 
Madrid (1982-1988) inició la instrumentación de una serie 
de reformas estructurales que marcaron el comienzo de la 
transición hacia una economía mucho más abierta interna-
cionalmente, en la que el mercado asumió un papel prepon-

6.	 Ley para Promover la Inversión Mexicana y Regular la Inversión Ex-
tranjera, d.o., Mar. 9, 1973.

7.	 Koslow, Lawrence E., op.cit., p. 447 y 448
8.	 Crawford, James E. (1997). The Harmonization of Law and Mexican 

Antitrust: Cooperation or Resistance? Indiana Journal of Global Legal 
Studies, p. 408.

9.	 Koslow, Lawrence E., op.cit., p. 447.
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derante. Estos cambios fueron inicialmente impulsados 
como parte de la renegociación de la deuda externa del país 
y su finalidad más inmediata consistió en estabilizar la eco-
nomía.10 Destacan, entre estos, la eliminación de una gran 
parte de las licencias de importación obligatorias, la aboli-
ción de los precios de importación oficiales, la reducción de 
aranceles y la adhesión al Acuerdo General sobre Aranceles 
Aduaneros y Comercio (gatt por sus siglas en inglés General 
Agreementon Tariffs and Trade) en 1986. Además, se puso fin 
a los controles de precios y se redujeron los obstáculos a la 
libre concurrencia en el mercado interno.11 En materia de 
competencia económica, en 1983, se reformó el artículo 28 
con lo que se extendió la prohibición de los monopolios a 
las conductas monopólicas de las empresas.12

Con la llegada a la presidencia de Carlos Salinas de Gor-
tari el giro hacia una economía de mercado se amplió y se 
profundizó.13 El clima político en el que llegó al poder con-
tribuyó al aumento de la incertidumbre en el país, debido a 
que muchos mexicanos consideraban que Salinas había co-
metido fraude durante el proceso electoral. 

El 10 de marzo de 1989, el Secretario del Tesoro de Esta-
dos Unidos, Nicholas F. Brady, promulgó el Plan Brady con 
el objetivo de reducir la deuda pública de algunos países en 
desarrollo. Esta iniciativa buscaba disminuir la incertidum-
bre de los inversionistas extranjeros y promover la adopción 
del Consenso de Washington14 en países de América Latina. 

10.	 Heredia, Blanca (1994). Estructura política y reforma económica en 
Política y gobierno, v.1, n.1, enero - junio.

11.	 ocde y bid (2004). Políticas y Ley de competencia económica en México, 
p.11

12.	  Leal, Rubén. (2023). Implicaciones jurídicas de la interrelación entre 
competencia económica y comercio internacional en Norteamérica. 
Anuario Mexicano de Derecho Internacional, pp.463-493.

13.	  Sobre el proceso de liberalización de la economía mexicana, véanse, 
entre otros, Lustig, Nora (1992). Mexico: The Remaking of an Eco-
nomy, Washington, The Brookings Institution., y Aspe Armella, Pe-
dro (1993). El camino mexicano de la transformación económica, México, 
Fondo de Cultura Económica.

14.	 Para conocer más sobre el Consenso de Washington consultar a Sti-
glitz, Joseph E. (2002). Globalization and its Discontents, W. W. Norton 
& Company, eua, 2002.
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El plan Brady condicionaba la reducción y reestructuración 
de la deuda externa de los países en desarrollo a la instrumen-
tación de reformas orientadas a la liberalización del comer-
cio, la reducción de la participación directa del gobierno en 
la economía, la ampliación del sistema de precios en la eco-
nomía interna y la reorientación de la actividad del Estado 
en materia económica hacia actividades relacionadas con el 
apuntalamiento de la operación de los mercados y su regu-
lación.

El plan Brady le ofreció a México una oportunidad muy 
bienvenida para reestructurar su deuda externa. También 
generó las condiciones que favorecerían un cambio de fon-
do en el modelo económico del país. Bajo el programa Brady, 
el Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial asig-
naban recursos para incentivar la reducción de la deuda y el 
pago de intereses por parte de los países deudores. Todo ello, 
a cambio de que estos países adquirieran el compromiso de 
introducir programas de estabilización macroeconómica y 
de impulsar reformas orientadas a liberalizar sus economías. 
México se convirtió en el primer país en firmar un paquete 
de deuda en el marco de la iniciativa Brady.15

Bajo este contexto, el 16 de mayo de 1989, el presiden-
te Salinas publicó un nuevo Reglamento de la Ley de Inver-
sión Extranjera de 197316 con el objetivo de atraer inversión 
y reducir la deuda pública con la participación del capital 
privado. Este reglamento derogó diversas disposiciones  
administrativas y decretos existentes, así como las resolu-
ciones generales emitidas por la Comisión de Inversión Ex-
tranjera.17 Sin embargo, el gobierno no modificó la Ley de 
Inversión Extranjera de 1973, ya que consideraba que aún era 
útil y podía adaptarse a las condiciones económicas por las 
que atravesaba el país.18

15.	 Unal, Haluk., Demirguc-Kunt, Asli y Leung, Kwok-Wai. (1993). The 
Brady Plan, 1989 Mexican Debt-Reduction Agreement, and Bank 
Stock Returns in the United States and Japan. Journal of Money, Credit 
and Banking, 25(3), p.411.

16.	 Reglamento de la Ley para Promover la Inversión Mexicana y Regular 
la inversión Extranjera, d.o., 16 de mayo de 1989.

17.	 El trabajo de Koslow (1992) aborda en detalle el contenido e implica-
ciones del Reglamento de la Ley de Inversión Extranjera de 1989.

18.	 Koslow, Lawrence E. (1992), op.cit., p. 447.
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A finales de 1989, el gobierno inició el proceso de priva-
tización de aproximadamente 800 empresas paraestatales 
de distintos rubros como telefonía, aerolíneas, industrias de 
cobre y acero, bancarias, entre otros.19 En ese mismo año, el 
gobierno federal puso en marcha un programa de desregu-
lación económica para  fomentar la eficiencia y estimular la 
generación de empleos. Como parte de este programa, se creó 
la Unidad de Desregulación Económica (ude) dentro de la Se-
cretaría de Comercio y Fomento Industrial (secofi). La ude 
fue la  encargada de impulsar y supervisar la  implementa-
ción del programa.20

A pesar del nuevo reglamento en 1989, la flexibilización 
del régimen de inversión extranjera, la desregulación de la 
economía y la privatización de varias empresas paraestata-
les, el país no lograba atraer el nivel de inversión privada ne-
cesario.21 Ante esta situación, el gobierno mexicano se dio 
cuenta de la necesidad de tomar medidas adicionales para 
fomentar la confianza de los inversionistas extranjeros y me-
jorar el ambiente de negocios.

De acuerdo con Pérez Mota,22 para profundizar estos es-
fuerzos, el gobierno mexicano puso en marcha una serie de 
iniciativas y reformas a leyes y regulaciones para desarrollar 
una estructura institucional moderna, capaz de detonar la 
eficiencia económica e insertar exitosamente a México en 
una economía global cada vez más abierta y dinámica. En-
tre estas medidas destacan la negociación de un acuerdo co-
mercial con Canadá y Estados Unidos, ajustes a la ley de 
propiedad intelectual, el Sistema Mexicano de Normaliza-
ción y Evaluación, un nuevo plan de desregulación econó-
mica y la promulgación de la nueva ley de competencia 
económica.

En 1990 dieron inicio las negociaciones de un acuerdo 
comercial con Canadá y Estados Unidos. En 1991, el gobier-
no mexicano anunció oficialmente el comienzo de dichas 

19.	 Ibid, p. 442.
20.	 Acuerdo por el que la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial 

procederá a revisar el marco regulatorio de la actividad económica 
nacional, d.o., 9 de febrero de 1989.

21.	 Crawford, James E., op.cit., p. 409.
22.	 Entrevista con la autora, 5 julio 2023.
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negociaciones, mismas que concluyeron en 1993. Final-
mente, el Tratado de Libre Comercio de América del Norte 
(tlcan) entró en vigor en el año 1994.23

La negociación y firma del tlcan fue el proyecto más 
importante en el proceso de apertura internacional y libe-
ralización general de la economía mexicana, pues se convir-
tió en el ancla institucional del giro hacia una economía de 
mercado abierto, al tiempo que generó las condiciones –
concretamente, el acceso preferencial al mercado de los Es-
tados Unidos– para darle motor y viabilidad.24 Como parte 
del proceso de  apertura comercial y sobre todo de integra-
ción al mercado de América del Norte, México también mo-
dernizó su sistema de protección a los derechos de propiedad 
intelectual. El objetivo principal de esta transformación fue 
el de aumentar el nivel de protección para estos derechos. 
En 1991, se promulgó la Ley de Fomento y Protección a la 
Propiedad Industrial, que posteriormente fue modificada en 
1994 para transformarse en la Ley de la Propiedad Industrial. 
A través de esta ley, se diseñaron procedimientos más efi-
cientes y se aumentaron las sanciones para combatir la fal-
sificación de marcas comerciales y la piratería, y proteger así 
los derechos de autor. Estas acciones lograron un fortaleci-
miento sustancial de la protección de la propiedad intelec-
tual en el país.25

La Ley Federal sobre Metrología y Normalización entró 
en vigor en 1992 con la meta de adecuar el marco jurídico 
mexicano en la materia al nuevo contexto internacional. Se 
impulsó la participación del sector privado en la elaboración, 
certificación y verificación de normas, y se privilegió la trans-
parencia. Además, se llevaron a cabo simplificaciones en los 
procedimientos para verificar el cumplimiento de las nor-
mas, y se trabajó en obtener el reconocimiento de la infraes-

23.	 Aydin, Umut. (2016). Competition Law and Policy in Mexico: Successes 
and Challenges, p.163.

24.	  Heredia, Blanca y Elizondo Mayer-Serra Carlos (2000). La instru-
mentalización política de la reforma económica en México, 1985-
1999. Zona Abierta, No. 90-91.

25.	 omc, Exámenes de las Políticas Comerciales: Primer Comunicado de 
Prensa, Resumen del Informe de la Secretaría y del Informe del Go-
bierno. Exámenes de Políticas Comerciales. omc.
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tructura técnica mexicana en el extranjero, así como en 
facilitar el reconocimiento mutuo de infraestructuras entre 
México y otros países.26

En noviembre de 1995, se lanzó el “Acuerdo para la Des-
regulación de la Actividad Empresarial”.27 Este  programa im-
pulsó  la revisión de todos los requisitos necesarios para el 
establecimiento y operación de negocios, así como de la le-
gislación relevante, para reducir la carga administrativa de 
las empresas.28

LA PRIMERA LEY FEDERAL DE  
COMPETENCIA ECONÓMICA (1992-1995)

Como miembro del tlcan, México se comprometió a adop-
tar medidas para liberalizar su comercio, eliminar barreras 
a la entrada en el mercado interno y combatir las prácticas 
anticompetitivas dentro de la zona comercial que com-
prendía el acuerdo. En el capítulo 15 del tlcan, se estable-
ció que las autoridades de competencia de los tres países 
deberían coordinarse para hacer cumplir la legislación en 
materia de competencia y realizar consultas sobre asuntos 
que fuesen de interés mutuo en este ámbito.29 Además, se 
fijó la adopción de un trato no discriminatorio en la compra 
y venta de bienes y servicios por parte de las empresas pro-
piedad del Estado. También se conformó un Grupo de Tra-
bajo en Materia de Competencia y Comercio, encargado de 
dar seguimiento a la implementación de la política de com-
petencia en la zona de libre comercio.30 Para atender co-
rrectamente este apartado del acuerdo, México promulgó 
en 1993 la Ley Federal de Competencia Económica (lfce) y 
creó la Comisión Federal de Competencia (cfc), encargada 
de velar por su aplicación. 

La idea de promover la elaboración y promulgación de 
una ley de competencia venía, sin embargo, de antes. Des-

26.	 Ibid.
27.	 Acuerdo para la Desregulación de la Actividad Empresarial, d.o. 24 

de noviembre de 1995.
28.	 Comisión Federal de Mejora Regulatoria (2010). Antecedentes. cofemer. 
29.	 tlcan, Capítulo 15, artículo 1501.
30.	 tlcan, Capítulo 15, artículo 1504.
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de finales de 1980, un grupo de funcionarios de la Unidad de 
Desregulación de la secofi había impulsado la idea de que 
México requería una legislación de competencia moderna,31  
que permitiera eliminar barreras al mercado nacional, fo-
mentara la inversión extranjera, combatiera la colusión entre 
empresas, contrapesara a las empresas estatales y defendie-
ra a consumidores y empresas en sectores de la economía  
donde los reguladores habían sido capturados por algunos de 
los agentes económicos regulados.32

La Ley de Competencia de 1993 representó un punto de 
inflexión en la política económica de México. Su objetivo de 
fondo consistió en limitar la intervención directa del gobier-
no en los mercados y reorientarla hacia la defensa y regula-
ción de los mercados como organizadores centrales de la 
actividad económica.  

LA POLÍTICA DE COMPETENCIA COMO  
PARTE DEL GIRO HACIA EL MERCADO

La promulgación de la primera ley de competencia econó-
mica fue parte medular del proceso general de la liberaliza-
ción de la economía mexicana de fines de los años ochenta 
y principios de los noventa. Lo fue, pues la reducción de 
aranceles y otros mecanismos de protección comercial no 
garantizaban la eliminación de barreras privadas a la com-
petencia, y tampoco permitían someter a la disciplina de la 
competencia internacional a sectores no comerciables33 
(oecd, 2004, p.12). 

Con pocas excepciones, Estados Unidos y Canadá entre 
estas, antes de la Segunda Guerra Mundial, la mayoría de los 
países desarrollados carecían de leyes y agencias de compe-
tencia. De 1945 en adelante, esta situación cambió y aumen-
tó el número de países que sí contaban con ellas. Destaca, en 
este sentido, el caso de los países de Europa occidental en los 
que, a raíz de la creación del Mercado Común Europeo, la 
creación de leyes y agencias en materia de competencia cre-

31.	 Avalos, Marcos. (2006). Condiciones generales de competencia: el caso 
de México, cepal. p.10.

32.	 Aydin, Umut., op,cit., p.164.
33.	 ocde y bid (2004) op.cit., p.12.
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ció de forma importante. Los países en desarrollo tardaron 
más en crearlas y fue hasta los años noventa cuando un nú-
mero creciente de estos introdujo legislación al respecto, 
México, India, Colombia y Kenia aprobaron una ley de com-
petencia a principios de esa década.34

El 16 de noviembre de 1992 el secretario de comercio, 
Jaime Serra Puche, anunció que se realizarían cambios im-
portantes en la legislación relacionada con la inversión ex-
tranjera “que armonizarán las leyes mexicanas con las de 
Canadá y Estados Unidos”. El 24 de diciembre de ese mismo 
año, el gobierno mexicano promulgó la nueva Ley Federal 
de Competencia Económica (lfce), misma que entró en vi-
gor el 24 de junio de 1993. La ley proveyó a México de un mar-
co legal e institucional sólido para combatir las prácticas 
anticompetitivas y fue considerada por la oecd como un ins-
trumento apegado a legislación más avanzada de ese mo-
mento sobre el tema.

Los objetivos de la ley, consignados en su artículo 2º, 
eran: “proteger el proceso de competencia y libre concurren-
cia, mediante la prevención y eliminación de monopolios, 
prácticas monopólicas y demás restricciones al funciona-
miento eficiente de los mercados de bienes y servicios”. El 
valor eje de la ley era la eficiencia.35 Así, no contemplaba te-
mas tales como equidad, competencia justa o crecimiento. 
Su premisa de fondo era que el aumento de la eficiencia, vía 
la competencia, generaría por sí misma mayores niveles de 
crecimiento económico.36

Una de las principales inspiraciones de la legislación 
mexicana en la materia fue la legislación antimonopolio es-
tadounidense. De acuerdo con Crawford, hay tres áreas de 
la lfce en las que ello se revela con particular fuerza.37

Primero, el enfoque de salvaguardar el proceso compe-
titivo sobre la protección a los competidores. El secretario 
de comercio y fomento industrial, Serra Puche, presentó la 

34.	 Avalos, Marcos. (2006), op.cit., p.7.
35.	 Castañeda, Gabriel., Levy, Santiago., Martínez, Gabriel. y Merino, Gus-

tavo. (1993). Antecedentes Económicos para una Ley Federal De Com-
petencia Económica. El Trimestre Económico. v. 60. n. 237. pp.230–256.

36.	 ocde y bid (2004), op.cit., p.13.
37.	 Crawford, James E. op.cit., 4(2).
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ley a la Cámara de Diputados mexicana como una legislación 
enfocada en garantizar el libre acceso al mercado interno. El 
concepto de establecer una ley antimonopolio para prote-
ger el proceso competitivo también se encuentra presente 
en la legislación de Estados Unidos a través de interpreta-
ciones judiciales, mientras que en México se incorporó ex-
plícitamente en el texto de la ley.

Segundo, en los Estados Unidos la jurisprudencia anti-
monopolio distingue entre las restricciones al comercio que 
son ilegales per se y las conductas que son ilegales si se con-
sidera que violan la “regla de la razón”. En el caso de una 
conducta ilícita per se, la conducta es ilícita independien-
temente de la razón por la que se cometió. Esta diferencia 
empleada en la jurisprudencia estadounidense se incorporó 
en el Capítulo 2, Artículo 9 de la lfce de 1993 como la dis-
tinción entre prácticas monopólicas absolutas y prácticas 
monopólicas relativas.

Tercero, el proceso de aplicación de la Ley. En los Esta-
dos Unidos, la aplicación de la legislación antimonopolio 
puede dividirse en tres niveles: aplicación por parte del go-
bierno federal, aplicación por parte del gobierno estatal y 
aplicación privada. Dos organizaciones juegan un papel cla-
ve en este proceso, la Federal Trade Commission (ftc) y el De-
partment of Justice (doj). Ambas tienen el poder de investi-
gar, emitir declaraciones individuales de aplicación de la 
política, ofrecer directrices generales, promulgar normas y 
sancionar a aquellos que infrinjan la Ley.

El autor señala que la estructura organizativa y faculta-
des de la cfc son muy similares a las de la Comisión Federal 
de Comercio (ftc) de Estados Unidos. La cfc tiene la atri-
bución de investigar denuncias de infracciones a la Ley de 
Competencia, emprender acciones legales, imponer sancio-
nes a los infractores y emitir dictámenes consultivos no vin-
culantes para las empresas que deseen aclarar la legalidad de 
sus prácticas. Esta similitud en la aplicación gubernamental 
refleja un nivel significativo de armonización con la legisla-
ción estadounidense.
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LA COMISIÓN FEDERAL DE COMPETENCIA 
ECONÓMICA: MISIÓN Y DISEÑO INSTITUCIONAL

La Comisión Federal de Competencia Económica (cfc) se 
creó como la entidad responsable de la aplicación de la Ley 
Federal de Competencia Económica (lfce). En su fundación 
se trataba de un organismo administrativo desconcentrado 
de la Secretaría de Economía, con autonomía administrativa 
y operativa. La Comisión contaba con un pleno conformado 
por cinco comisionados, incluyendo su presidente, quienes 
eran nombrados por el presidente de México y ratificados 
por el Senado para ocupar el cargo por un periodo de diez 
años. Las resoluciones de la cfc eran aprobadas por mayoría 
de votos del pleno.

En su artículo 3º, la lfce estableció que todos los agen-
tes económicos estaban sujetos a las disposiciones de la ley, 
incluyendo las dependencias o entidades de la administra-
ción pública federal, estatal o municipal. La cobertura de la 
ley era amplia, pero tenía algunas excepciones. La más im-
portante, consignada en su artículo 4º, era que las empre-
sas de participación estatal en los sectores estratégicos 
reservados en el artículo 28 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos no constituían monopolios 
y, por lo tanto, quedaban exentas de la aplicación de la ley.

De acuerdo con Soto Álvarez del Villar, bajo la ley de 1993, 
la política de competencia se basó en tres ejes principales:38

1.	 La Comisión tenía como primer objetivo sancionar 
prácticas monopólicas. Estas prácticas anticompetiti-
vas, denominadas “prácticas monopólicas absolutas” 
en la lfce, incluyen acuerdos entre competidores para 
dividir el mercado, restringir la oferta de productos o 
servicios, y coordinar posturas en licitaciones o subas-
tas. Además, la CFC también podía sancionar las accio-
nes de agentes económicos con poder de mercado, cuyo 
objetivo o efecto era desplazar o dañar indebidamente a 
otros agentes económicos. Estas prácticas se definen en 

38.	 Soto Álvarez, Francisco Javier., y del Villar, Rafael. (2005). Logros y 
Dificultades de la Política de Competencia en México, ice: Revista de 
Economía, pp. 107–123.
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la lfce como “prácticas monopólicas relativas”.
2.	 Instrumentar medidas preventivas para evitar la con-

centración excesiva de los mercados. Por ejemplo, obli-
gar a las empresas privadas a notificar a la cfc sobre 
operaciones significativas en términos de ventas o ac-
tivos, para que fueran evaluadas y autorizadas, condi-
cionadas o rechazadas según el caso. La ley también 
prohibía cualquier fusión que tuviera el propósito o el 
efecto de reducir, distorsionar u obstaculizar la com-
petencia. Para evaluar las fusiones entre agentes eco-
nómicos, la lfce establecía la necesidad de analizar si, 
como resultado de la fusión, las empresas involucradas 
podrían adquirir la capacidad de fijar precios unilate-
ralmente, restringir significativamente el acceso de los 
competidores al mercado o llevar a cabo conductas 
monopolísticas ilegales.

3.	 En tercer lugar, coordinar e instrumentar  acciones de 
promoción y defensa de la competencia. La lfce confe-
ría explícitamente a la cfc facultades para realizar cier-
tas formas de defensa de la competencia. La Comisión 
estaba facultada, por ejemplo, para evaluar los efectos 
a la competencia que pudiesen tener los programas y 
políticas federales. También, si el presidente de México 
lo solicitaba, la cfc podía emitir su opinión sobre las  
implicaciones a la competencia de nuevas leyes pro-
puestas por el poder ejecutivo. La lfce le otorgaba a la 
Comisión, además, autoridad discrecional para emitir, 
por iniciativa propia, opiniones no vinculantes sobre el 
contenido de leyes, reglamentos, acuerdos y otros actos 
gubernamentales con el potencial de influir en las con-
diciones generales de competencia.

Dado que la cfc estaba adscrita a la Secretaría de Eco-
nomía (antes secofi), para fines presupuestarios, debía ne-
gociar previamente sus necesidades presupuestarias con 
dicha Secretaría. Posteriormente, la solicitud se enviaba a la 
Secretaría de Hacienda para su evaluación y presentación  
al Congreso como parte del paquete presupuestario anual 
del poder ejecutivo. Todas las multas recaudadas por la cfc 
enviadas a la Secretaría de Hacienda. Además, el Poder Eje-
cutivo estaba facultado para hacer ajustes al presupuesto 
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durante el curso del año fiscal si las condiciones financie-
ras lo ameritaban, pudiendo afectar a la cfc.39

Desde un inicio, la independencia de la cfc en la toma  
de decisiones estuvo protegida por la duración del mandato de 
los comisionados. El presidente de la Comisión y los cuatro 
comisionados eran nombrados por períodos de diez años por 
el presidente de México y sólo podían ser removidos por cau-
sa justificada. Así, los comisionados quedaban exentados de 
la rotación de personal que generalmente sucede cada seis 
años tras las elecciones presidenciales. Según Levy (2023), 
este enfoque fue innovador y efectivo, pues introducía un 
mecanismo institucional sólido para limitar la influencia del 
presidente en turno para incidir en la composición del máxi-
mo órgano de la Comisión y, con ello, apuntalar su autono-
mía. 

El pleno de la cfc se conformaba por un comisionado pre-
sidente y cuatro comisionados. Este órgano fungía como la 
autoridad responsable de la toma de decisiones de la Comi-
sión. Sus resoluciones eran por mayoría de votos y en caso de 
empate, el comisionado presidente podía emitir un voto es-
pecial para romperlo. El Secretario Ejecutivo, designado por 
el comisionado presidente, era el responsable de investigar e 
integrar los expedientes que se ponían a consideración del 
pleno.40 El trabajo sustantivo de la cfc lo llevaban a cabo seis 
direcciones operativas (asuntos jurídicos, estudios econó-
micos, fusiones, investigaciones, privatización y licitacio-
nes, y coordinación regional), que contaban con la asistencia 
de cinco direcciones (internacional, normas económicas, 
control y seguimiento, administración y medios de infor- 
mación).41

El primer presidente de la cfc fue Santiago Levy, quien 
había sido el principal responsable del diseño y de la Ley de 
Competencia Económica dentro la Unidad de Desregulación 
Económica.42 Durante el año y medio de su mandato, la Co-

39.	 oecd and Inter-American Development Bank (2006). Competition 
Law and Policy in Latin America Peer Reviews Argentina, Brazil, Chile, 
Mexico, Peru, pp. 285-286.

40.	 Entrevista con la autora, 13 julio 2023.
41.	 oecd and Inter-American Development Bank (2006), op.cit., p.286.
42.	 Pérez Motta, Eduardo., entrevista con la autora, 5 julio 2023.
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misión abrió un caso por colusión en subastas de cetes y se 
abordó la apertura del mercado de telefonía de larga distan-
cia, logrando importantes avances.43 Su sucesor fue Fernan-
do Sánchez Ugarte (1994-2004) bajo cuyo mandato se 
promulgó el Reglamento de la Ley y el Reglamento Interno  
de la Comisión, se emitieron resoluciones a numerosos casos 
de concentraciones, se fortaleció la vinculación internacio-
nal de la Comisión y se llevaron a cabo diversas investigacio-
nes en licitaciones públicas de pemex, cfe, imss y otras 
entidades gubernamentales.44

Desde su creación, la cfc fue capaz, en términos gene-
rales, de mantener su independencia operativa frente al Eje-
cutivo y otras instituciones gubernamentales, incluso antes 
de convertirse en un organismo autónomo con la reforma 
constitucional de 2013. Además, logró mantenerse relativa-
mente libre de la influencia de las grandes empresas en com-
paración con otros reguladores del sector, como la cofetel.45  

La cfc se ubicó desde su origen en la Ciudad de México 
y no incluyó oficinas regionales. La Comisión celebró un 
acuerdo de colaboración con la Secretaría de Economía para 
que los funcionarios de las oficinas regionales de la Secreta-
ría sirvieran como puntos de contacto en todo México y es-
tuvieran autorizados para recibir quejas, solicitudes y 
notificaciones relacionadas con la implementación de la  
lfce. De manera complementaria, la cfc firmó diversos con-
venios de colaboración con gobiernos estatales para impul-
sar la política de competencias a nivel local.46

43.	 Gabriel Castañeda Gallardo (2016). Antitrust Enforcement in Mexico 
1993-1995 and Its Prospects, United States-Mexico Law Journal, v.4, p. 
406 y Levy, Santiago., entrevista con la autora, 13 julio 2023.

44.	 Sánchez Ugarte, Fernando., et al., (2004). La Primera Década de la Co-
misión Federal de Competencia Económica, Comisión Federal de Com-
petencia.

45.	 Aydin, Umut. (2016), op.cit., p.167.
46.	 oecd and Inter-American Development Bank (2006), op.cit., p.286.
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LOS PRIMEROS AÑOS DE LA POLÍTICA  
DE COMPETENCIA EN MÉXICO: DESAFÍOS 
PRINCIPALES Y PRIMEROS RESULTADOS

La autoridad de competencia se enfrentó en un inicio al gran 
reto de desarrollar una cultura de la competencia en la so-
ciedad mexicana.47 La falta de conocimiento y apoyo a la ley 
hacían difícil el cumplimiento de sus disposiciones. La ley de 
competencia era percibida por la sociedad como un produc-
to derivado de la presidencia de Carlos Salinas de Gortari, así 
como una imposición del tlcan, lo que contribuyó a que se 
redujera el apoyo a la Comisión en sus comienzos.48

En los primeros años de la cfc, muchos actores del sec-
tor público y privado continuaban operando de la misma for-
ma que antes de la publicación de la Ley de Competencia. 
Por ejemplo, la Cámara Nacional de Autotransporte conti-
nuaba fijando precios mínimos para el transporte. Asimis-
mo, algunas autoridades municipales se arrogaban el derecho 
de sancionar prácticas anticompetitivas, aun cuando era fa-
cultad exclusiva de la cfc.49

Desde el comienzo, la Comisión reconocía que la larga 
historia de falta de competencia había llevado a un nivel ex-
cesivo de concentración en ciertas industrias. Además, ad-
vertía que debido a las concesiones otorgadas de manera 
exclusiva y a largo plazo, México había heredado un gran nú-
mero de actividades comerciales con limitada competencia. 
Esta situación, advertía, podría tener un efecto negativo en 
la eficiencia y competitividad de estas actividades en los 
próximos años.

De acuerdo con Aydin, en sus inicios, la política de com-
petencia enfrentó diversos obstáculos. Entre ellos, la falta de 
facultades legales para disolver o reestructurar monopolios, 
la división de responsabilidades entre la cfc y los regulado-
res sectoriales, así como la insuficiencia de capacidades para 
llevar a cabo investigaciones. Esto resultó especialmente 

47.	 Van Fleet, Allan. (1995). Mexico’s Federal Economic Competition 
Law: The Dawn of a New Antitrust Era. Antitrust Law Journal, [online] 
pp. 183-204.

48.	 Aydin, Umut. (2016), op.cit., p.172.
49.	 Ibid, p.172.
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problemático en México, dado su alto grado de concentra-
ción económica.

La falta de facultades de la cfc para reestructurar mono-
polios fue un punto crítico en este contexto. La Ley no facul-
taba a la Comisión para disolver un monopolio o sancionarlo, 
únicamente podía impugnar concentraciones donde una em-
presa resultara con poder de mercado.50 El autor también des-
taca que los programas de privatización, diseñados para poner 
fin a los monopolios, no cumplieron sus objetivos, como fue el 
caso de Telmex. En lugar de dividir el monopolio público de te-
lefonía, se vendió a un único inversionista para maximizar los 
ingresos estatales y se dejó de lado el fomento de la competen-
cia, perpetuando la excesiva concentración del mercado. 

Según Aydin, la efectividad de la política de competen-
cia también se vio obstaculizada por la manera en que se di-
vidieron las responsabilidades entre la Comisión y los 
reguladores sectoriales dentro del marco legal de la lfce.  
A pesar de que la cfc era la responsable de determinar si un 
agente económico ejercía poder de mercado en un determi-
nado sector, el regulador sectorial era el encargado de emitir 
las medidas necesarias para corregir las conductas anticom-
petitivas. Por lo general, la Comisión no participaba en la re-
dacción de las regulaciones ni en las negociaciones para 
resolver los problemas de competencia. Además, en algunos 
casos el regulador era demasiado débil o incluso sus decisio-
nes estaban influenciadas por los agentes económicos a los 
que debía regular.

Asimismo, la actuación de la cfc en las investigaciones 
era limitada, ya que no contaba con la autoridad para reali-
zar visitas domiciliarias para obtener archivos e información 
durante las investigaciones. La Comisión dependía de las de-
claraciones oficiales  de las empresas e individuos involucra-
dos. Otra limitante era que las multas impuestas a los 
agentes económicos no se consideraban lo suficientemente 
disuasivas y resultaban difíciles de cobrar. Finalmente, la 
lfce tampoco contaba con un programa de amnistía o in-
munidad para combatir eficazmente a los cárteles.51

50.	 Sánchez Ugarte, Fernando., et.al, op.cit., p. 122.
51.	 Ibid, pp. 121-123.
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A las limitaciones anteriores, habría que añadir los muy 
serios obstáculos que, para la plena efectividad de la política 
de competencia, supuso el uso amplio y frecuente que hicie-
ron las empresas afectadas por las decisiones de la cfe del po-
der judicial a fin de protegerse de dichas decisiones. En los 
casos en los que los juicios llegaron a la Suprema Corte,  
esta, casi siempre, avaló a la Comisión. En el resto, sin em-
bargo, los tribunales mexicanos tendieron a fallar sistemáti-
camente en su contra, hecho que terminó convirtiendo al 
poder judicial en un aliado clave de los agentes económicos in-
teresados en protegerse de las acciones de competencia en su 
contra.52

Antes de la publicación de la lfce, las empresas priva-
das se agrupaban  para acordar precios con la aprobación del 
gobierno. Sin embargo, después de la promulgación de la 
lfce, algunas agrupaciones empresariales continuaron fi-
jando precios sin el respaldo del gobierno. Además, algunos 
reguladores gubernamentales tomaron decisiones para ob-
tener resultados que consideraban óptimos, sin preocupar-
se por las posibles ganancias de eficiencia. Un ejemplo de 
esto fue la creación de empresas tipo “national champions”.

REFLEXIONES FINALES

Durante sus primeros años de vida, la política de competen-
cia en México enfrentó retos y obstáculos muy considerables.  
Destacan, entre ellos, los fuertes niveles de concentración 
monopólica y oligopólica preexistentes en muchos sectores 
clave de la economía mexicana y la falta de facultades de  
la cfe para disolver esas estructuras preexistentes. La prác-
tica recurrente y creciente de las empresas afectadas por las 
decisiones de la Comisión de ampararse frente a ellas y de 
emplear, más generalmente, a los tribunales para limitar  
el alcance y efectos de la cfe, le plantearon a las autoridades en 
la materia, también, desafíos muy serios para poder comba-
tir con toda la fuerza y la eficacia necesaria un amplio catá-
logo de prácticas anticompetitivas fuertemente enquistadas 
en la economía nacional.

52.	 ocde y bid, op.cit., p.15 y 54-59.
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A pesar de estos retos, la Comisión logró, mediante sus 
decisiones rigurosas y sus acciones y decisiones concretas, 
algunos éxitos importantes que abonaron a mejorar la per-
cepción de la política de competencia entre los actores eco-
nómicos y la sociedad en general. Un ejemplo destacado fue 
su defensa de la entrada de competidores extranjeros en el 
mercado mexicano de llamadas de larga distancia. Otro lo-
gro importante fue su cuestionamiento del control que tenía 
la empresa nacional de petróleo, pemex, sobre el otorga-
miento de concesiones para estaciones de servicio de venta 
de combustibles.53 Las primeras investigaciones de la Comi-
sión se centraron en sectores con un enorme impacto para 
los consumidores más vulnerables, como leche, tortillas, be-
bidas ligeras, tarjetas de crédito y servicios de transporte. 

Conjuntamente, estas acciones ampliaron la difusión del 
trabajo de la cfc y permitieron generar una mayor y mejor 
comprensión acerca de las bondades de la política de compe-
tencia como instrumento para incrementar la eficiencia y, con 
ello, coadyuvar a promover un crecimiento más dinámico e 
incluyente. Estos logros abrieron brecha y evidencian el fir-
me compromiso de la cfc desde sus inicios para fomentar la 
competencia como medio para impulsar mayores niveles de 
eficiencia en beneficio de todas y todos los mexicanos. 

blanca heredia rubio

Politóloga por El Colegio de México y la Universidad de 
Columbia. Trabaja sobre política mexicana, política edu-
cativa, y talento intelectual joven. Ha ocupado cargos di-
rectivos en universidades nacionales e internacionales, 
en el gobierno federal, y en la oecd. Cuenta con numero-
sas publicaciones académicas y de divulgación sobre te-
mas educativos.

53.	 Aydin, Umut., op.cit., p. 172
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TREINTA AÑOS

PEDRO SALAZAR UGARTE

APUNTE INTRODUCTORIO

La última década del siglo xx fue de profundas trans-
formaciones en la organización y funcionamiento del 
Estado mexicano. Tras una fuerte crisis política que 

culminó con el conflicto postelectoral de 1988 y sus conse-
cuentes secuelas para la vida pública nacional, fue necesa-
rio emprender un conjunto de reformas constitucionales y 
legales. A través de ellas se crearon instituciones y se senta-
ron las bases para transformar dinámicas en diferentes ám-
bitos de la administración de los asuntos públicos.

En este texto no se pretende realizar un análisis exhaus-
tivo de esas transformaciones pero sí ofrecer una visión pa-
norámica de las mismas con la finalidad de reconstruir las 
coordenadas de un contexto de cambio político y económico 
en el que surgió la Comisión de Competencia. En 1993, al 
amparo de la Ley Federal de Competencia Económica, sur-
gió este instrumento regulador como un órgano administra-
tivo desconcentrado de la entonces Secretaría de Comercio 
y Fomento Industrial. 

Veinte años después, en 2013, cambiaría su denomina-
ción a Comisión de Competencia Económica y su naturale-
za jurídica para transformarse en un órgano constitucional 
autónomo pero su origen se ubica en el contexto transforma-
dor de la última década del siglo pasado. Este libro conme-
mora ambos eventos históricos: treinta años de existencia y 
diez de autonomía constitucional. 
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TIEMPOS CONVULSOS DE  
TRANSFORMACIÓN INSTITUCIONAL

En una apretada línea del tiempo podemos identificar los si-
guientes eventos políticos estelares –por buenas o por malas 
razones–, en aquella década transformadora de los años no-
venta del siglo xx: a) el asesinato del cardenal Juan Jesús  
Posadas Ocampo (1993); b) las negociaciones y entrada en 
vigor del tratado de Libre Comercio de América del Norte 
(1994); c) el levantamiento armado en Chiapas (1994); d) el 
homicidio de Luis Donaldo Colosio (1994); d) el asesinato de 
José Francisco Ruiz Massieu (1994); e) la crisis económica 
por el “error de diciembre” (1994); f) la masacre de Aguas 
Blancas en Guerrero (1995); g) la primera elección que arro-
jó como resultado un gobierno dividido (1997); h) la elección 
del primer jefe de gobierno del Distrito Federal (cdmx) de 
oposición (1997); i) la matanza en Acteal, Chiapas (1997) y; j) 
la primera alternancia en 71 años en la Presidencia de la Re-
pública (2000).

A la par de esos eventos se vivió un profundo cambio 
institucional. Según un conteo realizado por Héctor Fix-Fie-
rro, entre 1988 y el año 2000, se aprobaron 132 reformas 
constitucionales.1 Los cambios se verificaron prácticamen-
te en todos los ámbitos de la vida nacional: en la economía, 
en la política, en la justicia, en el sector social. Una parte im-
portante de las reformas tuvo como finalidad la creación de 
diversas instituciones que modernizaron y transformaron al 
Estado mexicano.

Ese fue el caso de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos (1992-1999), de los Tribunales Agrarios (1992), del 
Banco de México (1993), del Instituto Federal (ahora Nacio-
nal) Electoral (1990-1994), del Tribunal Federal Electoral 
(ahora Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación) 
(1993), de la misma Cofece (1993-2013), de la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación como un tribunal propiamente 

1.	 Cfr.: Fix-Fierro, Héctor. Reformas Constitucionales y Cultura de la 
Constitución en México. Reflexiones a propósito de las deformaciones 
y disfunciones de un texto constitucional casi centenario, Serna de la 
Garza, José María., Contribuciones al Derecho Constitucional, unam, iij-
unam, iidc, México, 2015, pp. 379-404. 
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constitucional (1994-1995), del Consejo de la Judicatura 
(1994-1995), de la Comisión Federal de Telecomunicaciones 
(1996) y de la Auditoria Superior de la Federación como ór-
gano de la Cámara de Diputados (1999).

LA FIGURA DE LOS ÓRGANOS 
CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS (OCAS)

La mayoría de estas instituciones con el paso del tiempo cam-
biaron de naturaleza jurídica para convertirse en órganos 
constitucionales autónomos. Mucho se ha escrito sobre esa 
figura constitucional que reproduce la experiencia de otros 
países.2 En este espacio me limito a referir las particularida-
des que ha establecido la Suprema Corte de Justicia de la  
Nación para el caso de estas instituciones y algunas de sus 
implicaciones. 

La Suprema Corte de Justicia ha señalado en diversas te-
sis de jurisprudencia que las características de estos órganos 
son las siguientes: “a) deben estar establecidos directamen-
te por la Constitución Federal; b) deben mantener, con los 
órganos del Estado, relaciones de coordinación; c) deben 
contar con autonomía e independencia funcional y finan-
ciera; y d) deben atender funciones primarias u originarias 
del Estado que requieran ser eficazmente atendidas en be-
neficio de la sociedad”.3

a) El hecho de que la autonomía les sea otorgada desde 
el texto constitucional no es una cuestión baladí. No sólo 
porque jurídicamente significa que se trata de un atributo 
de máxima jerarquía normativa sino, sobre todo, porque 

2.	 En particular de algunas agencias reguladoras en los Estados Unidos 
de Norteamérica y de algunas instituciones europeas. Sobre los órga-
nos constitucionales autónomos puede consultarse, entre mucha 
otra literatura sobre el tema, mi libro El Poder Ejecutivo en la Constitu-
ción Mexicana. Del metaconstitucionalismo a la constelación de autono-
mías, fce, México, 2017. También puede consultarse: López Olvera, 
Miguel, et. al. (2021). Los órganos constitucionales en México, iij-
unam, México. 

3.	 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo xxv, 9ª. Época, 
mayo de 2007, p. 1647 (P./J. 20/2007). Véase también la tesis P.J. 
12/2008 en  Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo xxvii, 
9ª. Época, febrero de 2008, p. 1871.
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constituye un blindaje político frente a las mayorías legis-
lativas. Esto no significa que sea imposible desaparecerlos 
o alterar su naturaleza constitucional pero sí dificulta que 
ello suceda. 

En 2019, por ejemplo, el gobierno logró el apoyo de una 
mayoría calificada de votos en las cámaras de diputados y 
senadores y el voto de la mayoría de las legislaturas de los 
estados (Art. 135 constitucional) para desaparecer al Insti-
tuto Nacional de la Evaluación Educativa que era un oca; 
pero en 2022 y 2023 no contó con el apoyo necesario para 
materializar una reforma constitucional con la que se pre-
tendía conculcar la autonomía y mermar las facultades del 
Instituto Nacional Electoral.  

b) La segunda característica identificada por la corte 
puede resumirse en una idea: autonomía no es autarquía. 
Los ocas son autónomos pero para poder funcionar y cum-
plir con sus tareas no son autosuficientes. Necesitan cola-
borar e interactuar con otros órganos constitucionales 
autónomos y, sobre todo, con los poderes tradicionales del 
Estado: legislativo, ejecutivo y judicial. Además, en su ma-
yoría, también deben hacerlo con los poderes de los diferen-
tes órdenes de gobierno. 

En este sentido se trata de instituciones que alteran la 
tradicional separación de los poderes, que ejercen funcio-
nes de diversa naturaleza –en algunos casos regulatoria, en 
otros ejecutivas, en algunos de vigilancia, también de ga-
rantía e incluso sancionatorias– pero que operan como par-
te del Estado.   

c) La autonomía e independencia funcional y financie-
ra son condición necesaria para su desempeño. La lógica de 
esto es elemental: si están subordinados o supeditados a las 
decisiones de otros órganos o poderes para operar, simple y 
llanamente no son autónomos. En los años recientes la Su-
prema Corte de la Nación se ha pronunciado sobre casos en 
los que ha estado en riesgo la autonomía de algunos ocas por 
estas razones. Veamos un par de ejemplos.  

El Instituto Nacional Electoral ha recurrido a la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación para combatir mediante 
controversia constitucional (209/2021) importantes recor-
tes a su presupuesto aprobados por la Cámara de Diputados. 
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La Suprema Corte concluyó que, para que la reducción fue-
ra constitucionalmente aceptable, la Cámara de Diputados 
debía demostrar que “no se causaba afectación ni a su auto-
nomía, ni a los derechos político electorales (sic) de la ciu- 
dadanía”.4

Por lo que hace a la independencia funcional, un caso 
interesante es el de la controversia constitucional presenta-
da por la propia Cofece en contra de la omisión del presiden-
te de la república por no enviar al senado los nombres de las 
personas candidatas a ocupar tres vacantes en su órgano di-
rectivo. En ese caso, el 28 de noviembre de 2022, el Pleno de 
la scjn ordenó al presidente enviar las propuestas.5    

d) La clase de funciones (primarias u originarias del Es-
tado) que los ocas tienen a su cargo son una confirmación 
de su relevancia institucional y una justificación adicional 
para su rango constitucional. Organizar elecciones limpias 
y transparentes, brindar protección no jurisdiccional a los 
derechos humanos, garantizar la estabilidad de la moneda, 
brindar protección a los derechos de acceso a la información 
y datos personales de las personas, etcétera, son tareas de 
principal relevancia.

En el caso de la Cofece merece la pena reproducir los ob-
jetivos que se propone y que se desprenden de sus mandatos 
constitucionales y legales para calibrar la relevancia de las 
funciones que tiene encomendadas:

i. Prevenir y corregir estructuras de mercado que obstaculi-
cen, dañen o impidan la competencia y libre concurrencia; 
ii. Combatir y disuadir las prácticas anticompetitivas que 
afectan los mercados; iii. Promover la aplicación de princi-
pios de competencia entre los actores públicos y privados a 
través de difundir activamente los beneficios de la compe-
tencia económica y; iv. Consolidar un modelo organizacio-
nal robusto y de vanguardia que responda de manera 
efectiva ante las necesidades y los retos institucionales.6

4.	 Analizo esta decisión en el artículo La regresión presidencialista, pu-
blicado en el número de febrero de 2023 de la revista Nexos. 

	 (https://www.nexos.com.mx/?p=71300).
5.	 También refiero ese caso en el artículo de la revista Nexos mencionado 

en la nota precedente.
6.	 https://www.cofece.mx/conocenos/
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Esos objetivos adquieren relevancia en un modelo de Es-
tado determinado en el que la libre competencia económi-
ca se considera un bien jurídicamente valioso. En el caso 
mexicano dicho reconocimiento adquiere primacía en el 
contexto de transformaciones políticas, económicas y jurí-
dicas que, como ya he anticipado, se verifican a partir de los 
años noventa del siglo pasado. Por lo mismo es convenien-
te detenernos a reconstruir las coordenadas generales de esos 
contextos y esos cambios.

UN CONTEXTO DE CAMBIO POLÍTICO 
ACELERADO Y PROFUNDO 

La Comisión Federal de Competencia emerge en un con-
texto de transformación institucional enmarcada por un 
profundo cambio político. Durante la década de los años 
noventa del siglo xx se aceleró la transición política en Mé-
xico en clave democratizadora. La crisis electoral del año 
1988 sentó las bases para un nuevo cambio de reglas en la 
arena electoral. En particular se creó una autoridad admi-
nistrativa con capacidades técnicas inusitadas y se elaboró 
un nuevo padrón electoral. La finalidad de esos esfuerzos era 
recuperar la confianza en los procesos electorales ante una 
ciudadanía profundamente escéptica. Con el tiempo la au-
toridad electoral ganaría credibilidad y profundizaría su  
autonomía.

Las elecciones nacionales intermedias de 1991 transcu-
rrieron sin sobresaltos pero la prueba de fuego fueron los co-
micios de 1994 que tuvieron lugar en una coyuntura 
particularmente compleja por los eventos de violencia que 
azotaron al país. El riesgo de que se verificara lo que algu-
nos llamaron “un choque de trenes”7 entre las diferentes 
fuerzas políticas nacionales fue superado mediante la orga-
nización de unas elecciones nacionales concurridas y trans-
parentes. Su organización estuvo a cargo de una elección 
organizada por la autoridad electoral con un Consejo Gene-

7.	 La advertencia era común entre diversas personas integrantes del lla-
mado Grupo San Ángel que impulsó la observación electoral durante 
las elecciones de ese año. Seis años después muchas de ellas se suma-
ron al proyecto e incluso al gobierno de Vicente Fox Quesada.
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ral –máximo órgano de dirección del entonces Instituto Fe-
deral Electoral– renovado en su totalidad tras un amplio 
pacto y negociación política entre el partido en el gobierno 
y las oposiciones que generó confianza en la ciudadanía.8

Desde el inicio de su gobierno, el presidente electo, Er-
nesto Zedillo, impulsó reformas constitucionales y legales 
muy importantes. Una de ellas en materia de justicia que 
será referida más adelante y otra en materia electoral. Una 
“reforma electoral definitiva”, como la bautizó él mismo, 
que garantizó la plena autonomía de la autoridad electoral 
ante el gobierno y sentó bases jurídicas para la competencia 
electoral en condiciones de equidad. 

Esa reforma, aprobada en 1996, se puso a prueba en unas 
exitosas elecciones federales de 1997 –en las que el partido 
en el gobierno perdió la capital de la república y la oposición 
ganó la mayoría legislativa– y permitió la organización de las 
elecciones del año 2000 en las que el Partido Acción Nacio-
nal ganó la presidencia de México. 

Como puede observarse se trató de una década crucial 
para la transición democrática en México pero también para 
la modernización del Estado mexicano en otras direcciones.    

EL CAMBIO ECONÓMICO: HACIA UNA  
ECONOMÍA DE MERCADOS ABIERTOS

Sergio López Ayllón y Héctor Fix-Fierro también sostienen 
la tesis de que desde 1983 pero con mayor intensidad en 1992 
se comenzó a aplicar una política económica basada “en 
mercados abiertos y en una reducción significativa en la in-
tervención del Estado en la economía” que coincidió con “un 
proceso de liberalización política, cuya manifestación más 
visible son elecciones cada vez más competidas”.9

8.	 Los integrantes de ese consejo general renovado eran: Miguel Ángel 
Granados Chapa, José Agustín Ortiz Pinchetti, Santiago Creel Miran-
da, José Woldenberg Karakowsky, Ricardo Pozas Horcasitas y Fer-
nando Zertuche Muñoz.

9.	 López Ayllón Sergio., Fix-Fierro, Héctor. (2010). La modernización del 
sistema jurídico (1977-2010) en Elisa Servín (coordinadora), Del Nacio-
nalismo al Liberalismo (1940-1994), cide, fce, inehrm, conaculta, 
México, 2010, p. 352.
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Su tesis es que esos cambios vinieron acompañados de 
una transición jurídica de la que son producto las reformas 
y los órganos que hemos mencionado en este texto. Con las 
palabras de ambos autores: “podría decirse que un diseño 
institucional ‘nuevo’, más complejo y moderno, se introdu-
jo y se superpuso sobre el modelo institucional que se cons-
truyó en las décadas siguientes a la Revolución”.10 De esta 
manera, a las transiciones económica y política la encauzó 
una transición jurídica.

Así las cosas, en la misma década de los años noventa 
del siglo xx se intensificó una transformación en el modelo 
económico nacional con una tendencia a una apertura de los 
mercados y un acotamiento a las intervenciones estatales en 
la economía. Se trató de un cambio muy relevante en las re-
glas, formas e instituciones responsables de la economía na-
cional. En palabras de Sergio López Ayllón:

De manera más amplia, se habría dado un cambio en el para-
digma de la función del Estado. Transitamos del ‘Estado pro-
pietario’ al ‘Estado regulador’. En este último el Estado tiene 
que desempeñar una función activa en los mecanismos de 
regulación de los mercados, pero esta no se da a través de los 
mecanismos tradicionales, sino mediante la creación de 
agencias reguladoras independientes (ARIs) que, inspiradas 
en el modelo Norteamérica, ejercen funciones estatales pero 
alejadas de los centros de decisión política y, en la mayor me-
dida de lo posible, del riesgo de captura de los reguladores.11

10.	 Ibid., p. 355.
11.	 Sergio López Ayllón, Estado constitucional, autonomías y órganos regu-

ladores. Evolución y perspectiva desde el punto de vista administrativo. 
Documento de Trabajo (próxima publicación). Sobre este tema, el 
propio López Ayllón refiere la siguiente literatura relevante: Majone, 
Giandomenico. (1996). Regulating Europe, London; New York, Rout-
ledge; Moran, Michael. (2002). Understanding the regulatory state, 
British journal of political science, vol. 32, núm. 2, pp. 391-413; Oliver, 
Dawn., Tony Prosser., y Richard Rawlings. (2010). The regulatory sta-
te: constitutional implications, Oxford University Press, usa; Gens-
chel, Philipp y Bernhard Zangl. (2014). State transformations in oecd 
countries, Annual Review of Political Science, vol. 17, pp. 337-354; Ma-
jone, Giandomenico. (2019). The rise of the regulatory state in Euro-
pe, The State in Western Europe Retreat or Redefinition?, Routledge, pp. 
77-101.
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El mismo autor nos recuerda que:

Alasdair Roberts ofrece una explicación complementaria a la 
creación de las ARIs. Según este autor, la era del neolibera-
lismo (1970-2007, aproximadamente) cambió las estructu-
ras institucionales de los gobiernos nacionales. Se impuso 
así la ´lógica de la disciplina´ es decir, (citando textualmen-
te a Dussauge): ‘la idea de que es posible despolitizar (disci-
plinar) el diseño y la operación de ciertas instituciones 
públicas para evitar que las disputas, los cálculos y los inte-
reses políticos afectan su funcionamiento cotidiano’. 

Esta lógica refleja un profundo escepticismo respecto de las 
formas tradicionales de la gobernanza democrática y por 
ello supone crear instituciones que promuevan políticas de 
largo plazo blindadas de las malas decisiones de los políticos 
y aún de los votantes.12

Diversos aspectos merecen ser resaltados. Las aris 
irrumpen en la administración pública nacional desafiando 
a la tradicional organización de los poderes y autoridades di-
señadas bajo la lógica del principio de la división de los po-
deres tradicional. De hecho, como ya se analizó en este 
texto, en el paso del tiempo muchas de ellas se convertirán 
en ocas.13 Con palabras del propio López Ayllón:

12.	 Ibid. En este caso, López Ayllón refiere a la siguiente literatura: Ro-
berts, Alasdair. (2018). La lógica de la disciplina. El capitalismo global y 
la arquitectura del gobierno, México, cide; Dussauge Laguna, Mauri-
cio. (2015). Mitos y realidades de los organismos constitucionales 
autónomos en Revista de Administración Pública, vol. L, núm. 3, pp. 
225-245. Dussauge Laguna, Mauricio. (2016). Organismos constitu-
cionales autónomos y reforma administrativa en México en Trayec-
torias de reformas administrativas en México: legados y conexiones, ed. 
por María del Carmen Pardo y Guillermo Cejudo, México, El Colegio 
de México, pp. 477-522.

13.	 López Ayllón sostiene que: “De manera paralela a la creación de órga-
nos con autonomía constitucional, las últimas dos décadas del siglo 
xx y las primeras del xxi fueron el telón de fondo para el crecimiento 
exponencial de las ‘agencias reguladoras independientes’. Estos or-
ganismos o agencias se encargan tanto de la regulación económica 
(competencia, telecomunicaciones, energía, infraestructura, agua, 
mercados financieros y de valores, seguros) como de la regulación so-
cial (medicamentos, alimentos, medio ambiente).” El mismo autor 
refiere a la siguiente obra: Jordana, Jacint, David Levi-Faur y Xavier 



74
LA POLÍTICA DE COMPETENCIA ECONÓMICA EN MÉXICO: 
RETROSPECTIVA, BALANCES Y RETOS

La creación de los oca en México puede dividirse en dos 
etapas. La primera corresponde a los noventa con 3 órganos 
(Banco de México 1994, Instituto Federal Electoral 1996 y 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos 1999) y un 
cuarto en 2008 (inegi). En esa misma década se crearon las 
primeras agencias reguladoras con diferentes grados de au-
tonomía administrativa y una diversidad de diseños insti-
tucionales. Entre otras, podemos mencionar a la Comisión 
de Competencia Económica (1993), la Comisión Reguladora 
de Energía (1993), la Comisión Nacional Bancaria (1995), la 
Comisión Federal de Telecomunicaciones (1996), la Comi-
sión Federal de Mejora Regulatoria (2000) y el Instituto Fe-
deral de Acceso a la Información (2002).14

El surgimiento de estas agencias reguladoras y órganos 
constitucionales autónomos no sólo desafía al derecho cons-
titucional y administrativo tradicional como ya sabemos, 
sino que tendrá importantes implicaciones para la adminis-
tración pública estatal. Esto último es importante porque el 
impacto no se verifica al interior de la administración pú-
blica tradicionalmente entendida como “el gobierno” sino 
en el contexto amplio del servicio público del Estado  
mexicano.

Las personas directivas de los órganos reguladores y los 
órganos constitucionales autónomos (dentro de los cuales  
figuran algunos de los primeros) no cuentan con una legi-
timidad democrática propiamente hablando y, en esa me-
dida, en muchos contextos adoptan decisiones técnicas que 
pueden ser contra mayoritarias. Es decir que se fundan en 
consideraciones jurídicas y/o técnicas que pueden ir en con-
tra de la opinión pública o incluso de las mayorías políticas 
representadas en los órganos legislativos. 

Esto no significa que los órganos y los funcionarios que 
los dirigen adolezcan de controles y que no deban rendir 
cuentas; de hecho suelen exigir mecanismos muy estrictos 

Fernández i Marín. (2011). The global diffusion of regulatory agencies: 
Channels of transfer and stages of diffusion en Comparative political 
studies, vol. 44, núm. 10, pp. 1343-1369.

14.	 Sergio López Ayllón, Estado constitucional, autonomías y órganos regu-
ladores. Evolución y perspectiva desde el punto de vista administrativo. 
Documento de Trabajo (próxima publicación).
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para evaluar y vigilar su desempeño pero no tienen un títu-
lo que emane de las urnas, no tienen afiliación partidista y 
son representantes populares. 

En realidad, se espera que los funcionarios y directivos 
de esas instituciones tengan calificaciones y capacidades 
técnicas sólidas y acreditadas y, por lo mismo, algunas vo-
ces críticas los descalifican como organismos con cuadros 
directivos tecnocráticos. Lo que se busca es que sean órga-
nos del Estado, ajenos a los poderes tradicionales, técnica-
mente especializados y distantes de la política democrática 
electoral. 

Por lo que hace a los controles y mecanismos de vigilan-
cia a su desempeño, si bien no escapan del todo del control 
político (sobre todo en sede legislativa a través de la Audito-
ria Superior de la Federación), muchas veces provienen de 
otros órganos reguladores o constitucionales autónomos. 

Ese es el caso, por ejemplo, de la responsabilidad que to-
dos tienen por mandato constitucional de cumplir con las 
obligaciones de transparencia y garantía al derecho de acce-
so a la información de las personas que vigila el Instituto Na-
cional de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
(inai). Ese oca tiene sus orígenes en una ley en la materia que 
data de 2002 y adquirió carácter nacional y autonomía cons-
titucional en 2014. A partir de entonces todos los demás ocas 
se convirtieron en sujetos obligados ante el mismo. 

Lo que me interesa subrayar es que, al estar formalmen-
te desconectados de la política partidista y obtener su legi-
timidad por vías indirectas y distintas a la elección popular, 
además de rendir cuentas en un plano horizontal ante algu-
nos de ellos, para algunas personas, estos organismos res-
ponden a principios y reglas de un modelo de Estado 
conocido como “neoliberal”.15 Más allá del tino o desatino de 
la tesis, en el plano político, esta vinculación es materia  
de polémica y no en pocos casos de descalificaciones como 
veremos más adelante. 

15.	 Sobre el neoliberalismo se ha escrito mucho pero para entender su 
génesis y características principales puede consultarse el libro de 
Fernando Escalante intitulado Historia mínima del neoliberalismo 
(colmex, México, 2015).



76
LA POLÍTICA DE COMPETENCIA ECONÓMICA EN MÉXICO: 
RETROSPECTIVA, BALANCES Y RETOS

Lo cierto es que su surgimiento coincide con el (y es fun-
cional al) viraje económico que hemos señalado hacia la 
apertura comercial y el acotamiento de la intervención es-
tatal en la economía. 

Pero es importante realizar algunas precisiones. Aunque 
emergen en un mismo momento histórico, esos órganos tie-
nen funciones muy distintas y no todos están relacionados 
con el cambio económico. Sólo por mencionar dos ejemplos 
puntuales. El Instituto Federal Electoral estaba directamen-
te vinculado con la transición democrática y la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos con la transición jurídica 
pero ninguno de esos organismos constitucionales autóno-
mos estaba relacionado con la transición económica. 

Así las cosas podemos afirmar que en la década de los 
años noventa del siglo xx se verificaron diversas transfor-
maciones en el Estado mexicano y en múltiples ámbitos de 
la vida nacional –entre ellos en el modelo económico– pero 
no es atinado sostener que todos estos cambios respondie-
ron a un viraje hacia el neoliberalismo.

También es cierto que otras de las instituciones que sur-
gen en esos años sí tienen funciones directamente relacio-
nadas con la transición económica. Ese es el caso de las aris 
dentro de las que se encuentra la Comisión de Competencia 
que con los años se convertiría en Comisión de Competen-
cia Económica. Su misión institucional se inserta en esos 
procesos y se explica en ese contexto: “Promover y prote-
ger la competencia en beneficio de los consumidores me-
diante la eficiencia en los mercados”.16

El redimensionamiento estatal, la desregulación, la des-
centralización, entre otros, implicaron la “necesidad de 
construir jurídicamente a los nuevos agentes económicos en 
un entorno de libertades económicas, competencia, dere-
chos de propiedad y derechos del consumidor”.17 También 
de nuevas autoridades capaces de encauzar, regular y gober-
nar el cambio. 

16.	 https://www.cofece.mx/conocenos/
17.	 López Ayllón Sergio., Fix-Fierro, Héctor. La modernización del siste-

ma jurídico (1977-2010), op. cit., p. 365.
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CAMBIO JURÍDICO COMO VEHÍCULO  
Y COMO PROYECTO INSTITUCIONAL 

López Ayllón y Fix-Fierro sostienen que entre los años 1991 
y 1996, se observa “un giro en la orientación de las leyes, y 
una renovación casi completa del marco legislativo, princi-
palmente en los sectores económico, financiero, agrícola, 
comercial, de servicios y de derechos humanos”.18

Se trata de lo que ellos mismos llaman la transición ju-
rídica a la que hemos aludido. Una transición que cambió el 
marco constitucional y legal mexicano y que, a través de esos 
cambios, transformó en clave modernizadora al Estado na-
cional. Se puede estar en desacuerdo con el sentido y los 
efectos provocados por algunas de esas transformaciones 
institucionales pero lo que no se puede negar es que actua-
lizaron el marco constitucional –y con éste al modelo esta-
tal– con las tendencias democratizadoras y liberalizadoras 
predominantes en los países occidentales durante esos años. 
En ese sentido el modelo de Estado postrevolucionario dio 
paso a un modelo de Estado moderno.

Esa transformación no sólo se verificó en normas e ins-
tituciones sino que supuso una inversión de enfoque en las 
relaciones de poder muy importante. Me refiero a una suer-
te de “giro copernicano” para parafrasear a Norberto Bobbio,19 
mediante el cual las personas adquirieron primacía sobre los 
poderes. Las personas en su calidad de ciudadanas, consu-
midoras, derechohabientes, propietarias, etcétera, fueron –
al menos en el discurso– las destinatarias principales de esos 
cambios. 

Ese viraje se perfeccionó legalmente con la reforma 
constitucional en materia de derechos humanos de 2011 pero 
que inició en los años noventa del siglo xx. Desde mi perspec-
tiva existen tres transformaciones institucionales que dan 
cuenta de lo que acabo de sostener. 

a) Para empezar la creación de un sistema no jurisdic-
cional de protección de los derechos humanos que comien-

18.	 López Ayllón Sergio., Fix-Fierro, Héctor. La modernización del siste-
ma jurídico (1977-2010), op. cit., p. 356.

19.	 Cfr.: Bobbio, Norberto. (1991). El tiempo de los derechos, Sistema, Ma-
drid, 1991.
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za con la creación de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos y que vendrá acompañada del surgimiento de ór-
ganos equivalentes en todas las entidades federativas. La 
comisión, al igual que otros órganos con una naturaleza ju-
rídica similar, surgió como órgano desconcentrado de la Se-
cretaría de Gobernación en 1990 y adquirió autonomía 
constitucional con el paso de los años en la misma década 
(reformas de 1992 y 1999).  

El desempeño de la cndh a lo largo de poco más de tres 
décadas ha sido irregular y este no es el espacio para anali-
zarlo pero es indudable que en algunos momentos y ante 
eventos ominosos emitió recomendaciones muy relevantes 
para denunciar abusos de poder y promover una cultura de 
los derechos humanos en México. 

b) La otra reforma fundamental en materia jurídica de 
esos años se gestó desde 1987 y se perfeccionó con una ambi-
ciosa reforma constitucional al concluir el año crucial de 1994 
e iniciar el de 1995. Se trató de la reforma judicial mediante la 
cual la Suprema Corte de Justicia de la Nación perfeccionó su 
condición de Tribunal Constitucional al otorgarle facultades 
para conocer y resolver acciones de inconstitucionalidad y 
controversias constitucionales. 

A través de su facultad para resolver acciones de incons-
titucionalidad, la Suprema Corte, se colocó como intérprete 
último de la Constitución Mexicana y órgano de control  
de las decisiones de los otros poderes del Estado y al resolver 
controversias constitucionales se convirtió en el árbitro de 
las disputas entre poderes a nivel nacional. 

De esta manera, al verse verificada también la transición 
política, el Estado mexicano se perfeccionó como una De-
mocracia Constitucional.20 No se trata de una afirmación re-
tórica. En los hechos, con el paso de los años, la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación se ha convertido en árbitro y 
contrapeso entre poderes al adoptar decisiones que dirimen 
disputas de poder pero también que invalidan decisiones 
adoptadas por los gobiernos y los órganos legislativos. En 
este texto se han mencionado algunas decisiones que han sal-

20.	 Sobre este tema muy estudiado me permito remitir a mi libro La De-
mocracia Constitucional. Una radiografía Teórica publicado por el Fon-
do de Cultura Económica en su primera edición en 2006.
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vaguardo la autonomía de ocas, como la propia Comisión de 
Competencia Económica. 

c) De manera complementaria a la creación y fortaleci-
miento de la cndh y de la scjn, después de muchos años de 
resistencias políticas, México se abrió al Sistema Interame-
ricano de Derechos Humanos. 

En contracorriente de una tradición nacionalista y jurí-
dicamente cerrada, en la misma década de los años noventa 
y a la par de la apertura económica, México abrió su ordena-
miento jurídico al derecho convencional. 

También en este caso la apertura se perfeccionaría años 
después con la reforma constitucional de derechos humanos 
que ya ha sido mencionada del año 2011 mediante la que se es-
tableció desde el primer artículo constitucional lo siguiente:

En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán 
de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución 
y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexi-
cano sea parte, así como de las garantías para su protección, 
cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en 
los casos y bajo las condiciones que esta Constitución esta-
blece.

Las normas relativas a los derechos humanos se interpreta-
rán de conformidad con esta Constitución y con los tratados 
internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a 
las personas la protección más amplia (…).

Pero las bases para esta apertura se sentaron desde la úl-
tima década del siglo xx. Primero con la aceptación y orga-
nización de la primera visita de la Comisión Interamericana 
al país en 1996.  Posteriormente, de manera muy relevante 
por las implicaciones jurídicas que supuso, con el reconoci-
miento de la competencia contenciosa de la Corte Intera-
mericana de los Derechos Humanos en 1998. 

Así que la transición jurídica mexicana en clave de de-
rechos humanos y control de constitucionalidad y conven-
cionalidad también se activó en la década en la que se creó 
la Comisión de Competencia Económica. El dato es impor-
tante porque confirma que los cambios económicos se veri-
ficaron en un contexto de transformaciones políticas y 
jurídicas profundas que no permiten etiquetar al momento 
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y a sus consecuencias con un membrete –“neoliberal” – sino 
que imponen ponderar otras variables que ofrecen un con-
texto de explicación y en cierta medida de justificación para 
el surgimiento de las nuevas reglas e instituciones adopta-
das y creadas en esos años vertiginosos. 

BREVE APUNTE SOBRE EL PRESENTE

He dedicado un artículo en el International Journal of Cons-
titutional Law publicado en octubre de 2022 al tema de la 
confrontación, descalificación y constante embestida por 
parte del gobierno de la llamada “4ª transformación” en 
contra de los ocas.21 Refiero el texto sin replicar en este es-
pacio mi análisis y consideraciones en esa publicación. 

Solamente subrayo el hecho de que la Comisión Federal 
de Competencia Económica ha sido una de las instituciones 
afectada por la hostilidad gubernamental. Pero también re-
salto algo que me parece muy relevante. Me refiero al hecho 
de que esa autoridad haya podido seguir ejerciendo sus im-
portantes facultades a pesar de la adversidad política y, so-
bre todo, haya sido capaz con éxito de defender su autonomía 
por la vía institucional. 

Se dice fácil pero no lo es. La democracia constitucional 
en México está experimentando tiempos difíciles pero todo 
indica que los está atravesando. Las instituciones creadas hace 
tres décadas –en este caso la Cofece y la scjn– son el vehícu-
lo de esa travesía. Ese es un buen motivo de celebración. Pero 
en el camino han sido objeto de ataques y descalificaciones 
desde el gobierno. La confrontación ha sido dirigida en tér-
minos generales contra todas las instituciones de control y 
contrapeso al poder presidencial y a su mayoría política.

Una de las líneas de descalificación discursiva ha sido el 
origen “neoliberal” de esas instituciones y su supuesto carác-
ter “conservador” a favor de los intereses de una “oligarquía” 
privilegiada. A mi juicio, en realidad, lo que está detrás de  
la embestida encabezada directamente por el presidente de la 
república es una pulsión autoritaria. La estrategia que ame-
naza las instituciones democráticas y constitucionales la-

21.	 https://academic.oup.com/icon/article/20/4/1483/7048655
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mentablemente no es exclusiva de México. Anne Applebaum 
la ha documentado en otros países como Polonia, Hungría, 
Venezuela e incluso entreve la misma tendencia en el Reino 
Unido del Brexit y en los Estados Unidos durante el gobier-
no de Donald Trump. 

En todos esos casos –en los que incluyo al México de Ló-
pez Obrador– nos dice Applebaum:

No hay una explicación única, y no voy a ofrecer aquí ni una 
teoría ni una explicación universal. Pero sí hay un tema de 
fondo: dadas las condiciones adecuadas, cualquier sociedad 
puede dar la espalda a la democracia. De hecho si nos hemos 
de guiar por la historia, a la larga todas nuestras sociedades 
lo harán.22

En los procesos que ella reconstruye se ha venido impo-
niendo una tendencia hacia la creación –nuevamente– de 
un Estado unipartidista iliberal al que le estorban los con-
trapesos. Por eso el ataque sistemático a los jueces y el des-
mantelamiento de los órganos técnicos de control liderados 
por profesionales. En Polonia, por ejemplo, el gobierno del 
movimiento Ley y Justicia al llegar al poder, nombró “nuevos 
jueces del Tribunal Constitucional sin respetar el procedi-
miento debido (…) utilizó una estrategia inconstitucional  
en un intento de influir en el Tribunal Supremo (…) y redactó 
una ley diseñada para castigar a los jueces cuyos veredictos 
contradijeran la política del Gobierno”.23

Asimismo, sustituyó a los funcionarios profesionales 
que estaban a la cabeza de las instituciones técnicas. Para lo-
grarlo “modificó la ley de la función pública para facilitar el 
despido de profesionales y la contratación de incondiciona-
les del partido”.24 En sus palabras: 

El propósito de todo esto resultaba bastante descarado. El 
motivo de esos cambios no era que el gobierno funcionara 
mejor, sino que fuera más partidista y, al mismo tiempo, que 
los tribunales fueran más dóciles, más dependientes del par-

22.	 Applebaum, Anne. (2021). El ocaso de la democracia. La seducción del 
autoritarismo, Debate, México, p. 22.

23.	 Ibid., p. 14.
24.	 Ibid., p. 33.
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tido; o quizá deberíamos llamarlo, como hicimos una vez, el 
Partido con mayúsculas.25

Cuando el presidente mexicano, su partido y su gobier-
no atacan a los jueces, proponen elegirlos mediante el voto 
popular (incluyendo a los integrantes del Tribunal Consti-
tucional como en Bolivia), designan en la Suprema Corte de 
Justicia a dos ministras militantes de su proyecto político e 
incondicionales a la voluntad del Poder Ejecutivo, cooptan 
mediante una designación ilegal a la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, designan a funcionarios incompe-
tentes y sin experiencia en la Comisión Reguladora de Ener-
gía, mantienen incompletos los plenos del órgano nacional 
garante de la transparencia (inai) así como las salas regio-
nales del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Fe- 
deración, etcétera, se le da la espalda a la democracia cons-
titucional. De hecho, esas decisiones abonan en el terreno de 
una regresión autoritaria.  

Por eso debemos celebrar que la Comisión Federal de 
Competencia Económica resista y cumpla treinta años  
de existencia (y diez con autonomía constitucional) sortean-
do vicisitudes y contextos cambiantes.26

Surgió en un momento político complejo en el que un 
partido hegemónico comenzaba a dejar de serlo, operó con 
relativa normalidad y se consolidó durante décadas de go-
biernos divididos y democracia de baja intensidad (pero de-
mocracia al fin y al cabo) y ahora opera en una coyuntura 
adversa de regresión hegemónica. 

Lo que importa –y lo que celebro– es que ha logrado re-
novar sus cuadros directivos con personas profesionales, 
ejercer sus facultades con eficacia y mantener su autonomía 
ante los poderes públicos y privados.  

Enhorabuena. 

25.	 Ibid., p. 15.
26.	 Cfr. Nohlen, Dieter, El contexto hace la diferencia: reformas institucio-

nales y el enfoque histórico- empírico, México., Instituto de Investiga-
ciones Jurídicas-unam, 2005.
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DOS DÉCADAS DE 

CONSTRUCCIÓN DEL RÉGIMEN 

DE COMPETENCIA EN MÉXICO A 

PARTIR DE LA PRIMERA LEY 

FEDERAL DE COMPETENCIA 

ECONÓMICA (1993–2013)

MARÍA SOLANGE MAQUEO RAMÍREZ

INTRODUCCIÓN

La Comisión Federal de Competencia Económica es pro-
ducto de una trayectoria de treinta años en nuestro  
país, desde la creación de la primera Ley Federal de 

Competencia Económica, que ya preveía la necesidad de con-
tar con un órgano regulador especializado en la materia, sus 
sucesivas reformas, hasta la promulgación de una nueva ley. 
Ciertamente su desarrollo no ha estado exento de obstáculos. 
Sin embargo, estos se han sorteado de manera paulatina  
a través del fortalecimiento de la cultura de la competencia, 
la experiencia institucional adquirida, la adopción de las 
mejores prácticas internacionales y la alineación y consis-
tencia del marco normativo con las decisiones de orden ju-
risdiccional.

Este trabajo da cuenta del proceso evolutivo a partir de 
las dos décadas de vigencia de la primera Ley Federal de Com-
petencia Económica y, con ella, de la Comisión Federal de 
Competencia en su carácter de órgano desconcentrado de la 
Administración Pública Federal. Para esos efectos se distin-
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guen tres grandes etapas: la primera, relativa a la gestación 
de la Ley y la Comisión en un entorno poco favorable para la 
apertura comercial y la libre concurrencia, en el que la cul-
tura de la competencia era prácticamente inexistente en 
nuestro país. Esta primera etapa fue esencial no sólo para 
construir los cimientos de la política de competencia, sino 
también para advertir las áreas de mejora de una ley que ca-
recía de antecedentes. Sin duda, el acompañamiento de or-
ganismos internacionales, como la Organización para la 
Cooperación y Desarrollo Económicos (ocde), y la experien-
cia de otros países de nuestro entorno cercano, resultaron 
fundamentales.

Una segunda etapa vino de la mano con las primeras re-
formas a la Ley Federal de Competencia Económica, publi-
cadas en el Diario Oficial de la Federación el 28 de junio de 
2006. Con ellas se pretendía fortalecer las capacidades ins-
titucionales de la Comisión Federal de Competencia, gene-
rar una ley mucho más clara y precisa que brindara mayor 
certeza jurídica y subsanar algunas deficiencias normativas 
que dificultaban las funciones de investigación y sanción del 
órgano regulador. Asimismo, estas reformas adoptaban medi-
das para robustecer las capacidades regulatorias y de coor-
dinación de la Comisión en los distintos órdenes de gobierno.

Finalmente, la tercera etapa, mucho más breve que las 
anteriores pero significativa para la actual configuración y 
alcance de la Comisión Federal de Competencia Económica, 
se daría con las reformas a la Ley Federal de Competencia 
Económica, publicadas en el Diario Oficial de la Federación 
el 10 de mayo del 2011. Con estas se brindan mejores capa-
cidades de investigación y sanción de las prácticas anticom-
petitivas, se facilita el cumplimiento de la Ley y se fortalece 
la operación de la Comisión a partir de la generación de pe-
sos y contrapesos intra-institucionales. 

Cabe mencionar, aunque sea de manera breve, otra re-
forma a la Ley Federal de Competencia Económica durante 
el mismo año de 2011, a través de la cual se incorpora la fi-
gura de las acciones colectivas. Sin embargo, esta no es ob-
jeto de nuestro análisis dada la perspectiva que adoptamos, 
centrada en las atribuciones y alcances de la Comisión y su 
papel frente a los agentes económicos. Lo cual no obsta para 
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reconocer su relevancia en el ejercicio de derechos por par-
te de los consumidores. 

De acuerdo con todo lo anterior, este análisis pretende 
contribuir a un mejor entendimiento del desarrollo de la po-
lítica de competencia en nuestro país y del papel que ha  
desempeñado la Comisión Federal de Competencia Econó-
mica a sus treinta años de experiencia institucional. Sin 
duda, la comprensión de nuestro presente sólo es posible si 
se tiene claridad de nuestro pasado. Lo que, por supuesto, 
significa reconocer que aún queda un largo camino por re-
correr con nuevos retos y desafíos, pero siempre a pasos pro-
gresivos y constantes.

ANTECEDENTES DE LA POLÍTICA DE 
COMPETENCIA ECONÓMICA EN MÉXICO

Durante la década de los años ochenta y principios de los 
noventa, México experimentó cambios significativos en su 
política económica. El país transitaba de un enfoque pro-
teccionista hacia un modelo de economía de mercado que 
promoviera la desregulación y eliminación de barreras co-
merciales, la atracción de inversión extranjera y la apertu-
ra de sectores antes controlados por el Estado, como en el 
caso del sector de las telecomunicaciones (Shaffer, ocde, 
2004, p.10). Estos cambios, además de ser consecuencia de 
las dificultades económicas que enfrentaba el país, tales 
como las altas tasas de inflación, una deuda externa cre-
ciente y una balanza de pagos desequilibrada, también re-
presentaban una forma de prepararse para una economía 
globalizada y moderna, abierta a nuevos mercados.

La apertura económica y la liberalización en este perio-
do marcaron el inicio de una transformación que, si bien te-
nía objetivos de desarrollo y modernización económica, 
también implicaba importantes desafíos regulatorios, que 
permitieran adaptar la regulación existente a un entorno más 
competitivo, en el que se potenciara la rivalidad entre los 
agentes económicos. Por supuesto, estos cambios se inser-
taban dentro de una tendencia internacional propia de los 
países de nuestro entorno, que advertían la necesidad de 
adoptar una política de competencia que garantizara el fun-
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cionamiento eficiente de los mercados (Sánchez Ugarte, 
2003, p. 30). Lo cual también venía impulsado desde el ám-
bito internacional. Sin duda, el trabajo de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde) re-
presentó un impulso muy importante.

En este contexto, surge en nuestro país la primera Ley 
Federal de Competencia Económica, publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 24 de diciembre de 1992, que, como 
puntualizan Elbittar y Mariscal (2018, p. 17), surgió más 
como condición para generar un mayor acceso a los merca-
dos que como una forma de atajar en conciencia los proble-
mas asociados a la existencia de monopolios, las restricciones 
derivadas del poder de mercado o la práctica de conductas 
monopólicas. Por supuesto, todo ello era necesario para que 
México estuviera en posibilidad de generar una apertura gra-
dual hacia un enfoque de economía de mercado, en el que se 
enfatizaba el carácter subsidiario del Estado frente a las ca-
pacidades del mercado y se promovía la libre empresa y el li-
bre comercio. 

De conformidad con su texto original, esta Ley, ahora 
abrogada, tenía por objeto “proteger el proceso de compe-
tencia y libre concurrencia, mediante la prevención y eli-
minación de monopolios, prácticas monopólicas y demás 
restricciones al funcionamiento eficiente de los mercados de 
bienes y servicios.” (Artículo 2). En este sentido, la Ley Fe-
deral de Competencia Económica se centraba en garantizar 
un funcionamiento eficiente del mercado, a través de salva-
guardar el proceso competitivo en el mercado y evitar prác-
ticas que pudieran restringir o distorsionar este proceso. Con 
ello se hizo explícita la introducción de criterios económi-
cos para la implementación de la Ley, y donde la eficiencia 
económica se constituía en la base de análisis del funciona-
miento de los mercados. 

El objetivo de la ley en materia de competencia econó-
mica estaba formalmente dado. Se trataba de proteger el pro-
ceso de competencia (y no propiamente a los competidores), 
evitar los abusos de posición dominante, la formación de cár-
teles o las fusiones y adquisiciones que pudieran implicar 
concentraciones nocivas, además, por supuesto, de prever 
actividades para la promoción y defensa de la competencia 
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(Umut, 2016, p. 165). Para esos efectos, esta Ley se confor-
maba de 39 artículos distribuidos en siete capítulos, a saber: 
i. Disposiciones Generales; ii. De los Monopolios y las Prác-
ticas Monopólicas; iii. De las Concentraciones; iv. De la Co-
misión Federal de Competencia; v. Del Procedimiento; vi. De 
las Sanciones, y; vii. Del Recurso de Reconsideración. 

Las disposiciones de esta primera ley recogían la expe-
riencia internacional que en algunos países tenía décadas o, 
incluso, más de un siglo de construcción jurisprudencial. Sin 
duda, Canadá y los Estados Unidos de América se constitu-
yeron en importantes referentes para la adopción de nues-
tro modelo normativo, dada su elaboración en el contexto 
de las negociaciones de la firma del Tratado de Libre Comer-
cio de América del Norte (tlcan), “donde uno de los requi-
sitos que se sostuvieron fue que los tres países, antes de abrir 
mutuamente sus mercados, tuvieran protecciones a la in-
versión extranjera y a la competencia económica” (Leal, 
2022, p. 4). De tal forma que tanto Estados Unidos como Ca-
nadá contribuyeron a la formación de la política de compe-
tencia en nuestro país no sólo con su experiencia jurídica en 
la materia, sino también como causantes de su imperiosa 
adopción en el marco de una nueva política comercial del 
país hacia el exterior. 

La construcción jurisprudencial en el derecho nortea-
mericano, a pesar de no seguir un proceso lineal, fue espe-
cialmente útil en la distinción que se adoptaría en la legislación 
mexicana entre las prácticas monopólicas absolutas y las 
prácticas monopólicas relativas, tanto del sector público 
como del sector privado. Conforme a lo anterior, mientras 
que las primeras suponen la prohibición per se de determi-
nadas conductas consideradas como anticompetitivas por el 
sólo hecho de su realización, las segundas requieren de un 
mayor nivel de análisis para determinar su carácter ilícito. 
Las prácticas monopólicas relativas implican la utilización 
de la regla de la razón, a fin de analizar no sólo la conducta 
realizada sino sus efectos en favor o en detrimento del pro-
ceso de competencia. En otras palabras, “bajo la regla de la 
razón una conducta se evalúa por sus efectos pro y anticom-
petitivos. Cuando los efectos pro competitivos son mayores 
que los efectos anticompetitivos, la conducta no se consi-
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dera ilegal; en caso opuesto, la conducta se prohíbe”. (Ten 
Kate, 2004, p. 7).

La consideración normativa de prácticas monopólicas 
de distinta naturaleza permitió, por una parte, facilitar la 
identificación y sanción de conductas que claramente dis-
torsionan el funcionamiento del mercado, afectando la com-
petencia efectiva y la eficiencia económica y, por la otra, 
identificar aquellas prácticas en las que pudiera demostrar-
se que su realización contribuye a la eficiencia económica y 
que no generan un daño significativo a la competencia. Con 
ello, la adopción de la regla de la razón para estas últimas 
abría la posibilidad de analizar las eficiencias implicadas, así 
como las condiciones específicas del caso concreto, con el 
objetivo de mitigar los efectos de intervenciones altamente 
restrictivas en el mercado o caer en el extremo de políticas 
sumamente permisivas, como las que caracterizaron, de 
acuerdo con Ten Kate (p. 6), a la década de los ochenta en 
los Estados Unidos de América. 

Adicionalmente, esta nueva ley creó a la Comisión Fe-
deral de Competencia (cfc), como el órgano encargado de 
prevenir, investigar y sancionar estas prácticas monopóli-
cas, así como las concentraciones que pudieran ser dañinas 
para el proceso de competencia y libre concurrencia. En tér-
minos de esta primera ley, se trataba de un órgano adminis-
trativo desconcentrado de la Secretaría de Economía, con 
autonomía técnica y operativa (Artículo 23). 

La autonomía de este nuevo órgano desconcentrado des-
cansaba fundamentalmente en la forma en la que eran  
designados los comisionados y comisionadas (cuyo nombra-
miento dependía del presidente de la república y no de la Se-
cretaría de Economía), la previsión de un periodo específico 
para la duración de su encargo (Maqueo, 2020) y, por supues-
to, en la facultad de emitir libremente sus resoluciones y, en 
general, en su autonomía funcional. Todo lo cual no impe-
día que la Comisión, dada su naturaleza jurídica como órga-
no desconcentrado de la Administración Pública Federal, se 
encontrara subordinada jerárquicamente a la citada depen-
dencia. De hecho, esta subordinación fue confirmada por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación con base en las dis-
posiciones que preveían, entre otras cosas, la facultad de 
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quien encabezara la Secretaría de Economía para expedir 
acuerdos de carácter general en la materia que rige a la Co-
misión, así como en el ámbito presupuestario (Segunda Sala, 
Tesis 2a. xcviii/2005, p. 532). Si bien, como señala la citada 
tesis jurisprudencial, la cfc elaboraba su propio proyecto de 
presupuesto, este se integraba al global del que correspon-
día a la Secretaría de Economía.

Desde su creación, la cfc contó con facultades regula-
torias (a partir de la emisión de criterios técnicos), de inves-
tigación, sancionatorias, de prevención ante la concentra- 
ción de los mercados, de coordinación y de promoción y 
abogacía de los principios de competencia y libre concurren-
cia (Artículo 24). Su configuración normativa, como en ge-
neral todo el contenido de la Ley, era percibido bajo el 
carácter de “moderno y adecuado” para la época (Del Villar 
y Soto, 2005, p. 121).

Sin embargo, la implementación de esta nueva ley en 
nuestro sistema jurídico, a través de un órgano de reciente 
creación, no estuvo exenta de obstáculos, propios de la nove-
dad que suponía y de la entonces carente cultura en materia 
de competencia económica en nuestro país. Estos obstáculos 
iniciales estuvieron marcados por la incertidumbre, por  
parte de la sociedad en general y el sector empresarial, res-
pecto del rumbo que tomaría la política de competencia eco-
nómica; así como por la percepción generalizada de una 
Comisión Federal de Competencia con escasos recursos para 
hacer valer sus decisiones, ante la judicialización de sus re-
soluciones (ocde, 20004, pp. 12 y 13). Todo lo cual repercu-
tía en la eficacia de las sanciones impuestas por la Comisión 
para desincentivar de manera efectiva la comisión de con-
ductas anticompetitivas. 

A este contexto de incertidumbre ante una nueva polí-
tica, se añadía la escasa experiencia en nuestro país de una 
materia que para su análisis, aplicación y ejecución requería 
de una visión interdisciplinaria que conjuntara conocimien-
tos de Derecho y de Economía. Esto, sin duda, representaba 
un enorme reto para las autoridades, los destinatarios de las 
normas jurídicas y, en general, para cualquier persona que 
tuviera interés en el derecho de la competencia económica.
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Así, esta primera etapa representó grandes desafíos ins-
titucionales, culturales y metodológicos, en un contexto en 
el que aún existía un desconocimiento generalizado de los 
beneficios de la competencia, de las herramientas para pro-
moverla y de los derechos y obligaciones que suponía el cum-
plimiento de la ley. No obstante, después de una década de 
vigencia de la ley, ya con la experiencia institucional de la 
Comisión y después de varios criterios jurisprudenciales que 
evidenciaban las deficiencias normativas, era necesario pro-
ceder a la revisión integral de la Ley Federal de Competen-
cia Económica que, como toda nueva ley, requería de ajustes 
que la dotaran de verdadera efectividad y congruencia con 
todo el sistema jurídico en su conjunto.

UNA PRIMERA REFORMA A LA LEY FEDERAL  
DE COMPETENCIA ECONÓMICA EN 2006

Las primeras reformas legislativas al texto original de la Ley 
Federal de Competencia Económica estuvieron centradas 
en fortalecer las capacidades institucionales de la cfc, cla-
rificar algunas de sus disposiciones y subsanar algunos va-
cíos legales que dotaran de mayor efectividad las funciones 
de investigación y sanción del órgano regulador. En gene-
ral, estas reformas estuvieron orientadas a proveer a la Co-
misión de mayores y mejores herramientas para prevenir y 
eliminar conductas anticompetitivas. 

La experiencia en la materia por más de una década, así 
como los análisis elaborados por parte de expertos y orga-
nismos internacionales, como la ocde, fueron un insumo 
invaluable para fortalecer las atribuciones de la Comisión y 
el diseño normativo de esta primera ley, tanto en lo sustan-
tivo como en lo procedimental. En particular, el examen de 
2004 realizado por la ocde fue un importante referente para 
las reformas legislativas de 2006 (ocde, 2012, p. 37).  

Si bien desde el texto original de la Ley Federal de Com-
petencia Económica se reconocía el hecho de que los  
mercados competitivos sólo pueden desenvolverse adecua-
damente en un ambiente en el que la legislación, la regu-
lación y las políticas públicas sean consistentes de manera 
integral con los objetivos de apertura y competencia, las 
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facultades regulatorias de la Comisión Federal de Compe-
tencia eran insuficientes y poco articuladas con las distin-
tas potestades de autoridades en los tres niveles de gobierno.

De hecho, las atribuciones de la Comisión previstas en 
los artículos 14 y 15 de la Ley, a fin de garantizar que las en-
tidades federativas se abstuvieran de realizar actos que pu-
dieran obstaculizar la libre entrada o salida de mercancías o 
servicios de su territorio, fueron declaradas inconstitucio-
nales por la Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn, 
2004). Estas disposiciones preveían facultades de la cfc para 
investigar y, en su caso, declarar la inexistencia de este tipo 
de actos realizados por los estados. Al respecto, la Corte con-
sideró que el ámbito competencial de un órgano federal 
(como era el caso de la cfc) respecto de las entidades fede-
rativas, no podía estar determinado por la Ley Federal de 
Competencia Económica, toda vez que la distribución de 
competencias entre la Federación y las entidades federati-
vas corresponde a la propia Norma Fundamental. Además, 
la Comisión no podía dejar sin efectos un acto de carácter es-
tatal, pues ello implicaría reconocerle una función de con-
trol constitucional que, en términos de nuestra constitución, 
corresponde a la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

A fin de remediar esta situación, sin perder el objetivo 
de garantizar la apertura comercial y la competencia en todo 
el territorio nacional, la reforma legislativa de 2006 incor-
poró la facultad de la cfc para “emitir un dictamen cuando 
considere que las autoridades estatales o municipales hayan 
emitido normas o realizado actos cuyo objeto o efecto, di-
recto o indirecto, […] que pudieran constituirse como barre-
ras al comercio interestatal” (Cámara de Diputados, 2006), 
para que en todo caso pusiera en conocimiento de esta situa-
ción a las autoridades competentes para ejercitar acciones de 
control constitucional. Con ello, se mantenía la concepción 
de una Comisión garante de la competencia económica en 
los tres niveles de gobierno, pero congruente con los esque-
mas propios del control constitucional previstos en el orden 
constitucional. 

De igual forma, en el ámbito regulatorio y de coordina-
ción, la reforma legislativa de 2006 también contempló nue-
vas facultades de la cfc, en el artículo 24 de la Ley, para: (1) 
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establecer mecanismos de coordinación con las autoridades 
de los tres niveles de gobierno; (2) darle carácter vinculante 
a sus opiniones respecto de ajustes a programas y políticas, 
reglas, acuerdos, circulares y demás actos administrativos  
de carácter general de la Administración Pública Federal, que 
pudieran repercutir en el proceso de competencia económi-
ca y libre concurrencia; (3) opinar libremente, sin necesidad 
de que sea a instancia del Ejecutivo Federal u otra autoridad, 
sobre proyectos de leyes y reglamentos; (4) emitir opiniones 
no vinculantes sobre consultas realizadas por los agentes eco-
nómicos u otras instancias gubernamentales en los distintos 
órdenes de gobierno; (5) participar en la celebración de tra-
tados internacionales en materia de regulación o políticas de 
competencia y libre concurrencia o en la celebración de con-
venios o acuerdos interinstitucionales, y 6) pronunciarse so-
bre la incorporación de medidas protectoras y promotoras de 
la competencia en los sectores regulados (Cámara de Dipu-
tados, 2006). Con ello, la reforma legislativa de 2006 forta-
leció la participación, colaboración y coordinación de la cfc 
en el ámbito regulatorio y en la promoción de políticas favo-
rables a la competencia y la libre concurrencia en todo el te-
rritorio nacional de manera integral.

En cuanto al carácter sustantivo de la Ley Federal de 
Competencia Económica, las reformas de 2006 incremen-
taron el número de supuestos considerados como prácticas 
monopólicas relativas. Desde el texto original de la Ley se 
definían las prácticas monopólicas relativas como “aquellas 
cuyo objeto o efecto sea o pueda ser desplazar indebidamen-
te a otros agentes del mercado, impedirles sustancialmente 
su acceso o establecer ventajas exclusivas en favor de una o 
varias personas” (Artículo 10). Para ello se comprendían dis-
tintos casos, tales como la fijación de precios, la venta o tran-
sacción condicionada a no comprar o vender a un tercero, 
compras o ventas atadas, o la concertación entre agentes 
económicos en contra de algún cliente o proveedor. A pesar 
de que el catálogo de prácticas monopólicas relativas pre-
veía supuestos concretos para su configuración, la última 
fracción del artículo 10 abría las puertas para que reglamen-
tariamente se pudieran considerar otros supuestos no com-
prendidos expresamente en la Ley, siempre que estos 
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dañaran o impidieran el proceso de competencia y libre con-
currencia en la producción, procesamiento, distribución y 
comercialización de bienes o servicios. Con base en lo ante-
rior, el Reglamento de la Ley Federal de Competencia Eco-
nómica incorporó algunas prácticas monopólicas relativas 
adicionales a las previstas en la propia ley. No obstante, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación consideró que la pre-
visión de prácticas monopólicas relativas en disposiciones 
reglamentarias era violatoria de la Constitución al no respe-
tar el principio de reserva de ley, previsto en el artículo 28 
Constitucional (scjn, 2004, p. 5). 

Para remediar esta situación, el legislador, mediante las 
reformas legislativas de 2006, optó por incorporar en la pro-
pia Ley las conductas consideradas como prácticas monopó-
licas relativas hasta entonces previstas en el Reglamento, a 
fin de cumplir con el principio de reserva de ley y, con ello, 
subsanar las deficiencias que presentaba la última fracción 
del artículo 10 de la Ley y brindar mayor certidumbre jurídi-
ca (Cámara de Diputados, 2006). 

Adicionalmente, en cuanto a las prácticas monopólicas 
relativas, las reformas legislativas de 2006 adicionaron un 
párrafo al artículo 10 de la Ley, en el cual se previó la posibi-
lidad de exceptuar de sanción a los agentes económicos que 
incurrieran en estas prácticas, si demostraban la existencia 
de ganancias en eficiencia y los efectos favorables de su con-
ducta en el proceso de competencia y libre concurrencia. Esta 
adición normativa incluía un listado meramente enunciati-
vo de aquellas situaciones que podían ser consideradas como 
ganancias en eficiencia, tales como la introducción de pro-
ductos nuevos, las reducciones de costos de producción o la 
inclusión de avances tecnológicos, así como las aportaciones 
netas al bienestar del consumidor cuando estas superaran los 
efectos anticompetitivos de la práctica. En cierta forma, esta 
adición suponía el reconocimiento de los consumidores como 
beneficiarios de la política de competencia económica por 
parte del legislador (Maqueo, 2020). Por supuesto, este halo 
pro-consumidor de la reforma legislativa de 2006 no estuvo 
exento de críticas pues, según algunos autores, podía des-
viar el bien jurídico tutelado por la Ley (esto es, el proceso 
mismo de competencia y libre concurrencia desde la pers-
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pectiva de la eficiencia económica), hacia el bienestar de los 
consumidores (González de Cossío, 2010, p. 27). Más allá de 
estas críticas, lo cierto es que el sentido de esta adición nor-
mativa del 2006 permanece en la vigente Ley Federal de 
Competencia Económica.

Por otra parte, las reformas legislativas de 2006 intro-
dujeron mejoras en los procedimientos previstos por la Ley, 
sea porque a través de la experiencia adquirida por la Comi-
sión se habían detectado algunas deficiencias jurídicas que 
obstaculizaban el logro de sus objetivos, o bien, porque po-
día mejorarse la eficiencia de sus procesos. 

Uno de estos aspectos correspondió al procedimiento de 
notificación de concentraciones. La reforma redujo signifi-
cativamente los casos de concentraciones que requerían de 
ser notificadas ante la cfc (Diego Fernández, 2010, p. 77), a 
efecto de centrar la participación ex ante de la Comisión, 
como medida preventiva, en aquellos supuestos que efecti-
vamente pudieran incidir negativamente en la competencia.

Asimismo, las reformas de 2006 introdujeron dos ins-
trumentos importantes para la realización efectiva de las  
investigaciones de las prácticas monopólicas absolutas:  
las visitas de verificación y el programa de clemencia o in-
munidades (Diego Fernández, 2010, p. 77). El informe de la 
ocde advertía las dificultades que atravesaba la Comisión para 
poder allegarse de las pruebas necesarias para investigar “los 
acuerdos encubiertos entre competidores que buscan elevar 
los precios o dividirse el mercado en perjuicio de los consu-
midores”, así como de otro tipo de prácticas especialmente 
perniciosas, ante la carencia de facultades para realizar visi-
tas de verificación o celebrar acuerdos con testigos clave a 
cambio de un tratamiento más benévolo (ocde, 2004, p. 96). 
En consecuencia, la reforma de 2006 tomó en consideración 
estas advertencias, a fin de fortalecer las capacidades de in-
vestigación de la Comisión. No obstante, el diseño normati-
vo de las visitas seguiría presentando algunas deficiencias, 
toda vez que su realización tenía que ser previamente noti-
ficada al agente económico, lo cual reducía la efectividad de 
las investigaciones (ocde, 2012, p. 37). Esta cuestión sería 
subsanada con las reformas a la Ley de 2011, de las que nos 
ocuparemos más adelante.
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Otro aspecto en las que estas primeras reformas a la Ley 
Federal de Competencia Económica ponían especial énfasis 
fue el relativo a las sanciones previstas en el artículo 35 de la 
misma. Al respecto, el legislador incrementó la cuantía tan-
to de las multas previstas en la Ley como en el caso de la re-
incidencia. Además, en este último supuesto, se añadía la 
posibilidad de calcular la cuantía de la multa con base en el 
valor de los activos o las ventas anuales del agente económi-
co reincidente, optando en todo caso por la que resultara 
mayor. A todo lo cual se sumaba la posibilidad de ordenar la 
desincorporación de activos para el caso de que un mismo 
agente económico hubiere sido multado por más de dos oca-
siones, a fin de eliminar su poder de mercado (Comisión Fe-
deral de Competencia, 2006, p. 16). La intención de estas 
medidas era generar verdaderos desincentivos para la comi-
sión de las conductas prohibidas por la Ley, especialmente 
para aquellos casos en los que se trataba de grandes corpo-
raciones infractoras a las que les resultaban irrisorias las san-
ciones económicas previamente establecidas. Pero estas 
disposiciones también implicaban un cambio importante en 
cuanto a la naturaleza de las posibles sanciones impuestas 
por la Comisión, pues añadía la posibilidad de adoptar san-
ciones de tipo estructural.

Finalmente, otro de los aspectos que abordaron las refor-
mas legislativas de 2006 estuvieron íntimamente relacionados 
con los cambios normativos y culturales que se venían produ-
ciendo en nuestro país en torno a la transparencia y el derecho 
al acceso a la información pública. En el año 2002 se había pro-
mulgado una primera ley en la materia que preveía, a su vez, 
la creación del entonces Instituto Federal de Acceso a la In-
formación Pública (ifai), ahora Instituto Nacional de Trans-
parencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales (inai). Para esos efectos, se modificó el artículo 
31 de la Ley Federal de Competencia Económica con el ob-
jeto de comprender distintas clasificaciones de la informa-
ción (sea confidencial, reservada o pública) que hubiera 
obtenido directamente la Comisión en la realización de  
sus facultades de investigación y verificación. No está por de-
más señalar que estas clasificaciones eran consistentes con 
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las comprendidas en la propia Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública Gubernamental de 2002.

A pesar de los avances significativos que suponían las 
reformas y adiciones a la Ley Federal de Competencia Eco-
nómica de 2006, aún seguía un largo camino por recorrer. 
Incluso, algunos de estos cambios fueron declarados incons-
titucionales mediante sentencia emitida por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación respecto de la Acción de In-
constitucionalidad 33/2006 promovida por el procurador ge-
neral de la república. En específico, esta decisión afectaba a 
las disposiciones de la Ley que establecían la participación 
del Congreso de la Unión y de las autoridades jurisdicciona-
les en cuestiones relacionadas con la conformación y el ejer-
cicio de atribuciones de la cfc, por contravenir o afectar, en 
términos de la Corte, el principio de división de poderes (Ma-
queo, 2020). Además, aún persistían la percepción genera-
lizada de la insuficiencia de las multas, especialmente para 
el caso de las grandes corporaciones, así como los problemas 
para dotar de efectividad los procedimientos dirigidos a for-
talecer la política de competencia. Todo lo cual no obsta para 
reconocer que ya desde ese entonces, la cfc era valorada 
“como una institución muy técnica e independiente” (ocde, 
2012, p. 34).

EL FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL A 
PARTIR DE LA REFORMA DE LA LFCE EN 2011

Las segundas reformas a la Ley Federal de Competencia 
Económica de 2011 daban continuidad al camino previa-
mente trazado, para lo cual incorporaban varias de las re-
comendaciones provenientes del informe de la ocde en 
2004, que por diversas circunstancias no habían podido 
atenderse en las reformas legislativas de 2006 (ocde, 2012, 
p. 38). Además, tenían la encomienda de incorporar las me-
jores prácticas internacionales.

En términos generales, el contenido de las reformas le-
gislativas de 2011 se articuló en tres grandes ejes: (1) Fortale-
cer la política de competencia a través de mejores capacidades 
de investigación y sanción de las prácticas monopólicas;  
(2) Facilitar el cumplimiento de la legislación en materia de 
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competencia, y (3) Fortalecer la operación de la Comisión 
Federal de Competencia (cfc, 2011, pp. 6 a 9; Diego Fernán-
dez, 2010, pp. 79 y ss.). Para efectos expositivos, daremos 
continuidad a esta articulación, sin pretensiones de exhaus-
tividad, tomando en consideración aquellos aspectos de la 
reforma que, desde la opinión general y del propio órgano re-
gulador, presentaron mayor relevancia.

Dentro del primer eje, las reformas de 2011 dieron con-
tinuidad a la intención de incrementar la cuantía de las san-
ciones impuestas por la cfc, a efecto de fortalecer su función 
generadora de desincentivos para la comisión de conduc-
tas prohibidas por la Ley Federal de Competencia Económi-
ca. Para ello no sólo se trataba de incrementar la cuantía con 
base en el esquema de salarios mínimos, sino de establecer 
mecanismos proporcionales que tuvieran un efecto disua-
sivo para las grandes corporaciones. Para esos efectos, se 
previó que las multas máximas estuvieran calculadas en 
función de los ingresos acumulables del impuesto sobre la 
renta del agente económico infractor (Diego Fernández, 
2011, p. 80). A todo lo cual se sumó la inclusión en el Códi-
go Penal Federal de nuevos tipos penales por la comisión de 
conductas consideradas como prácticas monopólicas abso-
lutas, así como la adición de nuevas atribuciones para la Co-
misión a efecto de que tuviera la oportunidad de presentar 
denuncias o querellas ante las autoridades competentes para 
la persecución de este tipo de delitos.

Un tema de particular relevancia en las reformas de 2011 
fue la reconfiguración de las visitas de verificación. Si bien 
esta figura, esencial para la labor de investigación de la Co-
misión, ya había sido considerada por las reformas de 2006, 
aún presentaba deficiencias en su previsión. En el diseño ori-
ginal, la realización de las visitas de verificación por parte de 
la Comisión, como órgano desconcentrado de la Adminis-
tración Pública Federal, se encontraban subordinadas a la 
autorización previa del Poder Judicial. Esta situación fue de-
clarada inconstitucional por la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, en su resolución de la Acción de Inconstituciona-
lidad 33/2006, por considerar que esta medida contravenía 
el principio de división de poderes y la autonomía técnica y 
de gestión conferida a la Comisión por la propia Ley. De tal 
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forma que, de acuerdo con lo dispuesto por la Corte, para  
la realización de las visitas domiciliarias “la autoridad admi-
nistrativa […] debe contar con plenas facultades para desa-
rrollarla, […] de manera independiente, sin necesidad de 
auxilio o autorización de otro poder (scjn, 2007). Por su-
puesto, esta decisión fue considerada en las reformas legis-
lativas de 2011.

Aunado a lo anterior, el diseño normativo de las visitas 
domiciliaras en 2006 implicaba poner sobre aviso de su  
realización a los agentes económicos investigados, lo cual 
mermaba la eficacia de su alcance para allegarse de las prue-
bas pertinentes. Las reformas de 2011 corrigieron esta situa-
ción para posibilitar a la Comisión la realización de las visitas 
sin previo aviso, a fin de evitar el ocultamiento o destruc-
ción de la evidencia requerida (cfc, 2011, p. 7).

Dentro de las novedades que supuso esta segunda re-
forma a la Ley Federal de Competencia Económica se en-
cuentra la inserción normativa de las medidas cautelares,  
a fin de prever la suspensión de prácticas que pudieran  
generar un daño para la competencia o para los propios con-
sumidores. Con ello, se permitió a la Comisión ordenar la sus-
pensión de estas prácticas dañinas durante la fase de 
investigación, sin tener que esperar hasta la conclusión  
de todo el procedimiento y su resolución (Maqueo, 2020). En 
términos de la propia Comisión, la carencia de esta figura 
“permitía a las empresas continuar con prácticas monopó-
licas o persistir en una concentración prohibida hasta en tan-
to el asunto se resolviera en definitiva”. (cfc, 2011, p. 8).

Asimismo, con el ánimo de fortalecer la política de com-
petencia, estas reformas adicionaron un artículo a la Ley para 
prever que el cumplimiento y la ejecución de las resolucio-
nes de la Comisión pudieran tramitarse por la vía incidental 
(Artículo 38 bis de la lfce).

Finalmente, dentro de este primer eje cabe mencionar el 
fortalecimiento del programa de clemencia, a partir de la ex-
tensión de su aplicación a las personas físicas (ocde, 2012,  
p. 37). En ese sentido, la reforma al artículo 33 bis 3 de la Ley 
abrió la posibilidad de que las personas físicas que hubieren 
“coadyuvado, propiciado, inducido o participado en la comi-
sión de prácticas monopólicas absolutas” pudieran acogerse 
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al beneficio de la reducción de sanciones, a cambio de apor-
tar pruebas suficientes que permitieran a la Comisión acre-
ditar la existencia de dichas prácticas.

Por lo que hace al segundo eje, relativo a facilitar el cum-
plimiento de la Ley Federal de Competencia Económica, las 
reformas legislativas de 2011 previeron la posibilidad de con-
cluir los procedimientos de manera anticipada. En particu-
lar, se introdujo la opción de concluir investigaciones  
a partir del cumplimiento de compromisos adoptados por 
parte de los agentes económicos investigados. Con ello, no 
sólo se cumplía con el objetivo de suspender las prácticas an-
ticompetitivas y restablecer el proceso de competencia, sino 
que además permitía reducir significativamente los costos 
asociados a la litigiosidad (cfc, 2011, p. 8). 

Asimismo, estas reformas sumaron la posibilidad de au-
diencias orales, con el objeto de que los agentes económi-
cos tuvieran mayores herramientas para formular sus 
argumentos ante la Comisión, alcanzar acuerdos en casos 
de conductas unilaterales y adoptar compromisos para el 
caso de concentraciones (ocde, 2012, p. 34). “Con la crea-
ción de la figura de audiencias orales, se [permitió]… que los 
agentes económicos [pudieran realizar]… aclaraciones res-
pecto de sus argumentos de forma oral a los servidores públi-
cos de la Comisión involucrados en el caso.” (cfc, 2011, p. 8).

Además, dentro de este segundo eje de las reformas de 
2011, se retomó uno de los aspectos que ya habían ocupado 
la labor del legislador en 2006, relativo al procedimiento  
de notificación de concentraciones. Sin duda, gran parte de la 
carga laboral de la Comisión devenía de este procedimien-
to que requería una nueva revisión para agilizar su sustan-
ciación y centrar el trabajo de análisis en aquellos casos que 
efectivamente pudieran representar un elevado riesgo para 
el proceso de competencia. En consecuencia, estas segun-
das reformas legislativas simplificaron el proceso y reduje-
ron, una vez más, los supuestos en los que era requerido (cfc, 
2011, p. 8 y Maqueo, 2020). Para esos efectos, se adicionaron 
los artículos 21 bis y 21 bis 1 en los que se establecía, respec-
tivamente, un procedimiento simplificado para aquellos ca-
sos en los que resultara “notorio que la concentración no 
tendría como objeto y efecto disminuir, dañar o impedir la 
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competencia y la libre concurrencia” y los supuestos en los 
cuales no era necesaria la notificación de concentración.

En el tercer eje de las reformas a la Ley Federal de Com-
petencia Económica en 2011, relativa a la operación de la cfc, 
se realizaron cambios en su diseño institucional a efecto de 
fortalecer su carácter como órgano colegiado, independien-
te e imparcial en sus decisiones. Se trataba, pues, de desa-
gregar funciones entre los distintos actores dentro de la 
Comisión que participaban en la toma de decisiones respec-
to de posibles conductas violatorias de la Ley, así como ge-
nerar pesos y contrapesos intra-institucionales. 

Para ello, se establecieron distinciones entre la fase de 
investigación, a cargo de la Secretaría Técnica de la Comi-
sión, y la fase de procedimiento para la determinación de san-
ciones, encomendada a una nueva figura consistente en la de 
comisionado o comisionada ponente, quien elaboraría el pro-
yecto de resolución que sería sometido al Pleno para su vo-
tación (Maqueo, 2020). Así, no sólo se permitía potenciar  
la colegialidad y hacer más eficiente el funcionamiento de la 
Comisión, sino que además se daba cauce a la solución de una 
de las constantes críticas del foro jurídico respecto del dise-
ño normativo de los procedimientos sancionatorios, que con-
sistía en considerar a la propia Comisión como juez y parte.

Además, con esta reforma se buscó fortalecer el meca-
nismo de votación en el Pleno de la Comisión, con el objeto 
de garantizar la participación de la totalidad de comisionadas 
y comisionados y reducir el alcance del voto de calidad de la 
figura del presidente sólo a aquellas situaciones en las que al-
guno de los integrantes del Pleno no estuviera en posibilidad 
de ejercer su voto (artículo 25 de la lfce). 

A la par de los avances que se realizaban en materia de 
transparencia y acceso a la información pública, ya vislum-
brados en la reforma de 2006, las segundas reformas a la Ley 
Federal de Competencia Económica introdujeron nuevos 
mecanismos que visibilizaran e hicieran más accesibles sus 
decisiones. Era necesario ir más allá de los criterios adopta-
dos para clasificar la información disponible de la Comisión, 
con el objeto de fortalecer la publicidad de sus actuaciones  
y garantizar la efectividad de los derechos humanos de acce-
so a la información y protección de datos personales. A todo 
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lo cual se sumó el fortalecimiento de la emisión de criterios 
técnicos de la Comisión que, por un lado, brindaran mayor 
certeza jurídica y, por el otro, facilitaran el cumplimiento de 
las disposiciones normativas. Asimismo, la reforma de 2011 
incorporó atribuciones para la Comisión a fin de solicitar in-
formación para estudios de mercado y opiniones, así como 
para emitir lineamientos para otras instancias gubernamen-
tales en sus procesos para el otorgamiento de concesiones o 
para la realización de adquisiciones, arrendamientos y obra 
pública (Diego Fernández, 2010). 

Finalmente, una de las grandes novedades de la refor-
ma de 2011 consistió en impulsar la creación de tribunales 
especializados en materia de competencia económica. Cier-
tamente su constitución no dependía específicamente de la 
reforma a la Ley Federal de Competencia Económica, pues 
era necesario modificar otros ordenamientos jurídicos. Sin 
embargo, el tema fue puesto sobre la mesa de las discusio-
nes legislativas, con la intención de sentar las primeras  
bases para su creación. Ciertamente, esta idea no estuvo 
exenta de debate, con posturas tanto a favor como en con-
tra. Pero la defensa de crear tribunales especializados se  
logró posicionar en el marco de una excesiva litigiosidad que, 
en un gran número de casos, había dejado sin efectos las  
decisiones de la cfc (Álvarez, 2021, p. 4), por lo que se re-
quería una atención por parte de juzgadores con una visión 
interdisciplinaria propia de la materia (que conjuntara he-
rramientas tanto del Derecho como de la Economía). 

La creación de los tribunales especializados en materia 
de competencia económica (y de telecomunicaciones) no lle-
garía a cristalizar sino hasta el año 2013 en el marco de las  
llamadas reformas estructurales a la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. Estas reformas abrirían una 
nueva era en el rumbo que tomaría la política de competen-
cia económica. Con ellas se ponía fin a la primera Ley Fede-
ral de Competencia Económica y, así, a la configuración 
primigenia de la cfc, concebida como un órgano descon-
centrado de la Administración Pública Federal. Esta última 
sería reemplazada por un órgano constitucionalmente au-
tónomo mucho más robusto y con un nuevo marco norma-
tivo que recogería tanto las enseñanzas de dos décadas, como 
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las mejores prácticas internacionales. No obstante, su pro-
ceso evolutivo continúa, ahora con nuevos desafíos, entre 
los que sin duda alguna se encuentra una economía digital 
creciente, pujante y, por qué no decirlo, altamente riesgosa 
para los esquemas tradicionales de nuestro sistema jurídico.

CONCLUSIONES

Desde la recepción de la política de competencia hace tres 
décadas, hasta nuestros días y, con ello, la creación de la 
Comisión Federal de Competencia, ahora Comisión Federal 
de Competencia Económica (Cofece), se han venido produ-
ciendo cambios sustantivos, institucionales y procedimen-
tales. Sin duda la experiencia de nuestro entorno interna-
cional, como la propia práctica nacional a través de la 
implementación de la primera ley en la materia, han sido 
una fuente importante para prevenir y combatir la realiza-
ción de conductas anticompetitivas, promover el bienestar 
de los consumidores e incrementar la eficiencia de los mer-
cados. El camino no ha sido sencillo, pero sí progresivo. 
Muestra de ello son las reformas legislativas del 2006 y del 
2011. A todo lo cual se añade la experiencia adquirida por 
otras vías: la jurisdiccional y la metodológica. La primera ha 
permitido tanto la adecuación de la legislación en materia  
de competencia económica con nuestro sistema jurídico y, 
específicamente, con nuestro orden constitucional, como 
advertir la necesidad de contar con un órgano regulador 
efectivamente autónomo, con herramientas suficientes para 
desincentivar conductas contrarias al proceso de compe-
tencia y promover la construcción de una verdadera cultura 
de la competencia en nuestro país. La segunda vía, esto es, la 
metodológica, ha impulsado la generación de análisis alta-
mente especializados que requieren de perfiles interdisci-
plinarios que conjunten conocimientos y habilidades en el 
campo del Derecho y de la Economía. 

Pero aún queda un largo trecho por recorrer que tam-
bién exige la formación de personas capaces de comprender 
un nuevo entorno, el de las tecnologías de la información y 
comunicación, a fin de lograr soluciones que favorezcan el 
crecimiento de la economía digital pero que, a su vez, atien-
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dan los desafíos que presentan las grandes empresas tecno-
lógicas, en su mayoría, con un alcance global. Sin duda,  
la Comisión Federal de Competencia Económica juega un 
papel relevante para esos efectos, pero no en lo individual. 
Es necesaria la participación de otros actores gubernamen-
tales dentro del ámbito de sus competencias, la academia y 
la sociedad civil, todas unidas por un objetivo común con-
sistente en fomentar la competencia en el mercado para así 
gozar de sus beneficios como sociedad.
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REFLEXIONES SOBRE LA 

AUTONOMÍA CONSTITUCIONAL

JOSEFINA CORTÉS CAMPOS

INTRODUCCIÓN

La reforma constitucional en materia de telecomuni-
caciones y competencia económica, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 11 de junio de 2013, 

sin lugar a dudas marcó un parteaguas en la tendencia de 
regulación económica y de diseño institucional para algu-
nos de los sectores clave de la economía nacional; esta re-
forma pronto se posicionó también a nivel internacional 
como una señal del compromiso del Estado mexicano para 
avanzar de la mano de diversas reformas estructurales, y 
sin renunciar a la rectoría económica que le corresponde al 
poder público, hacia mercados más competidos, mejores 
condiciones de inversión y, con ello, a un mayor desarrollo 
económico y social. 

A poco más de una década de la citada reforma, y en me-
dio de un contexto político que se muestra abiertamente ad-
verso a los que fueron sus fines y objetivos, es necesario 
revisar de nueva cuenta las determinaciones del constitu-
yente. Este ensayo se concentra específicamente en uno de 
los componentes centrales de la reforma constitucional y 
que se refiere al diseño institucional de los órganos regula-
dores como órganos constitucionales autónomos. 

Como se verá a lo largo de las siguientes páginas, si bien 
la reforma de 2013 operó en el sexenio anterior en medio de 
un contexto político favorable al desarrollo de la competen-
cia económica y la evolución de las autonomías en sede cons-
titucional, lo que implicó para los reguladores contar con un 
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diseño fundacional que respetó el abc de la autonomía or-
gánica y funcional y, en esa medida garantizó -al menos en 
los primeros años- su efectividad institucional, lo cierto es 
que hoy ese blindaje constitucional parece insuficiente en el 
marco de un gobierno que se muestra contrario a la política 
de competencia económica (o de corte “neoliberal”), pero 
también ante un contexto económico y social cada vez más 
complejo y diverso. 

Es frente a tales retos que deben perfilarse nuevas rutas 
y criterios de diseño institucional a fin de garantizar el ejer-
cicio efectivo de competencias por parte de los órganos au-
tónomos. 

LA REFORMA CONSTITUCIONAL DE 2013  
Y LA POSIBILIDAD DE CUMPLIR CON EL ABC  
DE LA AUTONOMÍA ORGÁNICA Y FUNCIONAL

La reforma constitucional en materia de telecomunicacio-
nes y competencia económica ha sido considerada como 
una de las reformas estructurales de orden económico más 
completas; esto, en tanto que operó con una visión integral 
y en distintas dimensiones normativas:1

a)	 Sustantiva: que se refiere a un catálogo de nuevos de-
rechos tutelados que surgen a raíz del cambio estruc-
tural (en el caso particular, por ejemplo, el derecho a la 
banda ancha y el internet, y los derechos de las au-
diencias).

b)	 Adjetiva: dirigida a operar sobre los procedimientos 
administrativos, judiciales y, en algunos casos, sobre 
mecanismos alternativos de resolución de conflictos, a 
fin de garantizar eficazmente la tutela de los derechos 
de los agentes económicos involucrados en los procesos 
y, con ello, resguardar también la naturaleza de orden 
público inherente a estos últimos (en este ámbito, la 
reforma constitucional estableció una jurisdicción es-
pecializada en materia de competencia económica y 
telecomunicaciones y limitó los medios de defensa al 
juicio de amparo indirecto).

1.  Véase Cortés Campos, J. (2014)
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c)	 Regulatoria: que pretende incidir a través de distintos 
mecanismos de regulación a fin de garantizar ex ante y 
ex post que los sectores económicos funcionen en com-
petencia (p. ej. eliminación de barreras de entrada, 
regulación asimétrica, determinación de insumos  
esenciales; regulación de precios, sanciones, entre otros). 

d)	 Institucional: cuyo objetivo central consiste en lograr 
el fortalecimiento de los órganos reguladores que ejer-
cen atribuciones en tales sectores a fin de blindarlos 
políticamente y asegurar que el ejercicio de sus compe-
tencias sea desplegado con fundamento en sus capaci-
dades técnicas (en esta línea de acción se asigna a los 
reguladores de la autonomía constitucional); y 

e)	 Política pública: orientada a señalar acciones y metas 
concretas de corto, mediano y largo plazos, que se- 
rán incorporadas como medidas de acompañamien-
to (“aceleración”)2 de la política de reestructuración  
sectorial (así, por ejemplo, la determinación desde la 
Constitución, y por la vía de disposiciones transitorias, 
de favorecer una política de gobierno abierto, la de-
cisión de proceder a licitaciones de espectro bajo cier-
tas características de mercado; o el análisis de prepon-
derancia en el mercado de telecomunicaciones y como 
mandato al regulador).

De los ejes antes señalados, tal y como se anticipó, nos 
ocuparemos del relativo al diseño institucional de los órga-
nos reguladores, elemento particularmente importante en 
la medida en la que puede marcar un rumbo de efectividad 
distinto al originalmente previsto para la reforma constitu-
cional en materia de telecomunicaciones y competencia 
económica.

Comencemos por señalar que la literatura especializada 
que ha acompañado por más de 40 años a reformas estruc-
turales de orden económico, cuando estas buscan incidir en 
el establecimiento y promoción de mercados competidos, 
como condición de desarrollo económico y social, coincide 
en afirmar que, a fin de garantizar el adecuado desenvolvi-
miento de los procesos de apertura sectorial y defensa de la 
competencia, siempre será indispensable contar con un am-

2.	 Morales Elcoro, R. (2013:1)
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biente institucional fuerte, capaz de incidir en industrias 
monopolizadas y en aquellas que tienden a la concentración 
y/o a la integración, a fin de promover eficiencias y corregir 
fallas del mercado.3

Para tales fines, se ha dicho, es necesario contar con ór-
ganos a los que distinga su racionalidad técnica y firmeza 
política; los reguladores deben comprometerse a un no in-
tervencionismo y a una política de fomento a la competencia;4 
de ahí que sean indispensables órganos públicos neutrales, 
respetuosos del mercado y de las iniciativas económicas so-
ciales.5

La importancia de considerar a la dimensión institucio-
nal no pasó inadvertida en el proceso constituyente, ni en el 
acuerdo político que hizo posible la reforma en materia de 
telecomunicaciones y competencia económica. Así, por 
ejemplo, el denominado Pacto por México6 señaló como par-

3.	 Sobre tales atributos véase Fignon Dominique (1998). El autor utiliza 
como caso paradigmático el modelo inglés cuyas características insti-
tucionales posibilitaron en su momento la consolidación de las  
reformas estructurales experimentadas en diversos sectores; específi-
camente destaca los siguiente elementos: derechos de propiedad de 
los activos del sistema en manos del gobierno; poderes regulatorios y 
legislativos centralizados y sin la interferencia de los gobiernos regio-
nales; y un poder judicial en el que no existía un mecanismo para ape-
lar una ley a través de los tribunales.

4.	 De acuerdo con el análisis de García-Huidobro, L.E; Guidi, S. 
(2022:1450), las razones que históricamente han justificado la crea-
ción de órganos autónomos son las siguientes: “i) mantener a los res-
ponsables de estas agencias alejados de las autoridades políticas de 
turno, ii) reforzar la autonomía de los profesionales y expertos que 
intervienen en el proceso de elaboración de políticas públicas, y iii) 
separar la responsabilidad por las decisiones políticas de aquellas de 
carácter técnico”.

5.	 Víd. Ariño Ortiz, G. (1996:74 y ss.).
6.	 Siguiendo el análisis de Salazar Ugarte, P. (2022:1488) si bien el go-

bierno en turno no tenía las mayorías parlamentarias, operó de mane-
ra efectiva a través de “una amplia negociación política” (Pacto por 
México) que permitió que muchas de esas reformas fueran de rango 
constitucional y, en el ámbito institucional, dieran lugar a seis nuevos 
órganos constitucionales autónomos: Instituto Nacional para la Eva-
luación de la Educación; Instituto Federal de Telecomunicaciones; 
Comisión Federal de Competencia Económica; Consejo Nacional de 
Evaluación de la Política de Desarrollo Social; Instituto Nacional de 



115CAPÍTULO III | JOSEFINA CORTÉS CAMPOS

te de los Compromisos 37 y 40, respectivamente, el fortale-
cimiento de la Comisión Federal de Competencia y el 
reforzamiento de la autonomía de la Comisión Federal de Te-
lecomunicaciones. Tales compromisos políticos se traduje-
ron en un texto normativo de rango constitucional que 
convirtió a las citadas comisiones en órganos autónomos.7

El diseño fundacional del Instituto Federal de Teleco-
municaciones (ifetel) y de la Comisión Federal de Compe-
tencia (Cofece), como órganos constitucionales autónomos, 
quedó plasmado en el artículo 28 constitucional, precepto 
normativo que cumplió al pie de la letra con el abc de la au-
tonomía orgánica y funcional;8 esto es así puesto que, más 
allá del establecimiento de una etiqueta de organización ad-
ministrativa, que tiende a lograr la autonomía técnica de los 
reguladores y su neutralidad política, el constituyente se dio 
a la tarea de establecer con cierto nivel de detalle los distin-
tos componentes que alcanzarían el blindaje institucional 
necesario para tales órganos.

Lo anterior puede ilustrarse en el plano normativo al 
aplicar a Cofece e ifetel un “test de autonomía” conforme 
a los siguientes criterios:9

Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Perso-
nales; y la Fiscalía General de la República.

7.	 Desde una perspectiva histórica Salazar Ugarte, P. (2022:1484-1485) 
explica que en México la estrategia de transformación constitucional 
impulsada por los gobiernos de la última década del siglo xx y los pri-
meros tres lustros del siglo xxi apostó por la creación y consolidación 
de órganos con autonomía constitucional que emergieron en un con-
texto político particular caracterizado por i) el debilitamiento del siste-
ma de partido hegemónico; ii) la apertura económica; iii) la aceleración 
del proceso democratizador; y iv) el acotamiento del poder presidencial.

8.	 Si bien el artículo 28 constitucional concentra el diseño institucional 
de los reguladores, para el análisis de autonomía deben considerarse 
también otros preceptos constitucionales; por ejemplo, el artículo 
105, fracción I, de la Constitución mediante el cual se otorga a los 
reguladores legitimación para interponer controversias constitucio-
nales ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el caso de que 
consideren invadida su competencia por otros poderes públicos, ya 
sea otro órgano constitucional autónomo, el Ejecutivo Federal o el 
Congreso de la Unión.

9.	 Para el análisis de los distintos grados de autonomía institucional Víd. 
Cortés Campos, J. (2006:41-60).
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EL ÓRGANO REGULADOR

1.  ¿Cuenta con personalidad jurídica y patrimonio propio?a) √
2.  ¿Ejerce competencias originarias (normativas, administrati-

vas y cuasi jurisdiccionales)?b) √

3.  ¿Tiene competencias acordes con su mandato?c) √
4.  ¿Es independiente en sus decisiones?d) √
5.  ¿Puede emitir su propio estatuto orgánico?e) √
6.  ¿Es sujeto a jurisdicción especializada en la materia?f) √

7.  ¿Cuenta con un sistema de nombramientos reforzado?g) √

8.  ¿Tiene autonomía presupuestal?h) √
9.  ¿Queda sujeto a mecanismos que prevengan la captura 

regulatoria y los conflictos de interés?i) √

10. ¿Participa de las normas de una “buena administración”?j) √ 

11. ¿Está sujeto a un sistema de rendición de cuentas?k) √

a)	 En el artículo 28 constitucional se establece expresamente que “la Co-
misión Federal de Competencia Económica, que será un órgano autó-
nomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio”.

b)	 En la medida en la que la Constitución asigna directamente competen-
cias a los reguladores, se trata de competencias que no son resultado de 
una delegación, sino que se cuenta con ellas de manera originaria; de ahí 
que, por ejemplo, la Constitución asigne a los reguladores la competencia 
de emitir normas administrativas generales en el ámbito de su compe-
tencia regulatoria; así como sustanciar procedimientos sancionatorios, 
seguidos en forma de juicio, en el marco de la investigación de prácticas 
anticompetitivas.

c)	 Para el caso de la Cofece, en adición a las competencias que le vienen 
dadas desde antes de la reforma en el artículo 28 constitucional (polí-
tica antimonopolios), el constituyente añadió una serie de facultades 
incrementales al establecer que “la Comisión contará con las faculta-
des necesarias para cumplir eficazmente con su objeto, entre ellas las 
de ordenar medidas para eliminar las barreras a la competencia y la 
libre concurrencia; regular el acceso a insumos esenciales, y ordenar 
la desincorporación de activos, derechos, partes sociales o acciones de 
los agentes económicos, en las proporciones necesarias para eliminar 
efectos anticompetitivos”.
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d)	 El texto constitucional establece expresamente en el artículo 28 que los 
reguladores “serán independientes en sus decisiones y funcionamiento, 
profesionales en su desempeño e imparciales en sus actuaciones”.

e)	 El constituyente estableció que los reguladores “emitirán su propio estatuto 
orgánico, mediante un sistema de votación por mayoría calificada”.

f)	 La reforma constitucional estableció una jurisdicción especializada en 
materia de competencia económica y telecomunicaciones, además de 
limitar los medios de defensa al control de constitucionalidad mediante 
el juicio de amparo indirecto y establecer, por regla general, la impro-
cedencia de la suspensión de sus resoluciones; salvo en los casos de im-
posición de multas o la desincorporación de activos, derechos, partes  
sociales o acciones. De acuerdo con el mandato del constituyente “en 
ningún caso se admitirán recursos ordinarios o constitucionales contra 
actos intraprocesales”.

g)	 A través de la reforma constitucional en materia de telecomunicaciones 
y competencia económica el constituyente estableció un sistema de 
nombramiento estricto para los siete comisionados que integran a los 
órganos reguladores. Se trata de un sistema que no sólo evalúa la idonei-
dad de perfiles curriculares en relación con los requisitos para ejercer el 
cargo, sino que además incluye un riguroso procedimiento de evalua-
ción de conocimientos técnicos; una vez realizado el procedimiento an-
tes descrito, los perfiles vencedores del concurso de oposición abierto 
quedan sujetos a la elección del Ejecutivo Federal y la ratificación del 
Senado de la República. Un elemento adicional que favorece la autono-
mía institucional de los reguladores resulta de considerar el hecho de 
que los nombramientos de los titulares son transexenales (9 años en el 
cargo) y las salidas responden a un sistema de escalonamiento. El presi-
dente de cada uno de los órganos será nombrado por la Cámara de Sena-
dores de entre los comisionados, por el voto de las dos terceras partes de 
los miembros presentes, por un periodo de cuatro años, renovable por 
una sola ocasión. Cuando la designación recaiga en un comisionado que 
concluya su encargo antes de dicho periodo, desempeñará la presiden-
cia sólo por el tiempo que falte para concluir su encargo como comisio-
nado. Todos los actos del proceso de selección y designación de los co-
misionados son inatacables.

h)	 De acuerdo con lo establecido por el constituyente, a los órganos regu-
ladores les está garantizada tanto la autonomía como la suficiencia pre-
supuestal “a fin de permitirles el ejercicio eficaz y oportuno de sus 
competencias”.

i)	 El artículo 28 constitucional establece concretas restricciones para los 
comisionados de los órganos reguladores: No haber sido secretario de 
Estado, procurador general de la república, senador, diputado federal o 
local, gobernador de algún estado o jefe de gobierno del Distrito Federal, 
durante el año previo a su nombramiento; en la Comisión Federal de 
Competencia Económica, no haber ocupado, en los últimos tres años, 
ningún empleo, cargo o función directiva en las empresas que hayan 
estado sujetas a alguno de los procedimientos sancionatorios que sus-
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tancia el citado órgano; y en el Instituto Federal de Telecomunicaciones 
no haber ocupado, en los últimos tres años, ningún empleo, cargo o fun-
ción directiva en las empresas de los concesionarios comerciales o priva-
dos o de las entidades a ellos relacionadas, sujetas a la regulación del 
Instituto. Los comisionados se abstendrán de desempeñar cualquier otro 
empleo, trabajo o comisión públicos o privados, con excepción de los 
cargos docentes; estarán impedidos para conocer asuntos en que tengan 
interés directo o indirecto. La ley regulará las modalidades conforme a 
las cuales los comisionados podrán establecer contacto para tratar asun-
tos de su competencia con personas que representen los intereses de los 
agentes económicos regulados.

j)	 En el ejercicio de sus competencias los órganos reguladores deberán 
respetar los principios de transparencia y acceso a la información; sus 
sesiones, acuerdos y resoluciones, por regla general serán de carácter 
público. A los reguladores les serán aplicables los principios de gobierno 
digital y datos abiertos.

k)	 Por lo que se refiere al sistema de rendición de cuentas los titulares de 
los órganos presentarán anualmente un programa de trabajo y trimes-
tralmente un informe de actividades a los Poderes Ejecutivo y Legislati-
vo de la Unión; comparecerán ante la Cámara de Senadores anualmente 
y ante las Cámaras del Congreso. El Ejecutivo Federal podrá solicitar a 
cualquiera de las cámaras la comparecencia de los titulares ante estas. 
Adicionalmente, los comisionados de los órganos podrán ser removidos 
de su cargo por las dos terceras partes de los miembros presentes del 
Senado de la República, por falta grave en el ejercicio de sus funciones, 
en los términos que disponga la ley, y cada órgano contará con una 
contraloría interna, cuyo titular será designado por las dos terceras par-
tes de los miembros presentes de la Cámara de Diputados, en los térmi-
nos que disponga la ley. Los comisionados quedarán sujetos al sistema 
general de responsabilidades de los servidores públicos, así como a la 
responsabilidad penal y política que establece el Título iv de la Consti-
tución.

A pesar de la fuerte señal de autonomía que proyecta la 
dimensión normativa es preciso analizar la forma en la que 
ese blindaje constitucional ha acompañado en su ejercicio 
competencial a los reguladores, particularmente en un con-
texto político que no ha sido favorable a las autonomías. Para 
tales propósitos en la siguiente sección se analizará el caso 
de la Cofece y la forma en la que este órgano regulador ha 
llevado a la sede de control constitucional la defensa de su 
autonomía.
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LA AUTONOMÍA A PRUEBA. UN NUEVO  
Y COMPLEJO CONTEXTO POLÍTICO  
PARA LOS ÓRGANOS REGULADORES

A partir de la publicación de la reforma constitucional en 
materia de telecomunicaciones y competencia económica 
de 2013, y en medio de un contexto político adverso a las au-
tonomías constitucionales,10 la Cofece ha sido parte de di-
versas controversias constitucionales; en ocasiones como 
parte actora y en otras como demandada. En esta sección 
nos referiremos únicamente a aquellas controversias en las 
que se ha analizado el alcance y los límites de la autonomía 
del regulador.11

10.	 Salazar Ugarte, P. (2022:1497) explica que para el presidente López 
Obrador, la creación de los órganos constitucionales autónomos tuvo 
como efecto un debilitamiento del Estado mexicano y mermó su capa-
cidad para gobernar sobre todo en el ámbito de la economía nacional; 
de ahí que, desde la visión del Ejecutivo, sea necesaria su desaparición 
y/o reabsorción por parte de la administración pública. Desde la pers-
pectiva democrática “el desmantelamiento, cooptación y confronta-
ción hacia los órganos constitucionales autónomos por parte del  
gobierno puede ser interpretado como un retroceso hacia los tiempos 
del régimen hiperpresidencialista”.

11.	 En adición a las controversias constitucionales que son detalladas en 
esta sección, la scjn ha resuelto las siguientes controversias: 

a.	2016/2017: Esta controversia fue interpuesta por el Instituto Nacional  
de Transparencia y Acceso a la Información Pública bajo la consideración de 
que diversas disposiciones del Reglamento de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública y Protección de Datos Personales de la Comisión Fede-
ral de Competencia Económica resultaban contrarias a la Constitución a la 
Ley de la materia. La scjn determinó únicamente la inconstitucionalidad 
del artículo 54 del reglamento en la porción normativa que establece “me-
diante una carta firmada ante dos testigos, sin necesidad de ratificación 
previa de firmas ni formalidad alguna”; lo anterior, en consideración a que 
“por mínimos que sean, con este contenido se implementan ciertas forma-
lidades (carta e intervención necesaria de dos testigos) para la representa-
ción en la solicitud de acceso a la información, los cuales son incompatibles 
con las referidas reglas y principios de la Constitución y Ley General, en las 
que no se exige interés ni mucho menos formalidades de representación”.

b.	5/2019: Esta controversia es promovida por la Cofece a fin de impugnar la 
omisión, por parte de la Cámara de Diputados, de realizar el examen y 
discusión exhaustiva, como lo ordena el artículo 74, fracción iv de la Cons-
titución Federal, para justificar debidamente la aprobación del Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2019, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 28 de diciembre de 2018, específica-
mente por lo que hace a su artículo 16, respecto de la remuneración total 
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a.	 Los límites a la autonomía y  
la suficiencia presupuestal

A menos de un mes de iniciar el mandato presidencial de An-
drés Manuel López Obrador, el Congreso de la Unión publicó 
en el Diario Oficial de la Federación, el 5 de noviembre de 
2018, la Ley Federal de Remuneraciones de los Servidores 
Públicos, Reglamentaria de los Artículos 75 y 127 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Algunos de los efectos presupuestales de ese ordena-
miento, de acuerdo con las manifestaciones de la Cofece, se-
rían los siguientes: i) un ahorro de 34 millones de pesos en 
comparación con el presupuesto del año anterior (el gasto de 
la Cofece representó en 2017 apenas el 0.012 % del Presu-
puesto de Egresos de la Federación y el 0.5 % de los recursos 
ejercidos por todos los organismos autónomos lo que da 
cuenta de que el regulador de competencia es el más restrin-
gido presupuestalmente; ii) todos los servidores públicos de-
jarían de contar con seguro de gastos médicos mayores, 
seguro de separación individualizado y apoyo para manteni-

anual del presidente de la república lo que en opinión del regulador fue 
aprobada sin la debida discusión y motivación reforzada; del Ejecutivo 
Federal se reclama la promulgación del Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración para el Ejercicio Fiscal 2019, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 28 de diciembre de 2018. Esta controversia constitucional 
fue sobreseída por la scnj el 5 de julio de 2023, aún no se publica la senten-
cia correspondiente.

c.	195/2021: En esta controversia el Instituto Federal de Telecomunicaciones, 
como parte actora, impugnó la resolución del expediente de concentración 
cnt-063-2021 emitida por la Cofece relacionada con las actividades comer-
ciales relativas a la venta de publicidad en línea; adquisición, producción y 
licenciamiento de contenidos audiovisuales transmitidos a través de plata-
formas digitales de contenido audiovisual; adquisición, producción y li-
cenciamiento de contenido musical para su uso en la producción de conte-
nido audiovisual transmitido a través de plataformas digitales de contenido 
audiovisual y la distribución minorista de contenido audiovisual a través de 
plataformas digitales de contenidos audiovisuales por suscripción o respal-
dadas por publicidad; lo anterior, al presuntamente invadir la esfera com-
petencial del ift. La scjn sobreseyó al considerar actualizada la causal de 
improcedencia relativa a la imposibilidad de materializar los efectos de la 
controversia, puesto que una sentencia de invalidez en el presente asunto no 
podría extenderse a situaciones jurídicas generadas a favor de los agentes 
económicos notificantes y como resultado de la materialización de la con-
centración autorizada por la Cofece; en otras palabras, las sentencias emiti-
das en controversia constitucional no pueden tener efectos retroactivos.



121CAPÍTULO III | JOSEFINA CORTÉS CAMPOS

miento de vehículo; y iii) el rubro de asesorías y estudios se 
reduciría en 41.9 %, el de comunicación social en 36.4 %, y 
el gasto asociado a renta, mantenimiento y limpieza de ofi-
cinas en 14.6 %.12

De manera más puntual la Cofece consideró que la nue-
va legislación generaba incertidumbre sobre la forma en la 
que debían regularse las remuneraciones de los servidores 
públicos de la Comisión, en su calidad de órgano constitu-
cional autónomo;13 al respecto el regulador de competencia 
manifestó lo siguiente:14

	• La Cofece tiene un régimen especial a nivel constitu-
cional en virtud de que es un órgano autónomo al que 
se le reconoce su especialización técnica; lo anterior, 
exige que le ley reconozca la naturaleza del regula-
dor y establezca de manera explícita los sueldos de los 
servidores públicos que lo integran; lo anterior, en tér-
minos de lo señalado en el artículo 127 constitucional, 
fracción tercera, al señalar que los servidores públicos 
responsables de conducir trabajos técnicos calificados 
o especializados puedan recibir un excedente salarial 
no mayor al 50 por ciento de la remuneración del pre-
sidente; en contraste con esa porción normativa “en 
el pef 2019 se asienta que la remuneración de los ser-
vidores públicos de la Comisión en ningún caso podrá 
ser superior a la fijada para el cargo de presidente de la 
república”.

	• En la medida en la que el salario del titular del Eje-
cutivo Federal sea el límite referencial de la fijación 
de las remuneraciones de los servidores públicos que 
integran al regulador, resulta necesario “tener certi-

12.	 Véase https://www.cofece.mx/cofece-respecto-a-la-ley-federal-de-
remuneraciones-y-presupuesto-2019/

13.	 De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 28 constitucional la retribu-
ción que perciban los comisionados deberá ajustarse a lo previsto en el 
artículo 127 de esta Constitución; esta disposición normativa establece 
que ningún servidor público podrá recibir remuneración por el desem-
peño de su función, empleo, cargo o comisión, mayor a la establecida 
para el presidente de la república en el presupuesto correspondiente.

14.  	 Véase https://www.cofece.mx/cofece-respecto-a-la-ley-federal-de-
remuneraciones-y-presupuesto-2019/
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dumbre respecto a la información de los parámetros y 
partidas que deberán tomarse en cuenta para definir 
el nivel adecuado del ingreso presidencial, a fin de que 
no sea una decisión política o sujeta a la discrecionali-
dad. Esa condición permitirá a la Cofece dar certeza a 
sus procesos de reclutamiento y permanencia de per-
sonal, lo cual resulta trascendental ya que su autono-
mía técnica está sustentada en su capacidad de atraer, 
retener y especializar a su capital humano”.

En consideración a lo anterior, la Cofece interpuso ante 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn) la contro-
versia constitucional 5/2019 contra el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2019, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 28 de diciembre de 
2018; esto, por concretarse en esta norma los efectos presu-
puestales que fueron identificados por el regulador.  

La Cofece hizo del conocimiento público que “respalda 
la voluntad del gobierno federal de aplicar una política de aus-
teridad que haga mejor uso de los recursos al alcance de las 
instituciones. La controversia constitucional no tiene la in-
tención de ir en contra de las estrategias adoptadas por este 
gobierno para lograr un México más justo e incluyente, sino 
que busca certidumbre respecto a la autonomía constitucio-
nal otorgada a la Cofece en el artículo 28 constitucional para 
estar en condiciones de cumplir con su mandato de comba-
tir la falta de competencia en los mercados”.15

La scjn se pronunció sobre la controversia constitucio-
nal 5/2019 primero negando la suspensión del acto reclama-
do y, finalmente, determinando el sobreseimiento.

Meses más tarde, fueron publicadas diversas reformas a 
la Ley Federal de Remuneraciones de los Servidores Públi-
cos, las que en el fondo dejaron sin resolver la problemática 
originalmente planteada por el regulador; de ahí que la Co-
fece  haya interpuesto ante la scjn la controversia constitu-
cional 204/2019; sin embargo, en virtud de que el 19 de mayo 
de 2021 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el De-
creto por el que se abroga la Ley Federal de Remuneraciones 

15.	 Véase https://www.cofece.mx/cofece-respecto-a-la-ley-federal-de-
remuneraciones-y-presupuesto-2019/
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de los Servidores Públicos, Reglamentaria de los artículos 75 
y 127 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, el juez constitucional determinó la improcedencia de 
la controversia por cesación de los efectos de las normas im-
pugnadas. 

Es importante destacar que, si bien por la vía de las  
controversias constitucionales el regulador no obtuvo reso-
luciones favorables, la Ley Federal de Remuneraciones de los 
Servidores Públicos también fue objeto de impugnación por 
la vía de una Acción de Inconstitucionalidad interpuesta  
por la Comisión Nacional de Derechos Humanos y una mino-
ría de senadores.

En la sentencia que resolvió la Acción de Inconstitucio-
nalidad 105/2018 y su acumulada 108/2018, en lo relativo al 
argumento planteado por el regulador, el juez constitucional 
estableció que utilizar como referente para las remuneracio-
nes el salario presidencial, sin mayores elementos, abre un 
espacio de importante discrecionalidad a la Cámara de Dipu-
tados, lo que se distancia del mandato constitucional de de-
sarrollar, y no sólo reproducir, por la vía de la ley los principios 
constitucionales que son aplicables en la materia.16  

De ahí que el mandato para el legislador consista en in-
tegrar un sistema de remuneraciones a partir de parámetros 
que permitan una base objetiva que garantice a todo servidor 
público “recibir una remuneración adecuada y proporcional 
a sus responsabilidades”; operar en sentido contrario, según 
lo asentó el juez constitucional, favorecería un mecanismo 
arbitrario con efectos adversos en el principio de división de 
poderes, la independencia del Poder Judicial de la Federa-
ción y de los órganos constitucionales autónomos, así como 
de la autonomía presupuestal que los rige.17

16.	 Véase Acción de Inconstitucionalidad 105/2018 y su acumulada 
108/2018.

17.	 Véase Acción de Inconstitucionalidad 105/2018 y su acumulada 
108/2018.
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b.	 La restricción de competencias del regulador por 
determinaciones de política pública y política 
legislativa (el caso del sector eléctrico) 

La reforma energética de 2013 fue otra de las reformas  
estructurales que, junto con la de telecomunicaciones y 
competencia, marcaría -al menos en el deseo del constitu-
yente- un nuevo rumbo en dirección al crecimiento econó-
mico y el desarrollo social del país. Esta reforma estableció 
un modelo de organización industrial basado en la libre 
competencia en los segmentos de generación y comerciali-
zación, que permitió también la participación privada en los 
segmentos de transporte y distribución eléctrica.18

A menos de ocho años de la reforma constitucional, el 
sector eléctrico enfrentaría un nuevo desafío de la mano de 
una prematura contrarreforma; esto es así porque, en medio 
de la emergencia sanitaria generada por la pandemia de  
covid-19, inició un proceso de deconstrucción de la refor-
ma de 2013 y con ello se dio un viraje abrupto en la política 
energética nacional. 

El proceso descrito se concretó a través de diversas y su-
cesivas determinaciones normativas, algunas provenientes 
de la Administración Pública Federal y una más derivada del 
Congreso tras la publicación de la más reciente reforma a la 
Ley de la Industria Eléctrica. 

Los efectos más visibles de los cambios normativos an-
tes referidos se registraron particularmente en el segmento 
de generación eléctrica y en las reglas de despacho del mer-
cado eléctrico mayorista, lo que alteró el principio de acce-
so abierto y no discriminatorio a las redes en favor de la 
empresa productiva del Estado (Comisión Federal de Elec-
tricidad -cfe-). Los cambios normativos también incidie-
ron en el ámbito de las energías renovables puesto que con 
ellos parece haberse iniciado un desplazamiento en favor de 

18.	 El Decreto de reformas constitucionales fue publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 20 de diciembre de 2013. La Ley de la In-
dustria Eléctrica, por la que se abroga la Ley del Servicio Público de 
Energía Eléctrica, se publicó en el mismo medio de difusión oficial el 
11 de agosto de 2014. Para una descripción más detallada de la refor-
ma véase cortés campos, j. y pérez motta, e., (2016:197-234).
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energías fósiles. Ante este conjunto de decisiones normati-
vas y de política público, la Cofece, en su carácter de órga-
no regulador, jugó un papel central: 

Respecto del denominado Acuerdo Sener,19 el regulador 
consideró que esta norma tendría efectos contrarios al pro-
ceso de libre concurrencia y competencia económica en el 
mercado de generación de energía eléctrica y recomendó a 
las autoridades del sector revisar la pertinencia de ese ins-
trumento normativo a fin de asegurar:20

	• Que las medidas que adopte el Centro Nacional de 
Control de Energía (cenace), a propósito de las cen-
trales eólicas y fotovoltaicas en operación, estén ba-
sadas en estrictos criterios técnicos directamente 
vinculados a aspectos de confiabilidad, continuidad y 
estabilidad del Sistema Eléctrico Nacional, y que estos 
criterios se hagan del conocimiento público.

	• No otorgar trato discriminatorio indebido a ciertas cen-
trales eléctricas y garantizar, de acuerdo con el marco 
jurídico aplicable, el despacho económico de las plan-
tas conforme a sus costos, de menor a mayor, sin com-
prometer la estabilidad del Sistema Eléctrico Nacional.

	• Definir y hacer públicos los criterios bajo los cuales se 
suspenderá la implementación de las medidas consi-
deradas en el Acuerdo, por medio de parámetros cla-
ros, transparentes y medibles por terceros, sobre todo 
para la reanudación de las pruebas preoperativas para 
las centrales eólicas y fotovoltaicas.

	• Aplicar las intervenciones consideradas en el Acuerdo 
únicamente en la medida en que sean estrictamen-
te necesarias para asegurar la estabilidad del Siste-
ma Eléctrico Nacional con motivo de la epidemia de  
covid-19, siempre y cuando no existan alternativas 
que resulten menos restrictivas a la competencia; y

19.	 El 15 de mayo de 2020 se publicó en el Diario Oficial de la Federación 
el Acuerdo por el que la sener establece la “Política de confiabilidad, 
seguridad, continuidad y calidad en el sistema eléctrico nacional” 
(Acuerdo sener).

20.	 Cofece, 2020, opn-006-2020, https://www.cofece.mx/emite-cofece-
recomendaciones-referentes-al-acuerdo-del-cenace/
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	• Emprender el análisis de las acciones o regulacio-
nes requeridas en conjunto con todos los participan- 
tes del sector, para que, en el corto plazo, se atiendan 
las afectaciones identificadas en el Sistema Eléctri-
co Nacional y en la operación de la cfe como despa-
chador “de última instancia” y así poder crear, en el 
mediano plazo, un sistema estable y coherente con las 
necesidades energéticas y la capacidad productiva del 
país, de manera que se reduzcan los costos sociales de 
la generación de electricidad.

Estas recomendaciones no fueron atendidas por las au-
toridades del sector, por lo que el órgano antimonopolios 
promovió ante la scjn la controversia constitucional 
89/2020.21 La controversia fue declarada procedente y par-
cialmente fundada, lo que dio lugar a la declaración de in-
validez de diversas porciones normativas del Acuerdo,22 
particularmente aquellas en las que se favorecía la partici-
pación de la cfe, como empresa productiva del Estado, en 
el ciclo de suministro eléctrico.

En lo que interesa a este ensayo, es importante destacar 
que la sentencia realiza un análisis integral, en el marco de la 
evolución del Estado regulador, que es muy útil para com-

21.	 Se hace notar que en adición a la controversia constitucional antes 
citada fueron promovidos por parte del sector empresarial diversos 
juicios de amparo. Así, por ejemplo, el juez segundo de Distrito en 
Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, 
Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de 
México y jurisdicción en toda la república, en el juicio de amparo 
146/2020 y su acumulado 155/2020, ordenó, entre otras cosas, dejar 
insubsistente el Acuerdo por el que se emite la Política de Confiabili-
dad, Seguridad, Continuidad y Calidad en el Sistema Eléctrico Nacio-
nal, publicado en el Diario Oficial de la Federación el quince de mayo 
de dos mil veinte, por lo que se le requirió a la Titular de la Secretaría 
de Energía para que acreditara el cumplimiento de dicho fallo; el 
cumplimiento de la sentencia tuvo lugar el cuatro de marzo de dos 
mil veintiuno.

22.	 La Sentencia declaró la invalidez de las disposiciones 3.8.4, 5.4, 5.23, 
5.7, 5.12, 5.12.1, 5.12.2, 5.12.3, 5.12.5, 5.12.6, 5.12.8, 5.12.11, 5.13, 5.15 
en la porción normativa “y el dictamen de viabilidad de interco-
nexión emitido por el cenace”, 7.1, 8.4 y 10.2; y, en vía de conse-
cuencia, las disposiciones 5.12.4, 5.12.7, 5.12.9, 5.12.10, 5.12.12; todas 
del Acuerdo impugnado.
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prender i) el alcance de las controversias constitucionales ante 
acciones de los poderes públicos que per se tienen efectos an-
ticompetitivos y, por esa razón, inhiben o hacen inoperante 
el ejercicio de competencias del órgano regulador;23 ii) los ob-
jetivos del constituyente al otorgar autonomía constitucional 
a la Cofece; iii) el marco competencial del regulador y los pro-
cedimientos preventivos, de investigación y sanción a su car-
go; y iv) la naturaleza de la protección a los consumidores a 
través de las normas de competencia.24

Entre los argumentos del juez constitucional destaca 
que si bien el desarrollo del Sistema Eléctrico Nacional se ha 
de promover en condiciones de eficiencia, calidad, confia-
bilidad, continuidad, seguridad y sustentabilidad “ello no 
ha de anular otros objetivos constitucionales, de forma que 
las líneas de política también han de estar encaminadas a 
crear condiciones adecuadas para un mercado de libre com-
petencia y concurrencia en las actividades antes citadas en 
donde puede haber diversos participantes”.

Ahora bien, por lo que se refiere a la reforma a la Ley de 
la Industria Eléctrica, del 9 de marzo de 2021, y a fin de ilus-
trar el contexto en el que tendrá lugar la participación de la 
Cofece, es oportuno citar algunos de los argumentos esta-
blecidos en la Exposición de Motivos con la que el Ejecutivo 
Federal acompañó la propuesta de reforma:25

Desde hace más de tres décadas, en el marco de la política 
neoliberal o neo porfirista, se impuso un proceso de priva-
tización para debilitar y transferir empresas públicas a par-
ticulares y despojar a los mexicanos de la riqueza petrolera 

23.	 En el caso, se impugna, a través de la controversia constitucional, un 
acuerdo emitido por la Secretaría de Energía, por estimar que su re-
gulación impide, ex ante, la existencia de condiciones que garanticen 
la competencia y libre concurrencia en el mercado de generación y 
suministro de energía eléctrica.

24.	 En consideración del juez constitucional el artículo 28 de la Constitu-
ción Federal alberga “el derecho humano del consumidor frente al 
abuso de los productores, industriales, comerciales o empresarios de 
servicios, que impidan la libre competencia y concurrencia en el 
mercado, que tenga como finalidad generar ventaja en perjuicio de 
las demás personas, determinadas o indeterminadas”.

25.	 http://archivos.diputados.gob.mx/portalhcd/archivo/iniciativa_
preferente_01feb21.pdf
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y de la industria eléctrica nacional. En el gobierno anterior 
se otorgó plena cobertura legal a esta política con la llama-
da reforma energética, consistente en modificaciones cons-
titucionales y legales a partir de sobornos entregados a 
legisladores, y mediante el engaño mediático a la población. 
Falseando la realidad, se dijo que dicha reforma se traduci-
ría en la llegada masiva de inversiones extranjeras, en más 
producción de petróleo, gas y electricidad, así como en me-
jores precios de estos energéticos para beneficio de los con-
sumidores y desarrollo del país. Todo se tradujo en negocios 
lucrativos para empresas particulares y políticos corruptos, 
transitando el apoderamiento privado del mercado eléctri-
co. […] En virtud de lo anterior, resulta urgente profundizar 
en los cambios ya iniciados en esta materia, a fin de fortale-
cer a la empresa productiva del Estado, la cfe, para benefi-
cio del interés nacional, cuyo carácter energético en la 
confiabilidad del sistema eléctrico es indispensable para 
sostener el compromiso de largo plazo con el pueblo de Mé-
xico, consistente en no incrementar las tarifas de electrici-
dad, así como en garantizar la seguridad energética como 
pieza estratégica del concepto superior de la seguridad na-
cional […] La nueva política energética demanda ajustes a la 
Ley de la Industria Eléctrica. El sistema del despacho de los 
generadores eléctricos impuesto a través de la emisión de 
dicha ley es uno de los mecanismos destinados a establecer 
grandes privilegios a la generación privada con grave perjui-
cio a la cfe, reformarlo es el imperativo que motiva la pre-
sentación de la siguiente iniciativa […].

Es a partir de tales consideraciones que las reformas a la 
Ley de la Industria Eléctrica establecieron, entre los aspec-
tos más llamativos desde la perspectiva de la competencia 
económica, lo siguiente:

	• Despacho por Decreto y no por mérito: En los términos 
de las nuevas disposiciones legales, el orden de des-
pacho de las centrales eléctricas será el siguiente: 1º. 
Hidroeléctricas; 2º Centrales Eléctricas de la cfe (nu-
clear, geotérmicas, ciclo combinado, termoeléctricas) 
y después ciclos combinados que operan mediante 
contrato con Productores Independientes de Energía 
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emitidos al amparo de la Ley del Servicio Público de 
Energía Eléctrica; 3º. Eólicas y solares de particulares; 
4º. Ciclo combinado propiedad de particulares y el 
resto de generadores de otras tecnologías. 

	• Entrega de energía garantizada para la cfe: Bajo el nuevo 
esquema legal operarán de manera simultánea contra-
tos financieros y contratos de entrega física de energía 
y capacidad; lo anterior con el objetivo de limitar las 
pérdidas para la cfe por el no despacho de energía.26

	• Realineación de los permisos y contratos legados a la nue-
va política energética: Bajo la consideración de que el 
régimen legado de permisos y contratos de interco-
nexión, otorgados al amparo de la anterior Ley del 
Servicio Público de Energía Eléctrica y “protegidos” 
por el régimen de transición a la competencia pre-
visto en el Ley de la Industria Eléctrica, operó en una 
suerte de inconstitucionalidad, el nuevo marco legal 
establece que: a) la cre deberá revocar los permisos de  
autoabastecimiento en los casos que hayan sido obte-
nidos mediante la realización de actos constitutivos de 
fraude a la ley; b) se revisará la legalidad y rentabilidad 
para el gobierno federal de los contratos de compro-
miso de capacidad de generación de energía eléctrica 
y compra venta de energía eléctrica suscritos con los 
Productores Independientes de Energía al amparo de 
la Ley del Servicio Público de Energía Eléctrica.27

	• Certificados de Energías Limpias: Estos serán contabili-
zados con independencia de la propiedad y del inicio 
de operaciones comerciales, lo que supone ventajas 
para la cfe al no requerírsele inversión nueva o adi-
cional.28

	• La cfe podrá celebrar contratos de cobertura eléctrica 
fuera de subastas de largo plazo: Esto bajo el argumento 
de que la cfe se ve limitada para contar con cobertu-
ras de energía y capacidad en grandes volúmenes en la 

26.	 Artículo 3º fracción xii y xii Bis, 4º, fracción vi, 26 y 101 de la nueva 
Ley de la Industria Eléctrica.

27.	 Artículo 12 y transitorios cuarto y quinto de la nueva Ley de la Indus-
tria Eléctrica.

28.	 Artículo 126, fracción ii, de la nueva Ley de la Industria Eléctrica.
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medida en la que, bajo el marco legal que fue objeto de 
reforma, ha venido contratando a través de energías 
intermitentes limpias eólicas y fotovoltaicas.29

Como era de esperarse, la Cofece se pronunció sobre los 
efectos que el nuevo marco legal tendría desde la perspecti-
va de la libre concurrencia y competencia y promovió ante la 
scjn la controversia constitucional 44/2021; lo anterior, al 
considerar que tales disposiciones contrarían el mandato 
constitucional de establecer un régimen de competencia en 
los mercados de generación y suministro de electricidad, lo 
que vulnera su esfera competencial al impedirle garantizar 
la competencia y libre concurrencia en el sector. En consi-
deración del órgano antimonopolios el nuevo marco legal 
afecta el bienestar del consumidor y el desarrollo económi-
co en tanto que:30

	• Quebranta la regla de acceso abierto y no discrimina-
torio a las redes de distribución y transmisión, lo que 
reduce la capacidad de competir de ciertos generado-
res y comercializadores. 

	• Elimina el criterio de despacho económico de las cen-
trales eléctricas, otorga ventajas indebidas en favor de 
la Comisión Federal de Electricidad (cfe) y anula la 
capacidad de competir de otros agentes en el eslabón 
de generación. 

	• Diluye la regla de acceso abierto a las redes, y habi-
lita negativas de acceso a este insumo indispensable 
cuando no existan impedimentos o justificaciones le-
gítimas para ello. 

	• Permite a suministradores del servicio básico, especí-
ficamente a la cfe, la adquisición de la energía a través 
de métodos no competidos, y amplia indefinidamente 
el régimen legado, que originalmente era transitorio.

Los argumentos planteados por el regulador, que son en 
el fondo coincidentes con los planteamientos que formuló 

29.	 Artículo 53 de la nueva Ley de la Industria Eléctrica.
30.	 https://www.cofece.mx/cofece-interpone-controversia-constitucional-

contra-el-decreto-que-reforma-diversas-disposiciones-de-la-ley-de-
la-industria-electrica/
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en la controversia constitucional 89/2020, no fueron anali-
zados por la scjn; lo anterior porque el juez constitucional 
determinó sobreseer en la controversia constitucional a ac-
tualizarse la causal de improcedencia relativa a la falta de in-
terés legítimo de la parte actora, bajo la consideración 
siguiente:31

La Comisión Federal de Competencia Económica carece de 
alguna afectación a su interés legítimo para cuestionar la 
validez del decreto impugnado, toda vez que la ley impug-
nada está exclusivamente dirigida a fijar la política energé-
tica; atribución que corresponde de manera exclusiva a la 
Federación sin que por ello se limiten, obstaculicen, o re-
duzcan las atribuciones de la Comisión, quien aún después 
del Decreto impugnado, preserva todas sus facultades para 
emprender alguna investigación en materia económica, a 
fin de que sus estudios y conclusiones integren una resolu-
ción dirigida a las autoridades públicas y, en su caso, a los 
particulares interesados.

c.	 La falta de nombramientos de Comisionados por 
parte del Ejecutivo Federal

Con la reforma constitucional en materia de telecomunica-
ciones y competencia económica quedó establecido un sis-
tema de nombramientos estricto para los comisionados que 
integran a los órganos reguladores. Se trata de un sistema 
que no sólo evalúa la idoneidad de perfiles curriculares en 
relación con los requisitos para ejercer el cargo, sino que 
además incluye un riguroso procedimiento de evaluación 
de conocimientos técnicos. Una vez realizado el procedi-
miento antes descrito, en los términos de los artículos 28 y 
89, fracción iii, de la Constitución es responsabilidad del ti-
tular del Poder Ejecutivo proponer al Senado de la Repúbli-
ca a las personas que ocuparán las vacantes del Pleno de la 
Cofece para su ratificación.32

31.	 Véase considerando 40 de la Controversia Constitucional 44/2021.
32.	 En términos de lo dispuesto por el artículo 28 constitucional todos los 

actos del proceso de selección y designación de los comisionados son 
inatacables.
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A lo largo de los años 2021 y 2022, el Ejecutivo Federal 
se manifestó abiertamente contrario a las autonomías cons-
titucionales, entre ellas la de los reguladores de competen-
cia y telecomunicaciones; una de las vías de debilitamiento 
institucional que siguió el Ejecutivo fue la notoria dilación 
en el procedimiento de nombramiento de comisionados. 

A fines de diciembre de 2021, y ante la falta de dos comi-
sionados, la Cofece interpuso ante la scjn la controversia 
constitucional 207/2021. Meses más tarde, y con la falta de 
tres comisionados, el regulador se encontró impedido para 
dictar resoluciones que, en el marco de los procedimientos 
en materia de competencia económica, requieren del voto 
favorable de al menos cinco comisionados. Tal fue el caso del 
expediente iebc-002-2019 en el que el órgano regulador, el 
26 de septiembre de 2022, se vio obligado a suspender el pla-
zo para resolver el procedimiento sobre barreras a la compe-
tencia en el mercado nacional de combustibles para 
aeronaves, el cual incluye la producción, importación, alma-
cenamiento, transporte, distribución, comercialización, ex-
pendio y servicios relacionados.33

La Cofece consideró que la omisión del Ejecutivo Fede-
ral, relativa a la falta de propuesta de candidatos para su ra-
tificación por parte del Senado, le impedía ejercer su 
mandato bajo las siguientes consideraciones: “Cuando un 
mercado opera sin condiciones de competencia efectiva, este 
genera perjuicios tanto a los consumidores como a los agen-
tes económicos que ahí participan. La suspensión impide 
que el Pleno evalúe dichas condiciones y, de así proceder, 
imponga medidas correctivas que protejan el interés 
público”.34

La scjn, al resolver la controversia constitucional 
207/2021, determinó que existe para el Ejecutivo Federal una 

33.	 Para ese entonces el Ejecutivo Federal ya contaba con la posibilidad 
de seleccionar a los 3 comisionados faltantes de entre las tres listas 
que el Comité de Evaluación le remitió en noviembre de 2020, así 
como en marzo y noviembre de 2021.

34.	 Véase https://www.cofece.mx/por-falta-de-nombramiento-de-co-
misionados-cofece-suspende-plazo-para-resolver-procedimiento-
en-mercado-de-combustibles-para-aeronaves/#:~:text=Cabe%20
se%C3%B1alar%20que%20en%20diciembre,ocupar%C3%ADan%20
dos%20vacantes%20de%20comisionados
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competencia de ejercicio obligatorio, pues el artículo 28 de 
la Constitución establece que, una vez recibida la lista del 
Comité de Evaluación con los nombres de las personas que 
obtuvieron las calificaciones más altas en un examen de  
conocimientos, debe seleccionar a una por cada vacante y 
proponer su ratificación al Senado de la República. El incum-
plimiento de ese mandato, según lo resolvió el juez consti-
tucional, afecta la esfera de competencias del regulador pues 
impide que ejerza las facultades que requieren una votación 
calificada de 5 de sus integrantes. En consideración a tales 
argumentos se declaró la inconstitucionalidad de la omisión 
advertida y se ordenó a la autoridad demandada subsanar la 
omisión dentro del plazo de 30 días naturales; procediendo 
así el Ejecutivo Federal.35

HACIA LA IDENTIFICACIÓN DE NUEVAS 
RUTAS Y ELEMENTOS DE FORTALECIMIENTO 
INSTITUCIONAL PARA LOS REGULADORES. 
EL CASO DE LA COMISIÓN FEDERAL DE 
COMPETENCIA ECONÓMICA

La sección anterior tuvo el objetivo de mostrar de manera 
clara el hecho de que a pesar de que la Cofece cuenta con au-
tonomía constitucional, en contextos políticos adversos, no 
ha quedado exenta de embates y cuestionamientos a su au-
tonomía. 

Los litigios constitucionales de los que ha conocido la 
scjn dan cuentan al menos de tres elementos de diseño ins-
titucional que merecen reconsiderarse, aun cuando para ello 
se requiera de una nueva reforma constitucional:

a.	 Independencia y suficiencia presupuestal. Tal y como 
está el diseño constitucional, la amenaza para el regula-
dor de competencia proveniente de recortes presu-
puestales o del establecimiento de tabuladores de suel-
dos serán una constante; por lo anterior, además de 
mantener los principios de independencia y suficiencia 

35.	 Véase el Comunicado que sobre esta controversia constitucional publi-
có la scjn en https://www.internet2.scjn.gob.mx/red2/comunicados/
noticia.asp?id=7157
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presupuestal, para la integración de su presupuesto de-
bería establecerse desde la Constitución un porcentaje 
fijo del presupuesto federal, con límites mínimos de 
acuerdo con las tendencias históricas presupuestales 
del regulador, sistemas de identificación de costos y 
planeación presupuestal. 

b.	 Sistema de nombramientos. Si bien el sistema de nom-
bramientos, en la fase de idoneidad de perfiles y eva-
luación de conocimientos, ha mostrado su pertinencia, 
no ocurre lo mismo con la fase política; de ahí que se 
sugiera que: i) el nombramiento de candidatos por par-
te del Ejecutivo, para su posterior ratificación por parte 
del Senado, quede sujeto a un plazo máximo improrro-
gable que, de excederse, habilitaría al Senado a una de-
signación directa; ii) el nombramiento del presidente o 
presidenta del órgano regulador se realice por votación 
interna de los comisionados que integran el órgano co-
legiado; este mecanismo permitiría un reconocimiento 
inter pares y también acotaría la participación política 
del Senado a la ratificación del candidato propuesto por 
el Ejecutivo Federal.

c.	 Mecanismos de control constitucional. A lo largo de su 
vida institucional la Cofece, en su carácter de órgano 
constitucional autónomo, ha promovido de manera 
activa diversas controversias constitucionales; sin em-
bargo, lo cierto es que no se advierte a la fecha una ten-
dencia favorable en el sentido de las resoluciones; esto 
es así puesto que, en más de un caso, la scjn ha sobre-
seído los asuntos por estimar que el órgano regulador 
carece de interés legítimo. Al respecto se observa que al 
juez constitucional no le ha resultado suficientemente 
clara la afectación a las atribuciones del órgano regula-
dor en materia de competencia económica cuando,  
a través de normas generales, el legislador establece 
determinaciones que per se podrían afectar el proceso 
de libre competencia y concurrencia en los mercados. 
Ante este panorama, resulta necesario considerar la 
posibilidad de que el regulador tenga la competencia de 
promover acciones de inconstitucionalidad -tal y como 
ocurre con el inai- cuando, en su consideración, se 
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emitan leyes que puedan vulnerar el mandato estable-
cido en el artículo 28 constitucional. 

Hasta aquí nos hemos referido a tres posibles rutas de 
rediseño institucional que resultan de considerar los litigios 
constitucionales de los que la Cofece ha sido parte; sin em-
bargo, también es necesario repensar al regulador en térmi-
nos de su necesaria y urgente legitimación, en un contexto 
económico y social cambiante, al que se le suma un Estado 
de Derecho debilitado.36

Desde esa perspectiva el órgano regulador deberá tra-
bajar de manera permanente en consolidar su legitimación 
y credibilidad, no sólo con respaldo en un marco normati-
vo que favorezca su autonomía, sino a través de resolucio-
nes que, con pleno apego al debido proceso, reflejen su 
estándar de conocimiento y capacidad técnica, así como 
su neutralidad política; además ha de darse cuenta de la 
visión y trabajo conjunto de un órgano colegiado y no de 
las distintas agendas de sus integrantes.

Tal proceder es particularmente importante cuando la 
operación eficaz de los sectores económicos exige decisio-
nes de política pública con dirección cierta y de largo plazo, 

36.	 En el último reporte del World Justice Project, del 26 de octubre de 
2022, nuestro país ocupó la posición 115 de 140 países; según el re-
porte, si bien a nivel global se registraron tendencias autoritarias, 
favorecidas por un contexto postpandemia y que implican débiles 
controles al poder central, México continuó en la tendencia decre-
ciente en seguridad, justicia civil y lucha anticorrupción. 

	 Overall score global rank: 115/140 	 Overall score regional rank: 27/32 
	 Factory score rankings:

FACTOR
GLOBAL 
RANK

REGIONAL 
RANK*

INCOME 
RANK**

Constraints on Government Powers 102/140 26/32 33/42

Absence of Corruption 134/140 30/32 41/42

Open Government 44/140 7/32 7/42

Fundamental Rights 91/140 25/32 31/42

Order and Security 130/140 30/32 41/42

Regulatory Enforcement 104/140 24/32 36/42

Civil Justice 131/140 28/32 40/42

Criminal Justice 128/140 25/32 40/42

	 Véase https://worldjusticeproject.org/rule-of-law-index/global/2022/Mexico/
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pero también frente a la opinión pública que representa en-
tornos sociales cada vez más diversos y complejos.

El regulador deberá enfrentar y hacer suyos nuevos mo-
delos de gobernanza. Para ello debe reconocerse que los re-
guladores del “modelo clásico”, aquellos que surgieron en 
el contexto de un Estado no interventor, con una participa-
ción cuya justificación provenía, casi en exclusiva, de las fa-
llas del mercado, han quedado superados.37

Los reguladores del siglo xxi son parte de un gobierno 
relacional o “en redes” de interacción público-privado-ci-
vil y a lo largo de espacios locales, nacionales y globales;38 se 
trata de espacios en los que “se activan las relaciones de in-
terdependencia, cooperación y trabajo coordinado de los 
distintos actores estatales, empresariales y sociales”.39 

En suma, “debe garantizarse que la actuación de las en-
tidades que regulan el mercado sea predecible y certera; es 
decir, que se proyecte la confianza suficiente en los regíme-
nes regulatorios, con la finalidad de atraer la inversión, ase-

37.	 García-Huidobro, L.E y Guidi, S. (2022:1450) señalan que la disemi-
nación de los órganos autónomos a nivel global puede entenderse 
como una respuesta a los desafíos organizacionales que supone el as-
censo del llamado Estado Administrativo, cuyo desarrollo vertiginoso 
se explica como una consecuencia casi inevitable de la multiplicidad 
de nuevas regulaciones e instituciones que exige la complejización de 
la vida en sociedad. Respecto de sus funciones, los autores señalan 
que aportan a la gobernanza democrática al otorgarle una herra-
mienta para realizar ‘compromisos creíbles’ frente a la ciudadanía y 
los actores económicos, de la misma forma que atenúan el hiperpre-
sidencialismo.

38.	 Explica Latorre, I. (2022:1478- 1479) que las agencias del siglo xxi 
conviven en un “sistema policéntrico, multisectorial, con múltiples 
y plurales actores de distintos niveles de toma de decisión. Si bien el 
ámbito del transgubernamentalismo es el más conocido, las agen-
cias pueden formar parte de diversos mecanismos de cooperación 
regulatoria, demostrando con ello que las políticas domésticas e in-
ternacionales están cada vez más unidas”.

39.	 García-Huidobro, L.E y Guidi, S. (2022:1450), citando a Edward Ru-
bin, establecen que la metáfora de los tres poderes que sustenta la 
doctrina de la separación de poderes se basa en un modelo anticuado 
del Estado y proporciona un marco conceptual deficiente para com-
prender la gobernanza contemporánea, razón por la cual se sugiere 
aproximarse al Estado como una red interconectada de actores insti-
tucionales antes que como ramas o poderes que se contrapesan.
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gurando, como ya se ha mencionado, una sana interacción 
de agentes y una equilibrada relación entre el Estado y la em-
presa privada con el fin último de lograr bienestar y calidad 
de vida en los ciudadanos”.40

De manera concreta, se considera que este nuevo esce-
nario exige al regulador de competencia no sólo asumir los 
estándares de una “Buena Administración” que promueve 
(y no sólo está sujeta), en el ejercicio de su mandato, la trans-
parencia, la participación ciudadana, la imparcialidad, la 
ética pública, y la rendición de cuentas.41 Además, el regu-
lador deberá estar dispuesto a trabajar en un entorno de re-
laciones interadministrativas que exigen coordinación. Este 
aspecto es particularmente relevante al considerar que el re-
gulador de competencia, por ejemplo, comparte atribucio-
nes en la materia con el ifetel42 por lo que, en lugar de 
operar por la vía de conflictos competenciales, resultaría más 
provechoso y menos desgastante para el regulador y los re-
gulados buscar mecanismos de coordinación institucio 
nal entre reguladores.

40.	 Carrillo Salazar, R. (2022:104-105)
41.	 Desde la perspectiva democrática Latorre, I. (2022:1476) explica que 

las agencias reguladoras en su operación deberán reflejar valores de-
mocráticos a fin de aumentar su legitimidad; entre dichos criterios la 
autora identifica los de proporcionalidad, transparencia y participa-
ción ciudadana y, sobre este último, explica que es un instrumento 
que mejora la calidad de las decisiones regulatorias.

42.	 De acuerdo con lo establecido por el artículo 28 constitucional el Ins-
tituto Federal de Telecomunicaciones será también la autoridad en 
materia de competencia económica de los sectores de radiodifusión y 
telecomunicaciones, por lo que en estos ejercerá en forma exclusiva 
las facultades que este artículo y las leyes establecen para la Comisión 
Federal de Competencia Económica. Es claro que, a través de esta di-
visión competencial, y dada la evolución e interrelación de los mer-
cados (por ejemplo, los digitales) los reguladores de competencia y 
telecomunicaciones han sido parte de conflictos en cuento a su juris-
dicción los que, según lo mandatan las normas, han sido resueltos 
por los Tribunales Colegiados especializados en la materia.
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CONSIDERACIONES FINALES

Este ensayo tuvo el objetivo de analizar el diseño institucio-
nal del regulador de competencia en México; una de las 
conclusiones destacadas resulta de considerar que si bien 
en el plano normativo la Cofece presenta una autonomía re-
forzada, a la luz de un análisis de hechos y en medio de un 
contexto político adverso, es claro que existen espacios de 
fragilidad institucional que requieren remediarse en el pla-
no normativo; lo anterior sin dejar de reconocer que el re-
gulador ha realizado una buena defensa de su autonomía. 
De ahí que hayan sido formuladas algunas rutas de fortale-
cimiento institucional que podrían asegurar al regulador 
autonomía política, administrativa y regulatoria.

Asimismo, y en consideración a la complejidad del con-
texto económico y social, nacional y global, en el que los re-
guladores han de ejercer su mandato, fue sugerido para el 
regulador trabajar de manera permanente y, en el marco de 
un nuevo modelo de gobernanza, en consolidar su legitima-
ción. El regulador de competencia debe ser ya no un sujeto 
pasivo, sino un promotor de la transparencia, la participa-
ción ciudadana, la imparcialidad, la ética pública, la coor-
dinación interinstitucional y la rendición de cuentas.

josefina cortés campos

Doctora en Derecho por la Universidad Carlos iii de 
Madrid. Especialista en Derecho Administrativo y Re-
gulación. Integrante del Sistema Nacional de Investi-
gadores Nivel ii.
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la cofece ha impuesto 
multas por más de 14 

mil millones de pesos* 
a empresas e individuos 
por celebrar acuerdos 

colusorios,  así  como por 
abusar de su poder de 

mercado, llevar a cabo 
concentraciones ilícitas, 
o por incumplimiento de 

condiciones y compromisos.

*     Pesos constantes de 2023.



LA COFECE COMO ORGANISMO 

GARANTE DEL ARTÍCULO 28 

CONSTITUCIONAL: 

LA FUNCIÓN DE LAS 

CONTROVERSIAS 

CONSTITUCIONALES

ALEJANDRO FAYA RODRÍGUEZ

La reforma constitucional de 2013 marcó un momento 
transformador del sistema de competencia en México, 
pues creó la Comisión Federal de Competencia Econó-

mica (Cofece) como el órgano constitucional autónomo del 
Estado mexicano encargado de promover y proteger el pro-
ceso de libre concurrencia y competencia en los mercados.1 
Esta fue sin duda la nota distintiva de la reforma, incluyen-
do el novedoso e inédito procedimiento para la designación 
de los comisionados que integran el pleno y las facultades 
“incrementales”.2

La Cofece realiza funciones administrativas de aboga-
cía, investigación, supervisión, control y sanción pero, a di-
ferencia de muchas otras autoridades, la trascendencia de sus 

1.	 Con excepción de los sectores de telecomunicaciones y radiodifu-
sión, los cuales quedaron a cargo del nuevo regulador en la materia, 
el Instituto Federal de Telecomunicaciones.

2.	 Consistentes en la capacidad de ordenar la eliminación de barreras a 
la competencia y libre concurrencia, emitir regulación para el acceso 
a insumos esenciales, así como la desincorporación de activos, dere-
chos o partes sociales.
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intervenciones, su incidencia en el funcionamiento de los 
mercados, el poder de los grupos de interés involucrados en 
los procedimientos respectivos y la necesidad de cuidar los 
procesos decisorios apuntan a la conveniencia de sostener e, 
incluso fortalecer, esta autonomía constitucional particular-
mente en el contexto mexicano, que se caracteriza por tan-
ta volatilidad e interferencia políticas. Además de hacer 
creíbles y efectivas algunas funciones clave de política pú-
blica, su ingeniería institucional fortalece nuestra democra-
cia y el principio de división de poderes, pues genera pesos y 
contrapesos, así como esquemas de vigilancia recíproca que 
racionalizan y optimizan el uso del poder. 

En congruencia con la nueva naturaleza jurídica de la 
autoridad de competencia como órgano constitucional au-
tónomo, es fundamental que la Cofece esté habilitada para 
interponer controversias constitucionales contra actos o nor-
mas de los poderes federales que vulneren su esfera compe-
tencial.3 De poco sirve la autonomía si no existen mecanismos 
que permitan hacerla valer en los hechos; para la Cofece,  
los años han confirmado la trascendencia de esta herramien-
ta de control constitucional y su uso en casos necesarios  
–que no han sido pocos– ha sido muestra clara de una ver-
dadera independencia frente al poder político (ver Anexo 
para identificar las controversias de las cuales la Cofece ha 
sido parte actora).

Un ejemplo de ello fue la impugnación de diversos pre-
supuestos de egresos de la Federación que reducían de ma-
nera sustancial las remuneraciones de sus servidores 
públicos, lo que no sólo desalentaba la atracción y retención 
de talento, sino también ponía en peligro las garantías ins-
titucionales que protegen la autonomía del organismo in-
cluida la presupuestal, que abarca el ejercicio autónomo del 
presupuesto. Así, al decretar la suspensión del acto recla-
mado en la primera de estas controversias, la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn) recono-
ció la importancia de aislar al organismo de presiones de los 

3.	 De conformidad con el artículo 105 constitucional, la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación conocerá de las controversias constituciona-
les que se susciten entre dos órganos constitucionales autónomos y 
entre uno de estos y el Poder Ejecutivo o el Congreso de la Unión.
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órganos políticos y de respetar la finalidad de su diseño cons-
titucional.4

Otro ejemplo fue la controversia interpuesta en contra 
de la Ley para la Transparencia, Prevención y Combate de 
Prácticas Indebidas en materia de Contratación de Publici-
dad publicada en 2021, conforme la cual la Cofece aplicaría 
una regulación que nada tenía que ver con su mandato cons-
titucional; así, se le obligaba a castigar prácticas que podrían 
ser eficientes con independencia de la posición que tuviera 
el agente económico en cuestión. Gracias a esta interven-
ción la scjn invalidó el Decreto para efectos generales,5 con 
lo que evitó un desvío de recursos que hubiera erosionado 
tareas sustantivas de gran relevancia para la sociedad.  

Sin lugar a dudas, un momento decisivo en la historia de 
la institución fue la controversia interpuesta en contra de la 
omisión del Ejecutivo Federal de nominar ante el Senado  
de la República a las personas (dentro de las listas que había 
remitido el Comité de Evaluación) que habrían de ocupar los 
cargos de comisionados a raíz de diversas vacantes que se ha-
bían suscitado. La Cofece llegó a operar durante un tiempo 
considerable con cuatro de siete comisionados, lo que impe-
día la toma de decisiones de voto calificado, afectaba el pro-
ceso de deliberación colegiada y frustraba el diseño que 
previó el Constituyente Permanente. Por medio del recurso 
y la contundente decisión del pleno de la scjn –la cual otor-
gó 30 días al presidente de la república para que cumpliera 
con su deber constitucional– la Cofece retomó el camino de 
la regularidad institucional. 

Sin embargo, no sólo es fundamental que la Cofece pue-
da actuar frente a las agresiones de otros poderes públicos, 

4.	 Recurso de Reclamación 12/2019-ca. Numerales 40-42 y 46-52. A 
mayor abundamiento, a propósito de la Ejecutoria en la que se resol-
vió la acción de inconstitucionalidad 105/2018, una mayoría califica-
da de ocho ministros resolvió que la autonomía e independencia de 
los organismos constitucionales autónomos–entre ellas, la presu-
puestaria–, consiste en una garantía institucional en atención a que 
desempeñan un trabajo técnico y especializado; dicha garantía in-
cluye la estabilidad e irreductibilidad salarial.

5.	 En este caso, por haber transgredido el principio de deliberación 
informada y democrática, así como los derechos que asisten a las 
minorías parlamentarias.



148
LA POLÍTICA DE COMPETENCIA ECONÓMICA EN MÉXICO: 
RETROSPECTIVA, BALANCES Y RETOS

sino también defender el principio que rige su actuación. Es 
importante hacer notar que el artículo 28 constitucional 
crea y organiza a las autoridades de competencia, pero so-
bre todo consagra un derecho en favor del consumidor para 
que sea beneficiado por mercados competidos, lo que se tra-
duce en un abasto de bienes y servicios en las mejores con-
diciones posibles de calidad, disponibilidad, variedad y 
precio. Este precepto tutela un bien jurídico de naturaleza 
colectiva que protege a la sociedad –y al consumidor como 
categoría social– contra actos y normas que de manera in-
debida obstaculicen la entrada, establezcan ventajas inde-
bidas, alteren las condiciones de equidad competitiva o 
impidan competir a los agentes económicos.  

La jurisprudencia de la Segunda Sala de la scjn confir-
ma que entre los bienes jurídicos tutelados por el artículo 28 
constitucional se encuentran los derechos del consumidor 
y de la sociedad, así como los relativos a la competencia y li-
bre concurrencia, los cuales están unidos a la pretensión de 
no afectar a los consumidores y al público en general por la 
realización de actos que no permitan la adquisición de bie-
nes y servicios en condiciones de competencia.6 Esta misma 
sala ha reconocido que este derecho está ligado a preceptos 
de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, la 
Convención Americana de los Derechos Humanos y la De-
claración sobre el Derecho al Desarrollo.7 Lo que tiene todo 
el sentido porque la competencia mejora la capacidad ad-
quisitiva de las personas, incide en su calidad de vida y per-
mite el goce eficaz de otros derechos. 

Por su parte, el pleno de la scjn consideró que el artícu-
lo 28 constitucional constituye un “eje rector” que prohíbe 
cualquier práctica monopólica, con el consecuente perjui-
cio para la población en general, y señaló la responsabilidad 
que deben asumir las autoridades públicas al respecto:

De ahí que, el mandato constitucional de emitir leyes que 
castiguen ‘severamente’ y la adopción de medidas estatales 
que persigan ‘con eficacia’, estas prácticas anticompetiti-
vas, tiene como objetivo llamar la atención de toda autori-

6.	 Décima Época, Registro: 2013628.
7.	 Décima Época, Registro: 2014500.
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dad, particularmente las legislativas, en el sentido de que 
esas conductas, fueron consideradas por el Constituyente 
como graves y que requieren para su erradicación o correc-
ción disposiciones legales, así como medidas que las enfren-
ten con rigorismo y sin indulgencia, ya que ello propiciará  
el terreno adecuado para la libre concurrencia o competen-
cia en el mercado, lo que en todo caso beneficia y repercute 
en la economía nacional.8

En este orden de ideas, la Cofece ha desempeñado un rol 
importante mediante la interposición de controversias que 
lesionan los procesos competitivos. Bajo el principio de afec-
tación en sentido amplio, un poder público no sólo está legi-
timado para alegar violaciones directas a sus atribuciones, 
sino también para combatir actuaciones de otros poderes que 
afecten la regularidad en el ejercicio de sus funciones. La per-
turbación en las condiciones de competencia podría impe-
dir que la Cofece haga su labor o consiga resultados útiles en 
ciertos mercados; si estos carecen de condiciones básicas 
para operar en su versión más elemental, poco importará lo 
que haga este organismo. 

Si bien los sistemas de competencia se han concentrado 
en reprimir prácticas ilegales y evitar fenómenos de concen-
tración anticompetitivos, cada vez cobra más relevancia la 
agenda frente a lo público, sobre todo porque que las peores 
barreras o restricciones a las libertades económicas provie-
nen de leyes, actos o políticas que carecen de una motivación 
basada en el interés público o que tienen fines encubiertos. 
Las controversias contra estas manifestaciones del Estado 
ejercen una necesaria función de contrapeso y han permi-
tido preservar el orden constitucional. 

En la controversia constitucional 89/2020 interpuesta 
en contra de la denominada Política de Confiabilidad, Segu-
ridad, Continuidad y Calidad en el Sistema Eléctrico Nacio-
nal, publicada por la Secretaría de Energía el 15 de mayo de 
2020, la Cofece argumentó que el acto generaba un daño gra-
ve e irreparable en el mercado de la electricidad pues, entre 
otras cosas, otorgaba ventajas indebidas en favor de la Co-
misión Federal de Electricidad al privilegiar el despacho de 

8.	 Sentencia dictada en la acción de inconstitucionalidad 14/2011.



150
LA POLÍTICA DE COMPETENCIA ECONÓMICA EN MÉXICO: 
RETROSPECTIVA, BALANCES Y RETOS

centrales más caras, ineficientes y contaminantes; elimina-
ba la regla de acceso abierto de las redes de transmisión y 
distribución; dificultaba la interconexión al sistema de ge-
neradores privados, sobre todo los que utilizaban sol o vien-
to para generar electricidad; y comprometía la gestión 
autónoma y neutral del Centro Nacional de Control de Ener-
gía, lo que desniveló el terreno de juego y generó incerti-
dumbre entre los participantes. En este litigio constitucional 
no sólo estaban en juego las reglas constitucionales aplica-
bles a la industria, sino además el derecho a la competencia 
tutelado por el artículo 28 constitucional.

Frente a esto, la Segunda Sala de la scjn invalidó la ma-
yoría de las disposiciones impugnadas y reconoció que es-
tábamos frente a un derecho humano del consumidor: 

Entonces, si bien el desarrollo del sen se ha de promover en 
condiciones de eficiencia, calidad, confiabilidad, continui-
dad, seguridad y sustentabilidad ello no ha de anular otros 
objetivos constitucionales, de forma que las líneas de políti-
ca también han de estar encaminadas a crear condiciones 
adecuadas para un mercado de libre competencia y concu-
rrencia en las actividades antes citadas en donde puede ha-
ber diversos participantes.

He aquí la trascendencia de lo que en realidad contiene el 
artículo 28 constitucional, esto es, el derecho humano del 
consumidor frente al abuso de los productores, industriales, 
comerciales o empresarios de servicios, que impidan la libre 
competencia y concurrencia en el mercado, que tenga como 
finalidad generar ventaja en perjuicio de las demás perso-
nas, determinadas o indeterminadas. [énfasis añadido]9

Más recientemente, en un litigio aún en curso al momen-
to de escribir este artículo, la ministra instructora a cargo  
de tramitar la admisión de la controversia correspondiente 
resolvió otorgar la suspensión solicitada por la Cofece en con-
tra de la Estrategia de Gas Natural de la Secretaría de Ener-
gía, la cual pretendía condicionar la prestación del servicio 
de transporte de gas natural en los puntos de internación del 
Sistema de Transporte y Almacenamiento Nacional Integra-

9.	 Sentencia dictada en la controversia constitucional 89/2020. 
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do de Gas Natural (sistrangas) donde una empresa produc-
tiva del Estado tuviera capacidad reservada a que el usuario 
recibiera o solicitara el suministro de esa empresa. En opi-
nión de la Cofece, esto garantizaba una posición de dominio 
para Petróleos Mexicanos y la Comisión Federal de Electri-
cidad, y desplazaba a los comercializadores privados. 

En suma, las controversias constitucionales se han con-
vertido en una importantísima atribución de la Cofece para 
preservar su integridad institucional y ejercer su mandato. 
Son un medio para dirimir controversias frente a actuacio-
nes u omisiones que ponen en peligro la autonomía de la ins-
titución, ya sea a través de una invasión o usurpación de 
funciones o ante el severo deterioro de un mercado a causa 
de una medida pública que anula la competencia.

Dada su naturaleza transversal y su capacidad de gene-
rar productividad, eficiencia y prosperidad, la política de 
competencia debe contemplarse como una política de Esta-
do que guíe decisiones, esfuerzos, leyes y políticas públicas 
en múltiples frentes. Esto permitirá encaminar decisiones 
públicas para que logren sus objetivos a través de las mejo-
res alternativas disponibles y de la forma menos intrusiva 
para los procesos económicos. Preservar y fortalecer la au-
tonomía constitucional de la autoridad que encabeza esta 
agenda, así como las herramientas a su alcance (lo que inclu-
ye la posibilidad de interponer acciones de inconstituciona-
lidad), es indispensable para caminar hacia esta dirección
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ANEXO

CC ACTO O NORMA 
IMPUGNADA

PARTE 
DEMANDADA

FECHA 
SENTENCIA

SENTIDO S
ENTENCIA

301/2017

1. Reformas al 
Reglamento de Ley 
de Aeropuertos 

2. Bases Generales 
de asignación de 
horarios de aterrizaje 
y despegue en los 
aeropuertos con 
condiciones de 
saturación por la sct

Ejecutivo 
Federal 26/11/2019

Se desestima al 
no haber votación 
calificada; 
6 ministros 
manifestaron su 
conformidad para 
conocer el fondo

1/2019

1. Ley Federal de 
Remuneraciones 
de los Servidores 
Públicos (lfrsp) 

2. Omisión legislativa 
de expedir una 
ley conforme al 
mandato establecido 
en el artículo 127 
constitucional 
(Omisión)

Ejecutivo 
Federal 12/07/2023

Sobresee por 
cesación de efectos 
al haberse publicado 
la lfrsp de 2021

5/2019 pef 2019

Cámara de 
Diputados 
y Ejecutivo 
Federal

05/07/2023

Suspensión otorgada 
Sobresee por 
cesación de efectos 
con base en la 
anualidad del pef     
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CC ACTO O NORMA 
IMPUGNADA

PARTE 
DEMANDADA

FECHA 
SENTENCIA

SENTIDO 
SENTENCIA

204/2019
Adiciones y reformas 
a la lfrsp y la 
Omisión

Poder 
Legislativo 
y Ejecutivo 
Federal

14/07/2021

Sobresee por 
cesación de efectos 
al haberse publicado 
la lfrsp de 2021 

340/2019

1. Resolución de 
25/09/2019 emitida 
por el inai 

2. Resolución de 
15/10/19 emitida por 
el inai 

3. Acuerdo por el 
que se aprueban 
los Lineamientos 
Generales en materia 
de clasificación y 
desclasificación 
de la información, 
así como para la 
elaboración de 
versiones públicas 
publicado en el 
dof el 15/04/2016 
(Lineamientos)

inai 25/08/2021

Suspensión otorgada

Sobresee al 
considerar que la 
litis versa sobre 
cuestiones de 
legalidad 

2/2020 pef 2020

Cámara de 
Diputados 
y Ejecutivo 
federal

23/06/2021

Suspensión otorgada 
Sobresee por 
cesación de efectos 
con base en la 
anualidad del pef

6/2020 Ley de Austeridad 
Republicana

Poder 
Legislativo 
y Ejecutivo 
Federal

Pendiente Pendiente

89/2020

Política/Acuerdo 
de Confiabilidad en 
Materia Energética 
sener

Ejecutivo 
Federal por 
conducto de 
la sener

03/02/2021

Procedente y 
parcialmente 
fundada Se declara la 
invalidez de diversas 
disposiciones



154
LA POLÍTICA DE COMPETENCIA ECONÓMICA EN MÉXICO: 
RETROSPECTIVA, BALANCES Y RETOS

CC ACTO O NORMA 
IMPUGNADA

PARTE 
DEMANDADA

FECHA 
SENTENCIA

SENTIDO 
SENTENCIA

14/2021

La resolución en el 
recurso de revisión 
rra 10896/20, 
emitida por el 
inai, así como los 
Lineamientos

inai 25/08/2021

Suspensión otorgada 

Sobresee al 
considerar que la 
litis versa sobre 
cuestiones de 
legalidad

210/2020 pef 2021

Cámara de 
Diputados 
y Ejecutivo 
federal

12/01/2022

Suspensión otorgada 

Sobresee por 
cesación de efectos 
con base en la 
anualidad del pef    

44/2021 Ley de la Industria 
Eléctrica 

Poder 
Legislativo 
y Ejecutivo 
Federal

18/04/2022

Sobresee por 
mayoría de 6 votos 
se determinó que 
la Cofece carecía 
de interés legítimo; 
5 ministros 
consideraron lo 
contrario

55/2021

Resolución 
res/133/2021 del 
16/03/2021, emitida 
por la cre

cre 06/04/2022
Procedente y 
fundada Se declara la 
invalidez del acto

79/2021

Decreto que abroga 
la lfrsp de 2018 y 
expide la lfrsp de 
mayo de 2021, así 
como la Omisión

Poder 
Legislativo 
y Ejecutivo 
Federal

Pendiente Suspensión otorgada 
Pendiente

94/2021

Ley para la 
Transparencia, 
Prevención y 
Combate de Prácticas 
Indebidas en Materia 
de Contratación de 
Publicidad.

Poder 
Legislativo 
y Ejecutivo 
Federal

08/06/2023

Procedente y 
fundada Se declara 
la invalidez total de 
la ley 
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CC ACTO O NORMA 
IMPUGNADA

PARTE 
DEMANDADA

FECHA 
SENTENCIA

SENTIDO
 SENTENCIA

207/2021

Omisión del 
Ejecutivo de 
seleccionar a los 
candidatos que debe 
proponer para su 
ratificación como 
Comisionados ante el 
Senado

Ejecutivo 
Federal 28/11/2022

Procedente y 
fundada. 
Se declara la 
inconstitucionalidad 
de la omisión y se 
ordena al Ejecutivo 
Federal el envío, 
para su ratificación 
ante el Senado, 
de las personas 
propuestas para 
ocupar los cargos de 
Comisionados

1/2022 pef 2022

Cámara de 
Diputados 
y Ejecutivo 
Federal

30/11/2022

Sobresee porque 
no se acredita 
afectación      
derivado de 
suspensión otorgada 
en la cc 79/2021

158/2022

Oficios de la sener y 
cenagas, publicados 
en el boletín 
electrónico del 
sistragas

Ejecutivo 
Federal por 
conducto 
de sener y 
cenagas

Pendiente Suspensión otorgada
Pendiente



ESTUDIOS ECONÓMICOS:  
EL ARTE DE DIFUNDIR EL  

CONOCIMIENTO TÉCNICO DE 
COMPETENCIA ECONÓMICA

RODRIGO ALCÁZAR SILVA

Antes de ser nombrado comisionado me desempeñé 
casi cinco años como director ejecutivo en la Direc-
ción General de Estudios Económicos, donde trabajé 

directamente en la elaboración de cuatro estudios económi-
cos. Dos de ellos fueron ya publicados, uno sigue en proceso 
y otro más quedó para uso interno de la Comisión. Además, 
como parte de mis funciones, revisé diversos estudios ela-
borados por la Dirección, donde apoyé y preparé decenas de 
propuestas para el pleno. Todo esto me dio una perspectiva 
integral de la selección, aprobación y elaboración de los sec-
tores a ser estudiados.

Durante casi cinco años pude percatarme de la doble 
vertiente de los estudios económicos: por un lado, son un 
instrumento de política pública mediante el cual la Comi-
sión Federal de Competencia Económica (Cofece) puede  
hacer recomendaciones de abogacía principalmente a au-
toridades sectoriales. Por otro lado, son un ejercicio acadé-
mico que intenta reflejar las realidades competitivas de un 
sector o mercado en específico y, a la vez, difundir la polí-
tica de competencia a un público general. 

Los documentos que se elaboran generalmente se enfo-
can en un sector de la economía. No obstante, nada impide 
elegir otros ámbitos de análisis; por ejemplo, un concepto teó-
rico y su aplicación práctica. En algún momento se propuso 
estudiar la metodología para definir mercados geográficos a 
través de isócronas o algunas estrategias empresariales, o la 
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obsolescencia programada en los bienes tecnológicos y su re-
lación con el poder de mercado.1

Un reto particularmente importante es cómo se deben 
escribir los estudios: Si se redactan como las Resoluciones o 
los papers académicos corren el riesgo de no ser leídos por 
un público más general. 

Hace un par de años llegó a mí un libro casi obligatorio 
para un economista: La economía del bien común, de Jean Ti-
role. Muchas de sus ideas han quedado grabadas en mi me-
moria; entre ellas, recuerdo que Tirole habla del papel del 
economista y sus obligaciones con la difusión de la teoría eco-
nómica. Textualmente menciona:

Los investigadores no pueden esperar que los que toman las 
decisiones lean unos artículos muy técnicos… Es necesario, 
pues, extraer lo fundamental, hacerlo comprensible y  
mostrar cómo utilizarlo. Un trabajo que a los economistas 
[académicos] les disgusta generalmente, pues prefieren de-
dicarse a la elaboración más que a la difusión de conoci-
mientos…2

Si bien los estudios tienen que contar con sólidas bases 
técnicas y con suficiente información que los haga relevantes, 
también se debe considerar que su objetivo es que sean leí-
dos por un amplio público: todo tipo de tomadores de deci-
siones, académicos, estudiantes, abogados de despacho, y 
periodistas; así, uno de los principales retos de estas publi-
caciones es equilibrar el contenido técnico, desmenuzarlo y 
hacerlo comprensible para lograr que tenga una mayor difu-
sión. Este reto ha sido afrontado con éxito: los estudios eco-
nómicos son quizá los documentos de la Cofece más 
retomados por la prensa y los sectores académicos.  

Los estudios deben estar bien redactados para cumplir 
con su objetivo de difusión. Deirdre Macloskey tiene un li-

1.	 profeco la define como: “… la acción intencional que hacen los fa-
bricantes para que los productos dejen de servir en un tiempo deter-
minado”. Fuente: Gobierno de México, Obsolescencia programada: 
diseñados para morir, disponible en: 

	 https://www.gob.mx/profeco/es/articulos/obsolescencia-programada-
disenados-para-morir?idiom=es. 

2.	 Tirole, J. (2017). La economía del bien común. Taurus. P. 258.
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bro de consejos para quien escribe sobre economía; su con-
sejo más básico es “ser claro”, y menciona que la claridad se 
relaciona con ir directamente al punto.3 Estos documentos 
tienen que contar con evidencia cuantitativa y cualitativa 
que los diferencie de meras opiniones o de comunicados para 
medios, y deben enfocarse en que su difusión sea la mayor 
posible; de otra forma se corre el riesgo de que el conoci-
miento se comparta únicamente con un grupo de personas 
que ya saben de estos temas, lo cual reduce potencialmente 
su utilidad social.

Asimismo, al escribir uno de estos documentos surge 
frecuentemente la dificultad de hablar de competencia eco-
nómica sin que parezca que se está prejuzgando sobre la de-
finición de un mercado relevante o la existencia de una 
conducta. La Cofece ha optado por hacer disclaimers para que 
sea del todo claro que los estudios no representan preceden-
tes judiciales.

Un desafío más es la selección apropiada de una meto-
dología para saber qué sector estudiar. Si bien esto no es una 
exigencia legal, es de utilidad contar con ella. La decisión  
de qué sector estudiar puede ser discrecional, habrá eventos 
que hagan que una decisión así sea claramente de utilidad, 
pero en otros momentos algunos miembros del Pleno ten-
drán decisiones encontradas sobre a qué sector se deben de-
dicar los recursos humanos; para lo cual una metodología 
puede ayudar a dirimir la decisión. Si es adecuada debe pon-
derar más los sectores o mercados con mayor tamaño, los que 
son de consumo masivo y los que se refieren a bienes y pro-
ductos básicos, entre otras variables.

El tiempo y los recursos con los que se cuenta para ha-
cer un estudio económico también constituyen retos com-
plejos. Las áreas que se dedican a esto tienen a su cargo otras 
muchas tareas, entre las que se encuentran la realización de 
periciales en materia de economía, finanzas, actuaría y con-
tabilidad; la atención de conflictos competenciales con otras 
autoridades, las actividades de promoción a la competencia 
y la elaboración de opiniones para procedimientos seguidos 

3.	 McCloskey, D. (2000). Economical Writing, Waveland Press Inc., 2nd. 
Ed. P. 12.
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en forma de juicio, entre otras. En algunos de estos proce-
dimientos, particularmente en las periciales, se tienen tiem-
pos cortos que son establecidos por los juzgados. Este 
cúmulo de trabajo deja a estas áreas con un tiempo reduci-
do para la escritura.

Generalmente, estos estudios se encargan a la Dirección 
General de Estudios Económicos (dgee), aunque en ocasio-
nes se han asignado a dos o más áreas coordinadas. Por ejem-
plo, se pidió un estudio de economía digital a tres áreas: la 
Unidad de Planeación, Vinculación y Asuntos Internaciona-
les (upvai), la dgee y la Dirección General de Mercados Di-
gitales (dgmd). Otro de servicios financieros digitales se 
encargó sólo a las últimas dos. El estudio del sector ferrovia-
rio se encargó en conjunto a la upvai y la dgee. Estos pro-
yectos compartidos representan un reto de coordinación 
mayor al haber más áreas implicadas, por lo que los criterios 
para delimitar responsabilidades y tomar decisiones de en-
foque deben ser claros.

En temas más procedimentales ha sido de gran utilidad 
recabar información directamente de los agentes económi-
cos para que obre en un expediente. Si bien el expediente no 
es estrictamente necesario, dado que en estos estudios no hay 
dos partes interesadas esperando la aplicación de la ley, sí ha 
sido de utilidad para darle un mayor sustento a la evidencia 
de las conclusiones. Aun así, ha habido casos en los que la in-
formación pública ha sido suficiente para llegar a conclusio-
nes relevantes, como el de Autotransporte de Pasajeros, en el 
cual no se necesitó abrir expediente mientras se analizaba 
el sector.  

También ha sido relevante la apertura de un expedien-
te formal para poder emitir requerimientos de información, 
pues estos le han permitido a la Cofece contar con datos para 
hacer ejercicios cuantitativos que han mostrado conclusio-
nes relevantes, como el modelo que permitió comprobar que 
el canal electrónico expande las ventas de los supermerca-
dos o el que probó que la presencia de grandes hospitales en 
una entidad federativa incide en primas más altas. Ambos 
modelos fueron presentados en los estudios de comercio al 
menudeo y de seguros de gastos médicos mayores, respec-
tivamente.
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En cuanto a los resultados de los estudios y las diversas 
recomendaciones que se han realizado, se ha logrado posi-
cionar soluciones de interés para la sociedad. Por ejemplo, 
la inclusión de la cláusula bolar en la Ley Federal de Protec-
ción a la Propiedad Industrial 2020 y la promoción de su uso, 
lo cual fue recomendado por el estudio de medicamentos de 
patente vencida en 2017. De igual forma, la Secretaría de In-
fraestructura Comunicaciones y Transportes publicó una lis-
ta de terminales que operan bajo concesión, lo que fue 
recomendado en el estudio de autotransporte federal de pa-
sajeros.

No es necesario que un estudio concluya con recomen-
daciones: un diagnóstico apropiado de un sector de la eco-
nomía es suficiente para elaborar un estudio que sea de 
utilidad; incluso puede haber sectores que después de estu-
diarlos se concluya que son altamente competitivos y que no 
requieren recomendaciones o intervención. Hasta ahora 
ningún estudio ha arribado a estas conclusiones y ninguno 
se ha hecho con la finalidad única de hacer un diagnóstico.

En conclusión, los estudios económicos de la Cofece han 
sido de utilidad porque algunas de sus recomendaciones  
han sido retomadas por las autoridades y, también, porque han 
contribuido a probar distintas hipótesis de corte académico 
que tienen relevancia social. Estos estudios se apegan a la 
evidencia recabada y mantienen un enfoque equilibrado en-
tre la técnica y la difusión. Lo anterior sin dejar de recono-
cer que existen aún retos que dificultan la mayor promoción 
de estos documentos, como la escasez de recursos para su 
elaboración así como una mayor coordinación institucional 
y una mayor penetración de la cultura de la política de com-
petencia en nuestra sociedad.  
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rodrigo alcázar silva

Es comisionado de la Cofece, donde ha trabajado por nue-
ve años, tanto en la Autoridad Investigadora como en la 
Secretaría Técnica y el Pleno. Es economista del itam y 
Maestro en Regulación por la Universidad de Barcelona. 

 



CRECIMIENTO ECONÓMICO, 

DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO, 

INFLACIÓN Y POLÍTICA DE 

COMPETENCIA

JOSÉ EDUARDO MENDOZA CONTRERAS

INTRODUCCIÓN

En 2021, en Estados Unidos se emitió una orden ejecu-
tiva con el propósito de promover la competencia 
económica. Esta medida, tenía el objetivo de revertir 

un proceso de concentración que tuvo entre sus conse-
cuencias el ejercicio de poder de mercado. Por consiguiente, 
se generó una amplia discusión entre especialistas y agen-
cias de competencia, la cual se centró en la idea de que, 
además de promover el crecimiento económico y mejorar 
la distribución del ingreso, la política de competencia po-
dría apoyar al control de la inflación.1

La idea de que la política de competencia es un instru-
mento útil para promover la innovación, la eficiencia y, por 
ende, el crecimiento económico, así como para mejorar la 
distribución del ingreso, al menos en el mediano y largo pla-
zos, es ampliamente aceptada en la literatura (World Bank, 
2017). Sin embargo, ha surgido controversia sobre la posible 

1.	 Especialistas como Lina Khan, presidenta de la Federal Trade Com-
mission (ftc), propusieron que el nivel de concentración es un factor 
determinante en el proceso inflacionario que ha sufrido Estados Uni-
dos, por lo que coincidieron en utilizar la política de competencia 
como instrumento para contener la inflación (Brian Albrecht, 2022; 
Hal Singer, 2022).
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carencia de herramientas de la política de competencia para 
contener la inflación (ocde, 2022). 

Este documento intenta explicar, por un lado, la rela-
ción entre la política de competencia, el crecimiento eco-
nómico y la distribución del ingreso; y por otro, la relación 
entre dicha política y la inflación. 

POLÍTICA DE COMPETENCIA, CRECIMIENTO 
ECONÓMICO Y DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO

Si bien es aceptado que la competencia tiene un efecto positivo 
en el crecimiento del Producto Interno Bruto (pib), en general 
tal efecto no suele ser inmediato, por tal motivo las agencias  
de competencia no orientan sus objetivos hacía el incremen-
to del pib o la mejora específica de la distribución del ingreso.

La razón es que la política de competencia carece de ins-
trumentos de corto plazo para influir directamente en dichas 
variables, aunque en el mediano y largo plazos sí puede inci-
dir. Para entender este efecto es importante analizar los ins-
trumentos disponibles para las agencias de competencia.

Desde su origen, la política de competencia se ha cen-
trado en controlar el ejercicio indebido de poder de merca-
do.2 Para ello dispone de instrumentos para investigar y, en 
su caso, sancionar prácticas anticompetitivas y controlar 
concentraciones.3

Además, la política de competencia moderna cuenta con 
otros instrumentos conocidos como advocacy4 y, en algunas 

2.	 El antitrust en Estados Unidos no penaliza precios o márgenes eleva-
dos que se obtienen al alcanzar una posición dominante en el mer-
cado como producto de la eficiencia de las empresas; lo que penaliza 
es utilizar ese poder para alcanzar o mantener una posición mono-
pólica. Por su parte, la legislación europea podría castigar precios o 
márgenes elevados, pero se requiere demostrar que no existen posi-
bilidades de restaurar la competencia. 

3.	 En Estados Unidos la promulgación de la Sherman Act en 1890 buscó 
solucionar problemas de monopolización (cartelización y acceso a 
insumos esenciales), mientras que la Clayton Act (1914) se encargó del 
control de concentraciones y de prácticas como las ventas atadas.

4.	 Los instrumentos de advocacy consisten en la emisión de opiniones y 
recomendaciones sobre regulaciones e intervenciones estatales que 
pudieran representar barreras a la entrada.
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jurisdicciones como México, Reino Unido e Islandia, la au-
toridad de competencia puede realizar investigaciones pa- 
ra determinar la eliminación de barreras a la competencia 
y las condiciones de acceso a insumos esenciales (Mendo-
za, 2023).5 

La implementación de estas facultades incide en la ali-
neación entre precios y costos, lo que repercute en el bien-
estar de los consumidores, ya sea porque pagan menos por 
los mismos productos o porque acceden a productos que an-
tes no podían consumir.

La disminución de precios y el consecuente aumento de 
cantidades, consecuencia de la política de competencia, im-
plica un incremento de la producción en mercados específicos,  
así como una redistribución del ingreso de los monopolistas 
hacia los consumidores. Sin embargo, esos efectos individua-
les y aislados no son suficientes para incidir positivamente en 
el crecimiento económico y mejorar la distribución del in-
greso. 

La aplicación robusta y consistente de la política de 
competencia es lo que permite un efecto macroeconómico 
de esa naturaleza en el mediano y largo plazos. El siguiente 
cuadro muestra cómo la competencia incide en la eficiencia 
y la innovación, lo que impulsa tanto al crecimiento econó-
mico, como a la generación de empleo, el nivel de los sala-
rios y la reducción de precios. De esa manera, se genera un 
círculo virtuoso a mediano y largo plazos, sobre el creci-
miento económico y la distribución del ingreso.6

 

5.	 Los artículos 94 y 96 de la Ley atienden los problemas de competen-
cia que se generan por barreras a la competencia y la existencia de 
insumos esenciales, así como por la inexistencia de condiciones de 
competencia efectiva. Ambos artículos se asemejan a las atribuciones 
de la Competition and Markets Authority (cma) del Reino Unido y la 
Icelandic Competition Authority (ica) de Islandia.

6.	 Nótese que, con respecto a la caracterización de los instrumentos 
que se ofrecen en este artículo, el pilar 2 corresponde a los instru-
mentos centrales de la política de competencia y el pilar 1 a otros 
instrumentos. 
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Cuadro 1. Mecanismos a través de los cuales la competencia 
reduce la pobreza e induce la prosperidad compartida

Fuente: World Bank Group, Competition Policy Team.  

Citado en wb 2017; p. 10.

INFLACIÓN Y POLÍTICA DE COMPETENCIA   

Para analizar el posible impacto de la política de competen-
cia en la inflación, es necesario contrastar su definición con 
la de poder de mercado. 

La inflación es la tasa (normalmente anualizada) del 
crecimiento promedio de los precios de bienes y servicios. 
Por su parte, el poder de mercado se refiere a la capacidad 
que tiene una empresa o grupo de empresas7 de desviar, uni-

7.	 Incluye situaciones como el surgimiento de cárteles o el poder sustan-
cial conjunto, en el cual un subconjunto de empresas podría actuar ex-
plícita o implícitamente como una unidad con respecto al resto de las 
empresas que ofrecen sus bienes o servicios en un mercado particular.

Productividad de la empresa
Impacto en productos

Entrada/ selección de empresa

Incentivos a la reducción de 
costos

Empleo y Salarios 
Impactos en los trabajadores

Nivel

Distribución

Ingreso
• Impacto en productores
• Impacto en trabajadores

Retornos a capital / tierra

Retornos al trabajo

REDUCCIÓN DE LA POBREZA Y PROSPERIDAD COMPARTIDA

EFECTOS DINÁMICOS EFECTOS DIRECTOS
Crecimiento económico

El impacto en los ingresos 
de las empresas depende 
de las instrucciones del 
mercado laboral

Nivel y distribución del 
bienestar de los hogares

Impacto en el 
comportamiento 

de la empresa Competencia

Herramientas de política de competencia 

Innovación e I+D
Impacto en Productores/ 

Trabajadores
impacto en consumidores

Consumo
Impacto en consumidores

Precios

Calidad/elección/acceso

Pilar 1

Regulación del mercado

Pilar 2

Cumplimiento de la comoetencia y políticas sobre 
ayudas estatales y neutralidad de la competencia.
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lateralmente o en conjunto, los precios de los costos,8 sin que 
competidores actuales o potenciales ejerzan presión para 
que esta desviación disminuya.9

En ese sentido, el poder de mercado es una variable re-
lacionada con el nivel de precios en mercados específicos y 
no con el crecimiento generalizado y sostenido de precios 
como lo es la inflación. Así, a diferencia de la política fiscal 
y la monetaria, que cuentan con instrumentos aplicables de 
manera global o macroeconómica, la política de competen-
cia interviene en mercados específicos donde existen prác-
ticas anticompetitivas con el objetivo de mantener alineados 
los precios con los costos. 

Cuando se habla de inflación y poder de mercado, tam-
bién se requiere considerar la tasa de transmisión o transfe-
rencia de costos (pass-through costs), al consumidor final.10   

La determinación de la tasa de transferencia de un in-
cremento generalizado de costos es un problema empírico 
que depende de diversos factores. En competencia perfec-
ta, cualquier incremento generalizado en los costos se tras-
lada al consumidor en una proporción que depende de las 

8.	 Desde el punto de vista de la teoría económica, el poder de mercado 
se expresa como (p-c)/p, en donde p es el precio cargado por la em-
presa y c su costo marginal. Entre más grande sea la diferencia entre 
el precio de un bien y su costo marginal (p-c), el poder de mercado 
será mayor.

9.	 Cabe mencionar que el poder de mercado, que es relevante para la 
política de competencia, es el que se mantiene o se incrementa de 
manera indebida a través de prácticas anticompetitivas. (Ennis, 
Gonzaga y Pike, 2019).

10.	 Para más información sobre esta tasa ver el reporte para la Office of 
Fair Trading (oft) del Reino Unido por rbb Economics (2014). En ese 
estudio se analiza la tasa de transmisión de la inflación de costos; en el 
caso de inflación por incremento en la demanda, Menezes, Flavio M. 
y Quigging John (2022) demuestran que el incremento en los precios 
depende también de la intensidad de la competencia; de modo que en 
el caso del monopolio el incremento de precios se espera que sea ma-
yor que en el caso de competencia a la Bertrand. No obstante, como se 
plantea más adelante, desde mi punto de vista esta distinción no hace 
diferencia sobre: 1) la naturaleza de la concentración de mercado (ca-
racterísticas intrínsecas del mismo o concentración en el sentido del 
antitrust) y 2) el hecho de que, como primer objetivo, el enfoque de la 
política de competencia se dirige a alinear los precios con los costos y 
promover la eficiencia, no a reducir la inflación.
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elasticidades de la demanda y la oferta.11,12 En el monopolio, 
dicha tasa depende de las características de la curva de de-
manda y la curva de costos,13 mientras que, en oligopolio, 
depende además de la intensidad de la competencia y las re-
laciones verticales de las empresas.  

De este modo, el argumento de que las estructuras mo-
nopólicas siempre provocan o incrementan la inflación a tra-
vés de la tasa de transferencia de costos no se sostiene. En 
consecuencia, no se debe generalizar, sino que se deben 
plantear escenarios caso por caso. 

De lo anterior, se puede concluir que, independiente-
mente de la forma de la curva de demanda,14 la política de 
competencia debe procurar que los mercados sean compe-
tidos para mantener los precios alineados con los costos, y 
buscar que estos últimos sean eficientes. Esto, a su vez, 
maximiza el bienestar de los consumidores y minimiza la 
pérdida de peso muerto.15

Por otro lado, se ha discutido recientemente que la infla-
ción puede servir como camuflaje para la colusión; esconder 
concentraciones contrarias a la competencia, o explotar el 
poder de mercado (Albrech, 2022; ocde, 2022) y que por ello, 

11.	 Esta situación ha sido ampliamente estudiada en el contexto de la 
incidencia de impuestos por unidad producida (o impuestos por uni-
dad consumida).

12.	 En competencia perfecta, es importante distinguir entre la curva de 
demanda de las empresas y la curva de demanda del mercado. La 
curva de demanda que enfrentan las empresas tiene una elasticidad 
infinita, de tal manera que incrementos en costos marginales que 
enfrenten las empresas en lo individual no pueden ser transferidos 
(salvo que, por ejemplo, entren a abastecer el mercado antes que la 
última empresa que usualmente lo abastecía para sacarla de la ofer-
ta final), pero los costos generalizados sí se transfieren por el des-
plazamiento hacia la izquierda de la curva de oferta.

13.	 Sobre este tema se proponen métodos flexibles de estimación de la 
curva de demanda para no imponer sesgos desde el inicio. Ver tam-
bién Weyl, Glen E y Fabinger Michael (2009).

14.	 La forma de la curva de demanda (cóncava o convexa), en última ins-
tancia, depende de las preferencias de los consumidores y no de la 
intensidad de la política de competencia.

15.	 En realidad, en competencia se maximiza el bienestar total; sin em-
bargo, dado que las empresas pueden vigilar de mejor manera sus 
intereses, las agencias de competencia han adoptado como estándar 
el excedente del consumidor.
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durante los procesos inflacionarios, las autoridades de com-
petencia deberían ser más activas al sancionar las prácticas 
anticompetitivas y controlar las concentraciones. Sin embar-
go, lo anterior no es del todo sencillo ya que la inflación po-
dría complicar el seguimiento de acuerdos colusorios al 
provocar un efecto de dispersión de precios.

Al respecto, la ocde (2022) menciona la existencia de 
estudios econométricos que relacionan concentración y al-
tos márgenes con la inflación.16 No obstante, reconoce las di-
ficultades técnicas para aislar los efectos de la competencia 
sobre la inflación de otras variables. Desde mi perspectiva, 
dichos estudios deben tomarse con cautela por, al menos, 
las siguientes razones: 

i)	 No cualquier concentración es materia de antitrust, por 
lo que habría que diferenciar entre las que sí lo son y las 
que no;17

ii)	 Las empresas pueden obtener márgenes elevados por 
ser eficientes; de ser así, estos estarían relacionados 
con la disminución de costos y, probablemente, de 
precios, lo cual contraviene la idea de que altos márge-
nes conllevan incremento de precios; 

iii)	La especificación del modelo de competencia que se 
adopte en los estudios también importa, ya que algunos 
estudios incorporan modelos de Cournot y concluyen 
que la entrada de nuevas empresas bajaría los precios y, 
con ello, los márgenes. Sin embargo, tal conclusión se 
encuentra anidada en el propio modelo.18

Así, parece existir un consenso (ocde 2022) en que los 
efectos de la concentración en la inflación son complejos y 
requieren mayor investigación. Sin embargo, la política de 
competencia podría tener un efecto a largo plazo en la re-
ducción de la inflación mediante mercados más eficientes, 

16.	 Por ejemplo, Andrew y Whiteridge (2018).
17.	 Ver Ennis, Gonzaga y Pike (2019).
18.	 En este tipo de especificación a mayor competencia mayor tasa de 

transmisión; de esta forma, menores márgenes estarían relacionados 
con una mayor transferencia de costos, al contrario de lo que supone 
el planteamiento inicial. Es el caso del estudio de Urzúa (2013), co-
mentado en Cofece (2018).
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siempre que las agencias de competencia actúen en contra 
de las conductas anticompetitivas y caso por caso, a través de 
la aplicación de los instrumentos con los que cuentan. Pero 
en todo caso, el foco principal es contener el poder de mer-
cado. 

¿ES LA POLÍTICA DE COMPETENCIA EL 
INSTRUMENTO ADECUADO PARA CONTROLAR 
LA INFLACIÓN?

En principio, las investigaciones y el control de concentra-
ciones que realizan las autoridades de competencia, además 
de la posibilidad de estar desfasadas con el control anual de 
la inflación, son procedimientos puntuales en mercados es-
pecíficos, por lo que no está claro cómo pueden incidir en 
las variaciones de precios de toda la economía. 

Además, la mayoría de las prácticas comerciales que po-
drían caracterizar abuso de dominancia19 son legales e inclu-
so eficientes, a menos que se demuestre lo contrario. Por ello, 
intensificar el control de las prácticas comerciales en perio-
dos inflacionarios podría mermar las actividades empresa-
riales y, consecuentemente, generar un efecto contrario a la 
disminución de costos. 

No obstante, existe cierto consenso en que la política 
de competencia sí incide, en el mediano y largo plazos, en 
el control de la inflación (ocde, 2022). Ello, toda vez que las 
agencias de competencia pueden recomendar a los gobier-
nos la adopción de medidas procompetitivas, derivadas de 
estudios e investigaciones, disciplinando el comportamien-
to de las empresas.

De esa forma se tendrá la confianza de que ante un pro-
ceso inflacionario la transmisión de costos se llevará a cabo 
en condiciones de competencia, con disciplina en los már-
genes y una minimización de la pérdida de peso muerto en 
la economía. 

19.	  Prácticas monopólicas relativas en la jurisdicción mexicana.
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CONSIDERACIONES FINALES

Difícilmente se podría decir que acciones aisladas en mer-
cados específicos tengan el efecto de promover el creci-
miento económico y mejorar la distribución del ingreso de 
la economía. No obstante, la evidencia muestra que la apli-
cación de una política de competencia robusta puede abo-
nar a la consecución de dichos objetivos (World Bank; 2017). 

Por su parte, el efecto de la política de competencia en 
el control inflacionario es más complejo. Parece que los ins-
trumentos de la política de competencia no son adecuados 
para controlar la inflación en el corto plazo. Sin embargo, en 
el mediano y largo plazo, la alineación de precios con costos 
y la promoción de la eficiencia económica podrían tener un 
efecto sobre los procesos inflacionarios.

Desde mi perspectiva, y en congruencia con la ocde 
(2022), las agencias de competencia, más allá de reaccionar 
a eventos coyunturales, deben enfocarse en construir casos 
sólidos, realizar estudios e investigaciones para promover el 
funcionamiento eficiente de los mercados y cooperar con 
gobiernos y reguladores sectoriales. 

De esa manera, se puede influir en el crecimiento eco-
nómico y la distribución del ingreso, además de asegurarse 
de que los periodos inflacionarios ocurran en condiciones de 
competencia, lo que puede contribuir a que sean menos pro-
longados y perjudiciales para los consumidores.

Esto no significa que ante las crisis las agencias de com-
petencia no puedan hacer algo. Es importante que durante 
estos periodos se dé seguimiento a las políticas públicas de 
control de precios, subsidios y de promoción de colabora-
ción entre competidores, con el fin de distorsionar lo menos 
posible la competencia. 

Además, las agencias de competencia pueden reforzar 
las recomendaciones para mejorar el desempeño de los mer-
cados que previamente no hayan sido consideradas por re-
guladores o gobiernos; o aumentar la realización de estudios 
e investigaciones para emitir nuevas recomendaciones.
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En congruencia con lo anterior, de 2014 a 2022 la Cofe-
ce realizó 16 estudios,20 12 investigaciones,21 y emitió cuatro 
opiniones y dos controversias constitucionales relacionadas 
con las propuestas de modificaciones a la regulación del sec-
tor eléctrico. 

Finalmente, durante la pandemia de COVID-19 la Cofece 
emitió y relanzó recomendaciones con el propósito de ate-
nuar los efectos de la pandemia y contribuir a la pronta re-
cuperación económica.22 Varias de esas recomendaciones no 
han sido tomadas en cuenta, a pesar de su potencial para im-
pulsar el crecimiento económico del país y mejorar la eficien-
cia de los mercados, por lo que es importante insistir en su 
implementación para fomentar la competencia para un Mé-
xico más próspero.  

20.	 Sectores financieros (https://www.cofece.mx/cofece/images/Estudios/
cofece_trabajo_investigacion_prot.pdf#pdf) y agroalimentario (https://
www.cofece.mx/cofece/images/Estudios/cofece_reporte%20final-ok_
sin_resumen_alta_res-7enero.pdf#pdf), Gas lp (https://www.cofe-
ce.mx/wp-content/uploads/2018/06/Libro-Gaslp_web.pdf), medica-
mentos con patente vencida (https://www.cofece.mx/attachments/
article/769/Estudio-de-Medicamentos_vF-baja.pdf#pdf), economía 
digital (https://www.cofece.mx/wp-content/uploads/2018/03/Re-
pensarlaCompetenciaenlaEconomiaDigital_01022018.pdf#pdf), segu-
ros de gastos médicos (https://www.cofece.mx/wp-content/uploads/ 
2022/12/Estudio-Seguro-de-Gastos-Medicos.pdf), transporte ferrovia-
rio (https://www.cofece.mx/wp-content/uploads/2021/08/ferro_doc-
2021.pdf), entre otros.

21.	 6 concluidas y 6 en proceso.
22.	 https://www.cofece.mx/wp-content/uploads/2020/10/reactivacion.pdf
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∙nota aclaratoria∙ 

El presente documento no describe o analiza las reso-
luciones que se han emitido en los conflictos compe-
tenciales entre la Comisión Federal de Competencia 
Económica (Comisión o Cofece) y el Instituto Federal 
de Telecomunicaciones (Instituto o ift), las cuales se 
han dirimido ante el Poder Judicial de la Federación, 
pues esa tarea excedería el espacio que se ha otorgado 
a esta contribución. No obstante, debido a que se con-
sidera que es un tema respecto del cual el lector pu-
diera tener interés para forjar su propio criterio, se 
proporcionan en el Anexo datos para obtener tal in-
formación.

Los conflictos competenciales normalmente surgen en 
litigios; tienen como finalidad establecer qué juzga-
dor debe conocer del asunto y se resuelven por un su-

perior tomando en cuenta los criterios de materia, cuantía, 
grado y territorio; si bien pueden influir en la decisión algu-
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nos criterios adicionales, como la prevención, la atracción y 
la conexidad.1 

En materia de competencia económica, los conflictos 
competenciales pueden darse cuando dentro de la trami-
tación de algún asunto –que puede ser relativo a una noti-
ficación de concentraciones, una investigación de prácticas 
monopólicas, una declaratoria de condiciones de compe-
tencia, de insumos esenciales o barreras a la competencia, o 
a cualquier otra posibilidad prevista en la Ley Federal de 
Competencia Económica (lfce)– en el que surja el plantea-
miento, por parte de la Comisión o del Instituto, de que quien 
está conociendo no es competente. A diferencia de lo que 
sucede tratándose de otros órganos, esos conflictos se diri-
men exclusivamente en razón de la materia que correspon-
de a cada uno y quien resuelve no es un superior o alguna 
otra instancia del mismo poder; los conflictos entre los men-
cionados órganos constitucionales autónomos (oca) los di-
rime un Tribunal Colegiado de Circuito especializado en 
materia de competencia económica, radiodifusión y teleco-
municaciones (tcce).

Para decidir cuál de los oca es competente, es preciso 
tener en cuenta el origen de la reforma constitucional de 
2013;2 es decir, el hecho de que si bien en general se busca-
ba fortalecer las condiciones de mercado imperantes en el 
país, había un interés específico por hacer un cambio radi-
cal respecto de la situación imperante en telefonía, televi-
sión y los servicios de banda ancha, incluido el Internet, en 
un contexto de transición y convergencia digital. Ese cam-
bio se vio reflejado en principios y normativas que sólo se 
aplican en los sectores a cargo del Instituto.

La Comisión tiene por objeto garantizar la libre compe-
tencia y concurrencia en todos los mercados que tengan al-
gún efecto dentro del territorio nacional a través de las 

1.	 oecd. (2021). Concept of potential competition, oecd Competition 
Committee Discussion Paper.; Penfield, T. J. & Pallman, M. (2020). 
Looking Ahead: Nascent Competitor Acquisition Challenges in the 
“TechLash” Era, The Antitrust Source.

2.	 Zenger, Hans & Walker, Mike. (2021). Theories of Harm in European 
Competition Law: A Progress Report, Ten Years of Effects-Based Approach 
in EU Competition Law, Jacques Bourgeois and Denis Waelbroeck (eds).
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diversas facultades y procedimientos que le establecen la 
Constitución y las leyes. Por su parte, sin entrar a las cues-
tiones regulatorias que tiene asignadas, el ift tiene el mis-
mo objeto pero exclusivamente en lo que corresponde a los 
sectores de radiodifusión y telecomunicaciones. Así se des-
carta que exista algún conflicto de competencia entre ellos 
en razón de cuantía, grado o territorio. Sin embargo, es fac-
tible que puedan existir dudas respecto a cuál deba conocer 
de un asunto relacionado con temas de competencia econó-
mica debido a la materia, ya que ambos órganos tienen la fa-
cultad para aplicar las normas respectivas; sin embargo, 
mientras que la Cofece puede hacerlo prácticamente en to-
dos los mercados, la competencia del IFT se circunscribe a los 
sectores de telecomunicación y radiodifusión.

Para tal efecto, la lfce prevé en su artículo 5° un meca-
nismo expedito de resolución a cargo de un tcce, el cual lle-
va emparejada la suspensión de los plazos en el asunto en el 
que se plantea el desacuerdo y es promovido por parte de 
cualquiera de los órganos constitucionales autónomos, sea 
por una acción declinatoria o inhibitoria. Si bien los plazos 
previstos son muy breves, incluido el de diez días hábiles para 
su resolución, lo cierto es que debido a la complejidad de los 
casos o a la carga de trabajo de los juzgadores tal plazo no se 
ha cumplido en los conflictos que se han tramitado, lo que 
repercute en la paralización de los procedimientos de origen, 
ya que no sólo se posterga –a veces por meses– la consecu-
ción de fines socialmente válidos, sino que se puede tener 
impacto en los particulares interesados en los procedimien-
tos correspondientes; sobre todo cuando se trata de concen-
traciones, ya que los notificantes no están autorizados para 
cerrar las operaciones sin antes tener la resolución favorable 
o sujeta a condiciones del oca competente.

Ante tal distribución de facultades planteada en el artí-
culo 28 de la Constitución, el análisis que debe guiar los ra-
zonamientos de las partes públicas en conflicto y del órgano 
resolutor tiene que establecer claramente cuáles constituyen 
sectores de telecomunicaciones y radiodifusión y cuáles no 
para, con base en ello, decidir a quién compete conocer un 
asunto o si debe conocerse por ambos y con qué extensión.  
Lo anterior, porque las facultades atribuidas a cada órgano no 
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pueden ampliarse por voluntad del oca o por alguna interpre-
tación cuando existen conceptos internacionalmente acepta-
dos y un marco jurídico claro del que se deriva qué comprende 
el sector de telecomunicaciones y radiodifusión y qué no.

Ahora bien, no pasa inadvertido que, por un lado, el 
conflicto competencial tiene como objeto lograr el pro-
nunciamiento sobre quién debe conocer un asunto entre 
dos oca en razón de que cada uno asume que es el compe-
tente, mientras que su par realiza actos que afectan su es-
fera competencial; y que, por otro lado, tanto la Comisión 
como el ift, de conformidad con lo previsto en el artículo 
105, fracción i, inciso l), y como órganos constitucionales 
autónomos, pueden promover ante la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación controversias constitucionales en las que 
se reclame la constitucionalidad de los actos del otro oca, 
de forma tal que al estar la competencia de la Comisión y del 
Instituto establecida primariamente en el artículo 28 de la 
Carta Magna, podría pensarse que se cuenta con esa otra vía 
para combatir los actos en los que se alegue lo anterior.

Sin embargo, se estima que esa interpretación no es vá-
lida en la medida en que existe un procedimiento específico 
que debiera agotarse previamente; por ende, su promoción 
sería improcedente conforme al artículo 19, fracción vi de la 
Ley Reglamentaria de las fracciones i y ii del artículo 105 
mencionado. No obstante, es posible preguntarse si la pro-
cedencia podría darse ante desconocimiento, durante la tra-
mitación, del procedimiento resuelto por el oca considerado 
incompetente o incluso si este último actuó en contraven-
ción de una resolución del tcc. Un inconveniente sería que 
no se podrían afectar los derechos de los particulares si la re-
solución les es favorable, y que en caso de afectarlos, de ma-
nera paralela a la controversia constitucional, ellos podrían 
promover juicio de amparo sin que necesariamente sea fac-
tible resolverlo de manera consistente.

De forma adicional, si bien los conflictos competencia-
les no se promueven en abstracto, sino que la delimitación 
de facultades se analiza para casos concretos de los que ya 
tiene conocimiento una de las autoridades que reclama com-
petencia, y que la resolución de cualquiera de los dos tcce 
existentes se realiza en única instancia, es posible que algu-
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nas de las resoluciones que emitan sean contradictorias, al 
poder adoptarse entre ellos posiciones o criterios discrepan-
tes –al resolver distintos conflictos competenciales entre la 
Comisión y el Instituto– sobre cuestiones jurídicas esencial-
mente iguales sin que exista una vía que expresamente pre-
vea la posibilidad de establecer qué criterio es el que debe 
prevalecer para el futuro. Así, no existe, al menos de manera 
clara, una figura análoga a la contradicción de tesis que pue-
da analizar, sobre conflictos competenciales ya resueltos, la 
diferencia de criterios presentada en las consideraciones, los 
razonamientos o las interpretaciones jurídicas de tales reso-
luciones a pesar de que pudieran haber estudiado elemen-
tos coincidentes para decidir cuál de ellos debería prevalecer.

Ese vacío resulta relevante, ya que impide que una ins-
tancia distinta pueda proporcionar mayor claridad no sólo a 
los oca con respecto a la interpretación obligatoria y gene-
ral que deben tener –en cuanto a su alcance– los sectores de 
telecomunicaciones y radiodifusión, sino principalmente a 
los particulares, quienes de esa forma podrían tener mayor 
certeza con respecto a la instancia que debe conocer de las 
concentraciones en las que pretendan participar y de aque-
lla que podría detonar alguna investigación por la posible 
comisión de prácticas monopólicas, concentración prohibi-
da, declaratoria de competencia, existencia de barreras, in-
sumos esenciales, etcétera. 

Por otro lado, tampoco se encuentra plenamente defi-
nido qué es lo que jurídicamente debe pasar con lo actuado 
ante la autoridad declarada incompetente como resultado de 
un conflicto competencial; y se estima que la resolución  
debería ser exhaustiva al respecto, a fin de que la autoridad 
que se haya declarado competente conozca con amplias fa-
cultades sin que lo actuado por la previa limite el ejercicio 
de sus atribuciones, aunque sí haya implicado la interrup-
ción de cualquier tipo de caducidad.

Finalmente, dadas las resoluciones que se refieren en el 
Anexo y las breves reflexiones sobre la figura del conflicto 
competencial en materia de competencia económica, val-
dría la pena también evaluar si el esquema actual en el que 
existen dos autoridades que tienen dentro de su objeto pro-
teger el proceso de competencia y libre concurrencia es el 
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idóneo y la manera en la que legalmente podrían atenderse 
de manera conjunta, las preocupaciones y análisis de las 
operaciones, situaciones, normas o conductas en mercados 
que competan a cada una de ellas pero que se encuentren re-
lacionados y puedan tener efectos en ambos.

brenda gisela hernández ramírez
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ANEXO

Relación de conflictos competenciales entre la  
Comisión Federal de Competencia Económica  
y el Instituto Federal de Telecomunicaciones

No. DE 
EXPEDIENTE

INSTANCIA 
RESOLUTIVA

SENTIDO DE LA RESOLUCIÓN

c.c.a. 2/2015
Segundo 
Tribunal 
Especializado

Se declara competente al ift.3  

c.c.a. 1/2017
Segundo 
Tribunal 
Especializado

Se declaran competentes ambas autoridades 
para conocer de la concentración en sus 
respectivas competencias.4 

c.c.a. 4/2019
Primer 
Tribunal 
Especializado

Se determina competente a la Cofece para 
conocer de la concentración.5 

3.	 Ezrielev, Jay. (2022). Uncertainty and Two Theories of Harm in Nas-
cent Competitor Acquisitions, c pi Antitrust Chronicle, February 
2022.

4.	 h t t p ://s i s e .c j f . go b. m x /S V P/wo r d 1 . a s px ?a r c h=1 3 0 5/1 3 0 
50000204166870004004.pdf_0&sec=Jorge_Alberto_Ram%C3% 
ADrez__Hern%C3%A1ndez&svp=1 Resuelto en sesión de 2 de marzo 
de 2017.

5.	 http://sise.cjf.gob.mx/svp/word1.aspx?arch=1304/130400 
00260354650018016.doc_1&sec=Victor_Hugo_Figueroa_
Carro&svp=1 Resuelto en sesión de 21 de mayo de 2020.
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No. DE 
EXPEDIENTE

INSTANCIA 
RESOLUTIVA

SENTIDO DE LA RESOLUCIÓN

c.c.a. 1/2021
Primer 
Tribunal 
Especializado

Se declara legalmente competente a la 
Autoridad Investigadora de la Cofece para 
conocer de la investigación en los mercados 
de servicios de búsqueda en línea, redes 
sociales, servicios de cómputo en la nube 
y servicios relacionados  con el fin de 
determinar la posible existencia de barreras 
a la competencia y libre concurrencia o de 
insumos esenciales que puedan generar 
efectos anticompetitivos.

Se declara legalmente competente a la 
Autoridad Investigadora del Instituto Federal 
de Telecomunicaciones para conocer de la 
investigación en el mercado de sistemas 
operativos móviles para determinar la posible 
existencia de barreras a la competencia y libre 
concurrencia o de insumos esenciales que 
puedan generar efectos anticompetitivos.6 

c.c.a. 3/2022 
y 4/2022 
acumulados

Segundo 
Tribunal 
Especializado

Se declara legalmente competente al 
Instituto Federal de Telecomunicaciones 
para tramitar y resolver la concentración 
materia de este conflicto por lo que hace 
a la producción, adquisición, provisión, 
licenciamiento y distribución de contenidos 
audiovisuales para plataformas ott de 
contenido audiovisual, así como a la venta de 
tiempos y espacios de publicidad en dichas 
plataformas.7 

c.c.a. 
42/2022

Segundo 
Tribunal 
Especializado

Se declara legalmente competente a la Cofece 
para tramitar y resolver la concentración 
materia de este conflicto.8 

6.	 http://sise.cjf.gob.mx/svp/word1.aspx?arch=1304/13040000 
275959130024025.doc_1&sec=Francisco_Alejandro_Cedillo 
_Corona&svp=1 Resuelto en sesión de 17 de junio de 2021.

7.	 http://sise.cjf.gob.mx/SVP/word1.aspx?arch=1305/1305000029 
4348360002002002.pdf_1&sec=Jaime_Sevilla_Ag%C3%BCero& 
svp=1 Resuelto en sesión de 24 de marzo de 2022.

8.	 http://sise.cjf.gob.mx/SVP/word1.aspx?arch=1305/1 3 0 5 0 
000306066550004004002.pdf_1&sec=Jaime_Sevilla_Ag%C3% 
BCero&svp=1 Resuelto en sesión de 8 de diciembre de 2022.
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GIOVANNI TAPIA LEZAMA

INTRODUCCIÓN 

E l desarrollo actual de la economía digital ha abierto el 
debate sobre cómo analizar las adquisiciones de com-
petidores nacientes.1 Un competidor naciente es un 

agente económico que aún no es un competidor significati-
vo para los establecidos, pero que puede convertirse en uno 
con el paso del tiempo. En este debate, los enfoques analí-
ticos varían según las características de los casos y el marco 
normativo aplicable, entre otros factores. 

El análisis de cualquier adquisición requiere de una teo-
ría del daño coherente, la cual implica responder las siguien-
tes cuestiones: cuál era la alternativa a la adquisición, qué 
efecto hubiera tenido la alternativa en el mercado (i.e., qué ha-
bría sucedido si la adquisición no se hubiera realizado) y 
cómo se generarían los efectos anticompetitivos en caso de 

1.	 oecd. (2021). Concept of potential competition, oecd Competition 
Committee Discussion Paper.; Penfield, T. J. & Pallman, M. (2020). 
Looking Ahead: Nascent Competitor Acquisition Challenges in the 
“TechLash”, The Antitrust Source.
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realizarse la adquisición dada la naturaleza de la competen-
cia y el mecanismo por el cual se afecta al mercado.2

En adquisiciones de competidores nacientes hay dos 
principales teorías del daño. La primera, denominada “pér-
dida de competencia futura”, se utiliza cuando existe una 
alta probabilidad de competencia directa y futura entre el 
comprador y el objeto; esa competencia es relativamente in-
minente del mismo modo en que la evolución del mercado 
es relativamente predecible. Por el contrario, la segunda, de-
nominada “pérdida de innovación”, se utiliza cuando la 
competencia esperada entre el comprador y el objeto es dis-
tante en el tiempo, la evolución del mercado es impredeci-
ble y la innovación es una parte importante del proceso 
competitivo.3

Este ensayo revisa y analiza la experiencia de la Comi-
sión Federal de Competencia Económica (Cofece) en algunas 
resoluciones que involucran la adquisición de un competi-
dor naciente; en específico, las resoluciones radicadas en los 
expedientes li-019(01)-2016 (Resolución-i) y li-003(07)-
2014 (Resolución-ii). Aun cuando estos casos no se relacio-
nan con mercados de economía digital, sirven como 
precedentes para discutir las lecciones aprendidas por la Co-
fece al seleccionar la teoría del daño en adquisiciones de 
competidores nacientes. 

ANÁLISIS DE LA RESOLUCIÓN-I

Descripción del caso4

En 2016, la Administración Portuaria Integral de Veracruz, 
s.a. de c.v. (api) realizó una licitación para adjudicar un 
contrato para construir, usar, aprovechar y explotar una 
terminal de uso público que manejaría maniobras semies-

2.	 Zenger, H. & Walker, M. (2021). Theories of Harm in European Com-
petition Law: A Progress Report, en Jacques Bourgeois and Denis 
Waelbroeck (eds), Ten Years of Effects-Based Approach in eu Compe-
tition Law.

3.	 Ezrielev, J. (2022). Uncertainty and Two Theories of Harm in Nascent 
Competitor Acquisitions, cpi Antitrust Chronicle, February 2022.

4.	 Cofece. (2017). Versión pública de la resolución del expediente li-
019(01)-2016 emitida el 18 de mayo de 2017.
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pecializadas de granel mineral y prestaría servicios de ma-
niobras portuarias (Concurso). 

En las bases del Concurso la api determinó que los inte-
resados debían solicitar y, en su caso, obtener la opinión fa-
vorable de la Cofece para participar. Por su parte, la Ley 
Federal de Competencia Económica (Ley) establece que la 
Cofece debe analizar la participación en licitaciones como 
una concentración; es decir, como la adquisición de un com-
petidor naciente. 

En este contexto, la Cofece recibió la solicitud de varios 
interesados, incluida la de Servicios Especiales Portuarios, 
s.a. de c.v. (sepsa). Como resultado de su análisis, la Cofece 
emitió una opinión no favorable a SEPSA, por lo que no pudo 
participar en el Concurso, y emitió opinión favorable a los 
demás solicitantes. 

En la Resolución-i, la Cofece definió tres mercados rele-
vantes, entre los que destaca el de servicios portuarios para la 
carga de minerales a granel en el puerto de Veracruz (Puerto). 
Después halló que, antes del Concurso, sepsa tenía una par-
ticipación mayor al 50 % del total de la superficie del Puerto 
destinada a carga mineral, sin considerar el área del Concur-
so; y no preveía que a corto y mediano plazo la API proporcio-
naría una área adicional a la del Concurso. 

Así, la Cofece indicó que, en caso de ganar el Concurso, 
sepsa obtendría poder sustancial en el mercado relevante, 
debido sobre todo a que su participación de mercado sería 
aún mayor y no habría entrada de nuevos competidores por 
la falta de superficie en el Puerto. Además sepsa, con dicho 
poder sustancial, podría realizar prácticas monopólicas; es-
pecíficamente, negativa de trato y trato discriminatorio in-
justificado. 

SELECCIÓN DE LA TEORÍA DEL DAÑO

La Cofece analizó esta solicitud de opinión bajo la teoría de 
pérdida de competencia futura porque sepsa adquiriría un 
competidor naciente; la probabilidad de competencia futu-
ra era alta porque el ganador del Concurso realizaría en el 
Puerto las mismas actividades comerciales que sepsa; esa 
competencia era inminente debido a los plazos que se esta-
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blecían en las bases y demás documentos del Concurso y a 
que la evolución del mercado era relativamente predecible, 
lo cual se reflejó en las proyecciones de movimiento de car-
ga que publicó la API en su programa maestro de desarrollo 
portuario. 

En este caso, el análisis de los efectos se centró en la acu-
mulación de superficie del Puerto, que era una variable cierta 
y conocida. En caso de ganar, sepsa concentraría más de tres 
cuartos de la superficie y, por ello, era predecible que no ten-
dría incentivos para innovar y ofrecer menores precios o ma-
yor calidad, dado que sus competidores tendrían limitantes 
para crecer. Esto provocó que fuera innecesario analizar en 
detalle los incentivos a la innovación. 

ANÁLISIS DE LA RESOLUCIÓN-II

Descripción del caso5

En 2014, la Comisión Reguladora de Energía realizó una lici-
tación para otorgar, por primera vez, el permiso de distribu-
ción de gas natural (gn) con opción para su comercialización 
en la región noroeste del país.6 Para el presente ensayo, las 
especificaciones relevantes del permiso son: que el gana-
dor debía tener una cobertura mínima de 20 mil usuarios 
finales en la región, lo que equivalía al 6.9 % del total de vi-
viendas particulares habitadas ubicadas en zonas urbanas que 
consumían gas licuado de petróleo (glp) dentro de la región 
durante 2010;7 y que el ganador tendría libertad de elegir  
dónde desplegar la red de distribución y 12 años de exclusi-
vidad para la distribución de gn en la zona.

El Reglamento de Gas Natural entonces vigente reque-
ría que los interesados obtuvieran una opinión favorable  
de la Cofece para poder participar en la licitación. Por su par-

5.	 Cofece (2014). Versión pública de la resolución del expediente li-
003(007)-2014 emitida el 04 de septiembre de 2014.

6.	 La región noroeste comprende los municipios de Cajeme y Navojoa 
en Sonora; y Ahome, Choix, El Fuerte, Guasave y Salvador Alvarado 
en Sinaloa.

7.	 Estimación propia con información del Censo de Población y Vivien-
da 2010.
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te, según la Ley la Cofece debía analizar la participación en 
licitaciones como una concentración. 

En este contexto, la Cofece recibió la solicitud de varios 
interesados, entre ellos Sersi, s.a. de c.v. (sersi), que forma-
ba parte de Grupo Alerta, una organización que distribuía y 
comercializaba glp en la región noroeste. La Cofece emitió 
opinión no favorable a sersi y favorable a los demás solici-
tantes. 

En la Resolución-ii, la Cofece definió el mercado rele-
vante como la distribución y comercialización de gn a esca-
la regional, lo cual era consistente con la cobertura del 
permiso objeto de la licitación. Posteriormente, encontró 
que cualquiera que ganara la licitación obtendría poder sus-
tancial en el mercado en cuestión, porque el ganador sería 
el único con infraestructura para distribuir y comercializar 
gn en la región en un horizonte de largo plazo; había barre-
ras a la entrada de tipo estructural (economías de escala,  
altos montos de inversiones, costos hundidos, largos plazos 
de recuperación de inversiones) y legal (obtención de un 
permiso para distribuir y comercializar gn y otras autoriza-
ciones); y, aunque existía una regulación sectorial que li-
mitaba la capacidad del ganador de la licitación para fijar 
precios y restringir el abasto, no regulaba la cobertura de la 
red de distribución.

Además, definió mercados relacionados, como la distri-
bución y comercialización de glp, en cada uno de los muni-
cipios que conforman la región noreste, lo cual se sustentó en 
que los usuarios finales que adquirían glp podrían adquirir 
gn sólo si estaban conectados a la red de distribución de gn 
y en que la conexión dependía de la manera en que el gana-
dor del concurso desplegaría dicha red. Por otra parte, en los 
mercados relacionados Grupo Alerta tenía una participación 
mayor a 50 % en la mayoría de los municipios de la región.

En este contexto, la Cofece planteó que, en caso de que 
sersi ganara la licitación, Grupo Alerta tendría la capacidad 
y los incentivos para desplegar la red de distribución de gn 
de manera anticompetitiva, en comparación con el modo en 
que lo haría otro interesado (Tercero). El Tercero desplega-
ría la red de distribución para cubrir la mayor área geográfi-
ca que le fuera rentable. En contraste, Grupo Alerta no 



187CAPÍTULO IV | GIOVANNI TAPIA LEZAMA

cubriría los municipios donde tenía elevadas participacio-
nes en los mercados relacionados, es decir retrasaría la in-
novación para evitar que los consumidores sustituyeran el 
glp con gn, y sí cubriría los municipios donde tenía bajas 
participaciones, en los que  aceleraría la innovación para ga-
nar consumidores.

Este despliegue estratégico dañaría a los consumidores 
porque Grupo Alerta iba a eliminar la competencia genera-
da por el Tercero, la cual habría llevado a Grupo Alerta a dis-
minuir precios y aumentar la calidad de la distribución y 
comercialización de glp; y porque reduciría el nivel de com-
petencia en los mercados relacionados dada la amenaza de 
desplegar la red de distribución de gn ante una mayor com-
petencia por parte de sus competidores de glp. 

SELECCIÓN DE LA TEORÍA DEL DAÑO 

La Cofece analizó esta opinión bajo la teoría de pérdida de 
innovación porque Grupo Alerta, distribuidor y comerciali-
zador de glp, iba a adquirir a un competidor naciente en la 
distribución y comercialización de gn (Rival), y podría de-
terminar cuándo y en dónde existiría la competencia futura. 

La teoría de pérdida de competencia futura no era la me-
jor opción porque la probabilidad de competencia futura y 
su prontitud dependían del comportamiento del Rival, lo 
que a su vez dependía de su identidad: Grupo Alerta o Ter-
cero. Además, la medición de los efectos de esta adquisición 
no era factible dada la incertidumbre sobre la competencia 
futura. 

En el caso hipotético de que hubiera elegido la teoría de 
pérdida de competencia futura, la Cofece se habría visto 
obligada a predecir la cantidad, ubicación e identidad de los 
consumidores, es decir consumidores de glp de Grupo Aler-
ta u otro, que el Rival atendería para analizar el efecto de la 
adquisición. 

En contraste, el análisis bajo la teoría de pérdida de in-
novación no necesitaba predicciones sobre la cantidad, ubi-
cación e identidad de los consumidores, sino más bien 
examinar cómo la adquisición del Rival por parte de Grupo 
Alerta afectaría el despliegue de la red de distribución de gn 
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en comparación con el despliegue que haría el Tercero, y 
cómo esa diferencia tendría un impacto negativo en los con-
sumidores finales. En este caso la innovación se entendió 
como el despliegue de la red de distribución de gn. 

COMENTARIOS FINALES

La Cofece ha analizado y resuelto adquisiciones de competi-
dores nacientes; en cada caso, estudia las características 
particulares de cada adquisición para elegir la teoría del daño 
más adecuada. En los casos presentados en este ensayo, la 
Cofece ha elegido la teoría de pérdida de competencia futu-
ra cuando existe la certeza de que dicha pérdida existirá en 
un futuro cercano, y la de pérdida de innovación cuando hay 
incertidumbre sobre su existencia en un futuro cercano. 

El estudio de estos casos emblemáticos permite identi-
ficar algunas lecciones aprendidas, las cuales pueden con-
tribuir al debate sobre cómo analizar adquisiciones de 
competidores nacientes y servir para enfrentar los retos y 
desafíos de la política de competencia en México, tanto en 
mercados tradicionales como de economía digital.

giovanni tapia lezama

Economista con experiencia laboral de más de diez años 
en materia de competencia económica en el sector públi-
co y privado. Autor único de artículos sobre competencia 
económica publicados en revistas académicas arbitradas. 
Fue nombrado Comisionado de la Comisión Federal de 
Competencia Económica en febrero de 2023.

 



EXPEDIENTE DE-022-2017  

Y ACUMULADO.

COLUSIÓN EN MERCADO  

DE GAS LP

ANA MARÍA RESÉNDIZ MORA

En las últimas dos décadas, México ha experimentado 
una transición acelerada hacia la digitalización en va-
rios sectores económicos. Debido a su importancia,  

la Comisión ha iniciado y resuelto diversos casos de compe-
tencia relacionados con la economía digital.1 No obstante, en 
la economía mexicana todavía se observa una fuerte presencia 
y relevancia de los llamados mercados tradicionales (también 
llamados brick and mortar), simplemente porque hay bienes  
o servicios que no cuentan, o no al menos de momento, con 
un sustituto viable en los mercados digitales, por tanto,  
estos mercados siguen teniendo un impacto transversal en 
distintos eslabones de la cadena de valor y son insumos re-
levantes para la formación de bienes intermedios y finales. 

Si bien cada vez se presentarán un número mayor de  
casos anticompetitivos en sectores relacionados con la eco-
nomía digital, en México, los casos más emblemáticos, o al 
menos en cuanto a su impacto económico, siguen siendo 
aquellos relacionados con la economía “tradicional”.    

1.	 https://www.cofece.mx/wp-content/uploads/2022/09/io_005_2022_
AvisoDeInicio.pdf 

	 https://www.cofece.mx/wp-content/uploads/2023/07/dof-
03julio2023-01.pdf 

	 https://www.cofece.mx/wp-content/uploads/2022/06/acuerdo-
cfce-137-2022-firmado-1.pdf
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Es importante resaltar que el objetivo de la Cofece es 
promover, proteger y garantizar la competencia y la libre 
concurrencia en México, en beneficio de los consumidores, 
mediante la eficiencia en todos los mercados.2 Sin embargo, 
dado los escasos recursos con los que cuenta la Comisión, 
prioriza ciertos sectores económicos3 entre los que se en-
cuentra el energético por su transversalidad, ya que juega un 
papel decisivo en el desarrollo económico del país, al repre-
sentar un insumo de la mayor relevancia para distintos pro-
cesos productivos.       

La oferta energética en México se compone principal-
mente por los hidrocarburos, entre los que se encuentra el 
gas licuado de petróleo o gas lp. Por otro lado, el gas LP es un 
insumo con impacto directo en diversos sectores económi-
cos, entre los que destaca el sector residencial, de servicios, 
industrial y autotransporte como se observa en la siguiente 
gráfica.

Gráfica 1: Demanda de gas lp (2018)
 

Fuente: https://base.energia.gob.mx/Prospectivas18-32/
pglp_18_32_f.pdf

De acuerdo con la Encuesta Nacional sobre Consumo de 
Energéticos en Viviendas Particulares (encevi), en el sector 
residencial, el 79 % de los hogares mexicanos utiliza gas lp, 
en contraposición con el 7.3 % de los hogares que emplean 

2.	 Con excepción de los sectores de radiodifusión y telecomunicacio-
nes, para los cuales el Instituto Federal de Telecomunicaciones es la 
autoridad en materia de competencia económica.

3.	 La Comisión consideró en su plan estratégico 2022-2025 al sector 
energético como prioritario.
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gas natural y con el 11.3 % que emplea leña y/o carbón. El gas 
lp es considerado, por lo tanto, un bien de consumo básico 
que incide en el bienestar de los consumidores por su impac-
to directo en el poder adquisitivo de las familias mexicanas. 

En enero 2017 México liberalizó sus precios de venta al 
público. Así, en teoría, los precios de venta final se determi-
narían por las condiciones de la oferta y la demanda.4 Es im-
portante mencionar que la estructura del mercado de gas lp 
tiene un alto grado de complejidad, pues es una cadena de 
valor conformada por diversos eslabones y actividades regu-
ladas que inicia en las plantas de producción o puntos de in-
ternación del producto en México, sigue con las actividades 
de comercialización, transporte y almacenamiento y, final-
mente, concluye con las actividades de distribución y expen-
dio al público.5

Como cualquier otro mercado, el sector energético es 
susceptible de posibles comportamientos anticompetitivos, 
tales como la conformación de cárteles. En la medida en que 
los mercados exhiban: i) un reducido número de competi-
dores; ii) la existencia de barreras a la entrada debido a altos 
costos fijos o a excesivas trabas regulatorias; iii) baja o nula 
sustituibilidad de productos; iv) servicios o bienes idénticos; 
v) mercados con demanda constante y predecible; y vi) poco 
cambio tecnológico, entre otros factores, es más factible que 
dichos mercados tiendan a facilitar acuerdos colusorios.6

DESCRIPCIÓN Y ANÁLISIS DE LA INVESTIGACIÓN

Entrando en materia, este expediente se encuentra en un 
listado muy selecto de casos que han representado gran reto 
para la Comisión. En junio de 2017, la Comisión inició una 
investigación que tuvo como origen un par de denuncias de 
la Comisión Reguladora de Energía, por la posible manipu-
lación de precios en el mercado de distribución y comercia-
lización de gas lp por parte de diversos agentes económicos 

4.	 https://www.cofece.mx/wp-content/uploads/2018/06/Libro-
Gaslp_web.pdf

5.	 Idem.
6.	 https://www.oecd.org/daf/competition/competition-in-energy-

markets-2022.pdf
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en varios estados de la república mexicana. Seguido su cur-
so, en octubre de 2022, el pleno de la Comisión resolvió di-
cho expediente, teniendo por acreditadas diversas prácticas 
monopólicas a través de cinco conductas diferenciadas.7

Cabe destacar que los precios que se determinan en cada 
eslabón de la cadena de valor tienen impacto en el precio  
de venta final al público. Es por lo anterior que las colusiones 
tienen un efecto significativo en la dinámica de competen-
cia de los mercados y, por ende, tanto la manipulación de los 
precios como la segmentación de los mercados de distribu-
ción, tuvieron una consecuencia negativa en el bienestar del 
consumidor. 

Como parte de la investigación se detectaron las cinco 
conductas siendo estas: i) Conducta del Centro, ii) Conduc-
ta Coordinadora de Colima; iii) Conducta Coordinadora de 
Culiacán; iv) Conducta Coordinadora de Tamaulipas; y v) 
Conducta de Culiacán. Cada conducta requirió de un análi-
sis muy complejo debido a la forma en que se materializa-
ron.

Respecto a las llamadas “conductas”, quienes partici-
paron en ellas eliminaron los descuentos para fijar, elevar, 
concertar o manipular el precio de venta al público de gas lp 
al establecer o eliminar descuentos de forma coordinada; 
también para dividir, distribuir, asignar o imponer porcio-
nes o segmentos del mercado de distribución de gas lp en la 
Ciudad de México, y en diversos municipios tanto del Esta-
do de México como de Sinaloa.

En cuanto a las llamadas “conductas coordinadoras”, 
estas establecieron acuerdos colusorios, los cuales habrían 
sido realizados por diferentes agentes económicos, mismos 
que acordaron manipular el precio de venta al público de gas 
lp al establecer o eliminar descuentos de forma coordinada 
y segmentar el mercado de distribución de gas lp por medio 
de la designación de clientes en ciertos estados. Para man-
tener sus participaciones, implementaron mecanismos me-
diante los cuales se juntaban los ingresos de las ventas 

7.	 https://www.cofece.mx/cfcresoluciones/docs/Asuntos%20Juri-
dicos/V355/2/5853162.pdf
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realizadas de manera independiente para luego repartirlos 
entre los integrantes de cada coordinadora. Como resulta-
do los agentes económicos mantuvieron a sus clientes y, en 
consecuencia, las participaciones de mercado en distintas 
localidades no experimentaron cambios en el tiempo, evi-
denciando que estos acuerdos colusorios fueron respetados.

La determinación del monto de la sanción y la inhabili-
tación correspondiente a personas físicas también es una cues-
tión para destacar. Por lo que respecta al primer punto, la lfce 
establece que para la imposición de las multas se deben de 
considerar, entre otros factores, el daño causado, el tamaño 
del mercado afectado, la participación de los agentes, así como 
la duración de la conducta. Estos factores fueron estimados 
con base en la evidencia que obra en el expediente consisten-
te en el volumen de ventas de gas lp en donde ocurrieron las 
conductas, así como el periodo que comprendió cada una.  
Una vez tomados en cuenta los puntos anteriores, la estima-
ción del daño es primordial en las conductas analizadas. 

Como señalé, el mercado de gas LP es indispensable para 
gran parte de los hogares mexicanos, pues no tiene sustitu-
tos cercanos, lo cual genera que la demanda no sea sensible 
al precio, es decir, es una demanda inelástica. El periodo  
de materialización de las conductas va de 2007 a 2019. Este 
periodo comprende tanto la liberalización de precios como 
precios regulados. Lo anterior tuvo un impacto en la estima-
ción del daño.

Esta colusión se tradujo durante el periodo de precios re-
gulados en menores descuentos respecto del precio máximo 
regulado por la Secretaría de Economía. Así, previo a 2017, el 
sobreprecio fue estimado como la diferencia de descuentos 
en presencia de colusión y los descuentos en ausencia de esta. 
Con la liberación de los precios de gas lp los sobreprecios se 
tradujeron en precios mayores a los de competencia, sin em-
bargo, toda vez que no se contó con información suficiente 
para la estimación del sobreprecio para el periodo anterior a 
2010 y posterior a 2016, el sobreprecio se estimó como el pro-
medio simple de los descuentos en presencia de colusión y 
los descuentos en ausencia de esta.

Finalmente, el daño se calculó como la multiplicación 
del volumen distribuido por las plantas y las estaciones de 



194
LA POLÍTICA DE COMPETENCIA ECONÓMICA EN MÉXICO: 
RETROSPECTIVA, BALANCES Y RETOS

servicio de las empresas emplazadas por el sobreprecio esti-
mado. Así, el daño estimado ascendió a 13 mil 392 millones 
548 mil 798 pesos. Además, otro elemento que debe con-
siderarse para determinar la gravedad son los indicios de 
intencionalidad, los cuales se tuvieron por acreditados,  
determinando a cada conducta como grave.

Con base en lo anterior, al individualizar la multa, la Co-
misión determinó una sanción para cada uno de los agentes 
participantes en las prácticas anticompetitivas, e impuso un 
total de 2 mil 400 millones de pesos. Esta sanción es la más 
elevada que ha impuesto la Comisión y tuvo gran trascen-
dencia por tratarse de un mercado de alto impacto para la 
economía del país.

Respecto al segundo punto consistente en la inhabili-
tación de personas físicas, en la lfce se prevé la atribución 
de la Comisión para inhabilitar hasta por cinco años, a per-
sonas físicas que participen directa o indirectamente en  
prácticas monopólicas para ejercer como consejero, adminis-
trador, director, gerente, directivo, ejecutivo, agente, repre-
sentante o apoderado. Para la aplicación de la inhabilitación 
la Comisión debe acreditar la existencia de dolo por parte  
de la persona física que haya participado en representación o 
por cuenta y orden de personas morales. En este expediente, 
la Cofece aplicó por segunda ocasión en su historia, la inha-
bilitación de personas físicas por la realización de prácticas 
monopólicas absolutas. 

Como se mencionó anteriormente, en este expediente 
se determinó que la gravedad de las conductas era alta, lo 
cual tuvo impacto en la determinación de la duración de la 
inhabilitación. Esta se determinó a un total de catorce per-
sonas físicas por diferentes periodos para realizar diversas 
funciones. El periodo de inhabilitación depende de diversos 
factores, tales como la gravedad de la conducta, el tiempo 
durante el que cada persona participó en la conducta y el 
cargo que desempeñaba. 
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CONCLUSIÓN

Este procedimiento sancionatorio es de la mayor relevancia 
para la Comisión derivado de la importancia del sector ener-
gético, la estimación del daño, los montos de las sanciones, 
la inhabilitación de personas físicas y, sobre todo, por el im-
pacto en el bienestar de los hogares mexicanos. 

En los últimos años el sector energético ha sufridos gran-
des cambios a nivel internacional y local por choques de ofer-
ta como los conflictos de la opep (Organización de Países 
Exportadores de Petróleo), el conflicto en Ucrania, la intro-
ducción de otras fuentes de energía, desregulaciones, cho-
ques de demanda y tendencias hacia energías sustentables 
para el ambiente; ante esto, las agencias de competencia  
deben ser garantes en la promoción de condiciones efectivas de 
competencia, así como en la identificación, y posible san-
ción, de eventuales prácticas anticompetitivas en estos mer-
cados con alto impacto en las economías.

ana maría reséndiz mora
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entre 2013 y 2023 la 
cofece realizó 436 
análisis a marcos 

normativos federales y 
locales,  para eliminar y 
prevenir distorsiones en 

los mercados.



¿QUÉ ROL HA DESEMPEÑADO 

LA COMPETENCIA ECONÓMICA 

COMO PRINCIPIO 

CONSTITUCIONAL EN SUS 

PRIMEROS 30 AÑOS EN MÉXICO?

ALBERTO PÉREZ DAYÁN

La economía mexicana experimentó durante la década 
de los años noventa uno de los procesos de desregula-
ción y privatización más importantes de su historia, 

mismo que obedeció a la necesidad de responder, consis-
tentemente, a la implementación de una economía nacional 
abierta y encauzada a la libre competencia en los mercados 
internacionales, así como a crear competencia en el merca-
do interno, esto a partir del desmantelamiento de la estruc-
tura de protección que prevalecía respecto al mercado global.

En el marco de dicha apertura comercial, la política en 
materia de competencia más notoria fue la eliminación de las 
prácticas monopólicas que regían la vida económica de la na-
ción. 

Es decir, los esfuerzos se dirigieron a eliminar la imper-
fección del mercado que se había creado para brindar protec-
ción comercial a los agentes económicos nacionales, de sus 
competidores internacionales. 

Indiscutiblemente, este cambio de rumbo de la econo-
mía nacional implicó un beneficio consistente en la apertu-
ra comercial que pudo observarse en el incremento del 
ámbito de elección que ahora tiene el consumidor y en la dis-
minución de los precios de los bienes comerciales dentro de 
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un mercado que, si bien no es perfecto, por lo menos duran-
te las últimas tres décadas sí se ha abierto al entorno global. 

Precisamente, en el marco de esta transformación eco-
nómica de apertura comercial, en 1992 surgió en México  
la primera autoridad en materia de competencia denomina-
da Comisión Federal de Competencia (cofeco), la cual fue 
resultado de la promulgación de la primera Ley Federal de 
Competencia Económica. 

Autoridad que tuvo por encargo fundamental investigar 
y sancionar las prácticas monopólicas y acuerdos colusorios, 
así como el abuso de poder sustancial cometido por los agen-
tes económicos, que pudieran representar riesgos a la com-
petencia y a la estructura de los mercados.

Es innegable que durante la época en que funcionó la re-
ferida Comisión, se logró una mejora en la defensa de la com-
petencia y el libre acceso a los mercados, lo que resultó de 
suma importancia para incrementar el bienestar social, al 
promover el crecimiento y la competitividad de la economía 
mexicana. 

Ahora bien, el 11 de junio de 2013 se creó la actual Co-
misión Federal de Competencia Económica, la cual desde su 
inicio y atendiendo al mandato constitucional previsto en el 
artículo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, ha fungido como un órgano autónomo, con per-
sonalidad jurídica y patrimonio propios, que se ha encarga-
do de promover, proteger y garantizar la competencia y libre 
concurrencia. 

De la misma forma, ha procurado prevenir, investigar y 
combatir las prácticas monopólicas, las concentraciones ilí-
citas y demás restricciones al funcionamiento eficiente de 
los mercados. 

En este sentido, ha resultado sumamente valiosa la la-
bor de la Comisión como un órgano que se ha encargado de 
dictar medidas para eliminar barreras a la competencia y li-
bre concurrencia, regular el acceso a insumos esenciales y 
ordenar la desincorporación de activos, derechos, partes so-
ciales o acciones de los agentes económicos, por ello, la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación determinó que ella 
misma y los tribunales de amparo en materia administrati-
va especializados en competencia económica, radiodifusión 



201CAPÍTULO V | ALBERTO PÉREZ DAYÁN

y telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de Méxi-
co y jurisdicción en toda la república, conocerían de los jui-
cios en los que se reclamaran actos de la Comisión Federal de 
Competencia Económica o del Instituto Federal de Teleco-
municaciones, al ser quienes constitucionalmente se les 
asignan atribuciones en la materia, ejemplo de ello, entre 
otros, el amparo en revisión resuelto en 2015 por la Segun-
da Sala, en el que se estableció la posibilidad de acreditar una 
conducta constitutiva de una práctica monopólica absoluta 
a través de pruebas indirectas, en el caso específico, un aná-
lisis económico sobre el comportamiento de diversos pro-
veedores en licitaciones públicas, que evidenció un acuerdo 
para controlar el precio de venta de diversos materiales mé-
dicos.  

alberto pérez dayán
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AUTONOMÍA, ¿PARA QUÉ?

ÁNGEL TRINIDAD ZALDÍVAR

Hoy se hace indispensable hablar de la autonomía de 
esa constelación de órganos constitucionales autó-
nomos que compone nuestro sistema político. Para 

iniciar este ejercicio el punto de partida debe ser ponernos de 
acuerdo sobre lo que entendemos por autonomía. Propongo 
algo muy sencillo, adoptar la primera definición del Diccio-
nario de la Real Academia Española (rae), según el cual “es 
la condición de quien, para ciertas cosas, no depende de na-
die”.

Así, podemos decir que la autonomía implica libertad de 
acción y de decisión, pero también y fundamentalmente, cre-
dibilidad. La siguiente pregunta es clave: ¿requieren de ellas 
dichos organismos? La respuesta es simple: sí. 

No existe la menor duda de que el poder, como diría Ma-
dison, “tiende a extenderse”, a absorberlo todo; por lo mis-
mo es necesario “refrenarlo eficazmente para que no pase de 
los límites que se le asignen”. Por ello, la autonomía está ín-
timamente vinculada con el sistema de pesos y contrapesos, 
con el equilibrio de poderes. Un verdadero estado democrá-
tico, republicano, tiene repartidos los poderes en varias es-
feras y niveles. Entre más poder se concentra en unas 
cuantas manos podemos decir que estamos en presencia de 
un estado autoritario, es decir, no democrático. 

Este es un principio tan viejo, tan de Perogrullo, que a 
veces lo olvidamos. La importancia de la autonomía radica 
en que la decisión de una autoridad, por más incómoda que 
le resulte a otra, debe ser acatada. Eso únicamente sucede-
rá si la autoridad emisora de la resolución no es su subordi-
nada. La evolución del Estado ha traído consigo la necesidad 
de revisar los tradicionales mecanismos de control y auto-
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control del poder; de ahí que a la vieja división de poderes  
le hayan ido creciendo unos brotes, vistos al inicio como 
malformaciones o tumores, sin los cuales no podríamos hoy 
explicarnos nuestro modelo democrático. Me refiero preci-
samente a los organismos autónomos. Dadas las compleji-
dades que envuelven los mecanismos de ejercicio de poder, 
es imprescindible su existencia. ¿Alguien podría imaginar 
que la calificación del proceso electoral la hiciera, como hace 
algunos lustros, una de las partes contendientes y no los  
organismos autónomos denominados Instituto Nacional 
Electoral (ine) y Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación (tepj)? ¿No sería ridículo y poco creíble que las 
propias autoridades ejecutoras del gasto se auditaran a sí mis-
mas, en vez de que lo haga la Auditoría Superior de la Fede-
ración (asf)? ¿Aceptaríamos que las autoridades policiacas 
y militares se autocalificaran en materia de derechos hu-
manos (dh) sin la intervención de las comisiones nacional 
(cndh) y estatales (cedh)? ¿Alguien cree que sin la Cofece 
los empresarios competirían para bajar los precios y mejo-
rar la calidad?

Pues bien, lo mismo sucede en materia de competencia 
económica. En estos temas la existencia de organismos au-
tónomos es insoslayable. Únicamente organismos que, como 
dice la rae, no dependan de nadie para ciertas cosas, podrán 
darle credibilidad y, por tanto fortaleza, al complejo entra-
mado que significa la acción gubernamental.

El Constituyente Permanente, conocedor de la natura-
leza humana y, particularmente, de las tentaciones malévo-
las que trae consigo el servicio público, fue muy previsor al 
crear estos órganos porque, como afirmaba Madison, “la ma-
yor seguridad contra la concentración gradual de los diver-
sos poderes en uno solo, reside en dotar a los que administran 
cada departamento de los medios constitucionales y los mó-
viles personales necesarios para resistir las invasiones de los de-
más”. Me detengo un momento en esta idea. No sólo se 
requiere que la norma diga que un organismo es autónomo, 
sino que quienes la apliquen tengan la convicción de ejercer 
esa autonomía.

Los órganos públicos autónomos son necesarios para 
garantizar derechos fundamentales a las personas y la me-
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jor vía para ello es evitar su dependencia de los poderes pú-
blicos. La autonomía de las nuevas instituciones es una 
condición necesaria para construir confianza en la pobla-
ción. Nuestras instituciones, constitucionalmente autóno-
mas o con diferentes grados de autonomía, son resultado del 
pluralismo político y al mismo tiempo forman parte del en-
tramado que está llamado a soportar la vida democrática.

La autonomía, es sin duda, la piedra de toque de nues-
tras modernas democracias. La capacidad de un organismo 
para resolver y trazar su propia ruta sin la injerencia de otras 
instituciones en las que se cristaliza el poder público es una 
condición no sólo para su buen desempeño, sino para su ne-
cesaria sustentabilidad y hasta para su sobrevivencia.

Sin organismos autónomos las elecciones las ganaría 
siempre el partido en el poder; las cuentas públicas se apro-
barían sin observaciones; en el discurso los DH nunca serí- 
an violados, la información estadística y poblacional sólo  
sería reflejo del ánimo presidencial, la información pública se-
ría únicamente la de los boletines de prensa y no existiría la 
tan necesaria competencia entre empresas.

Para eso se requiere autonomía. 

ángel trinidad zaldívar
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POLÍTICA DE COMPETENCIA Y 

FISCALIZACIÓN SUPERIOR

DAVID R. COLMENARES PÁRAMO

En términos generales, el agotamiento del modelo de 
sustitución de importaciones y de intervención esta-
tal en la economía implementado en los años sesenta 

y setenta, aunado al impacto, en la década de los ochenta, 
del endeudamiento externo y la falta de competitividad de 
la infraestructura productiva, condujeron al Estado mexica-
no a replantear su estrategia de desarrollo. La privatización 
de algunas empresas públicas, la liberalización de los mer-
cados y la apertura a la inversión externa constituyeron el 
nuevo paradigma de la economía mexicana. Sin embargo, 
para enfrentar la aparición de fallas de mercado, tales como 
oligopolios, monopolios o la manipulación de precios a través 
de mecanismos de colusión para alcanzar una posición do-
minante, se hizo necesario que el Estado pusiera en práctica 
medidas para asegurar la libre competencia y la protección 
del interés público en atención a lo dispuesto en el artículo 28 
constitucional.

Como parte de las reformas estructurales del gobierno 
federal, en 1992 se promulgó la Ley Federal de Competencia 
Económica (lfce) y se creó la Comisión Federal de Compe-
tencia (cofeco) –adscrita a la Secretaría de Economía–, 
entidad responsable de prevenir, investigar y sancionar las 
prácticas contrarias a la competencia y la libre concurren-
cia de los agentes económicos. En 2013, con base en una re-
forma constitucional, la cofeco se convirtió en la actual 
Comisión Federal de Competencia Económica (Cofece) como 
un organismo autónomo, con personalidad jurídica y patri-
monio propio, cuya misión es promover, proteger y garan-
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tizar la libre concurrencia y la competencia económica, así 
como prevenir, investigar y combatir los monopolios, las 
prácticas monopólicas, las concentraciones y otras restric-
ciones al funcionamiento eficiente de los mercados. Asimis-
mo, la Cofece fue dotada de atribuciones de investigación y 
sanción para el cumplimiento de su mandato.

Esta estrategia fue consistente con el objetivo de modi-
ficar la actuación económica gubernamental, que pasó de un 
rol interventor a uno primordialmente regulatorio. La exis-
tencia de un marco normativo uniforme y transparente, así 
como la supervisión de la libre concurrencia, propician con-
diciones que fomentan la innovación y la incorporación de 
avances tecnológicos en los procesos productivos, promue-
ven la competitividad de las empresas y ponen a disposición 
de los consumidores una amplia gama de bienes y servicios 
a precios justos. En ese sentido, la actuación de la Cofece ha 
contribuido a fortalecer el papel rector del Estado en la eco-
nomía y a salvaguardar el interés público.

La gestión de la Cofece se inscribe en el conjunto de re-
formas estructurales puestas en práctica por el Estado mexi-
cano para introducir una visión moderna de la gobernanza 
centrada en el fortalecimiento del nexo entre el gobierno y 
la ciudadanía, y en el establecimiento de reglas claras en ma-
teria de control interno, transparencia y rendición de cuen-
tas, entre otras materias. En este contexto, la fiscalización 
superior, como mandato de la Auditoría Superior de la Fe-
deración (asf), tiene el objetivo de vigilar el uso racional de 
los recursos públicos, verificar el cumplimiento legal de todo 
ente que reciba recursos federales y evaluar la calidad de los 
programas y políticas públicas.

En consecuencia, la asf ha practicado diversas audito-
rías a la Cofece, principalmente en su modalidad de desem-
peño. Destaca la Auditoría 109-gb “Desempeño de la Cofece 
en Materia de Competencia Económica”, de la Cuenta Públi-
ca 2020. Dicha revisión se centró en la evaluación del desem-
peño de la Cofece en el cumplimiento de su objetivo de 
garantizar la competencia económica y la libre concurren-
cia mediante la prevención, investigación, promoción y san-
ción a las prácticas monopólicas.
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Los principales hallazgos de la asf tuvieron lugar en las 
materias de mejora de normativa interna, coordinación y se-
guimiento. Respecto al primer punto, en atención a los ha-
llazgos de la ASF, la Cofece asumió el compromiso de incluir 
las definiciones de competencia económica, libre concurren-
cia y competencia efectiva en su Plan Estratégico 2022-
2025. En cuanto al segundo tema, la asf recomendó a la Co- 
misión implementar mecanismos de coordinación con la  
Comisión Nacional de Mejora Regulatoria para conocer las 
opiniones de los entes acerca de las sugerencias que les emi-
te la Cofece respecto a la inclusión de criterios de competen-
cia económica en sus marcos normativos. Por último, la 
auditoría pone énfasis en las acciones de la Cofece para for-
talecer el seguimiento y evaluación de los procesos de pre-
vención e investigación de prácticas que limitan la libre 
competencia de los mercados.

En suma, la labor de la Cofece como ente responsable de 
vigilar la observancia de los principios de competencia eco-
nómica en México, tiene como pilares la protección del in-
terés público y el desarrollo nacional basado en la libre 
concurrencia y la equidad de los actores económicos. Por su 
parte, la ASF comprueba el adecuado ejercicio de los recur-
sos y evalúa el desempeño de las instituciones públicas. En 
lo relativo a los hallazgos de las auditorías practicadas a la 
Cofece, el criterio orientador ha sido contribuir a su fortale-
cimiento y asegurar el cabal cumplimiento de su mandato 
en beneficio del desarrollo económico de México.

david r.  colmenares páramo
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COMPETENCIA EN EL SECTOR 

FINANCIERO: EL CASO DEL 

AHORRO PENSIONARIO

ROGELIO RAMÍREZ DE LA O

La política de competencia en México dio inicio en 
1993 con la entrada en vigor, en junio de ese año, de la 
Ley Federal de Competencia Económica (lfce), re-

glamentaria del artículo 28 de nuestra Constitución. Desde 
esa fecha se han logrado avances importantes en la promo-
ción y protección de la competencia en los mercados en 
México para elevar el bienestar económico y social de los 
mexicanos.

A lo largo de los últimos 30 años, la política de compe-
tencia en nuestro país bajo la lfce ha establecido, a través de 
sanciones económicas y ordenamientos legales, reglas claras 
para que las empresas compitan en condiciones de igualdad, 
las cuales desincentivan conductas ilegales que afecten la ri-
validad entre ellas (como acuerdos o colusiones de precios u 
oferta, división de mercados y concertación de posturas en 
licitaciones, entre otras), y previenen la formación de com-
pañías con un gran poder de mercado que dañe la dinámica 
y los beneficios de la competencia para los mexicanos deter-
minados por la ley.

Sin embargo, contar con un marco jurídico apropiado no 
era suficiente para llevar a cabo una verdadera política de 
competencia en México. Para esto fue indispensable un ente 
fuerte que aplicara la ley. La reforma al artículo 28 constitu-
cional en junio de 2013 dio paso a la reconfiguración de la 
Comisión Federal de Competencia Económica (Cofece), aho-
ra elevada a organismo autónomo.
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Desde entonces, la Cofece ha trabajado sistemática-
mente para fortalecer la competencia económica en el país 
y proteger los derechos de los consumidores. A través de su 
labor de prevención, investigación y sanción de prácticas 
anticompetitivas, ha contribuido a promover una mayor 
oferta y diversidad de productos y servicios en mejores con-
diciones para beneficio directo de los mexicanos.

Además, la Cofece ha tenido un papel relevante en la re-
gulación de fusiones y concentraciones empresariales, con 
lo que ha evitado el crecimiento de compañías con un gran 
poder de mercado que puedan perjudicar la competencia y 
los beneficios económicos para la población. Así mismo, que 
esté involucrada en la elaboración de propuestas de leyes y 
normativas ha contribuido a fortalecer el marco legal en ma-
teria de competencia de sectores prioritarios, como el agro-
alimentario, el de salud, el de energía, el financiero y el de 
comunicaciones y transportes.

En el caso particular del área financiera, el Decreto de 
enero de 2014 por el que se reformaron diversas disposicio-
nes en esta materia y se expidió una nueva Ley para Regular 
las Agrupaciones Financieras facultó a la Cofece para realizar 
una investigación sobre las condiciones de este sector; con 
base en ella, mediante el ejercicio de las atribuciones que le 
fueron conferidas por la ley en materia para mejorar la com-
petencia y el funcionamiento de los mercados, la Cofece  
formuló diversas recomendaciones para las autoridades co-
rrespondientes. Cabe señalar que diversos artículos de la 
lfce y del Estatuto Orgánico de la Cofece le brindan la facul-
tad de proponer proyectos de investigación y emitir reco-
mendaciones que deriven de dicho trabajo para la aplicación 
de las medidas señaladas en la ley.

A lo largo de su historia, la Cofece ha emitido más de 160 
resoluciones de concentraciones notificadas, cesiones de con-
cesiones, permisos, opiniones y recomendaciones al área 
financiera. Destacan, por ejemplo, algunas de sus investiga-
ciones en el mercado de los servicios de las administradoras 
para el retiro (Afores) que son las herramientas financieras en-
cargadas de administrar y proteger los ahorros de los trabaja-
dores mexicanos para lograr una pensión digna. Los análisis 
en materia de competencia económica en el Sistema de Aho-
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rro para el Retiro (sar) han tratado de incidir positivamente 
en las variables que promueven una mejor oferta para los tra-
bajadores, esto es, un mayor rendimiento y menores comi-
siones para su ahorro. Entre estas variables destacan: mayor 
competencia en rendimientos, aumento de la sensibilidad de 
la demanda y de la eficacia operativa, limitación de los gastos 
de promoción y regulación del cobro de comisiones.

A estudio y revisión de la Cofece se han sometido posi-
bles prácticas ilegales de las Afores y mejoras al marco regu-
latorio del sar para promover una sana competencia entre 
las administradoras que permita a los ahorradores rendi-
mientos más altos y menores comisiones, destacan:

El esclarecimiento de una práctica monopólica absoluta. 
De 2015 a 2017 la Cofece llevó a cabo una investigación sobre  
el indicio de una posible segmentación del mercado a través 
de acuerdos entre las Afores. Desde el inicio de la investi- 
gación y durante todo el proceso, la Comisión Nacional del 
Sistema de Ahorro para el Retiro (consar) y la Cofece man- 
tuvieron coordinación y colaboración para aclarar lo que sería 
una práctica monopólica absoluta en este sector. La investi-
gación concluyó que algunas Afores eran probables responsa-
bles del delito y se les impuso una sanción por el daño causado.1

Opinión sobre la iniciativa de regulación de comisio-
nes. Otra intervención importante de la Cofece en el sector 
fue la opinión que emitió en 2020 sobre la propuesta de  
regulación de las comisiones que las Afores cobran a los tra-
bajadores. La Cofece señaló que la competencia era ineficien-
te y que para fomentarla sería necesario regular la conducta 
de las administradoras mediante medidas para mejorar los 
rendimientos o por medio del control de comisiones para in-
centivar a las Afores a ser más eficientes, al reducir sus cos-
tos. Con ello se justificó plenamente la regulación de las 
comisiones en México,2 lo que dio lugar a que la reforma a la 
Ley del sar, que estableció los criterios para la determina-
ción del cobro de comisiones, pusiera en el centro a los tra-
bajadores al impulsar una reducción histórica sin afectar a las 
empresas.

1.	  Versión pública de la resolución del expediente io-003-2015.
2.	  Expediente público opn-010-2020.
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En suma, la coordinación entre la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público (shcp), las Comisiones Reguladoras  
y la autoridad en materia de competencia económica ha  
logrado en los últimos diez años una mejor vigilancia para 
detectar, investigar y sancionar, en términos de lo que es-
tablece lfce, cualquier práctica ilegal en el sector financie-
ro con el fin, principalmente, de proteger a los usuarios de 
esta área estratégica.

A pesar de toda la ardua labor que ha realizado la Cofe-
ce en estos diez años la política de competencia en nuestro 
país aún tiene retos importantes, como superar la falta de 
competencia efectiva en algunos mercados o la manipula-
ción de precios en otros. Avanzar en la eficiencia económica 
a través de una política de competencia más eficaz requiere 
de una adecuada interacción entre las diversas instituciones 
que protegen la competencia y la justicia social en México. 

Con una mayor aplicación de los principios de compe-
tencia en todos los sectores de la economía y el desarrollo de 
una cultura pro-competencia dentro de los poderes legisla-
tivo, judicial y en el gobierno federal se espera que la Cofe-
ce continúe su contribución para mejorar el ambiente para 
hacer negocios en México y, con ello, promover el bienestar 
de los mexicanos.

rogelio ramírez de la o
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COFECE Y BANCO DE MÉXICO, 

UNA SINERGIA EN BENEFICIO DE 

LA ECONOMÍA MEXICANA

OMAR MEJÍA CASTELAZO

La Comisión Federal de Competencia Económica y el Ban-
co de México contribuyen de manera notable al bienestar 
de los mexicanos; una al procurar la libre competen-

cia y el funcionamiento eficiente de los mercados, y el otro, 
al preservar el valor de la moneda nacional a través del tiem-
po. En la persecución de dichos objetivos existe un punto de 
encuentro relativo al proceso de formación de precios en la 
economía, lo que acentúa una complementariedad entre 
ambas instituciones.

Entender los mecanismos detrás del proceso de forma-
ción de precios es crucial en el cumplimiento de los objeti-
vos para ambas instituciones. Esto representa una tarea 
compleja dado que cada industria tiene sus propias caracte-
rísticas, estructura de costos y barreras a la entrada. Es así 
como los precios de mercado, al ser un determinante clave 
de la demanda por diversos productos, son además un ele-
mento fundamental en las estrategias por parte de las em-
presas. Por ejemplo, un mayor poder de mercado en ciertos 
sectores podría generar ciclos prolongados de incremen-
tos en los precios ante cambios en la estructura de costos, 
al no permitirse la libre entrada y salida de firmas (Asplund & 
Friberg, 1998). Asimismo, en un entorno de inflación eleva-
da, podrían observarse incrementos coordinados en los pre-
cios de algunos sectores, incidiendo así sobre el nivel de 
competencia (oecd, 2022). De tal forma que un ambiente  
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de inflación baja y estable, a su vez contribuye a fortalecer la 
competencia económica.

Ante esta retroalimentación entre la competencia eco-
nómica y el proceso de formación de precios, una mayor 
competencia permite que el Banco de México alcance sus 
objetivos de manera más eficiente. Por un lado, presiones de 
costos tienden a disiparse rápidamente, y dado que la polí-
tica monetaria opera con rezagos, este efecto transitorio de 
los choques es relevante para la conducción de la política 
monetaria. Por otro lado, las herramientas de política mo-
netaria son más efectivas, ya que la competencia facilita los 
canales de transmisión. Por ejemplo, la evidencia indica que 
un mayor poder de mercado de las empresas reduce la sen-
sibilidad de sus ajustes en la producción ante cambios en la 
tasa de referencia (Duval, Furceri, Lee, & Tavares, 2021). Asi-
mismo, en el sector bancario, se ha encontrado que el poder 
de mercado afecta el traspaso de la política monetaria a la 
oferta de crédito (Corbae & Levine, 2018). 

En reconocimiento a estas sinergias y beneficios que 
contribuyen a las funciones y objetivos de ambos organis-
mos, el Banco de México y la Cofece han colaborado en di-
versas áreas como en regulación prudencial, supervisión y 
condiciones de mercado en los sistemas de pagos. En este 
último, por ejemplo, ante el elevado dinamismo de los ins-
trumentos que se han adoptado como medios de pago en los 
últimos años, se ha hecho evidente la necesidad de revisar 
algunos aspectos en su estructura de mercado en beneficio 
de los usuarios. Por lo que el trabajo conjunto en materia de 
regulación debe estar orientado a promover reglas claras que 
fomenten la interoperabilidad de sistemas y que busquen la 
eliminación de barreras a la entrada de nuevos competido-
res, así como al establecimiento de buenas prácticas y go-
bernanza de la información. 

Quisiera finalizar este espacio con una reflexión sobre el 
papel que ha desempeñado la competencia económica en  
el episodio inflacionario reciente. Si bien la causa principal 
del incremento abrupto en el nivel de precios después de la 
pandemia fue en gran medida por la conjunción de choques 
profundos y por afectaciones en las cadenas de suministro 
derivadas del conflicto bélico en Ucrania, -y no necesaria-
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mente por un deterioro gradual en el nivel de competencia 
económica- hay evidencia a nivel global de asimetrías en el 
proceso de fijación de precios por parte de las empresas, que 
podrían estar relacionadas con la falta de competencia eco-
nómica. En el caso de México, se ha encontrado que el efecto 
de variaciones positivas en los precios internacionales de las 
materias primas sobre la inflación subyacente es de alrede-
dor de tres veces superior que el efecto absoluto de variacio-
nes negativas.1 Estas asimetrías tienen además el potencial 
de exacerbar presiones de costos y generar persistencia en 
la dinámica inflacionaria.

De esta forma, dada la perspectiva de mayor plazo en la 
retroalimentación entre el objetivo de estabilidad de precios 
y la competencia económica, esta última puede no represen-
tar un instrumento de corto plazo para el combate a la infla-
ción. No obstante, hacia adelante, la colaboración entre 
autoridades para asegurar que los mercados sean cada vez 
más competitivos y a su vez controlar las presiones inflacio-
narias, también contribuye al objetivo de estabilidad de pre-
cios. Considero que una posible avenida para esta colaboración 
consiste en fortalecer los canales de comunicación entre el 
Banco de México y la Cofece, que propicie el intercambio de 
información relacionada con la dinámica de los mercados y 
potenciales riesgos inflacionarios para ayudar al diseño de 
mejores políticas.

 

1.	 Una variación positiva de 1 % en los precios internacionales de las ma-
terias primas tiene un efecto positivo de 0.096 y de 0.119 % 24 meses 
después en la inflación subyacente y la general, respectivamente.  
Se estima que una variación negativa de 1 % tiene un efecto a la baja de 
0.034 y de 0.054 % 24 meses después en el índice subyacente y en el 
general, respectivamente. (Banco de México, 2022)
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EL IFT Y LA COFECE: UN 

ARREGLO INSTITUCIONAL 

DUAL, ATÍPICO Y NECESARIO

GABRIEL CONTRERAS SALDÍVAR

La competencia económica no es sólo una interacción 
deseable en cualquier mercado en beneficio de los 
consumidores, en nuestra Constitución es un princi-

pio ordenador en la concepción de los mercados y, en  
mi opinión, un derecho con una doble vertiente: i) desde el 
lado de la oferta, expresado en el derecho de acudir a com-
petir en el mercado en la provisión de bienes y servicios, y ii) 
desde el lado de la demanda, en el derecho de acceder a bie-
nes y servicios provistos en condiciones de competencia.

Vista así, en una dimensión orientadora, la política de 
competencia debiera ser inherente a cualquier institución 
estatal en su actuación en los mercados. No obstante, la apli-
cación de un marco jurídico específico de competencia eco-
nómica para permitir ciertos actos -como las autorizaciones 
de concentraciones- o para sancionarlos -como las concen-
traciones ilícitas o la practicas monopólicas-, sólo por men-
cionar algunas funciones, tiene un impacto directo en la 
esfera jurídica de las personas que en ellos intervienen, ade-
más de trascendencia en la colectividad, lo que requiere el 
análisis de cuestiones complejas y alta especialización. En 
esta dimensión especializada, la política de competencia debe 
asignarse a entidades públicas que aseguren dicha especia-
lización. 

A diferencia de otras funciones del Estado que son asig-
nadas a órganos únicos, desde el 2013 nuestra Constitución 
prevé dos autoridades de competencia económica con las 
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mismas facultades, únicamente distinguidas por el objeto de 
su actuación: el Instituto Federal de Telecomunicaciones, 
con facultades en los sectores de telecomunicaciones y ra-
diodifusión, y la Comisión Federal de Competencia Econó-
mica con facultades en los demás sectores de la economía. 
Sin duda un diseño atípico, pero por buenas razones. 

Mientras en el resto del mundo se aceleraba la era digi-
tal y se aprovechaban los beneficios de la conectividad, 
nuestro país se encontraba con mercados muy concentra-
dos, con oferta y niveles de penetración de los servicios muy 
diferentes a los observados en otros países y con una larga 
historia de prácticas difíciles de ordenar por parte del Esta-
do. La política de competencia, eficaz en otros sectores, no 
había conseguido tocar efectivamente a los de telecomunica-
ciones y radiodifusión por diversas razones, que van desde  
el diseño institucional, el marco normativo y la hiperjudicia-
lización, entre otras, lo que hizo necesaria una reforma cons-
titucional en el 2013, con este nuevo arreglo institucional. No 
es casual que por dicha reforma, el artículo 6º constitucional 
refiera tres veces que los servicios de radiodifusión y teleco-
municaciones, ahora servicios públicos y al mismo tiempo 
caracterizados en cuanto a su acceso como derechos, deben 
prestarse en condiciones de competencia.

Con este nuevo diseño se buscaba asegurar el cumpli-
miento del principio constitucional de competencia econó-
mica en todos y cada uno de los actos del regulador sectorial 
(dimensión orientadora de la política de competencia), ya sea 
otorgar concesiones; asignar espectro radioeléctrico; regular 
redes, infraestructura o servicios, o velar por la neutralidad 
competitiva del Estado, y al mismo tiempo, que la autori-
dad de competencia en el sector tuviera también la especia-
lización necesaria para asegurar su eficacia en sectores tan 
complejos y dinámicos (dimensión especializada de la políti-
ca de competencia, asignada al órgano regulador especiali-
zado en telecomunicaciones y radiodifusión).

A diez años de dicha reforma constitucional y del nue-
vo arreglo institucional, son innegables los beneficios, pero 
también los retos. La competencia se incrementó en el sec-
tor de radiodifusión con múltiples medidas que llevaron  
a tener nuevos entrantes y más oferta en el mercado. En 
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cuanto a las telecomunicaciones se han observado cambios 
muy relevantes en el sector fijo, con competidores del in-
cumbente con importantes tasas de crecimiento.

Sin embargo, en el sector móvil la historia es diferente, 
si bien la competencia llevó a una caída muy importante de 
los precios, mejora de la oferta e incremento de la penetra-
ción de servicios entre la población, hoy nuestro país es uno 
de los más concentrados del mundo, probablemente el más 
concentrado entre las economías de mercado, lo que pone en 
riesgo su viabilidad y el bienestar de los consumidores. Des-
pués de diez años de una reforma constitucional tan impor-
tante, algunas de sus causas parecen seguir ahí, lo que hace 
inevitable cuestionarse sobre los nuevos caminos que debe-
rán seguirse.

Finalmente, estaría incompleta cualquier reflexión so-
bre la política de competencia si no comprende también su 
ejercicio, que implica por definición defender los intereses 
de la colectividad sobre intereses individuales, en muchas 
ocasiones poderosos y en otras vinculados al poder político; 
incluso, como se ha observado en épocas recientes, puede 
llevar a cuestionar decisiones gubernamentales importan-
tes. Es por ello que una auténtica política de competencia a 
través del Estado debe tener instituciones con facultades le-
gales suficientes para perseguir la defensa de este interés co-
lectivo, pero también es necesario generar condiciones para 
que prospere. Aunque no es una condición suficiente, la au-
tonomía constitucional prevista en el nuevo diseño institu-
cional parecía una condición necesaria para facilitar el 
cumplimiento de este objetivo. En este campo, el diseño ins-
titucional adoptado en el 2013 también obedeció a buenas ra-
zones, y al día de hoy parecen seguir ahí.
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INNOVACIÓN EN EL 

ECOSISTEMA DE DATOS 

MEXICANO: LA COLABORACIÓN 

DE COFECE E INEGI

GRACIELA MÁRQUEZ COLÍN

En los últimos 30 años, la competencia económica ha 
permitido que las empresas rivalicen entre sí de forma 
justa. Gracias a la actuación de la Comisión Federal de 

Competencia Económica (Cofece) se fomenta la actividad 
empresarial y la eficiencia en los mercados, lo que da al con-
sumidor mayores opciones para elegir artículos con mejor 
calidad y precios.

En este décimo aniversario, el Instituto Nacional de Esta-
dística, Geografía e Informática (inegi) quiere destacar el  
papel de la Cofece para la difusión de información de la indus-
tria de vehículos ligeros y la de vehículos pesados provenien-
te de los registros administrativos de las empresas establecidas 
en México y afiliadas a la Asociación Mexicana de la Industria 
Automotriz (amia) y la Asociación Nacional de Productores de 
Autobuses, Camiones y Tractocamiones (anpact), respectiva-
mente.

Antes de 2018, los datos sobre ventas, producción, im-
portación y exportación de vehículos en México eran difun-
didos por la amia y la anpact. Con el interés de proteger los 
intereses de sus agremiados, en julio de 2017 la amia solici-
tó a la Cofece una opinión con respecto a la práctica de cier-
tas empresas ensambladoras de entregar datos desagregados 
a la Asociación Mexicana de la Industria Automotriz (amia), 
de manera unilateral y voluntaria, con la finalidad de reunir 



221CAPÍTULO V | GRACIELA MÁRQUEZ COLÍN

información de la industria automotriz de México. En su  
respuesta, Cofece consideró que la información en cuestión 
tenía un alto valor estratégico y que, por lo tanto, su entre-
ga debía de ser consistente con la Ley Federal de Competen-
cia Económica (lfce). Con base en ella, algunas empresas 
suspendieron la entrega de información, lo cual motivó que 
la amia se acercara al inegi para conocer la posibilidad de 
continuar con la difusión de la información desde esta ins-
titución autónoma. En 2018, el inegi firmó un convenio con 
la amia y sus 21 empresas afiliadas para recibir sus registros 
administrativos. Desde octubre de ese año se publica men-
sualmente el Registro Administrativo de la Industria Auto-
motriz de Vehículos Ligeros (raiavl); es importante destacar 
que la información suministrada no tiene tratamiento esta-
dístico alguno, por lo que mantiene un carácter de registro 
administrativo que las empresas podrán actualizar y que el 
inegi reflejará directamente en los datos publicados.

Los resultados positivos del raiavl impulsaron a las 
nueve empresas afiliadas a la anpact a solicitar al inegi que 
integrara y difundiera información referente al segmento  
de vehículos pesados del sector automotriz. En noviembre de 
2018, la anpact contactó al inegi y este dio inicio al proce-
so para evaluar la factibilidad de difundir información rela-
tiva a ventas, producción, segmento y clase de vehículo, 
marca, tipo de combustible y país de origen y destino; en ju-
lio de 2019 se pidió formalmente la difusión de un Registro 
Administrativo para la Industria Automotriz de Vehículos 
Pesados (raiavp) con mayor grado de desagregación de la 
información que desde 2015 divulgaba la anpact.     

En noviembre de 2019 y enero de 2020, el inegi solicitó 
a la Cofece su opinión técnica sobre la posibilidad de publicar 
la información de este segmento con la desagregación reque-
rida por la anpact para asegurarse de que con dicha publica-
ción no se afectara la competencia económica del sector.

En enero de 2020, la Cofece dio respuesta al inegi;  
observó diversos aspectos que la anpact y el inegi debían 
considerar para que su actuación fuera consistente con la 
lfce; señaló que el nivel de desagregación de la información 
no necesariamente determina la legalidad del intercambio de 
información, pero que a mayor desagregación se incremen-
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ta el riesgo de dañar la competencia. Con esta base, la anpact 
y el inegi elaboraron una propuesta de tabulados en los que se 
detalla solamente información por marca, segmento, clase y 
fuente de energía, similares a los que se presenta para el raiavl.

Por ser un dato primario que identifica la marca, se ge-
neraron documentos jurídicos con cada una de las empresas 
y con la anpact para asegurar el suministro oportuno y la 
difusión de información a este nivel. La primera presenta-
ción de resultados del raiavp se realizó en julio del 2020; en 
ellas se publican datos sobre ventas, producción, importa-
ción y exportación en volumen sin valor monetario. 

Gracias a la estrecha colaboración con Cofece, estos datos 
brindan un panorama completo del desarrollo de la industria 
automotriz en México –una de las actividades económicas  
con mayores aportes al pib–, y forman parte de la información 
económica más oportuna que ofrece el inegi. 

Los ejemplos del raiavl y el RAIAVP representan una pri-
mera y muy exitosa alianza público-privada de intercambio 
y difusión de datos entre empresas y el inegi, la cual fue san-
cionada y contó con el apoyo de la Cofece. El INEGI ha  
compartido esta experiencia en distintos foros internaciona-
les para ilustrar los avances en el ecosistema de datos del país 
y la cooperación institucional que le dio lugar. 

Desde el inegi felicitamos a todas y todos los funciona-
rios de la Cofece por sus primeros diez años. Continuaremos 
nuestra colaboración para innovar el ecosistema de datos. 
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graciela márquez colín

Es economista e historiadora y desde 2022 preside el Ins-
tituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi). Se gra-
duó en Economía por la unam, es Maestra en Economía 
por el Colegio de México y tiene un doctorado en Histo-
ria Económica en la Universidad de Harvard. Asimismo, 
ha sido profesora e investigadora en El Colegio de Méxi-
co, se ha desempeñado como Secretaria de Economía de 
2018 a 2020 y es reconocida por su trabajo en áreas como 
la historia económica, política fiscal y comercial.



LA COFECE: SU CONTRIBUCIÓN 

AL BIENESTAR Y AL LIBRE 

TRÁNSITO ECONÓMICO

GONZALO HERNÁNDEZ LICONA

Al llegar al Aeropuerto Internacional de la Ciudad de 
México (aicm), lo primero a lo que se enfrenta una 
persona es que no puede sacar hacia la zona pública 

el carrito (troley) en donde lleva sus múltiples maletas, lo 
que le impedirá llevar por sí mismo el equipaje al auto, taxi  
o a cualquier medio de transporte. Esto lo obstaculizan unas 
barreras físicas que se colocaron ahí precisamente para que 
nadie pudiera sacar esos carritos que el mismo aeropuerto 
provee. Siguiente paso de bienvenida al turista que llega a 
México: le impedirán pedir un Uber o cualquier servicio de 
transporte ajeno al aeropuerto. 

¿Cómo llegaron ahí esos obstáculos? En el mismo lugar 
de las barreras que impiden sacar los carritos están los ma-
leteros que ofrecen sus servicios para llevar el equipaje; afue-
ra del aeropuerto están las compañías de taxis oficiales. 
Juzgue usted cómo llegaron ahí los obstáculos. 

Esta es la primera visión de quienes visitan México por 
vía aérea: un país en el que muchos intereses impiden el li-
bre tránsito por las diferentes áreas de la economía y la so-
ciedad. 

La teoría económica sugiere que en un ambiente de li-
bre entrada y salida de los actores a cualquier mercado po-
dríamos generar competencia y, por tanto, mayor eficiencia 
económica pues así muchas personas tendrían la oportuni-
dad de participar en cualquier actividad económica y social, 
y además los consumidores se verían beneficiados con me-
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nores precios, mayor calidad y variedad de productos y ser-
vicios. Esto es cierto para toda la economía pero es claro que 
no siempre es bien visto por actores económicos particula-
res. La sana competencia es buena, pero en los “bueyes de mi 
compadre”. En el fondo del corazón, a todos nos encantaría 
tener un monopolio para ser los únicos que pudiéramos pro-
veer un servicio sin la “molesta” competencia. Mientras más 
poderoso es ese agente económico, más puede generar la 
existencia de monopolios que impiden el libre tránsito de las 
personas a cualquier actividad. 

Esa tensión, curiosamente, no la puede resolver el mer-
cado sin la intervención del Estado. Es por eso que en países 
democráticos que buscan el beneficio de todos, se deben 
crear instituciones que velen por la competencia e impidan 
los monopolios. De ahí la importancia de la creación y el tra-
bajo de la Comisión Federal de Competencia Económica, la 
Cofece. 

Su labor ha sido la de detectar prácticas monopólicas en 
el país que afectan a los consumidores (y a los potenciales 
competidores) y sancionarlas para promover la competen-
cia. La tarea no es sencilla pues, por definición, la Cofece se 
enfrenta a monopolios o empresas oligopólicas muy pode-
rosas (tener poder es una de las características de los mono-
polios), quienes buscan evitar que les quiten su dominio. Ya 
sea por caminos legales o por presión directa, los monopo-
lios se defienden. Las telecomunicaciones, la banca, los bie-
nes raíces locales (Jalisco) son mercados concentrados que 
impiden la libre competencia y por tanto elevan los precios 
para el consumidor. Hay empresas que concentran el mer-
cado del cemento, el pan y la harina de maíz, entre otros. El 
trabajo de la Cofece ha sido intenso; en muchas ocasiones ha 
podido contribuir a que los mercados sean más competiti-
vos (como el mercado de bienes raíces en Jalisco), pero en 
muchos otros el poder monopólico ha sido muy grande.

Desde el Consejo Nacional de Evaluación de la Política 
de Desarrollo Social (coneval), pudimos trabajar de cerca 
con la Cofece. A partir de un trabajo que la institución pu-
blicó y adoptó, se mostraba que las pérdidas de prácticas mo-
nopólicas en los mercados de alimentos (pollo, tortilla de 
maíz, carnes procesadas, huevo, leche de vaca, refrescos) 
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generan pérdidas de bienestar mayor a los hogares más po-
bres y a los estados más necesitados, como Chiapas.1 Esto 
implica que cuando se analiza la pobreza y la desigualdad, 
como lo hace el coneval, se debe de enfatizar que no sólo es 
relevante tener políticas públicas eficaces para la protección 
social y que garanticen mejor acceso a los derechos sociales, 
también es relevante el combate a las prácticas monopóli-
cas. La competencia económica en mercados tan importan-
tes como el de alimentos puede reducir la pobreza y la 
desigualdad.

La libertad es uno de los derechos humanos más impor-
tantes que debieran garantizarse en cualquier país. Libertad 
de expresión, de opinión, de culto, de asociación, de movi-
miento -incluyendo entrar y salir a cualquier actividad eco-
nómica, política y social. Ojalá que la Cofece siga trabajando 
de manera renovada para que la competencia y no los mo-
nopolios sean lo común en el país. Ojalá que cuando lleguen 
visitantes a México vean de inmediato un país en el que las 
personas, sin distinción, transitan libremente en todo mo-
mento y en cualquier mercado. El bienestar de la población 
y el desarrollo del país dependen en parte de esto.

gonzalo hernández licona

Director de la Red de Pobreza Multidimensional, Univer-
sidad de Oxford. Especialista de Evaluación para la Ini-
ciativa Global de Evaluación (gei), unicef e Innovation 
for Poverty Action (ipa). Miembro del Grupo Asesor de 
Evaluación del Fondo International de Desarrollo Agrí-
cola (ifad). Doctor en Economía por la Universidad de 
Oxford.

1.	 Urzúa, Carlos M. (2008). Evaluación de los efectos distributivos y espa-
ciales de las empresas con poder de mercado en México,Tecnológico de 
Monterrey.



EL PAPEL DE LA EVALUACIÓN  

EN LA SELECCIÓN DE 

COMISIONADOS DE LA COFECE 

Y EL VALOR DEL CONOCIMIENTO 

ESPECIALIZADO

TERESA BRACHO GONZÁLEZ

¿Cómo buscar los mejores perfiles profesionales en la se-
lección de comisionados para organismos autónomos? 
Las propuestas para su identificación y selección han sido 

distintas, desde los consensos políticos en el Poder Legisla-
tivo o, tras consulta con expertos, la ofrecida por el Ejecuti-
vo. En el caso de los comisionados de la Comisión Federal de 
Competencia Económica (Cofece), así como del Instituto Fe-
deral de Telecomunicaciones (ift), la propuesta constitucio-
nal (reforma al artículo 28 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos publicada el 11 de junio de 2013) 
fue la selección por parte de un Comité de Evaluación que 
habría de realizar una convocatoria abierta y la posterior 
evaluación de los concursantes y de sus perfiles profesiona-
les para dar al Ejecutivo la lista de los mejor evaluados para su 
elección final por parte de la Cámara de Senadores.

La reforma al artículo 28 de la Constitución, en la que  
se establece un Comité de Evaluación para la selección de 
comisionados del ift y de Cofece, fue innovadora al propo-
ner como miembros de dicha Comisión a los titulares de tres 
organismos autónomos: el Banco de México (Banxico), el 
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi) y el Ins-
tituto Nacional para la Evaluación de la Educación (inee). 
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El proceso fue, sin duda, complejo en su inicio: ¿cómo  
definir los perfiles de los aspirantes?, ¿cómo realizar una eva-
luación de tal dificultad?, y no menos importante: ¿cómo  
asegurar los principios fundamentales de pertinencia, confia-
bilidad, confidencialidad, transparencia, publicidad y máxima 
concurrencia? 

El proceso de convocatoria y propuesta anual de comi-
sionados se perfeccionó entre 2013 y 2018,en  este último, 
como consejera presidente del inee, me tocó ser parte del 
Comité de Evaluación. Por ello me referiré brevemente a los 
diversos aspectos del proceso de evaluación de 2018 sin 
ahondar en los detalles técnicos. 

Las evaluaciones entre 2013 y 2017, con base en el per-
fil de comisionado estipulado en la legislación, se definieron 
con elementos de valoración de currícula y un instrumento 
de evaluación con reactivos de opción múltiple. Para su ela-
boración se contó con la participación de numerosos exper-
tos de primer nivel de instituciones de educación superior 
para la definición de áreas, subáreas y reactivos de derecho, 
economía e ingeniería (cide, ipn, itam, unam, itesm, uam, 
uanl y cinvestav). 

En el proceso de 2018 se propuso incluir, además del exa-
men de opción múltiple, un instrumento de respuesta cons-
truida (conocido como “respuesta abierta” o ensayo in situ) 
para evaluar el complicado desempeño que implicaría la in-
tegración de conocimientos, habilidades y destrezas de orden 
superior por parte de los aspirantes. Sin duda, se incrementó 
la complejidad técnica con la elaboración de dicho instru-
mento, pero se permitió juzgar lo que muchos comisionados 
o consejeros de los organismos autónomos pensábamos, por 
experiencia, que era fundamental para la dirección de estos 
organismos: la capacidad de movilizar conocimientos espe-
cializados junto con conocimientos del sistema legal e insti-
tucional para la argumentación, comunicación y presentación 
de propuestas resolutivas pertinentes. 

La elaboración de casos hipotéticos plausibles, junto con 
el análisis de su pertinencia y validez para la evaluación, fue-
ron producto de la colaboración de reconocidos especialis-
tas en los temas de competencia económica, quienes además 
se hicieron cargo de la rúbrica, que expresa los elementos a 
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considerar en el proceso de calificación, para la posterior 
evaluación de los jueces y su ponderación de habilidades de 
forma objetiva y confiable. 

No me referiré a los complejos procesos técnicos de eva-
luación; baste decir que en todos los casos se obtuvieron  
evaluaciones estadísticamente confiables que expresaban lo 
que se espera de un comisionado, de sus capacidades y co-
nocimientos, así como de su capacidad de movilizar saberes 
y experiencia en un marco legal para proponer resoluciones 
pertinentes en el campo de trabajo de la Cofece. 

Vale la pena subrayar que el proceso de evaluación per-
mite seleccionar, del conjunto de potenciales candidatos, a 
quienes tienen los conocimientos y habilidades específicos en 
el área de competencia. En su mayor parte, la selección de 
comisionados o consejeros de los organismos autónomos  
se realiza con base en el análisis curricular y el conocimien-
to público de los participantes; pero también en su capaci-
dad para movilizar apoyo por parte del Poder Legislativo y, 
en su caso, del Ejecutivo. 

El proceso de selección para la propuesta de comisiona-
dos de Cofece por parte del Comité de Evaluación fue una ex-
periencia inédita en México que confirmó la importancia de 
contar con elementos confiables para la emisión de un juicio 
de valor objetivo sobre los potenciales candidatos; elemen-
tos que no tienen otros organismos autónomos. Adicional-
mente, el caso de Cofece involucra de manera importante, la 
capacidad técnica y de integración de conocimientos en las 
áreas normativa y de competencia económica, pero también 
sus habilidades para movilizar dichos conocimientos en  
la resolución oportuna y pertinente del tipo de problemas 
que se enfrentará en su futuro trabajo como comisionado.  
El conjunto de instrumentos diseñados para este proceso y 
la confiabilidad de las instituciones que participamos en el 
Comité de Evaluación permite reconocer el valor y la impor-
tancia de contar con personas de alta capacidad en la 
dirección de organismos de esta naturaleza. 

Si bien el ahora extinto inee se especializaba en la eva-
luación educativa, contaba con profesionales de evaluación y 
medición que permitieron colaborar con Banxico e inegi en 
la elaboración de los métodos, medios y criterios para la eva-
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luación de candidatos que se propuso en la Cofece. Sé que el 
inee no existe más, que fue sustituido por una institución que 
consideró que no era de su competencia la participación en  
el Comité de Evaluación de la Cofece; sé también que las ins-
tituciones “hermanas” decidieron continuar con el proceso 
con la participación de expertos de alto nivel en medición, lo 
que permitió que continuara un proceso que juzgamos en su 
momento muy valioso: la prioridad del conocimiento especiali-
zado para la selección de comisionados en un campo de extrema 
importancia que demanda las máximas habilidades y conocimien-
tos para la resolución de problemas que son relevantes para el de-
sarrollo de nuestro país.

Enhorabuena para la Cofece, que consiguió continuar 
con sus tareas gracias a una resolución de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación (scjn) para obligar al Poder Ejecuti-
vo, en un plazo de 30 días, a enviar al Senado su lista de can-
didatos para completar el pleno de la Cofece. En este caso, 
la distribución de poderes, la legalidad, la legitimidad y la 
competencia primaron sobre filias y fobias. Felicidades en 
su conmemoración de estos diez años como organismo au-
tónomo constitucional. Larga vida a la Cofece. 

teresa bracho gonzález

Socióloga por El Colegio de México; especialista en mate-
ria educativa y evaluación de políticas sociales. Consejera 
de la Junta de Gobierno del inee 2013-2019.
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la cofece ha sido 
reconocida por las 

autoridades más 
distinguidas de la 

comunidad internacional 
de competencia,  como 

la red internacional de 
competencia,  banco mundial 

y el antitrust writing 
awards.



CONTRIBUCIÓN DE LA 

COMISIÓN FEDERAL DE 

COMERCIO DE LOS  

ESTADOS UNIDOS

ÁLVARO BEDOYA

En nombre de los miembros y el personal de la Comi-
sión Federal de Comercio (ftc), quiero felicitar a la 
Cofece por el décimo aniversario de su existencia y 

por el trigésimo aniversario de la aprobación de la Ley Fede-
ral de Competencia Económica. ¡Qué diferencia han hecho 
ambas para México!

Estados Unidos y México tienen mucho en común en ma-
teria de derecho y política de competencia. Cuando nuestras 
leyes de competencia fueron aprobadas por primera vez, nues-
tras economías estaban dominadas por enormes monopolios 
que llegaron a serlo a través de conductas monopólicas:  
empresas como Standard Oil, hace un siglo en nuestro caso, 
y firmas como Telmex, más recientemente en el suyo. Las 
agencias de competencia de nuestros países tuvieron que 
vencer la fuerte resistencia de adversarios bien conectados 
para tener una cancha de juego pareja en beneficio de nues-
tros respectivos ciudadanos. Y todos hemos sentido los be-
neficios de ese trabajo. 

Si bien tenemos mucho de qué estar orgullosos, a am-
bos nos queda aún mucho trabajo por hacer. En Estados Uni-
dos hay muchas pruebas que sugieren que la economía 
estadounidense se ha concentrado cada vez más en los últi-
mos años. En este sentido, estamos reorientando nuestro 
enfoque de la competencia para abordar estos problemas. 
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Esto incluye la revisión de nuestras directrices sobre fusio-
nes con vistas a abordar la creciente consolidación de nues-
tra economía, que perjudica al público de diversas maneras, 
entre otras, al eliminar oportunidades para que las peque-
ñas empresas surjan y se expandan para servir mejor a sus 
clientes. También trabajamos para asegurar que la legisla-
ción de competencia beneficie a los trabajadores, y consi-
dere a la mano de obra no como un mero insumo que puede 
recortarse para reducir costos, sino como un mercado que 
merece protección, al igual que los mercados de bienes y ser-
vicios. En términos económicos, el monopsonio puede ser 
tan problemático como el monopolio. Observamos con in-
terés cómo la Cofece utiliza sus facultades particulares para 
abordar los mercados con arraigados obstáculos a la compe-
tencia, a través de barreras de entrada y dificultades para ac-
ceder a insumos esenciales. Compartimos su esperanza de 
que, a través del uso estratégico y activo de sus facultades, 
incluidas las investigaciones de mercado, veremos cómo 
mercados monopolizados durante mucho tiempo se vuel-
ven competitivos en beneficio de todos los mexicanos. Cuan-
do México prospera, nosotros nos beneficiamos, y cuando 
no lo hace, también sufrimos las consecuencias.

Todo esto requiere un fino balance. Si bien las leyes que 
promueven la competencia plena y justa pueden canalizar 
las fuerzas del mercado de manera que produzcan un enor-
me valor al tiempo que protegen a los ciudadanos de com-
portamientos abusivos, hay ciertos comportamientos que 
pueden requerir regulaciones más específicas. Por ejemplo, 
al hacer uso de las facultades normativas de la ftc, hemos 
propuesto normas que restringen el uso de los acuerdos de 
no competencia que muchos empleadores imponen a sus tra-
bajadores. Asimismo, queremos una sólida protección de la 
privacidad de nuestros ciudadanos y no dejarlo sólo a las pro-
mesas hechas por las empresas en letra chiquita cuando los 
consumidores descargan aplicaciones. Estamos aprovechan-
do el hecho de que la ftc combina competencia, protección 
del consumidor y privacidad para fomentar soluciones que 
protejan a los consumidores a través de la competencia y al 
mismo tiempo garantizar una sólida protección de la priva-
cidad para todos los estadounidenses. 
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Por último, me gustaría felicitarles por construir insti-
tuciones fuertes y efectivas para proteger los mercados 
competitivos en México. Esto no es fácil, ya que los intere-
ses creados pueden no ver con buenos ojos organismos fuer-
tes que abran los mercados protegidos a la competencia. Su 
sistema ha garantizado que ustedes hayan tenido un cuer-
po constante de líderes fuertes, desde Santiago Levy hasta 
Fernando Sánchez Ugarte y Eduardo Pérez Motta en la cfc 
y desde Alejandra Palacios hasta Brenda Hernández y An-
drea Marván hoy en la Cofece. También ha producido un 
grupo increíble de ejecutores de la ley que, mediante la 
competencia, construyen una vida mejor para todos noso-
tros. Esperamos con interés lo que harán en los próximos 
treinta años.

álvaro bedoya

Comisionado de la Comisión Federal de Comercio de 
Estados Unidos.

 



COLABORACIÓN ENTRE EL  

CADE Y LA COFECE: 

PROMOVIENDO LA 

COMPETENCIA EN AMÉRICA 

LATINA

ALEXANDRE CORDEIRO

La conmemoración del décimo aniversario de la Co-
misión Federal de Competencia Económica (Cofece) 
y el trigésimo aniversario de la Ley Federal de Com-

petencia Económica (lfc) mexicana es una oportunidad 
ideal para reflexionar sobre las valiosas lecciones aprendi-
das de las experiencias internacionales en materia de polí-
tica de competencia. 

La cooperación y coordinación entre autoridades de 
competencia son más que reconocidas, pues se cuenta con 
ellas para minimizar los riesgos de tener remedios contra-
dictorios o inconsistentes, así como para mantener la auto-
nomía de los países y de sus autoridades de competencia. El 
cade trabaja regularmente con autoridades extranjeras, es-
pecialmente en casos complejos que se refieren a la repara-
ción de conductas e involucran temas que van desde teorías 
del daño hasta diseño, implementación y monitoreo de re-
medios.

La alianza entre el cade y la Cofece es un ejemplo signi-
ficativo de cooperación en materia de política de competen-
cia. Las dos autoridades de competencia han trabajado en 
estrecha colaboración, han fortalecido sus medios de inves-
tigación compartiendo experiencias y promueven la aplica-
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ción efectiva de las leyes antimonopolio en sus respectivos 
países. Tal cooperación ha tenido un impacto positivo en la 
promoción de un entorno empresarial saludable y competi-
tivo, contribuyendo también al bienestar de los consumido-
res en las Américas. 

Desde la perspectiva brasileña, la Cofece siempre ha sido 
un socio clave en América Latina. El intercambio de in- 
formación y pruebas es un componente fundamental de la 
cooperación entre el Consejo Administrativo de Defensa Eco-
nómica (cade) y la Cofece que ayuda significativamente en 
investigaciones antimonopolio. Las agencias comparten da-
tos sobre fusiones y adquisiciones internacionales, cárteles y 
conductas anticompetitivas mediante acuerdos bilaterales. 
Esto permite realizar un análisis más completo y eficiente de 
los casos, en beneficio de ambos países.

El memorando de entendimiento suscrito en 2016 co-
rrobora esta alianza. El documento de renovación firmado 
en 2021 por Alejandra Palacios Prieto, excomisionada presi-
denta de la Cofece, y por mí, reafirmó nuestro acuerdo y for-
taleció los lazos de cooperación en materia de política de 
competencia entre México y Brasil. El memorando garanti-
za el cumplimiento efectivo de la regulación de competen-
cia de nuestros países a través de la asistencia mutua. 

El cade y la Cofece han colaborado en numerosos casos 
transnacionales y esta participación es de suma importancia 
para asegurar que el derecho de la competencia se aplique en 
los mismos términos, de manera que podamos alcanzar cier-
ta homogeneidad en cuanto a los valores adoptados en los 
análisis antimonopolio. Además, ambas agencias también 
han promovido capacitaciones, talleres y seminarios conjun-
tos sobre herramientas de investigación, programas de cle-
mencia, combate a cárteles y análisis de concentraciones para 
intercambiar conocimientos y experiencias. Estas iniciativas 
han permitido a nuestros equipos compartir las mejores prác-
ticas, profundizar su comprensión de las tendencias actua-
les de la competencia y desarrollar estrategias efectivas para 
enfrentar los desafíos futuros.

Un buen ejemplo son las medidas adoptadas al inicio  
de la pandemia de covid-19 cuando las autoridades de com-
petencia se enfrentaron a la incertidumbre de garantizar el 
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funcionamiento de los mercados debido a tiempos sin pre-
cedentes. En mayo de 2020, el cade y la Cofece organizaron 
una jornada de capacitación conjunta enfocada en documen-
tos electrónicos, obtención de pruebas, cálculo de plazos y 
audiencias virtuales. En ella se abordaron los retos plantea-
dos por la pandemia en materia de trabajo presencial, con el 
objetivo de asegurar que las autoridades operaran virtual-
mente, especialmente en lo referente a investigaciones.

Más recientemente, el cade y la Cofece participaron ac-
tivamente en el desarrollo de una iniciativa multilateral que 
reúne a autoridades de competencia de 20 países de América 
Latina y el Caribe, incluyendo a Brasil, México, Estados Uni-
dos, Argentina, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador y mu-
chos más. Esta iniciativa, denominada Grupo de Agencias de 
Competencia de América (graca), tiene como objetivo incre-
mentar la capacidad técnica y operativa de sus miembros por 
medio del intercambio de experiencias en la aplicación de las 
leyes de competencia, la promoción del desarrollo de la polí-
tica de competencia, la facilitación del funcionamiento  
eficiente de los mercados y la promoción de un mejor des-
empeño económico y bienestar social de las economías 
miembro.

En el marco del graca, la Cofece y el cade coordinan 
conjuntamente un Grupo de Trabajo de Digitalización, inte-
grado por dos subgrupos especializados: Digitalización de 
las agencias y Mercados digitales. Estos subgrupos se cen-
tran en promover la discusión y sugerir soluciones innova-
doras que hagan frente a los muchos retos asociados con sus 
respectivos temas.

La dedicación de la Cofece para fomentar el crecimien-
to económico, mejorar la eficiencia del mercado y garantizar 
el bienestar del consumidor en México no sólo ha elevado el 
nivel de la aplicación de las leyes de competencia en Améri-
ca Latina, sino que también ha inspirado al cade y a otras 
autoridades de competencia a luchar por la excelencia.

Por ejemplo, el notable éxito de la simulación de audien-
cias orales MootComp en la que contribuye la Cofece, sirvió 
de inspiración para WiCade, la simulación antimonopolio de 
Brasil. Basada en MootComp, WiCade busca crear un entor-
no similar para involucrar a estudiantes en las particulari-
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dades de la ley antimonopolio. La simulación de casos que 
se promueve entre estudiantes universitarios se centra en el 
desarrollo de sus habilidades prácticas, pensamiento crítico 
y razonamiento jurídico, que son primordiales para una ca-
rrera exitosa en el ámbito de la defensa de la competencia.

En resumen, reitero nuestro firme deseo de mantener 
estrechos lazos institucionales y crecer juntos mediante el 
intercambio de conocimientos y haciendo aportes signifi-
cativos a la promoción de la política de competencia en Amé-
rica Latina. Juntos, podremos enfrentar los retos por venir 
con soltura, entereza y un enfoque unificado.

¡Felicidades a la Cofece y al pueblo de México en esta 
memorable ocasión!

alexandre cordeiro

Presidente del cade.

 



DIEZ AÑOS DE LA COFECE

CANI FERNÁNDEZ VICIÉN

Han transcurrido diez años desde la reforma del artí-
culo 28 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos que consagró la creación de la 

Comisión Federal de Competencia Económica (Cofece) con 
rango constitucional.1 También se cumple ahora un decenio 
de la entrada en vigor de la Ley 3/2013 de creación de la  
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia2 de Es-
paña (cnmc). Con este doble décimo aniversario, al que se 
suma el trigésimo de la aprobación de la Ley Federal de 
Competencia Económica mexicana,3 celebramos que am-
bas instituciones se han consolidado en España y México 
como elementos clave para que nuestros mercados funcio-
nen correctamente en pro del bienestar de la ciudadanía y 
de la salud de nuestras economías. 

En mi experiencia, desde el punto de vista tanto del sec-
tor privado como del sector público, y a pesar de saber que 
cada país posee unas características específicas y sus merca-
dos unas particularidades concretas, he podido comprobar 
que es imprescindible que las autoridades de competencia 
gocen de una serie de líneas de actuación clave, que son co-
munes, para consolidar un funcionamiento óptimo en sus 
respectivas jurisdicciones. 

En primer lugar, quiero insistir en la importancia de la 
consolidación de la autonomía organizativa y de gestión  

1.	 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
	 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/cpeum.pdf
2.	 Ley 3 /2013, de 4 de junio, de creación de la Comisión Nacional de los Mercados 

y la Competencia. https://www.boe.es/buscar/act.php?id=boe-A-2013-5940
3.	 Ley Federal de Competencia Económica 
	 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lfce.htm
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de nuestros recursos; esto es, que las autoridades de com-
petencia podamos dotarnos de medios especializados sufi-
cientes, tanto materiales como humanos, y gestionarlos con 
el margen de maniobra suficiente para su mayor eficiencia, 
con sujeción, por supuesto, al adecuado control mediante la  
revisión de la ejecución de nuestro presupuesto. Frente a ex-
pedientes cada vez más complejos, con implicaciones trans-
versales que afectan simultánea e internacionalmente a 
varios sectores de actividad, nuestras instituciones deben 
dotarse de medios técnicos avanzados y humanos de la ma-
yor categoría profesional. Precisamente la insuficiente do-
tación de recursos puede derivar en una erosión de la calidad 
de nuestro trabajo y en la insuficiencia para detectar y san-
cionar conductas anticompetitivas, que ponen en peligro 
nuestra misión de garantizar el funcionamiento competiti-
vo de los mercados que supervisamos. 

A nivel institucional, en segundo lugar, destacaría la ne-
cesaria independencia de la autoridad de competencia para 
asegurar la óptima supervisión y regulación de los merca-
dos con independencia de los ciclos políticos y electorales. 
En contrapartida, la transparencia de nuestras actuaciones, 
y nuestra constante rendición de cuentas, constituyen ejes 
fundamentales del cumplimiento de nuestra responsabili-
dad para con la sociedad.

En tercer lugar, y en lo que a instrumentos respecta, ade-
más de explotar al máximo la eficiencia en los procedimien-
tos, con terminaciones mediante compromisos (settlements) 
cuando sea adecuado, por ejemplo, y reflexionar sobre la  
revitalización de los programas de clemencia, debemos apos-
tar decididamente por el uso de recursos para aumentar y 
mejorar la detección de oficio. Con este fin, la cnmc se ha do-
tado de una Unidad de Inteligencia Económica4 cuyo traba-
jo, gracias al uso de técnicas de inteligencia artificial, así como 
la aplicación de algoritmos y sistemas avanzados de estadís-
tica y econometría, nos ha permitido aumentar de forma sig-
nificativa la identificación y recopilación de indicios que 
posteriormente se pueden traducir en expedientes sancio-

4.	 Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia: Unidad de Inte-
ligencia Económica: <https://www.cnmc.es/ambitos-de-actuacion/
competencia/unidad-de-inteligencia-economica>.
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nadores. Además, esto posee un importante efecto disuaso-
rio que se demuestra esencial para la efectividad de nuestras 
políticas de defensa de la competencia.  

En cuarto lugar, es fundamental que las autoridades de 
competencia llevemos a cabo una efectiva acción y política 
de promoción de la competencia que abarque tanto al sec-
tor privado como a las instituciones públicas cuya acción 
afecte a los mercados. Las autoridades tenemos que bajar a 
la calle, esto es, sensibilizar a consumidores y usuarios so-
bre la importancia de su exigencia al adoptar decisiones de 
consumo, y la necesidad de mantener unos niveles sanos y 
adecuados de competencia en la economía, para fortalecer 
así una cultura de la competencia que sea permeable. Para 
ello debemos elegir el instrumento que más impacte en cada 
caso, ya sean estudios de mercado, guías o decálogos, pre-
sentaciones o debates públicos, o actuaciones ante los tribu-
nales en defensa de la competencia cuando ello sea posible.

En último lugar, resaltaría la importancia del reforza-
miento de los lazos institucionales internacionales que nos 
permiten, como agencias de competencia, conocer los ins-
trumentos y las medidas más exitosas y eficaces de nuestras 
instituciones homólogas en las demás jurisdicciones. Un 
buen ejemplo de la cooperación bilateral entre instituciones 
es el Memorando de Entendimiento (mou, por sus siglas en 
inglés) firmado en junio de 2023 entre la cnmc y la Cofece5  
que nos dota de un nuevo y mejor marco de cooperación.

La cnmc ha seguido de cerca los pasos dados durante 
los últimos años por la Cofece como agencia puntera e in-
novadora en Iberoamérica, tales como su Sistema de Notifi-
cación Electrónica de Comunicaciones (sinec),6 la Guía para 
el intercambio de Información entre Agentes Económicos7 
o su innovadora sección multimedia para la difusión de la 
cultura de competencia económica.8 De la misma forma, 
nuestra institución ha observado el buen trabajo realizado 

5.	 https://www.cnmc.es/prensa/memorando-entendimiento-cnmc-
cofece-20230614

6.	 https://sinec.cofece.mx/#no-back-button
7.	 https://www.cofece.mx/wp-content/uploads/2018/01/guia-

0072015_intercambioinf.pdf
8.	 https://www.cofece.mx/publicaciones/multimedia/
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en expedientes relativos a concentraciones consumadas ilí-
citas de referencia como las de Moench Cooperatif9 y Nestlé, 
Nestec e Innovación de Alimentos.10 Además, las sanciones 
a directivos impuestas por la Cofece han demostrado ser  
una herramienta efectiva y disuasoria en el mercado mexi-
cano, herramienta de la que también dispone la cnmc.11

En lo que a su actuación internacional respecta, la Cofe-
ce ha destacado como agencia de referencia en la región, gra-
cias a su activa involucración en los principales foros 
internacionales de competencia y en sus respectivos órganos 
de dirección, al aportar valiosas contribuciones en organi-
zaciones como en la Red Internacional de Competencia (icn 
por sus siglas en inglés) y en la ocde (Organización para la 
Cooperación y Desarrollo Económicos), en las cuales la cnmc 
tiene el gusto de trabajar codo a codo con los representantes 
de la Cofece. Asimismo, también se destacan iniciativas  
bilaterales como la “Agenda coincidente de competencia para 
la prosperidad México y Estados Unidos”12 que pone de ma-
nifiesto la importancia de la cooperación en materia de com-
petencia en mercados estrechamente vinculados. 

Desde la cnmc, tal como hemos hecho siempre, conti-
nuamos con una voluntad renovada, firme e inequívoca de 
cooperar con la Cofece en todas aquellas áreas en las cuales 
podamos aprender de nuestras experiencias y compartir 
mejores prácticas.

Muchas gracias por dejarme realizar esta aportación en 
nombre de la cnmc en este aniversario tan especial para la 
Cofece y contribuir a este libro que celebra, tan merecida-
mente, la imprescindible labor que la Cofece realiza a favor 
de México.

9.	 https://www.cofece.mx/sanciona-cofece-a-moench-cooperatif-
y-luis-doporto-por-incumplir-compromisos/

10.	 https://www.cofece.mx/sanciona-cofece-a-agentes-economicos-
en-el-mercado-de-lacteos-por-omitir-notificar-una-concentracion/

11.	 https://www.cofece.mx/cofece-multa-a-empresas-y-personas-fisicas-
por-coludirse-en-el-mercado-de-distribucion-de-medicamentos/

12.	 https://www.cofece.mx/una-agenda-coincidente-de-competencia-
para-la-prosperidad-mexico-y-estados-unidos/
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cani fernández vicién

Presidenta de la Comisión Nacional de los Mercados y 
la Competencia de España.

 



CONTRIBUCIÓN DE LA DIVISIÓN 

ANTIMONOPOLIOS DEL 

DEPARTAMENTO DE JUSTICIA DE 

LOS ESTADOS UNIDOS

JONATHAN KANTER

El décimo aniversario de la Comisión Federal de Com-
petencia Económica (Cofece) y el trigésimo aniver-
sario de la Ley Federal de Competencia Económica 

consolidan la presencia de México en el escenario mundial 
de la aplicación de la competencia, y el trabajo de la agencia 
brilla como un faro para cualquier agencia de competen- 
cia emergente. La Cofece ha dado grandes pasos para esta-
blecerse como líder al reconocer la importancia de un whole-
of-government approach (enfoque de todo el gobierno) para la 
aplicación de la ley de competencia, adoptar la cooperación 
internacional y llevar a cabo acciones de aplicación notables. 

En primer lugar, la Cofece ha adoptado un whole-of-go-
vernment approach a través de la formulación de políticas y 
su aplicación. La Cofece publicó un análisis1 de la Orden Eje-
cutiva sobre Competencia2 del presidente Biden, en el que 
ordena a las agencias federales de Estados Unidos adoptar un 
whole-of-government approach hacia la competencia. El aná-
lisis de la Cofece concluyó que la economía de México se be-
neficiará de manera similar de un whole-of-government 

1.	 https://www.cofece.mx/una-agenda-coincidente-de-competencia-
para-la-prosperidad-mexico-y-estados-unidos/septiembre 2021.

2.	 https://www.whitehouse.gov/briefing-room/presidential-ac-
tions/2021/07/09/executive-order-on-promoting-competition-in-
the-american-economy/ julio 2021.
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approach y formuló recomendaciones para que los regulado-
res sectoriales protejan la competencia. La Cofece ya ha em-
pleado un whole-of-government approach a su aplicación de la 
ley, por ejemplo, al tomar medidas rápidas sobre un caso  
de abuso de posición dominante de las asociaciones de co-
rredores públicos consistentes en tratos discriminatorios, re-
ferido por la Secretaría de Economía de México; al colaborar 
con la Agencia Reguladora del Transporte Ferroviario de Mé-
xico en la evaluación de las condiciones de competencia en 
el mercado del transporte ferroviario; y al fortalecer alianzas 
a través de convenios con organismos sectoriales como la Co-
misión Reguladora de Energía de México. 

En segundo lugar la Cofece ha demostrado su compro-
miso con la participación internacional a través de su lide-
razgo en la Red Internacional de Competencia (icn, por sus 
siglas en inglés). En sólo diez años, la Cofece ha ocupado 
puestos diversos de liderazgo como la Vicepresidencia de 
Agencias Jóvenes y Diversidad Regional. Los líderes de la Co-
fece en el icn también fueron fundamentales para la forma-
ción del Bridging Proyect del icn, que fomenta la colaboración 
entre los miembros del icn.    

En tercer lugar, la Cofece se ha forjado una reputación 
como formidable defensor de la competencia, y sus accio-
nes de aplicación de la ley de competencia han fortalecido  
la economía de México. La sólida defensa de la competencia 
de la Cofece ha incluido un escrutinio especial de los mer-
cados laborales, como la histórica acción contra 17 clubes  
de la Liga mx y la Federación Mexicana de Fútbol por formar 
un acuerdo ilegal para fijar los salarios de las jugadoras. Los 
acuerdos ilegales en los mercados laborales profundizan la 
brecha salarial de género entre los futbolistas profesionales 
y limitan la capacidad de los jugadores para negociar libre-
mente. 

A medida que la Cofece entra en su segunda década, la 
economía mundial enfrenta una nueva generación de retos 
que exigirán rigor y atención por parte de las autoridades de 
competencia de todo el mundo. Afrontar estos retos exige 
una comunidad internacional unida, en la que la Cofece ha 
sido un actor y participante fundamental. Aumentar los re-
cursos de la agencia para centrarse en la economía digital, 
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intensificar los esfuerzos de análisis de datos para erradicar 
la actividad de los cárteles y mantener una estrecha comu-
nicación entre agencias internacionales de competencia son 
pasos críticos necesarios para modernizar los esfuerzos de 
aplicación de las leyes de competencia. La División Antimo-
nopolios está utilizando todas las herramientas disponibles 
para promover y hacer cumplir la competencia y espera co-
laborar con la Cofece más a fondo en el futuro.

jonathan kanter

Fiscal General Adjunto de la División Antimonopolios.

 



COFECE: UN FUERTE JUGADOR 

EN EL ÁMBITO INTERNACIONAL 

DE LA COMPETENCIA

ANDREAS MUNDT

¿Qué hace que una fiesta sea buena? Los invitados, por 
supuesto. Al celebrar este año su décimo aniversario 
como autoridad encargada de vigilar la competencia y 

concurrencia en México, la Comisión Federal de Compe-
tencia Económica (Cofece) puede estar segura de que habrá 
una larga lista de agencias de competencia de todo el mun-
do deseando expresar sus felicitaciones. 

No cabe duda de que la Cofece ha hecho un gran traba-
jo para ganarse el reconocimiento de la comunidad de com-
petencia y ha dado muchos motivos de celebración. El alto 
nivel de experiencia de la Cofece y su sólido historial en ma-
teria de aplicación de la ley, han permitido que la agencia 
adquiera una excelente reputación; la promoción para ex-
plicar los beneficios que su trabajo brinda a la sociedad le ha 
otorgado un alto nivel de visibilidad. Pero, desde mi punto 
de vista como presidente de la Red Internacional de Com-
petencia (icn), hay una razón que destaca particularmente: 
la Cofece es un actor internacional fuerte, firmemente esta-
blecido en la comunidad internacional de competencia. 

La Cofece participa activamente en actividades inter-
nacionales, entabla una cooperación bilateral y multilateral 
con otras autoridades de competencia y participa en orga-
nismos internacionales y foros mundiales como el icn. Sin 
embargo, el término “participa” se queda corto, ya que la 
Cofece ha desempeñado un papel de liderazgo en el icn du-
rante muchos años. Cuando se creó el icn el 25 de octubre 
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de 2001 en la ciudad de Nueva York, México fue una las 14 
jurisdicciones involucradas en su fundación. A lo largo de  
los años, los titulares de la Comisión actuaron como desta-
cados presidente y vicepresidenta del icn. La Cofece es 
miembro del Grupo Directivo y ha actuado como co-chair de 
varios grupos de trabajo del icn, entre ellos el Grupo de Tra-
bajo de Promoción, el Grupo de Trabajo de Efectividad de 
Agencias, el Grupo de Trabajo de Concentraciones y el Gru-
po de Trabajo sobre Conductas Unilaterales. También, ha ac-
tuado como líder de proyecto y anfitrión de eventos del icn. 
Además del trabajo relacionado con los contenidos de la Co-
fece, la agencia se ha centrado en las agencias más jóvenes 
de la red, así como en la diversidad regional: la Cofece lide-
ra el Bridging Proyect del icn, el cual reúne a las agencias más 
jóvenes con las más experimentadas en el icn, y el nuevo Fo-
cus Group, que se estableció para implementar las recomen-
daciones de la Tercera Década del icn y fortalecer la inclusión 
y la participación de las agencias como parte del Programa 
open del icn. 

La cooperación internacional y el networking permiten 
a las agencias compartir logros, pero también recibir apor-
taciones, aprender y crecer juntos. Desde el inicio, la Cofe-
ce adoptó un enfoque claro y riguroso con su decisión de 
intervenir en cooperación. No se puede crear algo de la nada; 
traducido al ámbito de la cooperación internacional, esto 
significa que dedicar recursos es un precio que hay que pa-
gar. Por la estructura súper ligera del icn y la falta de una se-
cretaría formal o empleados permanentes, la participación 
activa de sus miembros es clave para el funcionamiento de la 
red. Las agencias miembro mantienen el sistema en funcio-
namiento. Aunque se trata de una responsabilidad adicional 
que aumenta la carga de trabajo de las agencias, también abre 
la puerta a un nuevo nivel de trabajo en equipo y conexión. 
Los grupos de trabajo orientados a proyectos son el motor  
del icn, operado por dedicados colegas de todo el mundo que 
elaboran los planes de trabajo del icn, organizan eventos y 
redactan productos de trabajo. Participar activamente en un 
grupo de trabajo ofrece a las agencias de competencia ven-
tajas importantes: nuevos conocimientos, la oportunidad de 
hacer aportaciones sobre cómo dar forma a los estándares 
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internacionales y la interacción con otras agencias para crear 
confianza y establecer lazos sólidos. El Grupo Directivo del 
icn está formado por representantes selectos de las agencias 
de competencia y dirige la red. Garantiza que el icn se cen-
tre en temas que sean relevantes para sus miembros, al te-
ner en cuenta las necesidades de sus diversos miembros. El 
Grupo Directivo también dirige sus propios proyectos, como 
el Proyecto sobre la intersección de la competencia, la pro-
tección del consumidor y la privacidad (iniciado en 2019). 
Otra tarea del Grupo Directivo es publicar declaraciones, 
como la Declaración sobre la competencia durante y des-
pués de la pandemia covid-19 (2020) y la Declaración sobre 
el papel de la competencia y la política de competencia en 
tiempos de crisis económica (2022). Como miembro del Gru-
po Directivo, Cofece tiene una voz fuerte dentro de la red. 

La decisión de la Cofece de invertir en cooperación in-
ternacional, de asumir responsabilidades, se basa en una  
estrategia a largo plazo que ha dado frutos. Esto sirve de lec-
ción para las agencias de competencia alrededor del mun-
do: comprometerse activamente e invertir tiempo y energía 
merece la pena. El icn se ha beneficiado de manera excep-
cional del compromiso de la Cofece. Su participación ha en-
riquecido enormemente a la red y, al mismo tiempo, ha 
situado a la Cofece firmemente en el círculo de las autorida-
des de competencia exitosas. Qué buena razón para celebrar. 

andreas mundt

Presidente de la Bundeskartellamt desde 2009, miem-
bro del Buró del Comité de Competencia de la ocde 
desde 2010 y presidente del Grupo Directivo de la Red 
Internacional de Competencia (icn por sus siglas en 
inglés) desde 2013.

 



CONTRIBUCIÓN DE LA 

ORGANIZACIÓN PARA LA 

COOPERACIÓN Y DESARROLLO 

ECONÓMICOS

ORI SCHWARTZ

Un aniversario es tradicionalmente un acontecimien-
to que hay que celebrar, y si se trata del aniversario 
de una autoridad de competencia exitosa, y de una 

ley de competencia bien diseñada, entonces la celebración 
está aún más justificada.

En efecto, mirar de cerca el historial de la Cofece revela 
un panorama impresionante. Por ejemplo, la aplicación de  
la ley contra cárteles funciona de manera eficiente, con ci-
fras notables tanto en las visitas de verificación sorpresa 
como en las solicitudes del programa de inmunidad. La apli-
cación de la ley contra el abuso de posición dominante es só-
lida y estable, lo que justifica la reputación de la Cofece como 
organismo de defensa de la competencia. La Cofece también 
es considerada líder en materia de promoción, pues predica 
la importancia de la política de competencia a los diferentes 
niveles del gobierno mexicano.

Observar la actividad de la Cofece en el frente interna-
cional revela su destacado papel en la promoción de la apli-
cación de la ley de competencia y la cultura de competencia. 
La Cofece colabora intensamente con autoridades de todo el 
mundo, tanto de forma independiente como bajo el para-
guas de organismos internacionales como la Organización 
para la Cooperación y Desarrollo Económicos (ocde) y la Red 
Internacional de Competencia, icn. Cabe destacar el apoyo 
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de la Cofece a las autoridades de competencia vecinas en 
América Latina, ya que puede utilizar su vasta experiencia 
para ayudar a las autoridades menos maduras a dar sus pri-
meros pasos y desarrollar las capacidades de aplicación de la 
ley. Esto también puede observarse por las contribuciones 
activas de Cofece al Foro Latinoamericano y del Caribe de 
Competencia (flacc) de la ocde y el Banco Interamericano 
de Desarrollo. El foro, que permite un profundo intercam-
bio de experiencias y conocimientos entre las autoridades 
de competencia de América Latina y el Caribe, se ha bene-
ficiado enormemente del fuerte compromiso y participación 
de la Cofece. La Comisión también ha contribuido significa-
tivamente al trabajo del Centro Regional de Competencia de 
la ocde en Lima, Perú.

Sin embargo, hacerlo bien en el pasado no garantiza éxi-
tos futuros, por lo que la Cofece debe resistir la tentación de 
dormirse en sus laureles, y más bien trabajar constantemen-
te para mejorar su actividad y su historial. Por ejemplo, el 
uso de las facultades de investigación de mercado plantea un 
reto recurrente para todas las autoridades que tienen tales 
facultades, como se vio recientemente en el caso de los slots 
en aeropuertos en México (iebc-001-2015). Una investiga-
ción de mercado bien orientada y enmarcada con precisión 
puede traer consigo sólidos beneficios para los consumido-
res mexicanos, lo que se espera que confirme los varios ca-
sos en curso que aún debe de resolver la Cofece. 

Otro reto sería el uso más frecuente de los acuerdos.  
Resolver un caso de aplicación de la ley tiene el potencial de 
remediar rápidamente una deficiencia del mercado, con el 
compromiso de la parte sospechosa de enmendar sus actos 
indebidos. Elegir la vía del compromiso también podría re-
sultar benéfico para la Cofece en términos de ahorro de  
recursos. De hecho, no todos los casos son para llegar a un 
acuerdo, y no todos los acuerdos son buenos. Aun así, ampliar 
el papel que esta herramienta desempeña dentro de la caja de 
herramientas de aplicación de la ley de la autoridad tiene el 
potencial de generar beneficios significativos para la Cofece 
y los importantes intereses públicos que se confiaron en sus 
manos.  
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Me gustaría concluir felicitando a la comisionada pre-
sidenta Andrea Marván Saltiel y a la Comisión Federal de 
Competencia Económica por su décimo aniversario, así 
como el trigésimo aniversario de la entrada en vigor de la Ley 
Federal de Competencia Económica. 

¡Qué la próxima década sea al menos tan fructífera como 
la anterior! 

ori schwartz

Jefe de la División de Competencia de la ocde. 
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periodo.



POLÍTICA DE COMPETENCIA 

Y BIENESTAR SOCIAL

EDUARDO MARTÍNEZ CHOMBO

Una de las ideas básicas del funcionamiento de las eco-
nomías de mercado es que la rivalidad entre empresas 
lleva a la reducción de costos de producción, el esta-

blecimiento de precios basados en costos, el desarrollo y la me-
jora de los productos y, en general, en una mayor oferta de  
bienes y servicios, entre otros resultados deseables. Esta no-
ción se encuentra formalizada en lo que los economistas co-
nocen como teoremas fundamentales de la economía del 
bienestar, en los cuales bajo ciertas condiciones, entre ellos 
la existencia de mercados competidos, se demuestra que una 
economía de mercado donde la oferta iguale a la demanda 
conducirá a una asignación eficiente de recursos. 

En el mundo real, sin embargo, no es extraño encontrar 
mercados con muy pocos participantes, restricciones a la 
expansión o a la entrada de nuevos competidores y consu-
midores cautivos por los altos costos que implica cambiar de 
proveedores, por mencionar algunos ejemplos en donde la 
rivalidad entre empresas es muy baja o inexistente.

La falta de competencia permite a las empresas ejercer 
lo que se conoce como poder de mercado, esto es, la capa-
cidad de sostener precios significativamente por arriba de 
sus costos sin una mejora en la eficiencia en sus procesos 
productivos. Así, a través de la restricción de la oferta, el de-
terioro de la calidad de los productos o el retraso en la intro-
ducción de mejoras e innovaciones en los bienes y servicios, 
entre otros, las empresas en ambientes no competidos pue-
den sostener precios elevados. 



258
LA POLÍTICA DE COMPETENCIA ECONÓMICA EN MÉXICO: 
RETROSPECTIVA, BALANCES Y RETOS

Uno de los efectos inmediatos de la falta de competen-
cia y el ejercicio de poder de mercado por parte de las em-
presas es la redistribución de los beneficios de la actividad 
económica, los cuales se trasladan de los consumidores a las 
empresas productoras del bien o servicio por medio de pre-
cios elevados. Esto afecta la distribución del ingreso entre la 
población. Al respecto, diversos estudios en México indican 
que la pérdida de bienestar por el ejercicio de poder de mer-
cado incide más en la población de más bajos ingresos (ver 
Urzúa 20081 y, más recientemente, Aradillas 2018,2 por 
ejemplo); de ahí la importancia de la política de competen-
cia en la mejora de la distribución del ingreso.

Otros análisis llevados a cabo en países desarrollados en 
los últimos años sugieren que, además de reducir el bienes-
tar de los consumidores directos en mercados específicos, el 
incremento del poder de mercado tiene efectos agregados 
como la afectación negativa a la demanda de trabajo y a su 
dinamismo, que se relaciona con una menor participación 
de los salarios y del capital en los ingresos generados por la 
actividad económica (ver, por ejemplo, Loecker et. al. 2020).3 

Por otra parte, el proceso inflacionario provocado por  
la pandemia y la guerra en Ucrania también trajo a debate el 
papel del poder de mercado de las empresas en la dinámica 
de la inflación. Ante los cambios tanto en las condiciones de 
los mercados debido al reordenamiento en el suministro  
de insumos como en los patrones de consumo y, en general, 
en las condiciones de oferta, algunas medidas de los compo-
nentes de la inflación sugieren que las empresas han tenido 
la capacidad de mantener y, en ocasiones, aumentar sus ga-
nancias en un contexto de presión en los costos. En general, 
de acuerdo con distintas estimaciones en países desarrolla-

1.	 Urzúa, Carlos. (2008). Evaluación de los efectos distributivos y espa-
ciales de las empresas con poder de mercado en México, documento 
de trabajo, Tecnológico de Monterrey, Campus Ciudad de México. 

2.	 Aradillas López, Andrés (2018). Estudio sobre el impacto que tiene el 
poder de mercado en el bienestar de los hogares mexicanos, Poder de 
Mercado y Bienestar Social, Comisión Federal de Competencia Econó-
mica, 2018.

3.	 Loecker, Jan De; Eeckhout, Jan y Unger, Gabriel (2020). The rise of 
market power and the macroeconomic implications, The Quarterly 
Journal of Economics, Vol 135, Issue 2.
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dos (ver, por ejemplo, Hansen et. al. 20234 y MacAdam, Si-
mon 20235), estas presiones se reflejaban anteriormente en 
reducciones de las tasas de ganancia que servían de conten-
ción temporal al aumento en los precios. La capacidad de las 
empresas de mantener sus tasas de ganancia después de  
la pandemia ha cambiado la dinámica inflacionaria al incre-
mentar los niveles de inflación y su persistencia. Este com-
portamiento es diferente en países en desarrollo como 
México, donde al parecer las empresas han podido mante-
ner sus ganancias aun en periodos inflacionarios pasados. El 
tema está a discusión y sin duda requiere de mayor análisis, 
pero plantea la incidencia de los efectos del ejercicio de po-
der de mercado en variables macroeconómicas, que es rele-
vante para el bienestar general de la población. 

Si bien la falta de competencia afecta el bienestar de la 
sociedad de manera múltiple y por diferentes vías, desde  
la perspectiva del quehacer de la política pública se tiene 
mucho por ganar si se fomenta la competencia en forma am-
plia y generalizada, más en economías como la mexicana, 
cuyas distorsiones impiden la existencia de mercados com-
petidos.

En la definición e implementación de la política de com-
petencia participan varios actores además de las autorida-
des de competencia: el Poder Legislativo, que establece el 
marco normativo bajo el cual funcionan los mercados; el Po-
der Ejecutivo, al implementar la política económica, regu-
lar los mercados y participar directamente en la actividad 
económica; y, notoriamente, el Poder Judicial, que resuelve 
y define, en última instancia, la interpretación de la aplica-
ción del marco normativo. 

Los instrumentos a disposición de cada uno de los par-
ticipantes en la implementación de la política de competen-
cia son evidentemente diferentes y tienen límites, aunque en 
algunos aspectos dichos instrumentos se traslapan o se com-

4.	 Hansen, Niels-Jakob H; Toscani, Frederik G y Zhou, Jing (2023). 
Euro Area Inflation after the Pandemic and Energy Shock: Import 
Prices, Profits and Wages, International Monetary Fund, Working Pa-
per, June 23rd. 

5.	 MacAdam, Simon (2023). Is corporate greed to blame for high infla-
tion?, Global Economics Focus, Capital Economics, June 29th.
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plementan. En este contexto, la autoridad de competencia 
por sí sola tiene instrumentos definidos para su alcance que 
no necesariamente son propicios en forma aislada para al-
canzar objetivos más generales de bienestar social. Para el  
logro de estos últimos se requieren acciones conjuntas y 
coordinadas entre los diversos actores que participan en la 
determinación de la política de competencia. En la prácti-
ca, sin embargo, no han sido pocos los casos en los que las 
decisiones de los diferentes actores que implementan la po-
lítica de competencia son diferentes o contrarias entre ellas, 
presumiblemente por buscar objetivos diferentes o porque 
utilizan instrumentos que se contraponen entre ellos, lo que 
provoca la neutralización de las medidas recomendadas o 
implementadas. Así ocurre, por ejemplo, en las investiga-
ciones realizadas por la autoridad de competencia en mer-
cados regulados por otra autoridad federal en nuestro país. 
La ley establece que las resoluciones de la autoridad de com-
petencia tendrán solamente el carácter de recomendación 
para el regulador y que este decidirá adoptar las medidas re-
comendadas que crea conveniente. En este marco, si no exis-
te una acción coordinada entre el regulador y la autoridad 
de competencia los esfuerzos por mejorar las condiciones de 
competencia se retrasan o se diluyen (ver, por ejemplo, el 
resultado de la investigación de las condiciones de com- 
petencia en el aeropuerto de la Ciudad de México realizada 
antes de la pandemia; en su mayor parte, las recomendacio-
nes emitidas por la autoridad de competencia no fueron 
aceptadas por el regulador sectorial). En este sentido, el reto 
es lograr la concordancia entre las acciones de los diferentes 
actores involucrados para alcanzar objetivos de bienestar so-
cial más generales.

Es innegable que la efectividad de la política de com-
petencia para el mejoramiento del bienestar social se vería 
beneficiada por una acción coordinada entre los diferentes 
actores que participan en su implementación; sin embargo, 
para ello se requieren principios básicos compartidos den-
tro de los objetivos que persiguen los diferentes actores.  
A escala internacional se ha propuesto establecer objetivos 
y estándares de análisis de las autoridades de competencia 
que sean generales, que consideren el desarrollo del sector 
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industrial o del empleo, por ejemplo, en contraposición a un 
criterio más centrado en las condiciones de un mercado ana-
lizado en lo particular, como el enfoque del excedente del 
consumidor. En nuestro país, de acuerdo con los requisitos 
establecidos en la Ley de Competencia para los análisis  
de los mercados y conductas, se tiene como estándar de aná-
lisis el criterio del excedente del consumidor, que conside-
ra el desarrollo de los precios de las mercancías y de la 
oferta en el mercado bajo análisis. Este criterio objetivo y de-
limitado guía de manera clara y transparente el actuar de la 
autoridad. Por otra parte, el estándar del excedente del con-
sumidor, al aplicarse caso por caso, ha mostrado ser lo sufi-
cientemente flexible para identificar y atacar los problemas 
de competencia en mercados específicos. Criterios más ge-
nerales tendrán que definirse en términos más amplios que 
los del mercado específico; por ejemplo, el sectorial o el mer-
cado por área geográfica. Los instrumentos con los que cuen-
ta la autoridad de competencia aún no tienen dicho alcance; 
el Poder Ejecutivo podría contar con mejores herramientas 
para abordarlos. 

Cabe reiterar que la competencia económica no es un 
fin en sí mismo, sino un medio para garantizar la eficiencia 
en los mercados y así proteger y elevar el bienestar de la so-
ciedad. Cuando las cadenas de producción y logísticas se vie-
ron seriamente afectadas durante la pandemia, por ejemplo, 
fueron necesarias acciones coordinadas entre los agentes 
económicos para garantizar el suministro de bienes, espe-
cialmente material médico. Durante esta etapa, varias autori-
dades de competencia establecieron excepciones temporales  
a las acciones conjuntas entre ciertas empresas del sector  
salud. Es posible que en otros ámbitos se requiera regular la 
forma como se da la competencia. La existencia de fallas  
de mercado, en las que no se da el funcionamiento eficien-
te de los mercados debido a la existencia de externalidades, 
asimetría de información, bienes adictivos, etcétera, puede 
traer como resultado que las empresas centren sus acciones 
para competir en aspectos que no necesariamente aportan 
un beneficio social. En esos casos es importante un acuer-
do social que permita definir las condiciones bajo las cuales 
se debe dar la competencia entre las empresas con el fin de 
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lograr un bien común; un ejemplo de ello es el estableci-
miento de normas de comercialización de productos alimen-
ticios o la regulación de emisiones contaminantes. Por 
supuesto, estos temas requieren de discusión, pero es en es-
tas situaciones cuando los acuerdos sociales y la acción del 
Estado como regulador resultan necesarios para la guía y  
el buen funcionamiento de los mercados.

Los gobiernos también inciden sobre las condiciones de 
competencia en los mercados con su participación directa 
en las actividades económicas, ya sea al proveer servicios 
públicos, construir infraestructura o participar en empresas 
públicas. Todo ello tiene un impacto importante sobre las 
condiciones de competencia en ciertos sectores a través de 
las compras públicas de insumos de manera recurrente y  
de gran tamaño; de la asignación de proyectos de gran  
envergadura o del establecimiento de condiciones de com-
pra-venta en ciertos mercados, como el de los energéticos.
En dichos sectores, el gobierno puede contribuir a establecer 
condiciones de competencia en el mercado en la medida en 
que su participación sea transparente, que no favorezca  
sólo a algunos participantes del mercado y que promueva la 
asignación eficiente de recursos. En sectores económicos 
donde el alcance de los instrumentos gubernamentales es li-
mitado resulta muy importante contar con una autoridad de 
competencia fuerte que garantice y vigile la existencia de 
condiciones de competencia.

Es innegable el efecto de la falta de competencia sobre 
diferentes aspectos de la economía. Hay mucho que ganar en 
términos de bienestar social si se adopta una política que pro-
mueva las condiciones de competencia en forma amplia; para 
ello, parte del reto reside en lograr la concordancia entre  
las acciones de los diferentes agentes que participan en la 
construcción de la política de este sector.
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CONCENTRACIÓN  

AEROMÉXICO-DELTA

ALEJANDRO ILDEFONSO  
CASTAÑEDA SABIDO

ANTECEDENTES

El 31 de marzo de 2016, la Comisión Federal de Compe-
tencia Económica (Cofece) autorizó el acuerdo bilateral 
de cooperación entre Aeroméxico y Delta; coopera-

ción sujeta a la cesión, para el uso de otras aerolíneas de ho-
rarios de aterrizaje y despegue (slots) por parte del consorcio 
recién firmado (Expediente cnt-050-2015). Estos slots de-
bían estar en un horario que empezaba a las siete de la maña-
na y terminaba a las 22.59 de la noche, ambas horas pico. En 
noviembre del mismo año se notificó una segunda concen-
tración por parte de Aeroméxico y Delta, por la cual Delta  
se comprometía a adquirir hasta el 32.33 % de las acciones 
de Aeroméxico. Lo novedoso de estas concentraciones fue 
que se utilizaron técnicas econométricas para medir el im-
pacto de la fusión, lo que permitió analizar la fusión con 
base en el hecho de que las aerolíneas compiten a nivel de 
red.

CARACTERÍSTICAS DE LA FUSIÓN. ANÁLISIS

Existían varias regularidades empíricas que vale la pena re-
cordar:  

1)	 En los horarios de aterrizaje y despegue de siete de la 
mañana a 11 de la noche, el Aeropuerto Internacional 
de la Ciudad de México (aicm) estaba totalmente satu-
rado.
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2)	 Aeroméxico cuenta con el mayor número de horarios 
de aterrizaje y despegue de todas las aerolíneas que 
operan en el AICM.

3)	 Por las externalidades de red que operan en el aicm y su 
posición geográfica, no existe un aeropuerto sustituto.  

Tradicionalmente, en fusiones de aerolíneas se analizan 
las rutas donde existe traslape; se calcula el nivel y el au-
mento en los índices de concentración y, sobre esa base, se 
decide. Sin embargo, las aerolíneas compiten en redes, por 
lo que no funciona el análisis por rutas separadas. En lo par-
ticular, el análisis de redes permite medir la elasticidad de 
la oferta de redes competidoras, lo que no está presente en 
un estudio de ruta individual. En el análisis econométrico 
que realizamos se midieron efectos de red para evaluar los 
impactos totales sobre la concentración. Nuestro modelo 
econométrico fue el siguiente:

Se utilizaron los datos de boletos vendidos por Aeromé-
xico en vuelos transfronterizos. Después de limpiar la base  
de datos, se contó con 531 mil 530 observaciones. La varia-
ble dependiente es el logaritmo natural del precio por kiló- 
metro de los boletos de Aeroméxico. Las variables explicati-
vas son las siguientes:

	• Distancia entre origen y destino.
	• Distancia entre origen y destino al cuadrado.
	• Número de competidores en la ruta.
	• Número de competidores en el origen (número de ae-

rolíneas que atienden el origen).
	• Variable dicotómica que indica cuando Aeroméxico 

no enfrenta rivales en el origen.
	• Variable dicotómica que indica cuando Aeroméxico 

no enfrenta rivales en la ruta.
	• Variable dicotómica que indica cuando Delta tiene un 

hub (nodo de red) en el origen de la ruta.  
	• Variable dicotómica que indica cuando alguna aerolí-

nea mexicana tiene un hub en el origen de la ruta.  
	• Variable dicotómica que indica cuando alguna aerolí-

nea norteamericana (American o United) tiene un hub 
en el origen de la ruta. 
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	• Variable dicotómica que indica cuando el origen es Mé-
xico.

	• Variable dicotómica que indica cuando el origen es el  
Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México 
(aicm).

	• Variable dicotómica que indica cuando el vuelo hace 
una escala en el aicm.

	• Variable dicotómica que indica si Delta también opera 
la ruta.

	• Variable dicotómica que indica si el vuelo tiene una 
escala.

	• Variable dicotómica que indica si el vuelo tiene código 
compartido.

El método de estimación fue por mínimos cuadrados or-
dinarios estimado con errores estándar robustos. El ejerci-
cio econométrico tuvo un ajuste bastante bueno; si se toma 
en cuenta que los datos son de sección cruzada, la mayoría 
de las variables tuvo el signo esperado. Destacan los siguien-
tes resultados:

1)	 Existe un sobreprecio de aproximadamente 18 % sobre 
los precios de los demás vuelos para los que despegan 
del aicm.

2)	 También existe un sobreprecio de aproximadamente  
21 % para los vuelos que hacen escala en el AICM.

3)	 Si los vuelos tienen origen en un hub manejado por ae-
rolíneas norteamericanas (American o United), son 
aproximadamente 4.9 % más baratos.

4)	 La variable que mide la competencia potencial, aquella 
que mide el número de aerolíneas que atienden el ori-
gen, es de signo negativo e indica que cuando se incre-
menta el número de competidores potenciales en una 
unidad, los precios de Aeroméxico son menores en apro-
ximadamente 1.3 %.

5)	 Las variables que miden la competencia en la ruta tam-
bién tienen el signo esperado: ante mayor competencia, 
Aeroméxico fija menores precios.1

1.	  Véase Expediente cnt 050-2015 p. 6-7 del apéndice. 
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El hecho de que la competencia potencial afecte los pre-
cios que fija Aeroméxico indica que el enfoque de red que 
utilizamos es apropiado; un enfoque tradicional en el que se 
analizan los niveles y cambio en el índice de concentración 
no podría analizar el efecto de la fusión, porque hubiera  
empezado con una definición equivocada de mercado rele-
vante. Por otro lado, sin tomar en cuenta los efectos de red, 
no se hubiera podido analizar la importancia y saliencia de  
la congestión del aicm. Elemento fundamental en la decisión 
de aprobación.

aicm es el hub más desarrollado y único en su tipo en 
México, por lo que era importante analizar los efectos de esta 
fusión en los vuelos transfronterizos.

El acuerdo de cooperación conjunta (acj) internalizaría 
la competencia entre Delta y Aeroméxico en vuelos trans-
fronterizos. A través del acj, las partes esperaban una expan-
sión de sus vuelos, lo que llevaría a un aumento en la 
demanda de espacios de aterrizaje en el aicm.

Aeroméxico afirmó que, aunque se abrieran nuevas ru-
tas, la escasa disponibilidad de espacios de aterrizaje en el 
aicm significaría que el crecimiento en la oferta de vuelos se 
programaría en los espacios que ya tiene asignados.  Aunque 
el aicm tiene capacidad para recibir vuelos adicionales, es-
tos deberán ser reprogramados cuando haya espacios dispo-
nibles (de 1 a 6 de la mañana).

Dada la evidencia de congestión y el mecanismo me-
diante el cual se otorgan los espacios de aterrizaje, existían 
pocas alternativas para que un nuevo participante accedie-
ra a espacios de aterrizaje en el AICM: los mecanismos de  
asignación utilizan criterios de antigüedad conocidos como  
“derechos de abueleo” (“grandfather rights”). Este sistema 
favorece al usuario de la temporada anterior para asignar un 
horario de despegue y/o aterrizaje.  

Debemos de recordar que si las aerolíneas compiten a 
nivel de red, en el caso de la fusión analizada, la elasticidad 
de oferta para cualquier vuelo está reducida debido a las si-
guientes razones:

	• Restricción de espacios de aterrizaje (slots) en el ae-
ropuerto.

	• No existe ningún otro hub alternativo.
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	• Muchas ciudades alcanzadas desde el aicm no son 
servidas por vuelos operados desde otros aeropuertos.

Todo esto implicaba la posibilidad de que la nueva em-
presa fusionada ejerciera poder de mercado. La congestión del 
aeropuerto implica que una subida de precios por parte de la 
empresa fusionada, no podría ser contrarrestada con la en-
trada de nuevos operadores en la ruta en la que subieran los 
precios por la falta de horarios de aterrizaje y despegue. Esta 
es la definición tradicional de poder de mercado. Los com-
petidores internalizarían la competencia y no podría haber 
agente que la contrarrestara, lo que implica un aumento en 
el poder de mercado.

Debido a que toda concentración económica implica la 
internalización de la presión competitiva y, por lo tanto, au-
mento del poder de mercado, necesitábamos medir el cam-
bio en precios que la concentración podría implicar, tomando 
en cuenta los efectos de red (la manera en que compiten las 
aerolíneas), la saturación del aicm, entre otros. El modelo eco-
nométrico realizó esto precisamente.  

Los resultados econométricos indicaron que Delta tenía 
precisamente una capacidad de disciplinar los precios de  
Aeroméxico en aproximadamente 4.17 % lo que implica  
que los precios podrían subir en ese monto. No se conside-
ró que esto podría dañar la competencia si además se obli-
gaba a la empresa fusionante a entregar horarios de aterrizaje  
y despegue para que pudieran contrarrestar la posible subi-
da de precios.  

Un tema que no se discutió pero que era pertinente eran 
las ganancias en eficiencia por la posibilidad de conectar los 
nodos de México con los nodos norteamericanos (aquellos 
operados por Aeroméxico y aquellos operados por Delta).  
Esto implicaría la mejor interconexión de redes de aviación 
que permitirían aprovechar mejor las externalidades de red. 
Sería más fácil para los pasajeros de México y Estados Uni-
dos alcanzar destinos que antes no estaban fácilmente dis-
ponibles, incluso en el resto del mundo.   
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CONCLUSIÓN

En resumen, se analizó la fusión de dos aerolíneas de las que 
una tenía la mayor participación en un aeropuerto saturado 
sin sustitutos (aicm), que opera como hub y donde no había 
elasticidad de oferta razonable por otras aerolíneas, lo que 
obligó a autorizar la fusión con la cesión de horarios de ate-
rrizaje y despegue. Es la primera fusión de aerolíneas en el 
mundo, hasta donde tenemos conocimiento, en la que se estu-
dia la fusión a partir de un análisis de redes. La fusión debe-
ría generar mayor bienestar para los consumidores al dar 
pie a la integración de dos redes diversificadas en Nortea-
mérica que permiten una mayor interconexión entre diver-
sos destinos.

alejandro ildefonso castañeda sabido

Es Dr. en Economía por la Universidad de Stanford. Ac-
tualmente es director del Centro de Estudios Económicos 
de El Colegio de México A.C, donde también es profesor-
investigador. Ex comisionado de la Cofece en el periodo 
2013-2017.



LOS MERCADOS DE BIENES 

DIFERENCIADOS Y EL ANÁLISIS 

DE CONCENTRACIONES

FRANCISCO JAVIER NÚÑEZ MELGOZA

ALGUNAS COMPLICACIONES EN EL ANÁLISIS 
DEL IMPACTO DE LAS CONCENTRACIONES

El control de concentraciones es uno de los instrumen-
tos más importantes en la aplicación de la política de 
competencia. En términos cuantitativos es el proce-

dimiento que se aplica a la mayor cantidad de expedientes 
que analizan las agencias de competencia. En términos  
cualitativos, su importancia proviene de su naturaleza pre-
ventiva, que busca evitar que se generen situaciones de con-
centración que puedan dañar el funcionamiento eficiente de 
los mercados. Por ser preventivo, el control de concentra-
ciones implica la realización de análisis prospectivos en los 
que la autoridad diseña escenarios alternos y, con base en 
ellos, identifica los posibles efectos de una transacción.

El análisis prospectivo se realiza en condiciones inciertas. 
Las autoridades carecen de toda la información para analizar el 
desempeño futuro de los mercados, por lo que deciden con  
información imperfecta, lo cual implica la posibilidad de 
ocurrencia de error tipo i (bloquear concentraciones pro-
competitivas) o error tipo ii (permitir concentraciones an-
ticompetitivas). Ambos producen afectaciones igualmente 
graves para el funcionamiento del mercado. El primero pri-
va a las empresas de la posibilidad legítima de crecer; el otro 
genera una afectación, que puede ser permanente, a los con-
sumidores.
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Son varios los elementos que inciden en la calidad de la 
decisión de la autoridad. Sin embargo, en mi experiencia, el 
elemento fundamental es la definición del mercado relevan-
te. Definir adecuadamente el mercado en sus ámbitos de 
producto, el geográfico e incluso el temporal es una condi-
ción necesaria para realizar un análisis robusto de los efec-
tos de una concentración, aunque no es una garantía de que 
el resultado final será el correcto. En contraste, una deficien-
te definición del mercado relevante probablemente resulta-
rá en una decisión inadecuada.

LA DEFINICIÓN DEL MERCADO RELEVANTE

El mercado relevante es el conjunto de productos y zonas 
geográficas que ejercen cierta presión competitiva entre sí 1 
o podrían ejercerla en un periodo razonable. 

La Ley Federal de Competencia Económica (lfce) es cla-
ra: en su artículo 58 establece una serie de consideraciones 
para el ejercicio de identificación del mercado relevante. 
Principalmente, prescribe la necesidad de efectuar un aná-
lisis de posibilidades de sustitución que tome en cuenta tan-
to la perspectiva de los consumidores, así como elementos 
relacionados con costos de distribución y acceso a produc-
tos e insumos, la posibilidad de acudir a otros mercados y las 
restricciones regulatorias que pudieran afectar el acceso a 
fuentes de abastecimiento o a clientes o consumidores alter-
nativos.

La literatura económica y la práctica internacional han 
establecido que la prueba del monopolista hipotético o prue-
ba ssnip (Small but Significant non Transitory Increase in Price) 
es el instrumento a partir del cual se construye el análisis des-
de la perspectiva de la demanda para determinar el mercado 
relevante. Dicha prueba puede utilizarse para identificar las 
dimensiones geográfica y de producto e incluso para deter-
minar el mercado desde la perspectiva de la calidad; no sólo 
ha sido usada por las distintas autoridades de competencia 
mexicanas, sino que, además, el Poder Judicial ha validado 
su empleo.

1.	 Véase Expediente cnt 050-2015 p. 6-7 del apéndice. 
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Existe una equivocación frecuente al aplicar la prueba 
que consiste en considerar nada más productos que guardan 
cierta similitud. Motta ha señalado que el mercado relevan-
te no debe ser un conjunto de productos que “se parecen” 
con base en algunas características,2 sino que se debe exa-
minar la presión competitiva entre los productos. 

La definición del mercado relevante es más sencilla 
cuando la prueba SSNIP se aplica en el contexto de bienes ho-
mogéneos o razonablemente homogéneos. En ese escena-
rio, la prueba conduce a un análisis sobre la sustitución de 
un grupo de productos más o menos homogéneo por otro 
grupo de productos más o menos homogéneo. El problema 
se presenta cuando los productos son diferenciados, pues 
entonces el análisis debe realizarse sobre un espectro, a ve-
ces amplio, de productos que podrían ser sustitutos más o 
menos cercanos, es decir, imperfectos en términos de sus 
dimensiones geográficas o de producto.

Los precios son un indicador que se puede emplear con 
cierta facilidad para identificar comportamientos conjuntos 
entre grupos de bienes homogéneos. Sin embargo, tratán-
dose de bienes diferenciados las distintas características de 
los productos pueden significar precios distintos, de forma 
que no es sencillo analizar la posible reacción de los consu-
midores.

Lo anterior implica una dificultad práctica para estable-
cer límites claros de sustitución en el espectro de productos. 
Una aplicación incorrecta de los principios para determinar 
el mercado relevante puede conducir a identificar mercados 
artificialmente amplios o estrechos; incluso, en un caso  
extremo, se podría concluir erróneamente que cada produc-
to es un monopolio. En los mercados de bien diferenciado, 
la sustitución es una cuestión de grado. Así, es difícil con-
cluir que un producto no ejerce alguna presión competitiva 
en el mercado candidato y que debe ser excluido del mismo. 

Por estas razones, el uso de las herramientas tradicio-
nales para definir el mercado relevante, particularmente la 
prueba ssnip, no es incorrecto, pero debe realizarse con cui-

2.	 Motta, Massimo (2018). Política de competencia, teoría y práctica, Fon-
do de Cultura Económica, p. 138.
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dado y complementarse con instrumentos auxiliares que, de 
manera directa e indirecta, permitan obtener indicios sobre 
la sustitución y la dinámica competitiva de un posible mer-
cado. Ejemplos de ello son los análisis de pérdida crítica y de 
elasticidad cruzada, las tasas de desviación, las correlacio-
nes de precios o cantidades, el análisis de cointegración, la 
prueba de Elzinga-Hogarty y el análisis de áreas de influen-
cias e isócronas.3

EL ANÁLISIS DEL PODER SUSTANCIAL

La teoría económica reconoce que el poder sustancial es la 
capacidad unilateral de una empresa para establecer precios 
superiores a un umbral competitivo. Este concepto está plas-
mado en la lfce, la cual lo relaciona con la capacidad de li-
mitar la oferta en el mercado y la existencia de barreras a la 
entrada.

El poder de mercado se plasma en el índice de Lerner, 
según el cual la capacidad de fijar precios de una empresa se 
relaciona directamente con la participación de mercado e in-
versamente con la elasticidad de la demanda del mercado  
y la elasticidad de oferta de la franja competitiva.4 No basta 
con que una empresa tenga una participación de mercado sig-
nificativa para concluir que detenta poder de mercado. Es  
necesario, además, examinar la capacidad de respuesta de los 
consumidores, representada en la elasticidad de la demanda 
del mercado, y la capacidad de respuesta de los competido-
res, representada en la elasticidad de oferta de la franja com-
petitiva. 

En el ámbito industrial, el índice de Lerner está direc-
tamente relacionado con el índice de Herfindahl-Hirsch-
man, de lo cual se deriva la conjetura estructural según la 
cual la rentabilidad de la industria o el mercado está vincu-
lada con el grado de concentración. A partir de ello, diver-
sas autoridades han diseñado criterios para el uso de índices 

3.	 oecd (2020). Economic analysis in merger investigations, 2020 oecd Glo-
bal Forum on Competition Discussion Paper, p. 23, www.oecd.org/daf/
competition/economic-analysis-in-merger-investigations-2020.pdf

4.	 Posner, Richard A. y Landes, William M. (1981). Market Power in An-
titrust Cases, Harvard Law Review, Vol. 94, No.5.
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de concentración, que son útiles como un elemento indica-
tivo que permite clasificar los casos por su aparente comple-
jidad; nunca deben ser empleados como el único elemento 
para una decisión. 

El uso de participaciones de mercado o del índice Her-
findahl-Hirschman es poco confiable al estudiar mercados 
de bienes diferenciados. Ambos instrumentos suponen que 
es factible la comparación directa entre los diversos parti-
cipantes del mercado, pero las medidas de concentración de 
mercado son particularmente engañosas, si resultan de una 
definición de mercado relevante que no considera la dife-
renciación. Es necesario el auxilio de otras herramientas que 
permitan discernir los posibles efectos de la concentración 
a partir de la identificación de la cercanía competitiva entre 
los productos de las empresas participantes en la concen-
tración.

UNA ALTERNATIVA: LAS TASAS DE DESVIACIÓN

Las elasticidades cruzadas son un instrumento que permite 
identificar si dos productos pueden ser sustitutos al medir la 
reacción de la demanda de uno cuando cambia el precio del 
otro. Sin embargo, no permite medir el impacto de esa sus-
titución en términos del conjunto del mercado.

En cambio, las tasas de desviación permiten conocer  
la manera en que se distribuirá porcentualmente una pérdi-
da de demanda de un producto entre las diversas alternati-
vas al aumentar su precio. De esta forma es factible, en el 
contexto de una concentración, determinar la cercanía com-
petitiva de dos productos y calcular, sobre la base de algu-
nos supuestos, el posible incremento de precios que podría 
resultar de una concentración.

En algunas jurisdicciones, como Estados Unidos de Amé-
rica, las tasas de desviación y las técnicas derivadas de ellas 
se utilizan como una alternativa a la definición del mercado 
relevante. Las autoridades determinan el efecto específico 
de la concentración entre las partes involucradas a veces sin 
identificar el mercado relevante. Dicha posibilidad no tiene 
lugar en México, donde existe la obligación legal de deter-
minar el mercado relevante al menos en los casos en que la 



275EPÍLOGO | FRANCISCO JAVIER NÚÑEZ MELGOZA

autoridad plantea objetar o condicionar una transacción. En 
nuestro país estas técnicas deben emplearse de manera com-
plementaria al ejercicio de determinación del mercado rele-
vante y pueden enriquecerlo.

Existen varios indicadores basados en las tasas de des-
viación que, combinados con información sobre márgenes, 
permiten determinar si una concentración puede facilitar 
un incremento de precios al examinar si dicho incremento 
es rentable como resultado de la transacción. La lógica de 
estas pruebas es compatible con el espíritu de la prueba 
ssnip, porque lo que se examina es el efecto de una fusión 
entre competidores imperfectos; como resultado de ella, el 
producto (o los productos) de la parte fusionada se incorpo-
ra al portafolio de productos de la parte compradora. Cuan-
do existe una cercanía competitiva de los productos de las 
partes, la disminución en ventas de los productos de la com-
pradora derivada de un incremento unilateral de precios pue-
de compensarse por el incremento de ventas de producto de 
la parte fusionada que ahora forma parte de la oferta de la 
compradora. 

COMENTARIO FINAL

El objetivo de este artículo es ilustrar algunas de las comple-
jidades que enfrentan las autoridades en el análisis econó- 
mico de las concentraciones. En México, las agencias de  
competencia han sido exitosas al atender situaciones de mer-
cados de bien diferenciado, como lo ilustra el caso resuelto en 
2012, de la concentración en el mercado de las fórmulas lác-
teas para bebé: la autoridad enriqueció sus consideraciones 
con un análisis técnico basado en el uso de tasas de desvia-
ción y elasticidades cruzadas de la demanda. 

En otras jurisdicciones se discute la efectividad de las 
decisiones históricas en materia de concentraciones y algu-
nos analistas proponen regresar al análisis estructural que se 
practicó durante décadas. Ello implicaría el abandono del 
análisis económico que se ha depurado durante los últimos 
20 años, lo que en mi opinión llevaría al descrédito de las au-
toridades.
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La Cofece representa un buen ejemplo de una institu-
ción que ha evolucionado y perfeccionado sus análisis. Con-
sidero que su reto será sustraerse de coyunturas, en ocasiones 
carentes de rigor analítico, y examinar, desde una perspec-
tiva técnica, las distintas alternativas para robustecer su tra-
bajo en atención a su mandato legal para potenciar las 
capacidades institucionales mediante la adopción de princi-
pios económicos robustos. Estoy seguro de que la experien-
cia acumulada durante 30 años, su marco legal, que es uno 
de los más completos a nivel internacional y, sobre todo, el 
talento y entusiasmo de su gente, permitirán a la Cofece aten-
der los retos que se le presenten.

francisco javier núñez melgoza
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misionado de la Cofece.

 



POLÍTICA DE COMPETENCIA  

EN LOS MERCADOS DIGITALES

JESÚS IGNACIO NAVARRO ZERMEÑO

Las plataformas digitales son parte de la vida cotidiana 
de cada vez más personas. Facilitan las interacciones 
en el salón de clases, en el trabajo o en la vida personal 

y son empleadas para obtener noticias y entretenimiento, 
para conectarse y comunicarse, para producir y acceder a 
contenido y para encontrar trabajo, transporte, alojamiento 
y mucho más. Con las plataformas digitales los consumido-
res obtienen mejores opciones de productos y servicios, 
mientras que las empresas tienen un medio para llegar a más 
usuarios, reducir costos de transacción y dar mejor atención 
a sus clientes. Las plataformas digitales han impulsado una 
ola de innovación cuyos beneficios son evidentes y se espe-
ra que su relevancia incremente en el futuro cercano.

No obstante, las plataformas digitales se han convertido 
en empresas que concentran gran poder económico. Las cin- 
co más grandes por valor de capitalización en las bolsas de 
valores de los Estados Unidos son plataformas digitales. Las 
autoridades de competencia enfrentan tal vez el reto más im-
portante de la próxima década en el diseño y la aplicación  
de una política de competencia efectiva que limite el poder de 
mercado de las grandes plataformas, promueva la innova-
ción y haga llegar los beneficios de la digitalización a todos 
los participantes de la economía. 

El desafío es importante, ya que existen asuntos proble-
máticos que se deben solucionar: 

1.	 Dominio del mercado: las plataformas digitales a me-
nudo logran un dominio significativo en el mercado 
debido a los efectos de red, las economías de escala y las 
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ventajas en el uso de datos. Este dominio puede llevar a 
prácticas anticompetitivas, como conductas de exclu-
sión y precios elevados. El reto es prevenir esos abusos 
sin eliminar los incentivos a la innovación.

2.	 Privacidad y protección de datos: las plataformas digi-
tales recopilan grandes cantidades de datos de los usua-
rios, lo que genera preocupaciones sobre la privacidad 
y la protección de datos. Las autoridades de competen-
cia deben asegurarse de que las prácticas de captación 
de datos de las plataformas dominantes no obstaculi-
cen la competencia ni perjudiquen a los consumidores.

3.	 Fusiones y adquisiciones: la adquisición de posibles 
competidores por parte de plataformas dominan- 
tes puede obstaculizar la entrada al mercado y reducir la 
competencia. Las autoridades de competencia deben 
examinar de cerca las fusiones y adquisiciones para pre-
venir comportamientos anticompetitivos.

4.	 Autopreferencia de la plataforma: las plataformas digi-
tales que ofrecen múltiples servicios pueden priorizar 
sus propios productos sobre los de sus competidores,  
lo que potencialmente distorsiona la competencia. Ga-
rantizar un trato justo e igual para todos los participan-
tes de la plataforma es un desafío para las autoridades 
de competencia.

5.	 Algoritmos y prácticas de precios: los algoritmos de 
precios utilizados por las plataformas digitales pueden 
generar preocupaciones si facilitan la colusión o la dis- 
criminación de precios. Las autoridades de compe- 
tencia deben evaluar el impacto de los algoritmos en la 
competencia y abordar cualquier potencial comporta-
miento anticompetitivo.

6.	 Interoperabilidad y portabilidad de datos: la falta de in-
teroperabilidad y portabilidad de datos puede crear ba-
rreras de entrada y limitar la elección del consumidor. 
Las autoridades de competencia pueden intervenir 
para promover estándares de interoperabilidad y faci-
litar la movilidad de datos.

7.	 Desafíos transfronterizos: las plataformas digitales 
operan en múltiples jurisdicciones, lo que plantea de-
safíos para que las autoridades de competencia coordi-
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nen sus esfuerzos a nivel global. La cooperación entre  
las autoridades y la armonización de las políticas de com- 
petencia se vuelven esenciales para abordar las preo-
cupaciones antimonopolio transfronterizas.

8.	 Naturaleza dinámica de los mercados: los mercados di-
gitales evolucionan rápidamente y las autoridades de 
competencia deben adaptarse a las dinámicas cambian-
tes. La capacidad de identificar problemas emergentes 
de competencia y aplicar respuestas regulatorias ade-
cuadas se vuelve crucial para garantizar una supervisión 
efectiva de la competencia.

Atacar exitosamente estos problemas requiere una combi- 
nación de marcos regulatorios efectivos, acciones de cum-
plimiento, cooperación internacional y monitoreo continuo 
del panorama digital por parte de las autoridades de compe-
tencia. 

Entre 2016 y 2020, autoridades y académicos estuvie-
ron muy activos en el estudio de las características de los 
mercados digitales y de los mecanismos que podrían utili-
zarse para fortalecer la competencia. Se publicó un número 
importante de estudios y reportes que han resultado de gran 
utilidad para contrastar ideas.1 Después de ese intenso pe-
riodo de análisis, la Unión Europea y el Reino Unido fueron 
pioneros en lanzar iniciativas para regular plataformas digi-
tales.

La Ley de Mercados Digitales de la Unión Europea (Digi-
tal Market Act en inglés) entró en vigor en mayo de 2023. Esta 
ley establece que una plataforma de gran tamaño podría ser 
“guardián de acceso” (gatekeeper en inglés) si alcanza una 
posición económica “fuerte”, es un sólido intermediador, y  
goza de una posición afianzada y duradera en el mercado.2

La regulación establece que los guardianes de acceso no 
podrán promover favorablemente sus propios servicios  

1.	 Ver un buen resumen en Competition in Digital Markets: A Review of 
Expert Reports. Fillipo Lancieri y Patricia Morita. Stanford Journal  
of Law, Business & Finance. Vol. 26:1. 2021.

2.	 Ver Ley de Mercados Digitales: para unos mercados digitales justos y 
abiertos disponible en:  https://commission.europa.eu/strategy-
and-policy/priorities-2019-2024/europe-fit-digital-age/digital-
markets-act-ensuring-fair-and-open-digital-markets_es
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y productos más que otros similares ofrecidos por terceros por 
medio de la plataforma; impedir que los consumidores se  
pongan en contacto con las empresas fuera de la plataforma 
del guardián de acceso; evitar que los usuarios desinstalen 
programas o aplicaciones preinstaladas si así lo desean y ras-
trear a los clientes finales al margen del servicio de platafor-
ma básica de los guardianes de acceso con fines de publicidad 
personalizada sin que se haya concedido el consentimiento 
efectivo.3

En abril de 2023, se publicó en el Reino Unido el proyec-
to de Ley sobre Mercados Digitales, Competencia y Consumi-
dor que, de aprobarse, daría a la autoridad de competencia 
poderes amplios para imponer medidas conductuales e inter-
venciones pro-competitivas a plataformas que tengan un po-
der sustancial y “arraigado”.

La autoridad tendría amplia discrecionalidad para es-
tablecer el contenido de las medidas conductuales con el fin 
de adaptarlas a empresas individuales. Mientras tanto, las 
intervenciones pro-competitivas facultarían a la autoridad 
para abordar “efectos adversos sobre la competencia”, in-
cluidos los que podrían derivarse de factores distintos de la 
conducta de una empresa.4

En los Estados Unidos se han realizado varios estudios 
y reportes sobre plataformas digitales; destaca una investi-
gación sobre mercados digitales realizada por un subcomi-
té del Congreso de Estados Unidos.5 Sin embargo, todavía no 
ha habido ningún cambio legislativo. 

En México, tampoco ha habido cambios legislativos a la 
ley de competencia, pero se creó la Dirección General de 
Mercados Digitales en la Comisión Federal de Competencia 
Económica (Cofece), cuyo objetivo es estudiar y dar segui-
miento al funcionamiento, el desarrollo y las dinámicas 
competitivas de los mercados digitales con el fin de brindar 
apoyo en el estudio de las concentraciones e investigaciones 

3.	 Idem.
4.	 https://www.lexology.com/library/detail.aspx?g=2ab6fc77-48ed-43af-

923f-d7587cf5cb1d
5.	 Investigation of Competition in Digital Markets – Majority Staff Re-

port and Recommendations https://judiciary.house.gov/uploaded-
files/competition_in_digital_markets.pdf
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en estos sectores, así como para proponer regulaciones que 
enmarquen su funcionamiento. 

Las iniciativas para regular las plataformas digitales que 
se han implementado en la Unión Europea y el Reino Unido 
son el mayor experimento en competencia de las últimas dé-
cadas y seguramente moldearán la política de competencia 
del futuro en el resto del mundo. 

Al mismo tiempo, las autoridades de competencia de 
todo el orbe han intensificado las acciones tradicionales  
de aplicación de la ley de competencia en plataformas digi-
tales. Prácticamente todas las grandes plataformas están 
bajo investigación en los Estados Unidos, Europa y el Reino 
Unido y a varias se les han aplicado multas importantes.

En México, uno de los aspectos más preocupantes para 
avanzar en la aplicación de la ley de competencia en merca-
dos digitales es la falta de claridad con respecto a la autori-
dad responsable de aplicar la ley de competencia en estos 
mercados: si es la Cofece o si el Instituto Federal de Teleco-
municaciones (ift).

Aun cuando existe en la ley un mecanismo para deter-
minar cuál de esos órganos es la autoridad competente para 
atender un asunto específico, los criterios que han emitido 
los tribunales no han sido consistentes y alargan los proce-
dimientos de manera innecesaria. No hay beneficiados de 
esta falta de claridad, ni los usuarios, ni la autoridad, ni las 
propias plataformas. 

Con creatividad, La Cofece y el ift podrían establecer 
canales de comunicación y acuerdos de cooperación para 
otorgar mayor certeza jurídica a los agentes económicos y 
mejorar la aplicación de la ley en los mercados digitales. 

A manera de conclusión destaca el hecho de que las pla-
taformas son la columna vertebral de la digitalización de la 
economía y, derivado del gran impacto que tendrán sobre 
esta, uno de los mayores retos de las autoridades de compe-
tencia para la próxima década es implementar una política 
de competencia eficaz que, sin desincentivar la innovación, 
proteja la competencia en los mercados digitales. Todavía no 
hay un consenso acerca de la mejor forma de enfrentar el 
problema, pero las principales autoridades de competencia 
pasaron ya del diagnóstico a la acción en uno de los mayo-
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res experimentos regulatorios de las últimas décadas. En Mé-
xico debemos estar muy atentos para adoptar las buenas 
prácticas que surjan de esas iniciativas e intensificar las ac-
ciones tradicionales de aplicación de la ley sin olvidar que la 
legislación de competencia mexicana tiene una herramien-
ta flexible en el artículo 94 que puede justificar una regula-
ción específica para las plataformas digitales.

jesús ignacio navarro zermeño

Comisionado de la Cofece entre 2013 y 2020. Previamen-
te, en el sector público, fue subsecretario de Industria y 
Comercio y director de Prestaciones Económicas y Socia-
les del imss, mientras que en el sector privado fue direc-
tor de Administración y Finanzas de Afore xxi-Banorte. 

 



RETOS DE LA POLÍTICA EN 

MATERIA DE ENERGÍA PARA  

LA PRÓXIMA DÉCADA

BENJAMÍN CONTRERAS ASTIAZARÁN

EL SECTOR ENERGÉTICO EMANADO  
DE LA REFORMA DE 2013

La Reforma de 2013 en materia de energía1 enalteció los 
principios de competencia económica, libre concu-
rrencia, igualdad y no discriminación.2 De manera 

simplificada, en concordancia con esa Reforma se expidió  
la regulación correspondiente con objeto de privilegiar di-
chos principios señalados en materia de redes, sistemas de 
almacenamiento, logística, comercialización y, en general, 
de acceso a los mercados eléctricos o de hidrocarburos a lo 
largo de las diversas cadenas involucradas en la producción, 
el abasto y el suministro.

También, con objeto de preservar las condiciones de 
competencia y de igualdad en el acceso a los mercados, con 

1.	 Me refiero como Reforma de 2013 a la reforma constitucional publi-
cada el 20 de diciembre de 2013, así como a las leyes publicadas para 
implementar estas reformas el 14 de agosto de 2014, particularmen-
te la Ley de la Industria Eléctrica (lie), la Ley de Hidrocarburos (lh), 
y sus reglamentos, expedidos ese mismo año de 2014; además, las 
regulaciones expedidas hasta noviembre de 2018 para la implemen-
tación de lo dispuesto en la reforma constitucional, así como en las 
leyes y reglamentos indicados.

2.	 Antes de la Reforma de 2013 se publicó, el 11 de junio de 2013, la reforma 
constitucional en materia de competencia económica y telecomunica-
ciones (Reforma de Competencia). Ambas reformas se complementan 
al proteger los principios de competencia en el sector energético.
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la Reforma se determinó una regulación aplicable a los gran-
des agentes que dominaron durante décadas las cadenas de 
suministro y abasto de los mercados de energía en México: 
Petróleos Mexicanos (pemex) y la Comisión Federal de Elec-
tricidad (cfe). Esa regulación estableció un régimen de libre 
entrada y salida del mercado para todos los demás agentes, 
libertad que se reflejó en el otorgamiento de permisos y au-
torizaciones a los agentes solicitantes que cumplieran los re-
quisitos establecidos en las leyes. Asimismo, en lo que toca 
a la minería y los minerales indispensables para la transi-
ción energética, la Ley Minera ya preveía, desde 1992, la li-
bre entrada, esto es, el derecho de obtener concesiones 
mineras que les asistía a los solicitantes que cumplieran los 
requisitos. Así, en electricidad, hidrocarburos y minería 
prevaleció un régimen de libertad de entrada y salida a los 
mercados que, aunque estaba sujeto a requisitos, se mani-
festó como un derecho irrestricto a participar en los mercados.

BIENESTAR SOCIAL: INVERSIÓN,  
EFICIENCIA Y COMPETENCIA ECONÓMICA

Las condiciones de competencia y el derecho irrestricto a 
acceder a mercados que se derivan de la Reforma de Com-
petencia y la Reforma de 2013 coadyuvan al funcionamien-
to microeconómico eficiente que es indispensable para la 
maximización del bienestar social con niveles de inversión 
adecuados. En relación con la inversión, es importante en-
fatizar que el logro de niveles aspiracionales de 24 % con 
respecto al Producto Interno Bruto (pib)3 ha sido difícil al 
menos desde 1993 y que tal logro sólo es un índice macroeco-
nómico. En términos macroeconómicos deben darse ciertas 
condiciones para que, de manera descentralizada, cientos de 
miles de inversionistas estén dispuestos a correr el riesgo de inver-
tir y operar sus negocios en México. La Reforma de 2013 pro-

3.	 El 24 % es un dato de la organización México Cómo Vamos como as-
piracional. Sin embargo, de acuerdo con sus propias cifras, la máxi-
ma proporción se alcanzó en el cuarto trimestre de 2008 y fue de 24.8 
%. En los trimestres previos y los posteriores hasta el cuarto de 2022 
nunca se alcanzó el 24 %.
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porcionaba buena parte de ellas.4 En contraste, los acuerdos 
cupulares con un centenar de inversionistas nacionales y 
extranjeros son insuficientes por sí mismos. Al cierre de 2022 
la inversión estaba por encima de 6.2 billones de pesos y re-
presentó el 21.1 % del pib. Es imposible que un centenar de 
inversionistas o que el Estado por sí mismo asuman esta 
carga.5,6

SUSPENSIÓN DEL RÉGIMEN  
DEL SECTOR ENERGÉTICO

El régimen creado tras la Reforma de 2013 fue sustancial-
mente suspendido desde los primeros meses de la presente 
administración, y sustituido por uno que otorga protección a  
cfe y a pemex en las actividades en las que la Constitución 
no les da exclusividad. El trato favorable a estos organismos 
ha significado que dejen de prevalecer los principios de 
competencia y libre competencia y que los inversionistas no  
puedan elegir de manera descentralizada entrar o salir de 
mercados de energía y minería. Sin embargo, tal suspensión 
se ha dado mediante actos de la administración o de cam-
bios legislativos. La constitucionalidad de esos actos y refor-
mas legales ha sido cuestionada por resoluciones del Poder 
Judicial por las cuales se contrastan la rectoría del Estado y 
los derechos humanos. Han prevalecido estos últimos. 

4.	 De acuerdo con el profesor Michael Pettis, de la Universidad de Pekín, 
aproximadamente el 80 % de los flujos globales de recursos disponi-
bles (el exceso de ahorro global), normalmente se dirige hacia países 
desarrollados angloparlantes por su buena gobernanza, por sus mer-
cados financieros profundos y libres y por sus esquemas de protección 
legal de las inversiones de extranjeros. Las condiciones a que se refie-
re Pettis dan a cientos de miles de inversionistas mayor certeza de que 
si invierten dentro del país receptor del ahorro externo, se podrá re-
cuperar la inversión y, en su caso, repatriar utilidades o llevarlas a otro 
país. Money Talks. Reserve core: on digital finance and dollar dominance. 
The Economist. 25 de mayo de 2023.

5.	 Las cifras de porcentajes de inversión sobre el pib y los montos de in-
versión se tomaron del sitio de la organización México Cómo Vamos.

6.	 La insuficiencia en atención de solicitudes de conexión para nuevos 
parques industriales y los apagones que se sufrieron a partir de junio 
de 2023 son muestra de la presión sobre la falta de inversión en distri-
bución y generación.
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PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL

La Reforma de Competencia es un complemento de la Refor-
ma de 2013, ya que  las acciones de abogacía de la Comisión 
Federal de Competencia Económica (Cofece), las quejas de 
actores diversos y, primordialmente, las resoluciones de los 
juzgados especializados en la materia creados en la primera 
Reforma han sostenido hasta hoy, mediante sus resoluciones 
la primacía de la Constitución. Cabe recordar que vivimos en 
una “democracia constitucional” con una “configuración 
representativa, republicana y democrática” prevista en la 
Constitución, y que esta es la voz y mandato del pueblo.7  
La protección al proceso de competencia otorgada por el ar-
tículo 28 constitucional evolucionó desde 1857 para trascen-
der la esfera de protecciones a individuos e incluir también 
la noción de bienestar social “al prohibir cualquier acto que, 
en general, evitara la libre concurrencia o competencia,  
provocando una ventaja exclusiva e indebida a favor de una o 
varias personas en perjuicio de la colectividad.”8

Esta dimensión no sólo se conservó con las reformas al 
artículo 28 constitucional, incluidas la Reforma de Com-
petencia y la Reforma de 2013, sino que fortaleció las refor-
mas constitucionales del 10 de junio de 2011 en materia de 
derechos humanos, por las que se ordenó que en la interpre-
tación de la Constitución se favorezca la protección más  
amplia para las personas. En este sentido, aunada al principio 
de sustentabilidad que emana del artículo 25 de la Constitu-
ción, se ha interpretado en tribunales la existencia de víncu-
los indisolubles entre el deber de rectoría económica a cargo 
del Estado y una debida protección al medio ambiente y a la 
salud con el ser humano en el centro del interés; así como a 
los derechos económicos, sociales y culturales protegidos  

7.	 Términos entre comillas e ideas usadas de la discusión de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación (scjn) en las sesiones del 8 de mayo de 
2023 y 22 de junio de 2023. Versiones taquigráficas. Acciones de In-
constitucionalidad 29/2023 y acumuladas y 71/2023 y acumuladas.

8.	 Ideas tomadas de la sentencia de la scjn sobre la Acción de Inconsti-
tucionalidad 14/2011 (dof 17 de septiembre de 2013).
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por la Constitución y por tratados internacionales.9,10 Así, 
aunque estamos en una situación de suspensión del régimen 
abierto a la entrada y salida de inversionistas previsto en  
la Reforma de 2013, la protección que la Constitución otorga  
al proceso de competencia y libre concurrencia, al derecho al 
desarrollo sustentable y al derecho a la salud de acuerdo a las 
diversas resoluciones del Poder Judicial genera optimismo.

DECISIONES DE POLÍTICA PARA  
LA PRÓXIMA DÉCADA

Las opciones para lograr con éxito las inversiones necesarias 
para el bienestar social del país, incluyendo las que tienen 
que ver con el acercamiento geográfico o geopolítico, near-
shoring o friendlyshoring, son simples para los gobiernos que 
siguen. Por una parte, es posible mantener el estado de sus-
condenarnos al abasto energético ineficiente y a niveles  
de crecimiento menores a los de las décadas recientes; de 
manera alternativa, podemos acercarnos, aunque sea pau-
latinamente, a un régimen que permita, de manera descen-
tralizada, que “cientos de miles de inversionistas estén dis-
puestos a correr el riesgo de invertir” y operar sus negocios 
en México. Si no se elige esta última opción habría que de-
terminar si la protección a pemex y a la cfe está por encima 
del bienestar de los mexicanos.

9.	 Resolución del amparo 207/2021 del Juzgado Primero de Distrito en 
Materia Administrativa, Especializado en Competencia Económica, 
Radiodifusión y Telecomunicaciones. En esta resolución el juez seña-
la que la resolución de la scjn en la que sobreseyó la Controversia 
Constitucional 44/2021 que interpuso la cofece contra la reforma a 
la lie de marzo de 2021 no generó criterios vinculantes. La revisión 
de esta resolución ante Tribunal Colegiado está suspendida para ho-
mologar criterios en tanto la scjn resuelve otros amparos. Revisado el 
29/06/2023. Otros amparos sobre esa reforma a la lie siguen la mis-
ma suerte.

10.	 La scjn resolvió el 14 de junio de 2023 la inconstitucionalidad de la 
reforma a la lh de mayo de 2021 que dejaba sin efectos la regulación 
asimétrica de las ventas de primera mano de pemex. Amparo en revi-
sión 170/2023. Existen otros juicios contra la otra reforma de mayo de 
2021 a la lh en los que se ha suspendido la aplicación de esa reforma.
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Con respecto al régimen objetivo, es común, incluso en 
países desarrollados, que haya retrocesos en sus regulacio-
nes y que después se regrese a condiciones propicias para la 
competencia. En lo que toca a regulaciones y políticas, se pre-
vén para ellas procesos de revisión y mejora de sus procesos 
en nuestro marco constitucional, tanto en el orden federal 
como estatal y municipal; con ello se reconoce no nada más 
la conveniencia de perfeccionarlas permanentemente, sino 
también el hecho de que no siempre resultan en los benefi-
cios que se pretendía obtener cuando fueron concebidas.11

Es posible utilizar procesos que ya existen para mejorar 
nuestro marco regulatorio y de gestión de políticas públi-
cas. Tengo la confianza en que los gobiernos seleccionarán 
ese camino. No es necesario inventar el hilo negro. El cami-
no ya está trazado y probado en el marco de la Reforma de 
Competencia y la Reforma de 2013. Sólo se requiere amor a 
México.

benjamín contreras astiazarán

Fue comisionado de la Cofece y subsecretario de Electri-
cidad. Cuenta con 30 años de experiencia en temas rela-
cionados con las regulaciones y políticas de competencia, 
energía, infraestructura y medio ambiente.

 

11.	 Reformas a los artículos 25 y 73 de la Constitución en materia de Me-
jora Regulatoria del 5 de febrero de 2017 y Ley General de Mejora 
Regulatoria. La eficiencia económica en un sentido amplio es el fun-
damento de la mejora regulatoria, y está prevista en la Ley Federal 
de Competencia Económica para el bienestar de los consumidores.



LA POLÍTICA DE COMPETENCIA 

Y EL PODER JUDICIAL

MARTÍN MOGUEL GLORIA

Las autoridades de competencia económica desempe-
ñan un papel clave en la promoción y protección de la 
competencia en los mercados.1 Se requiere del cum-

plimiento del marco normativo en su actuar para lograr re-
sultados efectivos. El Poder Judicial es garante del respeto a 
la aplicación de la normatividad en competencia conforme 
a nuestro marco constitucional. En este artículo refiero 
brevemente la interrelación entre la política de competen-
cia y el Poder Judicial en México.

LA POLÍTICA DE COMPETENCIA EN MÉXICO

La Constitución prohíbe los monopolios y las prácticas mo-
nopólicas. En 1992 se creó la Comisión Federal de Competen-
cia como el organismo encargado de promover y garantizar  
la competencia económica. Las facultades que se le otorga-
ron fueron investigar y sancionar prácticas monopólicas ab-
solutas o relativas, resolver sobre concentraciones ilícitas y 
analizar concentraciones que requerían de notificación pre-
via.

Con la reforma constitucional y la nueva ley de compe-
tencia de 2013, la política de competencia se fortaleció. La 
Ley Federal de Competencia Económica (lfce) establece ba-
ses sólidas para la promoción y protección de la competen-
cia en México, las cuales confieren a la Comisión Federal de 

1.	 La Comisión Federal de Competencia Económica en todos los secto-
res de la economía y el Instituto Federal de Telecomunicaciones en 
radiodifusión y telecomunicaciones.



290
LA POLÍTICA DE COMPETENCIA ECONÓMICA EN MÉXICO: 
RETROSPECTIVA, BALANCES Y RETOS

Competencia Económica (Cofece) y al Instituto Federal de Te-
lecomunicaciones (ift) amplias facultades de investigación  
y sanción en los mercados. Asimismo, les otorga las llama-
das facultades incrementales para regular insumos esencia-
les y eliminar barreras a la competencia. La Cofece y el ift 
tienen la tarea de interpretar y aplicar la normativa de com-
petencia económica de manera imparcial y efectiva.

EL PODER JUDICIAL Y LA  
POLÍTICA DE COMPETENCIA

El Poder Judicial desempeña un papel importante en el  
fortalecimiento de la política de competencia. Los tribuna-
les tienen la responsabilidad de garantizar que las resolu-
ciones de las autoridades de competencia cumplan con el 
marco jurídico y así protejan los derechos de los agentes 
económicos involucrados en los procesos de competencia.

Con la entrada en vigor de la lfce en 1993, tanto los Tri-
bunales Federales en Materia Administrativa como el Tribu-
nal Federal de Justicia Administrativa conocían de los asuntos 
de competencia económica. Posteriormente, con la reforma 
a la lfce de 2011, se determinó que las resoluciones de la Co-
misión podrían ser impugnadas en un juicio ordinario admi-
nistrativo, lo que nunca sucedió en la práctica.

En 2013 se establecieron los Juzgados y Tribunales Ad-
ministrativos Especializados en Competencia Económica, 
Radiodifusión y Telecomunicaciones, encargados de admi-
nistrar justicia en competencia económica en el país. La es-
pecialización contribuye a procedimientos más eficientes y 
sentencias robustas con base en un conocimiento especia-
lizado en la materia.

Por su parte, el marco normativo de la competencia eco-
nómica se fortalece con los precedentes del Poder Judicial. 

Una de las primeras sentencias que tuvo un efecto im-
portante en la política de competencia fue la declaración de 
inconstitucionalidad del artículo 10, fracción vii, de la lfce 
de 1992, que establecía una cláusula general para sancionar 
ciertas prácticas monopólicas relativas. Por ese motivo, la 
Comisión tuvo que cerrar varios asuntos que se sostenían con 
base en dicho numeral. La inconstitucionalidad de los artí-
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culos 15 y 16 sobre el comercio interestatal impedía a la Co-
misión emitir resoluciones con carácter obligatorio para los 
estados, por lo que sólo podía emitir recomendaciones. So-
bre el primer asunto, se incorporó en la lfce un catálogo de 
conductas que se consideran prácticas monopólicas relati-
vas; sobre el segundo, consideramos que el problema subsis-
te, excepto para el ift, que también es autoridad reguladora 
de los sectores de su competencia.

Las sentencias que validan los artículos relacionados 
con el catálogo de prácticas monopólicas absolutas, la de-
terminación del mercado relevante o el poder sustancial, el 
concepto de concentración, entre otros, fortalecieron la po-
lítica de competencia en el país. Las disposiciones en la lfce 
relacionados con temas como la causa objetiva para iniciar 
una investigación, los periodos para realizar una indagato-
ria y los requisitos que deben contener los requerimientos y 
visitas de verificación tienen su origen en los precedentes 
del Poder Judicial. Los criterios de los tribunales especiali-
zados establecen los alcances de la actuación de las autori-
dades de competencia económica.

RETOS Y PERSPECTIVAS

Son plausibles los avances logrados, pero aún existen desa-
fíos en la implementación y fortalecimiento de la política de 
competencia en México. 

Uno de los principales es la duración de los procesos ju-
diciales. Con la creación de los juzgados de distrito especia-
lizados se dio celeridad a los asuntos. Sin embargo, debido a 
múltiples reformas y a la creación de nuevos ordenamien-
tos, dichos tribunales conocen no sólo de actos de la Cofece 
o el ift, sino de otras autoridades, lo que ha provocado un 
incremento importante de asuntos. De 2014 al 2016, el pro-
medio de juicios de amparo era de mil 300 nuevos ingresos 
por año. De 2020 a 2022, el promedio fue de seis mil 560 nue-
vos ingresos por año. Esto significa que hubo un crecimien-
to exponencial, lo que excede los recursos humanos y 
materiales asignados para resolver a estos órganos especia-
lizados.
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Lo anterior provocó que los recursos y el personal de es-
tos órganos sean insuficientes. Si bien se creó un tercer juz-
gado especializado, no es una medida suficiente, pues el 
rezago aumenta.

Además, la resolución de casos de competencia requie-
re de conocimientos técnicos y económicos avanzados, pues 
suelen ser complejos y necesitan de un análisis detallado de 
pruebas y argumentos. 

Es necesario que continúe la formación y capacitación 
de jueces y personal judicial para fortalecer su capacidad de 
análisis y toma de decisiones. Sin embargo, la excesiva car-
ga de trabajo es un obstáculo importante para ello. 

La economía digital también es un tema relevante. La 
capacitación de todos los involucrados, aunada a las senten-
cias que se emitan con motivo de las controversias entre la 
Cofece y el ift para determinar la autoridad competente, in-
fluirán en el desarrollo de este sector.

Es importante seguir con la transparencia y la rendición 
de cuentas. La publicación de las resoluciones judiciales con-
tribuye a generar confianza en el sistema y a fortalecer la cer-
teza jurídica para los agentes económicos.

La independencia judicial es un elemento clave para el 
adecuado funcionamiento de la Cofece y el ift. Se debe 
transparentar el método de selección de los jueces que inte-
gran esos órganos, pero también establecer periodos largos 
para que ejerzan; asimismo los casos de remoción deben ser 
también transparentes. 

Las facultades incrementales para resolver asuntos so-
bre barreras a la competencia e insumos esenciales pueden 
derivar en recomendaciones de la Cofece que no obligan a 
las autoridades involucradas en esos procedimientos. Ello 
deja un vacío legal, puesto que algunos actos de autoridades 
pueden ser anticompetitivos y lo serán mientras no existan 
mecanismos legales para impedirlo. El Poder Judicial ha con-
firmado que estos procedimientos sólo pueden derivar en 
recomendaciones a la autoridad.2 Por ello, debería existir una 
vía para que, una vez concluido el procedimiento por insu-

2.	 Lo anterior se agrava, pues las autoridades de competencia no pue-
den presentar controversias constitucionales para controvertir aque-
llas normas que afectan la competencia económica.
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mos esenciales o barreras a la competencia ante la Cofece, 
los tribunales especializados resuelvan los diferendos entre 
esta y las autoridades para, en su caso, expulsar del orden 
jurídico los actos o normas anticompetitivas que generan ba-
rreras a la competencia o que impiden el uso de insumos 
esenciales en forma competitiva.

La presentación de demandas de amparo en contra de 
cualquier acto de la Comisión generó el cambio constitucio-
nal en el sentido de que sólo se pueden impugnar las resolu-
ciones finales y es improcedente la suspensión.3 Sin embargo, 
ello deja espacio para actos arbitrarios. Por ejemplo, las au-
toridades de competencia pueden solicitar información  
excesiva a los particulares sin restricción alguna; en ejecu-
ción de una resolución tienen la capacidad de pedir infor-
mación ad libitum e inclusive pueden cambiar lo establecido 
en la resolución, lo que deja en indefensión a los particula-
res. Consideramos que hay actos arbitrarios que deben ser 
materia de control jurisdiccional, pues actos arbitrarios no  
deben subsistir. Asimismo, es importante revisar la pro- 
cedencia de la suspensión, por ejemplo, en actos de impo-
sible reparación, como la inhabilitación de directivos de una 
empresa.4

CONCLUSIONES

La política de competencia desempeña un papel crucial en el 
desarrollo económico de México. El Poder Judicial tiene la 
responsabilidad de garantizar a los gobernados que la efecti-
va implementación de la política de competencia cumpla con 
los parámetros constitucionales. A través de la independen-
cia judicial, la especialización y la agilización de los procesos 
judiciales, se puede fortalecer la política de competencia.

Es fundamental que la Cofece, el ift y el Poder Judicial 
cooperen sin afectar su independencia para superar los de-

3.	 Las multas y la desincorporación que ordene la Comisión no se ejecu-
tarán hasta que se resuelva el juicio de amparo.

4.	 No propongo que regresemos a la procedencia del juicio de amparo 
por todos y cada uno de los actos de las autoridades de competencia. 
Sin embargo, hay casos de excepción como la sentencia dictada sobre 
el privilegio cliente-abogado.
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safíos existentes y promover la competencia efectiva en Mé-
xico. El fortalecimiento de estas instituciones contribuirá  
a consolidar un entorno económico favorable que promue-
va la inversión, la productividad y el crecimiento sostenible 
en beneficio de toda la sociedad.

martín moguel gloria

Abogado en competencia económica en el despacho 
Moguel y Asociados. Ex comisionado de la Cofece.

 



PARA UNA POLÍTICA DE 

COMPETENCIA CON MAYOR 

INCIDENCIA EN MÉXICO, 

DURANTE LA PRÓXIMA DÉCADA

ALEJANDRA PALACIOS PRIETO

En septiembre de 2023, la Comisión Federal de Compe-
tencia Económica (Cofece o Comisión) cumplió diez 
años como órgano autónomo del Estado mexicano res-

ponsable de velar por la competencia y libre concurrencia en 
todos los mercados nacionales, salvo los sectores de radiodi-
fusión y telecomunicaciones. También sumaron 30 años de 
promulgación de la primera ley de competencia del país.

En este texto planteo una discusión distinta y comple-
mentaria a la de los autores que me anteceden: me enfocaré 
en los espacios existentes para fortalecer aún más a la Cofe-
ce en la aplicación efectiva de la ley de competencia. Para 
ello, comienzo por recordar que conforme la Comisión ma-
duraba, el Legislativo le fue otorgando nuevas herramientas 
para incrementar su incidencia en los mercados. Hubo una 
dinámica en la que se probó si las nuevas herramientas pa-
saban el tamiz del Poder Judicial, y si efectivamente servían 
para detectar y sancionar conductas anticompetitivas. De 
no ser el caso, se hicieron ajustes para dar mayor efectividad 
a la autoridad. Así, se realizaron ajustes legales relevantes en 
materia de competencia económica en 2006, 2009 y 2011. 

Sin embargo esta dinámica positiva se interrumpió. En 
años recientes, la discusión sobre posibles reformas a la Ley 
Federal de Competencia Económica (lfce) fue nula. La prin-
cipal razón es la sistemática aversión del actual gobierno fe-
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deral mexicano (2018-2024) a la existencia misma de los 
órganos autónomos, y de la Cofece en lo particular, por lo que 
la comunidad de competencia prefirió no mencionar la nece-
sidad de reformas legales al funcionamiento de la Comisión.

A diez años de la última reforma a la lfce y con un nue-
vo gobierno en 2024, me parece pertinente iniciar un nuevo 
ciclo de conversaciones sobre potenciales ajustes a las nor-
mas que regulan la actividad de la Cofece. Dejo aquí algunas 
propuestas derivadas de la experiencia de presidir la institu-
ción de 2013 a 2021.

ELEVAR LOS MONTOS DE ALGUNAS MULTAS

La autoridad de competencia tiene la capacidad de investi-
gar y sancionar conductas anticompetitivas y, en su caso, 
imponer multas disuasivas. A su vez, esta atribución es pro-
porcional a la capacidad que tiene de recolectar y hacerse de 
información relevante para sus investigaciones y análisis 
mediante requerimientos de información, en comparecen-
cias y/o en visitas de verificación.

En textos previos1 expuse que la lfce no es suficiente-
mente fuerte cuando los agentes económicos vinculados a un 
procedimiento por prácticas anticompetitivas deciden no 
atender ciertos requerimientos de información de la autori-
dad. Uno de ellos es el desahogo de una diligencia de compa-
recencia so pretexto de la autoincriminación. Al no hacerlo, 
la multa que corresponde como medida de apremio es baja 
porque el incumplimiento es respecto a un único evento.  
En las visitas de verificación sucede algo similar. Obviamen-
te las empresas y sus abogados calculan el costo económico 
de la sanción y lo comparan con la infracción por retrasar la 
entrega de información o el acceso a sus oficinas, en la lógi-
ca de que en ocasiones podría resultarles más conveniente 
incumplir que cumplir. Esto debe cambiar. 

También es necesario ajustar los montos mínimos y 
máximos permitidos por ley en la imposición de multas por 

1.	 Estas propuestas de reforma a la lfce ya las escribí antes en Política de 
competencia, en Competencia Económica: Balance y retos a tres décadas 
de su regulación, Tirant le Blanch, México. Este es un resumen de 
aquellas ideas.
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conductas anticompetitivas, para que estas: i) verdadera-
mente reflejen el daño causado al mercado; y ii) sean disua-
sivas. Desafortunadamente, en casos recientes, aunque la 
Cofece impuso las máximas sanciones permitidas por ley, 
estas quedaron muy por debajo del daño estimado al mer-
cado. Es necesaria una reforma para que la ley de compe-
tencia no permita que una multa esté por debajo del daño 
causado al mercado, salvo cuando ese monto exceda la 
máxima sanción posible en función de la capacidad econó-
mica del sancionado.

En función de lo anterior, también se debe ajustar al alza 
ese tope máximo. Por ejemplo, la lfce establece una multa 
máxima de 10 % de los ingresos de la empresa infractora de 
una colusión, pero sólo del último año en que se cometió  
la práctica, sin importar si la conducta duró tres o 15 años. 
Para que la sanción económica tenga verdaderos efectos di-
suasivos, una posible modificación podría ser que el monto 
de la multa máxima se calcule con base en los ingresos de to-
dos los años en que se cometió la conducta anticompetitiva.

UNA SOLA AUTORIDAD DE COMPETENCIA 
Y OTRAS MODIFICACIONES LEGALES EN EL 
CONTEXTO DE LOS MERCADOS DIGITALES

Son necesarias modificaciones legales que atiendan los nue-
vos retos de competencia en los mercados digitales. Como 
parte de un paquete de reformas en este sentido es primor-
dial regresar a un esquema con una sola autoridad de com-
petencia en el país: la Cofece.

Conforme se profundice la digitalización de más activi-
dades económicas (lo que implica, entre otros aspectos, que 
más empresas utilicen Internet y servicios de telecomunica-
ciones como insumo para operar y brindar bienes y servi-
cios), existirán crecientes diferencias de interpretación entre 
el Instituto Federal de Telecomunicaciones (ift) y la Comi-
sión respecto a quién le toca tramitar los distintos asuntos en 
materia de competencia en mercados que usan el Internet 
como insumo. Por ahora, estas diferencias se resuelven en el 
Poder Judicial y pueden pasar muchos meses antes de que los 
tribunales especializados asignen jurisdicción. Las empresas, 
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con justa razón, no tienen por qué tolerar que su asunto se 
empantane en un conflicto judicial entre órganos autóno-
mos. Incluso hemos llegado al absurdo de que las compañías 
siguen adelante con sus procesos de concentración en tanto 
se resuelve el asunto competencial, a sabiendas de que par-
te del costo de cerrar la transacción es pagar una multa por 
hacerlo sin la autorización expresa de alguna de las dos au-
toridades de competencia.

¿Por qué la Cofece? Durante la última década en la que 
han coexistido dos autoridades de competencia, el número 
de asuntos relacionados con la aplicación de la lfce se han 
tramitado abrumadoramente en la Comisión,2 que es la au-
toridad especializada en la materia. Sus asuntos son los que 
han sentado precedente legal. Además, se distingue por es-
tar a la vanguardia en la aplicación de la ley, mientras que el 
ift siempre ha jugado a ser seguidor.

Por otra parte, en muchos países se discute si las leyes 
de competencia que se redactaron el siglo pasado servirán 
para frenar el poder de mercado de las grandes empresas tec-
nológicas. En varios se considera que no y, en consecuen-
cia, se han modificado las leyes. En México y en América 
Latina en general, los especialistas en competencia son cau-
tos y la opinión generalizada es que con las leyes que se tie-
nen actualmente es suficiente. Por el contrario, soy de la idea 
de facilitar a la Cofece la posibilidad de regular aspectos de 
competencia de las grandes empresas tecnológicas.

ACUERDOS FIRMADOS  
ANTE EL PODER JUDICIAL

Una vez que la Cofece resuelve un asunto, las empresas y 
personas involucradas pueden acudir al Poder Judicial para 
que sea revisada la legalidad de la actuación de la Comisión. 
Esto es parte del sistema de pesos y contrapesos de nuestra 
política de competencia y obliga a la autoridad a ser cuida-
dosa del debido proceso, así como a respetar los derechos de 
las empresas y personas que tramitan asuntos ante ella. 

2.	 ocde (2020) Examen inter-pares de la ocde sobre el derecho y la po-
lítica de competencia, México: https://www.oecd.org/daf/competi-
tion/Mexico-Peer-Reviews-of-Competition-Law-and-Policy-es.pdf



299EPÍLOGO | ALEJANDRA PALACIOS PRIETO

En este contexto, hay al menos dos circunstancias en las 
que la intervención temprana del Poder Judicial resultaría re-
levante: una es cuando algún agente económico aprovecha 
los espacios que la ley le permite para llevar adelante una con-
centración con compromisos; otra, cuando se cierra de ma-
nera anticipada una investigación por prácticas monopólicas 
relativas a cambio del cumplimento de ciertos deberes pac-
tados con la autoridad para mitigar los riesgos a la competen-
cia que fueron la causa del inicio de la indagatoria. Sucede  
a veces que, luego de comprometerse con la Cofece, las em-
presas impugnan ante el Poder Judicial los compromisos que 
hicieron. Estas actuaciones oportunistas desvirtúan la ley y 
el sistema de competencia, por lo que es pertinente que es-
tos acuerdos entre agentes y la autoridad de competencia se 
firmen ante el Poder Judicial.

Por otra parte, la Cofece debe contar con la posibilidad 
de settlements por prácticas monopólicas absolutas. Una vez 
emitido un dictamen de probable responsabilidad, podría 
idearse un lapso determinado para que, si el emplazado acep-
ta haber cometido la conducta ilícita, se llegue a un acuerdo 
con la autoridad sobre el monto de la multa y el compromi-
so a no impugnar la resolución final. Esto ahorraría recur-
sos a la Comisión al abreviar el procedimiento seguido en 
forma de juicio. Si el emplazado considera que la investiga-
ción no tiene mérito, el procedimiento seguido en forma de 
juicio continúa con la tramitación del expediente corres-
pondiente.

ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD

Desde su creación, la autoridad de competencia ha identifi-
cado y redactado opiniones con recomendaciones para eli-
minar obstáculos regulatorios a la competencia. En algunos 
casos, desgraciadamente no en la mayoría, la opinión técni-
ca y objetiva de la Cofece ha tenido el valor persuasivo de 
generar ajustes o frenar la entrada en vigor de alguna regu-
lación. En tiempos más recientes, mediante el ejercicio de 
su facultad para presentar controversias constitucionales, 
la Comisión logró que se declararan inconstitucionales al-
gunas normas contrarias a la competencia, veredictos que 
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se dieron porque las normas impugnadas atentaban fla-
grantemente contra sus facultades de investigación.

Sin embargo, en la mayoría de las opiniones redactadas, 
la propuesta de la nueva norma bajo escrutinio no contravie-
ne directamente las atribuciones de la Comisión, sino las con-
diciones de competencia en algún mercado, asunto que es 
materia de acción de inconstitucionalidad, no de controver-
sia. Por lo tanto, para impedir que esas nuevas regulaciones 
obstaculicen la competencia debe reformarse el artículo 105 
constitucional con el fin de facultar a la Cofece para presen-
tar acciones de inconstitucionalidad sobre normas generales 
que violenten los principios de competencia.

LAS QUERELLAS PENALES POR PARTE  
DE LA COFECE NO HAN FUNCIONADO

Además de las multas administrativas arriba planteadas, las 
normas mexicanas prevén sanciones penales en temas rela-
cionados con el trabajo de la Comisión contra: i) cualquiera 
que durante una visita de verificación altere, destruya o per-
turbe de forma total o parcial documentos, imágenes o  
archivos electrónicos; y ii) quien se colude en una práctica 
monopólica absoluta.

En estos casos, la Cofece tiene atribución para presen-
tar una denuncia penal. Para que esta prospere, además del 
mérito, se necesita que la Fiscalía General de la República 
(fgr) la considere relevante y, en consecuencia, la investi-
gue. Hasta ahora ninguna de las denuncias presentadas por 
la Comisión ha prosperado. En lo particular, en las quere-
llas presentadas en los casos de colusión se conjuntan: (1) la  
falta de pericia por parte de la fgr para tramitar delitos de 
corte económico; (2) el hecho de que el perfil de las prue-
bas presentadas por la Cofece no necesariamente es sufi-
ciente para estructurar un asunto penal; y (3) la larga lista 
de casos pendientes que tiene la Fiscalía, y no son priorita-
rios los relacionados con la competencia económica.

Para que la imputación de delitos penales en materia de 
competencia sea una realidad en el mediano plazo, lo pri-
mero es reconocer que se requieren mejoras en las normas 
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que regulan estas querellas. Corresponde a los expertos ju-
rídicos encontrar las alternativas para mejorar la conexión 
entre lo penal y lo administrativo. Por lo pronto, en el corto 
plazo la mejor herramienta para inhibir las conductas anti-
competitivas y la falta de cooperación de las empresas con 
la autoridad son las multas administrativas disuasivas. 

CONSIDERACIÓN FINAL

Como señalé, hay que aprovechar este aniversario para, 
además de valorar todo lo bueno, refinar en la lfce lo que 
corresponda para que la agencia de competencia avance en 
el cumplimiento de su mandato constitucional.

Este breve texto es un reflejo de mis aprendizajes al fren-
te de la institución. Seguramente hay más áreas de oportu-
nidad. También debe considerarse que en este momento se 
definen en el Poder Judicial asuntos de trascendencia para 
que la Cofece sea una autoridad con capacidad de investiga-
ción plena. Por ejemplo, si los correos electrónicos son o no 
comunicaciones privadas a los que la Comisión no podría te-
ner acceso como elemento probatorio de una colusión. 

Lo cierto es que nadie sabe mejor lo que necesita que  
la Cofece misma. Por ello, me gustaría verla pronunciarse 
activamente sobre lo que considera prioritario e indispen-
sable ajustar y que explique cómo, de aprobarse e imple-
mentarse correctamente los cambios que proponga, se  
modificaría el escenario de competencia en el país, con  
la expectativa de que el bolsillo de los mexicanos alcance 
para más y quien desee emprender tenga mayores posibili-
dades de éxito.

alejandra palacios prieto

Comisionada presidenta de la Cofece, 2013–2021.
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En 2023 se cumplen 30 años de la entrada en vigor de la primera 
Ley Federal de Competencia Económica y 10 años de la creación de 
la Comisión Federal de Competencia Económica.

A la luz de estos aniversarios resulta necesario (re)pensar la 
aplicación de la política de competencia en México. Para ello, es 
indispensable llevar a cabo una revisión del pasado, una valoración 
del presente y una reflexión hacia el futuro. Hablar de competen-
cia económica en nuestro país implica hablar del cambio de para-
digma económico de finales del siglo pasado, pero también de un 
proceso complejo de negociaciones y acuerdos políticos que dieron 
lugar al andamiaje legal e institucional que conocemos hoy en día. 
En este sentido, vale la pena volver a mirar las actuaciones de la 
Comisión, las pasadas y las presentes, para entender cuál es su po-
sición en el escenario económico, político y social del país y, con 
ello, avizorar los retos que tiene preparado el futuro.

Este libro conmemorativo reúne las opiniones, balances y aná-
lisis de actores que han sido clave en el diseño institucional de la 
Comisión y en la implementación de la ley de competencia. Aquí 
están vertidas las plumas de académicos especialistas en materia 
de competencia; de personas servidoras públicas que vieron nacer 
a la Comisión como órgano constitucional autónomo y que, actual-
mente, colaboran con ella; de colegas de agencias de competencia 
en otras latitudes del mundo; y, por supuesto, de los primeros y ac-
tuales comisionados que conforman el Pleno de la Cofece. 

Este libro revela la incasable labor que la Comisión ha realizado 
a lo largo de estos años, así como su compromiso con el desarrollo 
y bienestar futuro de México. 




